Límites al ejercicio del derecho de negociación colectiva de los empleados públicos en el ordenamiento jurídico colombiano by Nieto Vargas, Lorena
LÍMITES AL EJERCICIO DEL DERECHO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE 
LOS EMPLEADOS PÚBLICOS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
COLOMBIANO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
LORENA NIETO VARGAS 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
UNIVERSIDAD COLEGIO MAYOR DE NUESTRA SEÑORA DEL ROSARIO 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA 
MAESTRÍA DERECHO ADMINISTRATIVO 
BOGOTÁ D.C. 
2011 
2 
 
LÍMITES AL EJERCICIO DEL DERECHO DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE 
LOS EMPLEADOS PÚBLICOS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
COLOMBIANO 
 
 
 
 
 
 
LORENA NIETO VARGAS 
 
 
 
 
 
TESIS PRESENTADA PARA OBTENER EL TÍTULO DE 
MAGISTER EN DERECHO ADMINISTRATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
 
DIRECTOR 
DR. OSCAR JOSÉ DUEÑAS RUÍZ 
ABOGADO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
UNIVERSIDAD COLEGIO MAYOR DE NUESTRA SEÑORA DEL ROSARIO 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA 
MAESTRÍA DERECHO ADMINISTRATIVO 
BOGOTÁ D.C. 
2011 
3 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
A  mis  padres,  Yolanda  y  Eduardo, 
A mi novio Camilo Andrés  
                                                                                 quienes con  su  apoyo  y  colaboración 
                                                hicieron posible que esta investigación culminara con éxito. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4 
 
AGRADECIMIENTOS 
 
 
Este trabajo de investigación es el resultado de mi voluntad, interés y esfuerzo, el cual 
contó con la colaboración y apoyo desprevenido de quienes estuvieron participando para la 
consecución de este fin. 
 
 
Agradezco en primer lugar a mis padres, Yolanda y Eduardo quienes me acompañaron 
durante todo este proceso, guiándome y brindándome todo el soporte necesario para 
cumplir con los objetivos propuestos. 
 
 
A mi novio Camilo Andrés, que en estos últimos siete meses me brindó todo su amor, 
cariño, comprensión y ayuda desinteresada, fundamentales para la culminación con éxito de 
esta investigación. 
 
 
A mi director de tesis Dr. Oscar José Dueñas Ruiz, por su permanente motivación y 
consejo, trasmitidos a través de su experiencia y extenso conocimiento del tema. 
 
 
   
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
5 
 
CONTENIDO 
 
                     Pág. 
 
INTRODUCCIÓN           9 
 
 
CAPÍTULO I  
1. CLASIFICACIÓN JURÍDICA DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS  14 
1.1 Antecedentes constitucionales                          17 
1.2 Antecedentes legales         19 
1.3 Clasificación a nivel departamental y municipal     23 
1.4 Clasificación constitucional         26 
1.5 Cuadro de clasificación                                                              28 
 
 
CAPÍTULO II   
2. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO        30 
2.1 Historia de la OIT         36 
2.2 Miembros de la OIT          42 
2.3 Estructura de la OIT           43 
2.3.1 Conferencia general de los representantes de los miembros    43 
2.3.2 Consejo de administración        46 
2.3.3 Oficina internacional del trabajo        46 
2.4 Actos de la organización internacional del trabajo      47 
2.4.1 Convenios de la OIT         48 
2.4.2 Recomendaciones de la OIT        49 
2.4.3 Obligación de sumisión        50 
2.4.4 Principio de favorabilidad        52 
2.4.5 Proyectos de convenios no adoptados por la conferencia     52 
2.4.6 Memoria anual de los convenios ratificados       52 
2.4.7 Reclamaciones respecto a la inobservancia en la aplicación de un convenio  52 
2.4.8 Queja por la inaplicabilidad de un convenio      53 
2.5 Enmiendas a la constitución de la OIT        54 
2.6 Interpretación de la constitución y de los convenios     54 
2.7 Conferencias regionales         54 
2.8 Convenios de la OIT en Colombia        54 
2.8.1 Ratificación de los convenios de la OIT       55 
2.8.2 Cumplimiento de la obligación de sumisión en Colombia    57 
2.8.3 Prohibición de reservas         59 
2.9 Cuadro de síntesis         61 
 
 
 
 
6 
 
CAPÍTULO III   
DERECHO COLECTIVO DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS                                 63 
3.1 Surgimiento del sindicalismo en Colombia      64 
 
 
CAPÍTULO IV 
DERECHO DE ASOCIACIÓN SINDICAL DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS  76 
4.1 Antecedentes          76 
4.2 Consagración constitucional        80 
4.3 Marco legal          83 
4.4 Libertad de afiliación         83 
4.5 Protección del derecho de asociación sindical      84 
4.6 Fuero sindical          87 
4.7 Organización sindical           93 
4.8 Asamblea general                                                                                                          110 
4.9 Régimen interno                                113 
4.10 Facultades y funciones sindicales                                        118 
4.11 Permisos sindicales                               121 
4.12 Pliego de peticiones                               121 
4.13 Prohibiciones y sanciones para las asociaciones sindicales               122 
4.14 Federaciones y confederaciones                  125 
4.15 Contrato sindical                    128 
4.16 Disolución y liquidación                   133 
4.17 Cuadro de síntesis                       135                                                                                                      
 
 
CAPÍTULO V                                  
NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS                       139                     
5.1 Antecedentes                     140 
5.2 Consagración constitucional                   152 
5.3 Marco legal                        152    
5.4 Límites al derecho de negociación colectiva de los empleados públicos             155 
5.5 Exequibilidad del convenio 151 de la OIT de 1978                          162 
5.6 Exequibilidad del convenio 154 de la OIT de 1981                          167 
5.7 Corte Constitucional, sentencia C-1234 de 2005                          171 
5.8 Convenio 154 de la OIT forma parte del bloque de constitucionalidad                        176 
5.9 Decreto 535 del 24 de febrero de 2009                 176 
5.10 Acción de nulidad contra el decreto 535 del 24 de febrero de 2009                        177 
5.11 Informe de la comisión de expertos                 178 
5.12 Visita de la misión de alto nivel 2011                  190 
5.13 Decreto de 2011 por el cual se reglamenta el artículo 416 del CST              190 
5.14 Cuadro de síntesis                    193 
 
 
 
7 
 
CAPÍTULO VI 
DERECHO DE HUELGA DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS             199 
6.1 Antecedentes                     200 
6.2 Consagración constitucional                   201 
6.3 Marco legal                    203 
6.4 Prohibición de huelga en los servicios públicos                204 
6.5 Restricción del derecho de huelga para los sindicatos de empleados públicos            205 
6.6 Suspensión colectiva ilegal del trabajo                 207 
6.7 Declaratoria de ilegalidad                  207 
6.8 Arbitramento                    207 
6.9 Cuadró de síntesis                    208 
 
 
7. CONCLUSIONES                   210 
 
 
BIBLIOGRAFÍA                    228 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
8 
 
ABREVIATURAS 
 
 
 CP        Constitución Política 
 
 
 CST     Código Sustantivo del Trabajo 
 
 
 CPT     Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 
 
 
 OIT      Organización Internacional del Trabajo 
 
 
 ONU     Organización de las Naciones Unidas 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
9 
 
INTRODUCCIÓN 
 
 
La Constitución Política de 1991 en el inciso primero del artículo 123 adicionó a los 
miembros de las corporaciones públicas, como servidores públicos y mantuvo la 
clasificación de empleados públicos y trabajadores oficiales del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios, estipulada en los artículos 5° del decreto 
ley 3135 de 1968;  1°, 2° y 3° del decreto reglamentario 1848 de 1969; 2° y 3° del decreto 
ley 1950 de 1973;  26 del decreto 1390 de 1976; 233 y 304 del decreto 1222 de 1986; 42 de 
la ley 11 de 1986 y 292 del decreto ley 1333 de 1986.  
 
 
Según la normatividad, se denominan empleados públicos las personas naturales, que 
laboran en los departamentos administrativos, establecimientos públicos, ministerios, 
superintendencias y unidades administrativas especiales; así como los servidores públicos  
que prestan sus servicios personales en los departamentos, municipios y asociaciones de 
municipios.  
 
 
Son trabajadores oficiales los que desempeñan actividades relacionadas con la construcción 
y sostenimiento de obras públicas en las distintas entidades estatales a nivel nacional, 
departamental y municipal; y quienes prestan sus servicios a las empresas industriales y 
comerciales del Estado, exceptuándose los cargos de dirección o confianza, que de acuerdo 
con los estatutos deban ser ejercidos por empleados públicos. En las sociedades de 
economía mixta se determina la calidad de los trabajadores oficiales de conformidad con el 
capital aportado por el Estado. 
 
 
La vinculación de los empleados públicos con la administración se realiza acatando la 
forma establecida por la ley o el reglamento; se materializa a través del nombramiento y la 
consecuente posesión, observando en todo caso, el régimen regulatorio del servicio. Para tal 
efecto el artículo 122 constitucional establece: “No habrá empleo público que no tenga 
funciones detalladas en la ley o reglamento y para proveer los de carácter remunerado se 
requiere que estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el 
presupuesto correspondiente…”. 
 
 
En tal sentido el Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, con ponencia del 
consejero Augusto Trejos Jaramillo del 11 de febrero de 1998, en respuesta a la solicitud 
del Ministro de Hacienda y Crédito Público, con radicación 1072, afirmó: “… no hay 
posibilidad legal de que el funcionario entre a discutir las condiciones de empleo, ni a fijar 
alcances laborales distintos de los concebidos por las normas generales y abstractas que 
las regulan. Es decir, el empleado no fija ni discute condiciones laborales tales como 
formas de vinculación y desvinculación, funciones inherentes al ejercicio del cargo, 
remuneración y prestaciones sociales, las que preexisten al momento en que la persona 
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natural adquiere la categoría de empleado público y que pueden ser modificadas o 
derogadas por la ley, sin el consentimiento o intervención del empleado…”. Posición que 
ha sido reiterada por ese Tribunal, acogida igualmente por la Corte Constitucional y la 
Corte Suprema de Justicia. 
 
 
Respecto de los trabajadores oficiales a diferencia de los empleados públicos, su 
vinculación con el Estado se realiza mediante contrato de trabajo, por acuerdo de 
voluntades, del cual surgen obligaciones recíprocas y la posibilidad de negociar las 
condiciones del servicio que incluyen entre otras, la jornada laboral, remuneración y 
término de duración. Se pacta en forma individual o en aplicación de las respectivas 
convenciones colectivas, respetando el mínimo de garantías en la relación laboral. 
 
 
Con el fin de garantizar la estabilidad laboral a los empleados públicos, el artículo 125 de la 
Carta Política dispone: “Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. 
Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 
trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. Los funcionarios, cuyo sistema de 
nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados 
por concurso público. El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se 
harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar 
los méritos y calidades de los aspirantes. El retiro se hará por calificación no satisfactoria 
en el desempeño del empleo; por violación del régimen disciplinario y por las demás 
causales previstas en la Constitución o la ley. En ningún caso la filiación política de los 
ciudadanos podrá determinar su nombramiento para un empleo de carrera, su asenso y 
remoción”. 
 
 
Así las cosas, la diferencia que existe entre estas dos categorías de servidores públicos que 
prestan su servicio personal al Estado, radica única y exclusivamente en su forma de 
vinculación. Es decir, los empleados públicos no pueden modificar sus condiciones 
laborales porque su nexo con la administración es legal o reglamentaría, a diferencia de los 
trabajadores oficiales quienes celebran un contrato de trabajo con el Estado y pueden 
convenir beneficios aún superiores de los contenidos en las normas generales. 
 
 
Ahora bien, en el marco de esta desigualdad, se debe enfatizar que el constituyente de 1991, 
concibió a Colombia  como un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, participativa y pluralista, cimentado en el respeto de la dignidad humana, en el 
trabajo, la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general; 
lo que conllevaría con fundamento en el derecho de igualdad, al reconocimiento pleno de 
las garantías constitucionales para todos los trabajadores.  
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En desarrollo de los derechos laborales acogidos ampliamente a partir de la expedición de 
la Constitución Política de 1991, en nuestro país, el derecho al trabajo se constituye en un 
valor esencial, como pilar fundamental del Estado social de derecho, es así como el artículo 
25 de la Carta Política indica que: “el trabajo es un derecho y una obligación social y goza, 
en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado”; en el artículo 53 reconoce 
como principios fundamentales básicos y mínimos: “Igualdad de oportunidades para los 
trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de 
trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos 
en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 
discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 
interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre 
formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad 
social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la 
mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad”; en el artículo 54 se impone tanto al 
empleador como al Estado la obligación de: “ofrecer formación y habilitación profesional 
y técnica a quienes lo requieran”, a su vez al Estado la de: “propiciar la ubicación laboral 
de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a un 
trabajo acorde con sus condiciones de salud”.  
 
 
Adicionalmente, el derecho colectivo del trabajo, adquiere relevancia fundamental al 
garantizarse en el artículo 39 el derecho de asociación sindical, salvo para los integrantes de 
las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional al señalar: “Los trabajadores y empleadores 
tienen derecho a constituir sindicatos o asociaciones, sin intervención del Estado. Su 
reconocimiento jurídico se producirá con la simple inscripción del acta de constitución. La 
estructura interna y el funcionamiento de los sindicatos y organizaciones sociales y 
gremiales se sujetarán al orden legal y a los principios democráticos. La cancelación o la 
suspensión de la personería jurídica sólo proceden por vía judicial. Se reconoce a los 
representantes sindicales el fuero y las demás garantías necesarias para el cumplimiento 
de su gestión. No gozan del derecho de asociación sindical los miembros de la Fuerza 
Pública”. En el artículo 55 el derecho de negociación colectiva para todos los trabajadores, 
excluyendo los previstos en la ley, en los siguientes términos: “Se garantiza el derecho de 
negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones que 
señale la ley. Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la 
solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo”. En tal sentido, en el artículo 56 
reconoce el derecho de huelga con algunas restricciones al consagrar: “Se garantiza el 
derecho de huelga, salvo en los servicios públicos esenciales definidos por el legislador. La 
ley reglamentará este derecho. Una comisión permanente integrada por el Gobierno, por 
representantes de los empleadores y de los trabajadores, fomentará las buenas relaciones 
laborales, contribuirá a la solución de los conflictos colectivos de trabajo y concertará las 
políticas salariales y laborales. La ley reglamentará su composición y funcionamiento”.  
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En este contexto, la constitucionalización del derecho laboral condujo a que por primera  
vez en nuestro país, se garantizara el ejercicio de negociación colectiva a los trabajadores 
sindicalizados adquiriendo rango constitucional. Cuya finalidad radica en buscar la 
solución pacífica a los conflictos colectivos de trabajo, otorgando a los representantes de 
los trabajadores facultades para que inicien procesos de diálogo con el empleador, 
tendientes a precisar y concretar condiciones laborales más benéficas. Surgiendo en 
consecuencia, un derecho para regular la relación laboral durante el tiempo determinado, el 
cual será aplicable a los trabajadores de la entidad, empresa o del sector.  
 
 
No obstante, este derecho se aplica parcialmente teniendo como sustento la interpretación 
jurisprudencial del artículo 55 de la Carta Política, según la cual el constituyente facultó al 
legislador para excluir de su ejercicio a los empleados públicos, en razón a la modalidad de 
vinculación legal o reglamentaria con el Estado. Es así, como la Corte Constitucional ha 
declarado la exequibilidad de los artículo 414 y 416 del Código Sustantivo del Trabajo que 
restringen a los sindicatos de estos trabajadores la posibilidad de negociar colectivamente, 
presentar pliegos de peticiones, suscribir convenciones colectivas y declarar la huelga como 
instrumento de presión y reivindicación laboral.      
 
 
Sin embargo, con la ratificación de los convenios 87, 98, 151 y 154 de la Organización 
Internacional del Trabajo, incorporados en nuestra legislación por las leyes 26 y 27 de 
1976, 411 de 1997 y 524 de 1999, respectivamente, la negociación colectiva se ha hecho 
extensiva a sindicatos de empleados públicos con funciones de naturaleza técnica o 
administrativas, exceptuándose a quienes ejerzan cargos de dirección, confianza o manejo 
del gobierno y de elección popular. 
 
 
Al ser la negociación colectiva de los empleados públicos, un tema novedoso desde el 
momento mismo de su inclusión en nuestra legislación, a partir de 1991, surge la necesidad 
de realizar su análisis general, fundamentado en las disposiciones contempladas en el 
derecho internacional del trabajo, la Constitución Política y la ley, observando las 
características especiales de la vinculación  de carácter legal o reglamentaria, que permita 
responder los interrogantes que surgen: ¿El sistema jurídico colombiano garantiza el 
pleno derecho a la negociación colectiva de los empleados públicos?; ¿Se generan 
restricciones en su ejercicio?; ¿Si se presentan qué soluciones se pueden plantear?; 
sustentado bajo los siguientes soportes jurídicos: 
 
 
1.  La Constitución Política de 1991 en el artículo 55 “garantiza el derecho a la 
negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones 
que señale la ley”. En reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional se ha ratificado que una de las excepciones procede para los 
empleados públicos por considerar que el constituyente le otorgó al legislador la 
facultad para determinar la exclusión a este derecho.  
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2. El Código Sustantivo del Trabajo a través de los artículos 414 y 416 regula 
taxativamente las funciones y limitaciones de los sindicatos de empleados públicos. 
 
 
3. La OIT a través de los convenios 87, 98 y 154 ha protegido el derecho a la 
negociación colectiva. Los que según la Corte Constitucional, al versar sobre 
derechos humanos, hacen parte del bloque de constitucionalidad y no se pueden 
limitar aún en los estados de excepción. 
 
 
4. La Comisión de Libertad Sindical de la OIT en el informe de 1991 sobre Colombia, 
al referirse a la aplicación del convenio 98 manifestó: “… En lo que respecta al 
derecho de negociación colectiva de las organizaciones de empleados públicos, la 
Comisión recuerda que el Convenio trata de todos los trabajadores con la sola 
posible excepción de los funcionarios públicos que trabajan en la Administración 
del Estado y ruega al gobierno que tome medidas con miras a modificar la 
Legislación (C.S.T., art. 414 y 416) a fin de conceder a aquellos empleados 
públicos que no trabajen en la administración del Estado las garantías previstas en 
el Convenio en materia de negociación de convenciones colectivas…”. 
 
 
Del planteamiento anterior, ante la universalización de los derechos humanos y el respeto 
por las garantías mínimas de los trabajadores, se pretende con este trabajo de grado, 
exponer mediante un análisis integral, el ejercicio del derecho de negociación colectiva de 
los empleados públicos, las limitaciones o restricciones impuestas por el ordenamiento 
jurídico, que menoscaban el núcleo esencial del derecho colectivo del trabajo; la 
transgresión por parte del Estado Colombiano, que al adoptar los convenios 87, 98, 151 y 
154 de la OIT omite su aplicación para estos funcionarios públicos; y los avances que se 
han pretendido implementar para subsanar la discriminación que afecta los intereses de este 
grupo de servidores del Estado.    
 
 
Para ello, la temática de la tesis se aborda en tres capítulos, en el primero el régimen 
jurídico de los empleados públicos a partir de su clasificación legal y constitucional; el 
segundo la Organización Internacional del Trabajo, su estructura, conformación 
competencia, actos (convenios y recomendaciones), obligación de sumisión de los Estados 
miembros, entre otros aspectos y finalmente el desarrollo del derecho colectivo del trabajo 
de dichos servidores, haciendo énfasis en el derecho de negociación colectiva y sus avances 
en la realidad colombiana. 
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CAPÍTULO I. CLASIFICACIÓN JURÍDICA DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS 
 
 
La vinculación de los empleados públicos con la administración se realiza a través de una 
modalidad legal o reglamentaria, materializada con el nombramiento y la respectiva 
posesión en el cargo. Estos servidores integran la función pública, cuya finalidad radica en 
garantizar la satisfacción del interés general, la efectiva prestación del servicio público y el 
cumplimiento de los fines del Estado.  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-830 del 8 de agosto de 2001 con ponencia del 
magistrado Jaime Araujo Rentería, amplía el concepto de función pública, precisa que éste 
abarca todo lo concerniente a la relación laboral que surge entre los trabajadores y la 
administración, al indicar: “La función pública, entendida como: “el conjunto de tareas y 
de actividades que deben cumplir los diferentes órganos del Estado, con el fin de 
desarrollar sus funciones y cumplir sus diferentes cometidos y, de este modo, asegurar la 
realización de sus fines”, comprende también la determinación de las reglas básicas que 
rigen la relación de subordinación del servidor público con el Estado. Mediante el 
ejercicio de la función pública se satisfacen los intereses generales del Estado y de la 
comunidad misma, fin primordial del Estado social de derecho…”.    
 
A su vez, la Corporación en sentencia C-037 del 28 de enero de 2003, con ponencia del 
magistrado Álvaro Tafur Galvis, manifestó que la función pública en un sentido restringido 
hace alusión a las actividades del Estado desarrolladas a través de: “… potestades públicas 
y que significan, en general, ejercicio de la autoridad inherente del Estado…”. Por otra 
parte, en sentencia C-620 del 25 de junio de 2008 con ponencia de la magistrada Clara Inés 
Vargas Hernández, señaló: “La función pública en sentido amplío, está relacionada con las 
actividades que realiza el Estado a través de las ramas del poder público y de los órganos 
autónomos e independientes, como también mediante las entidades o agencias públicas 
para alcanzar los fines estatales; en este campo también pueden ser incluidos los 
particulares que en virtud de lo dispuesto en la Constitución Política y por mandato legal 
son investidos de funciones públicas…”. 
 
Se advierte del contenido de la última sentencia, que el concepto de función pública, no 
sólo está integrado por las tareas propias que debe realizar el Estado en todos los 
estamentos de la administración pública a través de sus empleados públicos, con  
vinculación legal o reglamentaria, para garantizar la prestación del servicio que redunde en 
beneficio del interés general de la colectividad; sino que además, determina lo concerniente 
a su relación laboral y la de los particulares a quienes se les confieren funciones públicas 
por precepto constitucional y legal, en consecuencia deben ser considerados servidores 
públicos. 
 
El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, se 
pronuncia en el mismo sentido en sentencia del 29 de septiembre de 2009, con ponencia del 
consejero Víctor Hernando Alvarado Ardila argumentando que la función pública “… es la 
actividad desplegada por un órgano del Estado, encaminada a cumplir con sus 
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atribuciones o fines, la que se ejerce, por regla general, a través, de los servidores 
públicos…”. 
 
Cabe anotar que, el artículo 123 de la Constitución Política de 1991, clasificó de manera 
general a los servidores públicos del Estado y de las entidades descentralizadas 
territorialmente y por servicios, en tres categorías: miembros de las corporaciones públicas, 
trabajadores oficiales y empleados públicos; manteniendo para las dos últimas, la 
regulación prevista en la legislación anterior a fin de determinar a quienes prestan sus 
servicios personales al Estado y a la comunidad en general. Sin embargo, al igual que las 
constituciones colombianas precedentes, omitió pronunciarse acerca de la definición 
específica de cada uno de ellos, de los elementos jurídicos que permitan conceptualizarlos 
de manera concreta, del régimen aplicable, de los requisitos, forma de vinculación, 
funciones o tareas que les corresponde desempeñar, así como de las causales de 
desvinculación o de terminación del contrato, entre otros tópicos; facultando al legislador 
para la reglamentación específica de cada uno de estos.  
 
No obstante, para el caso concreto de los empleados públicos, las disposiciones 
constitucionales regulatorias de la función pública, mantienen una constante tendiente a su 
regulación, así el artículo 122 prevé: “No habrá empleo público que no tenga funciones 
detalladas en ley o reglamento y para proveer los de carácter remunerado se requiere que 
estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto 
correspondiente…”. En cuanto al régimen de responsabilidad, el artículo 124 dispuso: “La 
ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla 
efectiva”. Consagró en el artículo 125 el régimen de carrera administrativa como regla 
general para la vinculación de los empleados públicos con el Estado, al establecer: “Los 
empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección 
popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás 
que determine la ley. Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido 
determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. El 
ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento 
de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de 
los aspirantes. El retiro se hará por calificación no satisfactoria en el desempeño del 
empleo; por violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la 
Constitución o la ley. En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá 
determinar su nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción...”. 
 
La Carta Política en el artículo 126 prohíbe a los servidores públicos: “… nombrar como 
empleados a personas con las cuales tengan parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad, primero civil, o con quien estén ligados por 
matrimonio o unión permanente. Tampoco podrán designar a personas vinculadas por los 
mismos lazos con servidores públicos competentes para intervenir en su designación. Se 
exceptúan… los nombramientos que se hagan en aplicación de las normas vigentes sobre 
ingreso o ascenso por méritos”. Igualmente, el artículo 127 les impide: “… celebrar, por sí 
o por interpuesta persona, o en representación de otro, contrato alguno con entidades 
públicas o con personas privadas que manejen o administren recursos públicos, salvo las 
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excepciones legales. A los empleados del Estado que se desempeñen en la Rama Judicial, 
en los órganos electorales, de control y de seguridad les está prohibido tomar parte en las 
actividades de los partidos y movimientos y en las controversias políticas, sin perjuicio de 
ejercer libremente el derecho al sufragio. Los empleados no contemplados en esta 
prohibición solo podrán participar en dichas actividades y controversias en las 
condiciones que señale la Ley Estatutaria”. La utilización del empleo para presionar a los 
ciudadanos a respaldar una causa o campaña política constituye causal de mala 
conducta…” y de conformidad con el artículo 129, los servidores públicos: “… no podrán 
aceptar cargos, honores o recompensas de gobiernos extranjeros u organismos 
internacionales, ni celebrar contratos con ellos, sin previa autorización del gobierno”. 
 
A los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo se les aplican las limitaciones 
contempladas en el artículo 219 de la Constitución, es decir: “… no podrá reunirse sino 
por orden de autoridad legítima, ni dirigir peticiones, excepto sobre asuntos que se 
relacionen con el servicio y la moralidad del respectivo cuerpo y con arreglo a la ley”. Así 
mismo: “… no podrán ejercer la función del sufragio mientras permanezcan en servicio 
activo, ni intervenir en actividades o debates de partidos o movimientos políticos”.  
 
El artículo 128 limita el ejercicio simultáneo de “más de un empleo público” y prohíbe 
“recibir más de una asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o de 
instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente 
determinados por la ley”. Indica que debe entenderse por tesoro público: “… el de la 
Nación, el de las entidades territoriales y el de las descentralizadas”.  
 
Finalmente el artículo 131 preceptúa: “Compete a la ley la reglamentación del servicio 
público que prestan los notarios y registradores, la definición del régimen laboral para sus 
empleados y lo relativo a los aportes como tributación especial de las notarías, con destino 
a la administración de justicia. El nombramiento de los notarios en propiedad se hará 
mediante concurso. Corresponde al gobierno la creación, supresión y fusión de los 
círculos de notariado y registro y la determinación del número de notarios y oficinas de 
registro”1.   
                                                             
1 Sobre la regulación constitucional de la función pública la Corte Constitucional en sentencia C-830 de 2001 con 
ponencia del magistrado Jaime Araujo Rentería, consideró: “El constituyente incluyó en el capítulo V, título 2 del Estatuto 
Superior, intitulado “de la función pública”, una serie de disposiciones en las que se consagran los principios que la 
gobiernan. Así por ejemplo, se define quiénes son servidores públicos; se establece como regla general, que los empleos 
de los órganos y entidades del Estado son de carrera administrativa, salvo los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley; se autoriza al legislador para 
regular la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva; se consagra expresamente que en 
ningún caso la filiación política puede determinar el nombramiento de un ciudadano en un empleo de carrera, su ascenso 
o remoción; que el retiro del servicio solamente procede por calificación insatisfactoria, por violación del régimen 
disciplinario y las demás causales previstas en la Constitución y la ley, que no habrá empleo que no tenga funciones 
detalladas en la ley o el reglamento, que nadie puede desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir 
más de una asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o instituciones en las que tenga parte mayoritaria 
el Estado, salvo los casos que determine la ley. Igualmente, se consagra algunas prohibiciones, inhabilidades e 
incompatibilidades para ejercer cargos públicos, entre otras normas (arts. 122 a 131 C.P.).  Por otra parte, se establece 
en el artículo 209 superior que la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
17 
 
En desarrollo de las disposiciones constitucionales, el Congreso de la República expidió la 
ley 909 del 23 de septiembre de 2004, a través de la cual se adoptaron mecanismos para 
reglamentar lo concerniente al régimen del empleo público, el ingreso y permanencia en la 
carrera administrativa y el desarrollo de la gerencia pública, haciendo énfasis que quienes 
se vinculan con la administración pública mediante una modalidad legal y reglamentaria 
prestando sus servicios personales a las diferentes entidades de la administración pública 
integran la función pública, compuesta por los empleos públicos de carrera, de libre 
nombramiento y remoción, de periodo fijo y temporales; la que a su vez se obliga en la 
optimización y eficacia en la prestación del servicio que redunde en beneficio del 
conglomerado social. Indica la ley que la función pública: “se desarrolla teniendo en 
cuenta los principios constitucionales de igualdad, mérito, moralidad, eficacia, economía, 
imparcialidad, transparencia, celeridad y publicidad”. Así mismo señala que los procesos 
de selección del personal que integra la función pública deben fundamentarse en: “el 
criterio de mérito, de las calidades personales y de la capacidad profesional”.  
 
En este contexto, el objetivo del capítulo radica en determinar a través de un cotejo de las 
disposiciones constitucionales y legales, la evolución de la clasificación jurídica de los 
empleados públicos vinculados con el Estado, a través de una modalidad legal o 
reglamentaria. Bajo el entendido que la administración nacional desarrolla sus objetivos y 
finalidades partiendo del respeto por la prevalencia del interés general de los asociados, 
propósitos que se cumplen a través del talento humano, encargado de materializar las 
actividades propias del Estado.  
 
 
1.1 ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES SOBRE LA CLASIFICACIÓN 
GENERAL DE EMPLEADO PÚBLICO  
 
Haciendo un cotejo de los textos constitucionales anteriores a 1991, se encuentra que 
algunas referencias sobre el tema de los empleados públicos, siempre fueron constantes y 
permanentes, no obstante en ninguna se definió o clasificó expresamente a los trabajadores 
al servicio del Estado, como se relaciona a continuación: 
 
1. Constitución de Cundinamarca del 30 de marzo de 1811. Promulgada el 4 de abril de 
1811. Título VI: Artículo 29. “El poder legislativo es el único que tiene derecho de asignar 
los sueldos que deben gozar los funcionarios y empleados públicos; aumentando o 
disminuyendo la cuota con arreglo a la representación y al trabajo de cada uno, y al 
estado de ingresos que tenga el Tesoro Público”.  
 
2. Constitución de la República de Cundinamarca del 18 de julio de 1812. Título IV: 
Artículo 48. “En los excesos que los funcionarios cometan en calidad de tales serán 
juzgados por el Tribunal de la Corporación que señale esta Constitución”. Artículo 49. 
                                                                                                                                                                                         
mediante la delegación, la descentralización y la desconcentración de funciones” y que las autoridades administrativas 
deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado…”.  
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“Lo mismo se entenderá de los subalternos de las diversas Corporaciones de la 
representación nacional”. 
 
3. Constitución Política de la República de Colombia de 1830. Titulo XII: Artículo 85. 
“Corresponde al Jefe del Ejecutivo: 18. Suspender de sus destinos, con previo acuerdo del 
Consejo de Estado, a los empleados públicos del ramo ejecutivo…”.  Artículo 157. “Todo 
funcionario y empleado público, al entrar en el ejercicio de sus funciones, deberá prestar 
juramento de sostener y defender la Constitución, y de cumplir fiel y exactamente los 
deberes de su empleo”. 
 
4. Constitución Política del Estado de la Nueva Granada del 1 de marzo de 1832. 
Titulo XI: Artículo 211. “Ningún funcionario ni empleado público, civil, político, 
eclesiástico, o militar, entrará en el ejercicio de sus funciones, sin prestar previamente el 
juramento de sostener y defender la constitución, y de cumplir fiel y exactamente los 
deberes de su empleo”.  
 
5. Constitución Política de la República de la Nueva Granada del 20 de abril de 1843. 
Titulo VII: Sección Tercera. Artículo 101. “Son atribuciones del poder ejecutivo: 2. 
Cumplir y ejecutar, y hacer que se cumplan y ejecuten por sus agentes y por los empleados 
que le están directamente subordinados, la Constitución y las Leyes en la parte que les 
corresponde: 3. Cuidar de que los demás empleados públicos que no le están directamente 
subordinados las cumplan y ejecuten, y las hagan cumplir y ejecutar, en la parte que les 
corresponden; requiriéndolos al efecto, o a las autoridades competentes para que les 
exijan la responsabilidad, si no las cumplen o ejecutan”. 
 
6. Constitución Política para la Confederación Granadina de 1858. Capítulo IV: 
Sección Quinta. Artículo 43. “Son atribuciones del Presidente de la Confederación: 7. 
Nombrar para todos los empleos públicos de la Confederación las personas que deban 
servirlos, cuando la Constitución o las leyes no atribuyan el nombramiento a otra 
autoridad”.  
 
7. Constitución Política de los Estados Unidos de Colombia de 1863. Capítulo VI: 
Sección Quinta. Artículo 66. “Son atribuciones del Presidente de la Confederación: 7. 
Nombrar para todos los empleos públicos de la Unión las personas que deban servirlos, 
cuando la Constitución o las leyes no atribuyan el nombramiento a otra autoridad”.  
 
8. Constitución Política de la República de Colombia de 1886. Artículo 27. “La anterior 
disposición no obsta para que puedan castigar, sin juicio previo, en los casos y dentro de 
los precisos términos que señale la ley. Los funcionarios que ejercen autoridad o 
jurisdicción, los cuales podrán penar con multas o arrestos a cualquiera que los injurie o 
les falte al respeto, en el acto en que estén desempeñando las funciones de su cargo”. 
Artículo 62. “La ley determinará los casos particulares de incompatibilidad de funciones; 
los de responsabilidad de los funcionarios y modo de hacerla efectiva; las calidades y 
antecedentes necesarios para el desempeño de ciertos empleos, en los casos no previstos 
por la Constitución; las condiciones de ascenso y de jubilación; y la serie o clase de 
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servicios civiles o militares que dan derecho a pensión del Tesoro público”. Artículo 63. 
“No habrá en Colombia ningún empleo que no tenga funciones detalladas en ley o en 
reglamento”. Artículo 64. “Nadie podrá recibir dos sueldos del Tesoro público, salvo lo 
que para casos especiales determinen las leyes”. Artículo 65. “Ningún funcionario entrará 
a ejercer su cargo sin prestar juramento de sostener y defender la Constitución, y de 
cumplir con los deberes que le incumben”. 
 
 
1.2 ANTECEDENTES LEGALES SOBRE LA CLASIFICACIÓN GENERAL DE 
EMPLEADO PÚBLICO 
 
Solo a partir de la reforma administrativa de 1968, con la expedición del decreto 3135 del 
mismo año, acogiendo el criterio formal de la naturaleza del acto de vinculación, se entra a 
clasificar a quienes prestan servicios personales al Estado como empleados públicos y 
trabajadores oficiales, siendo los primeros aquellos que se vinculan con la administración 
mediante una relación legal o reglamentaria, por lo que sus condiciones laborales no son 
susceptibles de modificación, salvo por disposiciones de igual jerarquía a aquella que creó 
la situación jurídica; y los segundos por un contrato de trabajo, en el cual es posible acordar 
previamente las condiciones del servicio, no obstante es susceptible de modificaciones  
posteriores, por decisión unilateral del empleador o en aplicación de la convención 
colectiva del trabajo. 
 
Al respecto la jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Suprema de Justicia ha 
reiterado que esta clasificación es aplicable para los servidores del orden nacional, 
departamental y municipal por cuanto define la naturaleza jurídica de la vinculación con el 
Estado.  
 
En la práctica se presentan diferencias sustanciales en aspectos atinentes al salario, 
prestaciones sociales, permanencia en el servicio, entre otros. Adicionalmente, para el caso 
de los empleados públicos la definición agrupa indiscriminadamente tanto a funcionarios 
con autoridad, mando, dirección y confianza, como a los demás que en forma subordinada 
realizan una función administrativa, quedando unos y otros limitados para el libre ejercicio 
de los derechos colectivos laborales.  
 
En este contexto, el desarrollo de la clasificación del empleado público se fundamenta en 
las siguientes disposiciones legales: 
                                                              
1. Ley 4ª del 20 de agosto de 1913. Artículo 5°. “Son empleados públicos todos los 
individuos que desempeñan destinos creados o reconocidos en las leyes. Lo son igualmente 
los que desempeñan destinos creados por ordenanzas, acuerdos y decretos válidos. Dichos 
empleados se clasifican en tres categorías, a saber: 1. Los Magistrados, que son los 
empleados que ejercen jurisdicción o autoridad. 2. Los simples funcionarios públicos, que 
son los empleados que no ejercen jurisdicción o autoridad, pero que tienen funciones que 
no pueden ejecutar sino en su calidad de empleados; y 3. Los meros oficiales públicos, que 
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son los empleados que ejercen funciones que cualquiera puede desempeñar, aun sin tener 
la calidad de empleado”.  
 
2. Decreto legislativo 2350 de 1944. Artículo 14. “La nación, los departamentos, 
intendencias y comisarías y los municipios se consideran patronos para los efectos del 
presente decreto, y en general de la legislación del trabajo, en relación con los 
trabajadores de construcción y sostenimiento de obras públicas y en las empresas 
industriales, comerciales, agrícolas o ganaderas que dichas entidades exploten con ánimo 
de lucro. En cambio sus relaciones con los de los empleados administrativos y con los de 
los órganos legislativo y judicial, no estarán regidas por las normas sobre contratos de 
trabajo sino por las reglas de derecho público que determinen las leyes especiales”.  
 
3. Decreto 2127 del 28 de agosto de 1945. Artículo 4°. “No obstante lo dispuesto en los 
artículos anteriores, las relaciones entre los empleados públicos y la administración 
Nacional, Departamental o Municipal no constituyen contratos de trabajo, y se rigen por 
leyes especiales, a menos que se trate de la construcción o sostenimiento de las obras 
públicas, o de empresas industriales, comerciales, agrícolas o ganaderas que se exploten 
con fines de lucro, o de instituciones idénticas a las de los particulares o susceptibles de 
ser fundadas y manejadas por estos en la misma forma”. 
 
4. Decreto ley 3153 del 30 de noviembre de 1953. Artículo único. “Los empleados y 
obreros de obras que se ejecutan por cuenta de entidades públicas mediante contrato de 
administración delegada, son trabajadores oficiales y por consiguiente están sometidos en 
sus relaciones laborales a las disposiciones que rigen para los trabajadores oficiales”. 
 
5. Decreto 3130 del 26 de diciembre de 1968. Artículo 3°. “Del régimen jurídico para 
algunas sociedades de economía mixta. Las sociedades de economía mixta, en las que el 
Estado posea el noventa por ciento (90%) o más de su capital social se someten al régimen 
previsto para las empresas industriales y comerciales del Estado”. 
 
6. Decreto 3135 del 26 de diciembre de 1968. Artículo 5°. “Empleados públicos y 
trabajadores oficiales. Las personas que prestan sus servicios en los Ministerios, 
Departamentos Administrativos, Superintendencias y Establecimientos Públicos son 
empleados públicos; sin embargo, los trabajadores de la construcción y sostenimiento de 
obras públicas son trabajadores oficiales. (En los estatutos de los establecimientos 
públicos se precisará qué actividades pueden ser desempeñadas por personas vinculadas 
mediante contrato de trabajo).  
 
Las personas que prestan sus servicios en las Empresas Industriales y Comerciales del 
Estado son trabajadores oficiales; sin embargo, los estatutos de dichas empresas 
precisarán qué actividades de dirección o confianza deban ser desempeñadas por personas 
que tengan la calidad de empleados públicos”. 
 
Al respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 
31 de enero de 1985 sobre la expresión “obras públicas” contenida en el inciso primero del 
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artículo 5° del decreto 3135 de 1968 manifestó: “Conviene aclarar en primer término que 
le asiste razón al cargo cuando sostiene que no todas las obras de construcción 
adelantadas por entidades oficiales pueden calificarse como obras públicas, ya que esta 
última calidad sólo es propia de aquellas que tienen por objeto “la construcción, montaje, 
instalación, mejoras, adiciones, conservación, mantenimiento y restauración de bienes 
inmuebles destinados a un servicio público…”. 
 
Posteriormente, la Corte Constitucional en sentencia C-484 del 30 de octubre de 1995 con 
ponencia del magistrado Fabio Morón Díaz, declaró la inexequibilidad del texto: “En los 
estatutos de los establecimientos públicos se precisará qué actividades pueden ser 
desempeñadas por personas vinculadas mediante contrato de trabajo”, contemplada en el 
inciso primero del artículo 5° del decreto 3135 de 1968.    
 
En uno de los apartes de las consideraciones al analizar: “Las competencias legales para la 
clasificación de los empleos en la administración pública”, manifestó el Alto Tribunal que 
por orden constitucional es competencia exclusiva del legislador la reglamentación de la 
carrera administrativa y la fijación de directrices para el desarrollo de la función pública 
que, en el orden nacional corresponde al Congreso de la República, departamental a las 
Asambleas y en el municipal a los Concejos; en consecuencia los establecimientos públicos 
carecen de dicha facultad; caso contrario, se generaría desestabilidad laboral, al permitirse 
la posibilidad de variar la definición y calidad de los vinculados con la administración 
pública mediante contrato laboral.   
  
Agrega que, el artículo 125 constitucional establece como regla general que los empleos 
públicos son de carrera administrativa, exceptuando los de libre nombramiento y remoción, 
de elección popular, trabajadores oficiales y los que se determinen mediante la ley. Sin 
embargo omitió definir qué clases de labores desarrollarían tanto los trabajadores oficiales 
como los empleados públicos; Que en similar sentido la Corte se pronunció en la sentencia 
C-432 de 1995 con ponencia del magistrado Hernando Herrera Vergara al declarar la 
inexequibilidad del parágrafo del inciso segundo del artículo 674 del decreto 1298 del 22 de 
junio de 1994, el cual disponía: “los establecimientos públicos de cualquier nivel, 
precisarán en sus respectivos estatutos, qué actividades pueden ser desempeñadas 
mediante contrato de trabajo” y del artículo 26, inciso segundo del parágrafo de la ley 10 
de 1990 por unidad normativa. 
 
7. Decreto reglamentario 1848 del 4 de noviembre de 1969. Artículo 1°. “Empleados 
oficiales. Definiciones: 1. Se denominan genéricamente empleados oficiales las personas 
naturales que trabajan al servicio de los ministerios, departamentos administrativos, 
superintendencias, establecimientos públicos, unidades administrativas especiales, 
empresas industriales o comerciales de tipo oficial y sociedades de economía mixta, 
definidos en los artículos 5°, 6°, y 8°, del decreto legislativo 1050 de 1968. 2. Los 
empleados oficiales pueden estar vinculados a la administración pública nacional por una 
relación legal y reglamentaria o por un contrato de trabajo. 3. En todos los casos en que el 
empleado oficial se halle vinculado a la entidad empleadora por una relación legal y 
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reglamentaria, se denomina empleado público. En caso contrario, tendrá la calidad de 
trabajador oficial, vinculado por una relación de carácter contractual laboral”.  
 
Artículo 2°. “Empleados públicos 1. Las personas que prestan sus servicios en los 
ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y 
unidades administrativas especiales, son empleados públicos. 2. (Son también empleados 
públicos las personas que laboran al servicio de las empresas industriales o comerciales 
del Estado y sociedades de economía mixta, en actividades de dirección y de confianza)”. 
El texto entre paréntesis fue declarado nulo por el Consejo de Estado en sentencia del 16 de 
julio de 1971. 
 
Artículo 3°. “Trabajadores oficiales. Son trabajadores oficiales, los siguientes: a) Los que 
prestan sus servicios a las entidades señaladas en el inciso 1º del artículo 1º de este 
decreto en la construcción y sostenimiento de las obras públicas, con excepción del 
personal directivo y de confianza que labore en dichas obras, y b)  Los que prestan sus 
servicios (en establecimientos públicos organizados con carácter comercial o industrial), 
en las empresas industriales o comerciales del Estado y sociedades de economía mixta 
(con excepción del personal directivo y de confianza que trabaje al servicio de dichas 
entidades)”. Los textos entre paréntesis fueron declarados nulos por el Consejo de Estado 
mediante sentencias del 16 de julio de 1971 y 3 de agosto de 1973. 
 
Artículo 5°. “Clasificación de empleados oficiales. En los estatutos de los establecimientos 
públicos, empresas industriales o comerciales del Estado (y sociedades de economía 
mixta), a que se refiere el literal b) del artículo 3°, se hará la clasificación correspondiente 
de los empleados públicos y de los trabajadores oficiales de esas entidades, conforme a las 
reglas del artículo 5° del decreto 3135 de 1968 y de este decreto”. El texto entre paréntesis 
fue declarado nulo por el Consejo de Estado en sentencia del 16 de julio de 1971. 
 
8. Decreto reglamentario 1950 del 24 de septiembre de 1973. Artículo 2°. “Las personas 
que prestan sus servicios en la rama ejecutiva del poder público son empleados o 
funcionarios públicos, trabajadores oficiales o auxiliares de la administración”2. 
                                                             
2  En relación con el cotejo normativo referido anteriormente, la Corte Constitucional y el Consejo de Estado han 
considerado que la clasificación tradicional de empleado público y trabajador oficial, no implica que se haya adquirido un 
derecho que resulte definitivo y no pueda ser modificado por normas posteriores. Por tanto, los cambios o variaciones a 
los estatutos de una entidad estatal o a la naturaleza de los cargos, reforman ipso facto la vinculación de los servidores 
públicos, en razón a que la norma modificatoria entra a regir de inmediato, salvo disposición expresa en contrario. Sin 
embargo, si el empleado público ostentaba los derechos de carrera administrativa, estos solo pueden perderse por la 
incursión en alguna de las causales previstas en la Constitución y en la ley. Así lo expresó el Consejo de Estado, Sección 
Segunda en sentencia del 22 de marzo de 2007, expediente  6350-05, con ponencia de la consejera Ana Margarita Olaya 
Forero, al considerar: “De esta manera, es menester señalar que si bien las entidades del Estado cuentan con medios 
legales para efectuar cambios internos en sus plantas de personal, producto de los cuales eventualmente se repercuten en 
reestructuraciones, fusiones, supresiones o retiros de cualquier otra índole, también es cierto que ellas, deben propender 
porque efectivamente se lleven a cabo todas las garantías establecidas en la Constitución Política de 1991, para los 
empleados públicos, pues estos de ninguna manera pueden sufrir los traumatismos generados por los cambios de 
naturaleza de una entidad que sin razón alguna y de manera irresponsable deja de lado los derechos de sus 
funcionarios…”. 
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9. Decreto 1390 del 26 de enero de 1976. Artículo 2°. “Del Régimen aplicable a las 
sociedades con aporte nacional inferior al noventa por ciento (90%). Las sociedades de 
economía mixta en las cuales el aporte de la Nación o de sus entidades descentralizadas 
fuere inferior al noventa por ciento (90%) del capital social, se someten a las reglas del 
derecho privado, salvo las excepciones que consagra la ley”.  
 
Artículo 3°. “Del régimen aplicable a las sociedades con aporte nacional igual o superior 
al noventa por ciento (90%) del capital social. Las sociedades de economía mixta en las 
cuales el aporte de la Nación o de sus entidades descentralizadas fuere igual o superior al 
noventa por ciento (90%) del capital social, se sujetan a las normas previstas para las 
empresas industriales y comerciales del Estado. 
  
Cuando en estas sociedades la participación oficial fuere exclusivamente de entidades 
descentralizadas, en el respectivo contrato social se señalará quien elige o designa su 
gerente y se determinarán la composición y presidencia de sus juntas directivas”.  
 
10. Ley 142 del 11 de julio de 1994. Artículo 41. “Las personas que presten sus servicios 
a las empresas de servicios públicos privadas o mixtas, tendrán el carácter de trabajadores 
particulares y estarán sometidas a las normas del Código Sustantivo del Trabajo y a lo 
dispuesto en esta ley. Las personas que presten sus servicios a aquellas empresas que a 
partir de la vigencia de esta ley se acojan a lo establecido en el parágrafo del artículo 17, 
se regirán por las normas establecidas en el (inciso primero del) artículo 5º del decreto ley 
3135 de 1968”. El texto entre paréntesis fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional en sentencia C-253 de 1996. 
 
 
1.3 CLASIFICACIÓN A NIVEL DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL  
 
No obstante existir la clasificación general de los empleados públicos, ya referida, la 
Constitución Política confiere la facultad para establecerla a nivel territorial a las 
Asambleas Departamentales y a los Concejos Municipales.  
 
a) Clasificación en los Departamentos: 
 
El Código de Régimen Departamental previsto en el decreto 1222 del 18 de abril de 1986 
mantuvo la clasificación general, al determinar cómo empleados públicos, los servidores 
departamentales, y trabajadores oficiales los que desarrollan labores de construcción y 
mantenimiento de obras públicas. 
 
Artículo 233. “Los servidores departamentales son empleados públicos; sin embargo, los 
trabajadores de la construcción y sostenimiento de obras públicas son trabajadores 
oficiales. En los estatutos de los establecimientos públicos departamentales se precisará 
qué actividades pueden ser desempeñadas por personas vinculadas mediante contrato de 
trabajo.  
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Quienes presten sus servicios en las empresas industriales y comerciales y en las 
sociedades de economía mixta departamentales son trabajadores oficiales. No obstante, los 
estatutos de dichas empresas precisarán qué actividades de dirección o confianza deben 
ser desempeñadas por personas que tengan la calidad de empleados públicos”. 
 
Reiterando la clasificación, el artículo 304 del citado decreto consagró como empleados 
públicos a quienes laboren en los establecimientos públicos, y trabajadores oficiales 
aquellos que desarrollen labores de construcción y sostenimiento de obras públicas.  
 
Artículo 304. “Las personas que presten sus servicios en los establecimientos públicos son 
empleados públicos; sin embargo, los trabajadores de la construcción y sostenimiento de 
obras públicas son trabajadores oficiales. (En los estatutos de los establecimientos se 
precisará qué actividades pueden ser desempeñadas por personas vinculadas mediante 
contrato de trabajo).   
 
Quienes presten sus servicios en las empresas industriales y comerciales y en las 
sociedades de economía mixta son trabajadores oficiales. No obstante, los estatutos de 
dichas empresas precisarán qué actividades de dirección o de confianza deben ser 
desempeñadas por personas que tengan la calidad de empleados públicos”. 
 
El texto: “En los estatutos de los establecimientos públicos se precisará qué actividades 
pueden ser desempeñadas por personas vinculadas mediante contrato de trabajo”, 
contenido en el inciso primero del artículo 304 fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional con ponencia del magistrado Alejandro Martínez Caballero mediante 
sentencia C-536 del 16 de octubre de 1996, por considerar que: “Corresponde a la ley, y de 
conformidad con ella, a las ordenanzas y a los acuerdos, precisar las actividades que 
pueden ser desarrolladas por medio de contrato de trabajo en los respectivos 
establecimientos públicos, competencia que no puede ser delegada, en ninguno de los 
órdenes territoriales, en las juntas directivas de las respectivas entidades…”.  
 
b) Clasificación en los Municipios: 
 
La ley 11 del 16 de enero de 1986, estatuto básico de la administración municipal consagró: 
  
Artículo 42. “Los servidores municipales son empleados públicos; sin embargo, los 
trabajadores de la construcción y sostenimiento de obras públicas son trabajadores 
oficiales. (En los estatutos de los Establecimientos Públicos se precisará qué actividades 
pueden ser desempeñadas por personas vinculadas mediante contrato de trabajo). 
Las personas que prestan sus servicios en las empresas industriales y comerciales y en las 
sociedades de Economía Mixta municipales con participación estatal mayoritaria son 
trabajadores oficiales. Sin embargo, los estatutos de dichas empresas precisarán qué 
actividades de dirección o confianza deben ser desempeñadas por personas que tengan la 
calidad de empleados públicos”. 
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El texto: “En los estatutos de los Establecimientos Públicos se precisará qué actividades 
pueden ser desempeñadas por personas vinculadas mediante contrato de trabajo”, del 
inciso primero del artículo 42 de la ley 11 de 1986 fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional en sentencia C-493 del 26 de septiembre de 1996 con ponencia del 
magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz. 
 
El decreto ley 1333 del 25 de abril de 1986 por el cual se expide el Código de Régimen 
Municipal mantiene la tradicional clasificación al disponer: 
 
Artículo 292. “Los servidores municipales son empleados públicos; sin embargo, los 
trabajadores de la construcción y sostenimiento de obras públicas son trabajadores 
oficiales. (En los estatutos de los establecimientos públicos se precisará qué actividades 
pueden ser desempeñadas por personas vinculadas mediante contrato de trabajo). 
 
Las personas que prestan sus servicios en las empresas industriales y comerciales y en las 
sociedades de economía mixta municipales con participación estatal mayoritaria son 
trabajadores oficiales. Sin embargo, los estatutos de dichas empresas precisarán qué 
actividades de dirección o confianza deben ser desempeñadas por personas que tengan la 
calidad de empleados públicos”3. 
 
c) Asociaciones de Municipios: 
 
Las asociaciones de municipios se crearon en virtud de la ley 1ª de enero de 1975, que 
dispuso en su artículo 1°: “Dos o más municipios, aunque pertenezcan a distintas entidades 
territoriales, pueden asociarse para organizar conjuntamente la prestación de servicios 
públicos, procurando el desarrollo integral de la región comprendida en sus términos 
territoriales”. El decreto 1390 del 6 julio de 1976 reglamentario de la ley, en lo pertinente 
contempló: 
 
Artículo 26. “Régimen de personal. Las personas que prestan sus servicios en las 
asociaciones de municipios, son empleados públicos, salvo los trabajadores de la 
                                                             
3 La Corte Constitucional en sentencia C-493 del 26 de septiembre de 1996, con ponencia del magistrado Eduardo 
Cifuentes Muñoz, declaró inexequible la expresión “En los estatutos de los Establecimientos Públicos se precisará qué 
actividades pueden ser desempeñadas por personas vinculadas mediante contrato de trabajo” contenida en el inciso 
primero del artículo 42 ley 11 del 16 de enero de 1986 y del texto “En los estatutos de los establecimientos públicos se 
precisará qué actividades pueden ser desempeñadas por personas vinculadas mediante contrato de trabajo” incluida en 
el inciso primero del artículo 292 decreto ley 1333 del 25 de abril de 1986 al considerar: “La Corte ha señalado que la 
clasificación de los funcionarios de los establecimientos públicos nacionales no puede ser efectuada por los organismos 
directivos de los establecimientos, a través de los estatutos, sino que esa función le corresponde al Congreso de la 
República…”. “El principio de la autonomía territorial ofrece razones para concluir que los funcionarios de los 
establecimientos públicos del orden nacional y del municipal han de ser tratados en forma homogénea en lo referido a su 
clasificación. Dado que de lo que se trata es de fortalecer el papel de los organismos municipales, lo apropiado es que en 
el nivel municipal, sea su órgano de representación popular, el Concejo Municipal, el encargado de realizar, con arreglo 
a los precisos parámetros que al respecto fija la ley, la clasificación de los empleados de los establecimientos públicos 
municipales…”. 
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construcción y sostenimiento de obras públicas que tienen en todo caso el carácter de 
trabajadores oficiales y aquéllos que por estatutos determinen esta última calificación”. 
 
Se concluye que la clasificación general de los servidores públicos corresponde a dos 
grupos de trabajadores:  
 
a) Empleados públicos, quienes se vinculan por una relación legal o reglamentaria y 
prestan sus servicios al estado en sus diferentes niveles, esto es, en los departamentos 
administrativos, establecimientos públicos, ministerios, presidencia de la república y 
superintendencia del orden nacional; en el territorial en los departamentos, municipios y 
asociaciones de municipios.  
 
b) Trabajadores oficiales, aquellos que ejerzan labores en la construcción y sostenimiento 
de obras públicas, en las entidades del orden nacional y territorial ya descritas, así como 
quienes se vinculen con las empresas industriales y comerciales del Estado. Los estatutos 
de dichas empresas en el orden nacional, departamental y municipal pueden prever los 
cargos de dirección y confianza deben ser desempeñados por empleados públicos. También 
se consideran trabajadores oficiales quienes trabajan en las sociedades de economía mixta 
del orden nacional, departamental y municipal con aporte estatal superior al 90%. Los 
estatutos de estas entidades pueden determinar las actividades de dirección o confianza que 
deban ser ejercidas por empleados públicos. Excepcionalmente las asociaciones de 
municipios a través de los estatutos pueden establecer la condición de trabajadores 
oficiales.  
 
 
1.4 CLASIFICACIÓN CONSTITUCIONAL 
 
El Constituyente de 1991 mantuvo la tradicional clasificación prevista en los decretos 
expedidos con antelación a su vigencia, de empleados públicos y trabajadores oficiales del 
Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios; como 
innovación incluyó a los miembros de las corporaciones públicas, titulares de un cargo de 
elección popular.  
 
No profundizó sobre la definición, condiciones o características de ellos, los determinó 
genéricamente como servidores públicos, señala la norma: 
  
Artículo 123: “Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los 
empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y 
por servicios. 
 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus 
funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. 
 
La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen  
funciones públicas y regulará su ejercicio”. 
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En resumen, son servidores públicos, los miembros de las corporaciones públicas que son 
aquellos que ejercen cargos de elección popular, los empleados públicos quienes se 
vinculan con el Estado mediante una relación legal o reglamentaria y los trabajadores 
oficiales a través de un contrato de trabajo. 
 
Adicionalmente a la clasificación constitucional, existen otras actividades para el 
cumplimiento de los fines del Estado, sin que quienes las desempeñen ostenten la calidad 
de servidores públicos, así: 
 
a) Notarios. Son particulares que atienden un servicio público de conformidad con el 
artículo 131 constitucional, la designación se efectúa por concurso. 
 
b) Contratistas. Son personas naturales vinculadas con el Estado mediante contrato de 
prestación de servicios, sin que se genere un vinculo laboral, para ejecutar actividades 
temporales por el lapso estrictamente necesario; cuya necesidad no pueda suplirse con la 
planta de personal, o sean indispensables por su especialidad, siempre que la gestión 
propenda al desarrollo de las instituciones públicas, en virtud del artículo 32 numeral 3° de 
la ley 80 de 1993. Al respecto el Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, con 
ponencia del consejero Javier Henao Hidrón, en sentencia del 7 de febrero de 1997, 
radicación número 951 consideró: “Así, los contratos de prestación de servicios están 
diseñados exclusivamente como instrumento especial de colaboración para el 
cumplimiento de actividades transitorias, de carácter técnico o científico, relacionadas con 
la Administración y, por ende, no están previstos para ejercer mediante ellos funciones 
ordinarias de naturaleza pública ni para sustituir la planta de personal…”. 
 
c) Auxiliares de la administración. Se refiere a los particulares que desempeñan labores 
de carácter obligatorio como los jurados de votación; ocasional el desarrollado por los 
peritos y temporal por los obreros y técnicos contratados para la realización de una obra o 
trabajo específico a la administración pública, en los términos del artículo 4° del decreto 
1950 de 1973. 
 
d) Miembros de juntas, concejos o comisiones. Se refiere a quienes actúan ante las juntas 
directivas de los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del 
Estado y las sociedades de economía mixta, en nombre y representación de una autoridad 
gubernamental o de las corporaciones públicas, no ostentan por esa delegación la condición 
de funcionarios públicos; como tampoco los miembros de comisiones, consejos o juntas. 
En aplicación del artículo 5° del decreto 1950 de 1973. 
 
e) Supernumerarios. Opera esta figura como una forma de vinculación excepcional con la 
administración pública, a través de resolución administrativa, con ocasión de la vacancia 
temporal generada por licencias y vacaciones de los empleados públicos o para ejecutar 
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labores temporales de los mismos. En acatamiento del artículo 83 del decreto 1048 del 7 de 
junio de 1978
4
. 
 
 
1.5 CUADRO DE CLASIFICACIÓN 
 
 
ENTIDAD DEL ESTADO 
 
 
SERVIDOR 
PÚBLICO 
 
 
EXCEPCIÓN 
 
 Presidencia   
 
 Ministerios 
 
 Departamentos 
administrativos 
  
 Establecimientos 
Públicos 
 
 Superintendencias 
 
 Unidades 
administrativas 
especiales. 
 
 
 
 
 
Empleado público 
 
 
 
Trabajadores oficiales que 
laboren en la construcción y 
sostenimiento de obras públicas. 
 
                                                             
4 La Corte Constitucional en sentencia C-401 del 19 de agosto de 1998, con ponencia del magistrado Vladimiro Naranjo 
Mesa, declaró la inexequibilidad del inciso tercero del artículo 83 del decreto 1042 de 1978 que establecía: “En ningún 
caso la vinculación de un supernumerario excederá el término de tres meses, salvo autorización especial del gobierno 
cuando se trate de actividades que por su naturaleza requieran personal transitorio por períodos superiores”, y del texto 
“Cuando la vinculación del personal supernumerario no exceda el término de tres meses, no habrá lugar al 
reconocimiento de prestaciones sociales”, contenido en el inciso quinto de dicho artículo.  
Al referirse a la forma de vinculación manifestó: “De otra parte, la vinculación de servidores supernumerarios llamados 
a prestar servicios temporales en la Administración Pública, no desconoce los derechos de quienes se hallan inscritos en 
la carrera administrativa. En efecto, en cuanto la vinculación de personal supernumerario se lleva a cabo sólo cuando se 
presentan vacancias temporales por licencia o vacaciones y cuando existe necesidad de desarrollar actividades de 
carácter meramente transitorio, resulta evidente que no conlleva el desplazamiento ni la desvinculación del cargo de 
otros funcionarios de carrera. Las labores que se adelantan por dichos funcionarios supernumerarios son, justamente, 
aquellas que transitoriamente no pueden ser atendidas por el titular ausente, o aquellas que nadie cumple dentro de la 
organización por no formar parte del rol ordinario de actividades, por tratarse también de actividades temporales...”.  
Continuo la Corporación aduciendo: “Resulta claro que la vinculación de empleados supernumerarios para llevar a cabo 
actividades meramente temporales, constituye un modo excepcional de vinculación laboral con la Administración 
Pública. Difiere del contrato de prestación de servicios profesionales por varios conceptos, especialmente porque en este 
último, aunque puede haber cierto grado de sujeción, no se involucra el elemento de subordinación de tipo laboral que se 
halla presente en el primero, y porque  la vinculación de personal supernumerario se lleva a cabo mediante resolución, 
en la cual deberá expresarse el término durante el cual se prestarán los servicios y el salario que se devengará, que se 
fijará teniendo en cuenta las escalas de remuneración establecidas en la ley. Se trata pues de una verdadera relación 
laboral regida por normas de derecho administrativo, que en esencia es temporal…”. 
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 Empresas 
industriales y 
comerciales del 
Estado 
 
 
 
Trabajadores 
oficiales 
 
Empleados públicos que 
desempeñen funciones de 
dirección o confianza previstas 
en los estatutos. 
 
 
 Sociedades de 
economía mixta: 
 
 Con aporte del Estado 
superior al 90% del 
capital 
 
 
 
 Con aporte del Estado 
inferior al 90% del 
capital 
 
 
 
 
 
Trabajadores 
oficiales 
 
 
 
 
Trabajadores 
particulares 
 
 
Las personas que desarrollan las 
actividades de dirección o 
confianza señaladas por los 
estatutos de la entidad, como 
propias para ser desempeñadas 
por empleados públicos. 
 
 Departamentos 
 
 Municipios 
 
 
 
Empleado público 
 
Trabajadores oficiales que 
laboren en la construcción y 
sostenimiento de obras públicas. 
 
 
 
 
 Asociaciones de 
municipios  
 
 
 
 
Empleado público 
 
- Trabajadores oficiales que 
laboren en la construcción y 
sostenimiento de obras públicas. 
 
- Los trabajadores que ostenten la 
calidad de trabajadores oficiales 
determinados por los estatutos. 
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CAPÍTULO II. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
 
 
En la actualidad el ejercicio de la negociación colectiva para regular las relaciones 
laborales, ha sido reconocido a nivel mundial como un derecho fundamental de las 
organizaciones sindicales, que garantiza la conquista de los intereses de sus afiliados, 
buscando un equilibrio social entre las partes, el cual se materializa a través de la 
celebración de convenciones colectivas o pactos colectivos de trabajo, los que junto a la 
concertación se constituyen en los medios idóneos para la solución pacífica de los 
conflictos colectivos de trabajo. En nuestro Estado social de derecho ha tenido un mayor 
desarrollo a partir de la Constitución de 1991, garantizando su ejercicio a todos los 
trabajadores, incluidos los empleados públicos, con las excepciones contempladas para 
cargos de dirección, manejo y confianza, la fuerza pública, policía nacional y los demás que 
determine la ley. 
 
La Organización Internacional del Trabajo ha promovido universalmente este derecho al 
adoptar los convenios y las recomendaciones que lo regulan, lo que ha generado una mayor 
incidencia de sus pronunciamientos en los ordenamientos jurídicos internos de los Estados 
miembros, al ser utilizados para resolver las diferencias que surgen frente a su aplicación.  
 
Al estudiar los antecedentes de la negociación colectiva de los empleados públicos en la 
OIT, se encuentran una serie de convenios que promueven su ejercicio, tales como: 
 
Convenio 87, sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación de 1948. 
Artículo 2°: “Los trabajadores… sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen el 
derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse 
a estas organizaciones, con la sola condición de observar los estatutos de las mismas”. 
 
Convenio 98, sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva de 1949. Artículo 
4°: “Deberán adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacionales cuando ello sea 
necesario, para estimular y fomentar… el pleno desarrollo y uso de procedimientos de 
negociación voluntaria, con el objeto de reglamentar, por medio de contratos colectivos, 
las condiciones de empleo”. 
 
Convenio 151, sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para 
determinar las condiciones de empleo en la administración pública de 1978. Artículo 7°: 
“Deberán adoptarse, de ser necesario, medidas adecuadas a las condiciones nacionales 
para estimular y fomentar el pleno desarrollo y utilización de procedimientos de 
negociación entre las autoridades públicas competentes y las organizaciones de empleados 
públicos acerca de las condiciones de empleo, o de cualesquiera otros métodos que 
permitan a los representantes de los empleados públicos participar en la determinación de 
dichas condiciones”. 
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Convenio 154, sobre el fomento de la negociación colectiva de 1981. Artículo 5°: “1. Se 
deberán adoptar medidas adecuadas a las condiciones nacionales para fomentar la 
negociación colectiva”.  
 
Teniendo en cuenta que Colombia ha suscrito y ratificado los anteriores convenios 
adoptados por la OIT, es imperativo exaltar la importancia que ostenta como órgano 
internacional en defensa de los derechos de los trabajadores, haciendo una acotación sobre 
la naturaleza de la Organización, su surgimiento y la aplicabilidad de las decisiones en 
nuestra legislación.  
 
Cabe anotar que, la Organización Internacional del Trabajo, se constituye en “la agencia 
tripartita de la ONU y convoca a gobiernos, empleadores y trabajadores de sus estados 
miembros con el fin de emprender acciones conjuntas destinadas a promover el trabajo 
decente en el mundo”5. Actualmente se encuentra conformada por ciento ochenta y tres 
Estados del mundo, de los cuales hace parte Colombia desde el momento de su fundación. 
 
Goza de plena personalidad jurídica y capacidad especial para contratar, comparecer en 
juicio, adquirir bienes muebles e inmuebles y disponer de los mismos, así como de los 
privilegios e inmunidades necesarias para el logro de los fines propuestos en el territorio de 
cada uno de los Estados miembros.  
 
Garantiza condiciones de igualdad, libertad, seguridad y dignidad humana para mujeres y 
hombres en su desarrollo  laboral.  
 
La actividad de la Organización está enfocada en la consecución de cuatro objetivos 
estratégicos, estos son: 
 
1. Promover y cumplir las normas, los principios y derechos fundamentales en el 
trabajo. 
2. Generar mayores oportunidades para que mujeres y hombres puedan tener empleos 
e ingresos dignos. 
3. Mejorar la cobertura y la eficiencia de una seguridad social para todos. 
4. Fortalecer el tripartismo y el diálogo social6. 
 
Se pronuncia a través de normas internacionales del trabajo denominadas convenios y 
recomendaciones, que por su naturaleza y forma de adopción, poseen características 
propias que los distinguen de los demás tratados internacionales. Así lo manifestó la Corte 
Constitucional en sentencia C-562 del 22 de octubre de 1992, con ponencia del magistrado 
Jaime Sanín Greiffenstein, al estudiar el texto del instrumento de enmienda a la 
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, 1986:  
 
                                                             
5Organización Internacional del Trabajo: < http://www.ilo.org/global/lang--es/index.htm> 
6
Organización Internacional del Trabajo: <http://www.ilo.org/global/About_the_ILO/Mission_and_objectives/lang--
es/index> 
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“- Tienen carácter institucional por ser adoptados en el marco de una organización 
internacional; esta adopción no se ha visto precedida de negociaciones diplomáticas entre 
los Estados sino de una discusión en el seno de una asamblea.  
 
- La adopción de los convenios se lleva a cabo por la Conferencia Internacional del 
Trabajo, la que, como se anotó, está conformada por representantes de los Gobiernos, de 
las organizaciones de empleadores y de las de trabajadores, teniendo cada delegado un 
voto. 
 
- No se requiere de unanimidad para adoptar un convenio, sino solamente de una 
mayoría de los dos tercios de los delegados en la Conferencia, y el voto afirmativo de los 
representantes de un gobierno no vincula al Estado correspondiente a contraer 
compromisos internacionales derivados del mismo, así como el voto negativo no lo libera 
de la obligación de darle el trámite debido. 
 
- Adoptado el convenio por la Organización Internacional del Trabajo, los Estados 
miembros están obligados a someterlo, en un plazo de un (l) año y no mayor de dieciocho 
(18) meses, a las autoridades nacionales competentes a quienes competa el asunto, para 
que le den forma de ley o adopten otras medidas, según corresponda. 
 
- Un convenio internacional del trabajo no vincula a un Estado sino hasta cuando éste lo 
ratifica. Ratificación que no tiene el significado y alcance que se ha dado a esta figura 
jurídica en el Derecho Internacional…”. 
 
(Negrilla fuera del texto….) 
 
Los convenios y las recomendaciones internacionales del trabajo fueron creados con el 
propósito de formar un régimen jurídico internacional, que mejorara las condiciones 
laborales, sociales y económicas de los Estados miembros, y especialmente que garantizara 
los derechos fundamentales del trabajo, apoyados por un procedimiento de control que 
admite la intervención de la Organización ante los diferentes problemas que se presentan 
con la aplicación interna de los convenios ratificados.  
 
Dentro de su gestión, la OIT a través del Consejo de Administración, ha reconocido ocho 
convenios como fundamentales, también denominados “normas fundamentales” que 
regulan principios, derechos y obligaciones esenciales de la relación laboral individual y 
colectiva del trabajo, los cuales, deben ser acatados y respetados por los Estados miembros 
que los hayan ratificado, independientemente de su nivel de desarrollo económico, requisito 
ineludible para garantizar la eficacia de los demás convenios. Estos son: 
 
1. Convenio 29 relativo al trabajo forzoso y obligatorio de 1930.  
2. Convenio 87 relativo a la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación 
de 1948. 
3. Convenio 98 relativo a la aplicación de los principios de derecho de sindicación y 
de negociación colectiva de 1949. 
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4. Convenio 100 relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra 
masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor de 1951. 
5.  Convenio 105 relativo a la abolición del trabajo forzoso de 1957. 
6.  Convenio 111 relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación de 
1958.  
7. Convenio 138 relativo la edad mínima de admisión al empleo de 1973.  
8. Convenio 182 relativo a las peores formas de trabajo infantil de 1999. 
 
Los propósitos establecidos en la Constitución de la Organización, son reafirmados por los 
convenios fundamentales. Es así como en 1995 la OIT impulsó una agresiva campaña 
encaminada a su adopción mundial, dando como resultado el hecho que actualmente 
existan “más de 1.200 ratificaciones de estos convenios, lo que representa el 86% del 
número posible de ratificaciones”7. Colombia los ha incorporado en su legislación interna.  
 
De igual manera, en junio de 1998 al adoptarse la declaración de la OIT relativa a los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo, la Organización manifestó: “… todos los 
Miembros, aun cuando no hayan ratificado los convenios aludidos, tienen un compromiso 
que se deriva de su mera pertenencia a la Organización de respetar, promover y hacer 
realidad, de buena fe y de conformidad con la Constitución, los principios relativos a los 
derechos fundamentales que son objeto de esos convenios, es decir: a) la libertad de 
asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación 
colectiva; b) la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio; c) la 
abolición efectiva del trabajo infantil; y d) la eliminación de la discriminación en materia 
de empleo y ocupación…”.   
 
Existen además, cuatro convenios prioritarios que el Consejo de Administración de la 
Organización Internacional del Trabajo impulsa como estimulo para que los Estados 
miembros los adopten en su legislación interna, constituyéndose en un soporte para el 
desarrollo de las normas internacionales del trabajo, corresponden a:  
 
1. Convenio 81 relativo a la inspección del trabajo en la industria y el comercio de 
1947. 
2. Convenio 129 relativo a la inspección del trabajo en la agricultura 1969. 
3. Convenio 122 relativo a la política del empleo de 1964. 
4.  Convenio 144 relativo a la consulta tripartita para promover la aplicación de las 
normas internacionales del trabajo de 1976. 
 
Cabe anotar que, los convenios internacionales del trabajo son parte del género de los 
tratados, en consecuencia, los Estados en la aplicación interna de los convenios, se obligan 
a observar en su integridad los principios generales del derecho internacional consagrados 
en los artículos 26 y 27 de la Convención de Viena, suscrita el 23 de mayo de 1969, sobre 
                                                             
7Organización Internacional del Trabajo: <http://www.ilo.org/global/ What_we_do/ InternationalLabourStandards/ 
Introduction/ ConventionsandRecommendations/lang--es/index.htm> 
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el derecho de los tratados. En Colombia es ratificada con la expedición de la ley 32 del 29 
de enero de 1985. Estipula la Convención: 
 
a) Principio Pacta sunt servanda. Artículo 26. “Todo tratado en vigor obliga a las partes 
y debe ser cumplido por ellas de buena fe”. 
 
La posición de la Corte Constitucional sobre este principio fue plasmada en la sentencia C-
400 del 10 de agosto de 1998, con ponencia del magistrado Alejandro Martínez Caballero, 
indicando: “Este principio de Pacta sunt servanda, según el cual los tratados deben ser 
cumplidos por las partes que se obligaron, constituye la base esencial del derecho de los 
tratados y, en general, del funcionamiento armónico y pacífico de la comunidad 
internacional. Por ello, algunos teóricos han considerado que esta norma representa el 
principio base, la norma fundamental y más elemental de todo el sistema jurídico del 
derecho internacional, de la cual depende la validez de las reglas de este derecho. Según 
su criterio, que esta Corte acoge, resulta imposible pensar el derecho internacional como 
disciplina autónoma sin presuponer una norma como Pacta sunt servanda, por lo cual ella 
es sin lugar a dudas unos de los principios de derecho internacional reconocidos por 
Colombia (CP art. 9º)…”.  
 
Agrega la sentencia: “Ahora bien, Pacta sunt servanda no sólo significa que los tratados 
deben ser formalmente acatados sino que deben ser cumplidos de buena fe, esto es, con la 
voluntad de hacerlos efectivos. Por ello la doctrina y la jurisprudencia internacionales 
consideran que el principio de buena fe es parte integrante de la norma Pacta sunt 
servanda. Este principio de que Colombia debe cumplir de buena fe sus obligaciones 
internacionales tiene evidente sustento constitucional, pues la Carta señala que las 
actuaciones de las autoridades colombianas deben ceñirse a los postulados de la buena fe, 
norma que se aplica también a las relaciones internacionales...”. “Con todo, la Corte 
precisa que el principio Pacta sunt servanda, si bien es uno de los fundamentos esenciales 
del derecho internacional, no debe ser absolutizado pues la propia normatividad, así como 
la doctrina y la jurisprudencia internacionales reconocen que, en determinados casos, esta 
norma cede ante otros principios, y por ende un sujeto internacional puede dejar de 
cumplir las obligaciones derivadas de un tratado sin por ello incurrir en responsabilidad 
internacional…”. 
 
Concordante con lo anterior, en sentencia C-446 del 8 de julio de 2009 con ponencia del 
magistrado Mauricio González Cuervo, la Corte sostuvo: “Con todo, los instrumentos 
internacionales incorporados al derecho interno, tienen fuerza normativa. Ello significa 
que de acuerdo con el principio pacta sunt servanda previsto en la Convención de Viena 
sobre el derecho de los tratados de 1969 (art. 26) generan obligaciones, las cuales deben 
ser cumplidas por las partes de buena fe, asegurando el deber de protección de los 
derechos de nacionales y extranjeros (art. 2 C.P.). Además se erigen como criterio de 
interpretación de la legislación interna…”.   
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b) Principio sobre el derecho interno y la observancia de los tratados. Artículo 27. 
“Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación 
del incumplimiento de un tratado”. 
 
La Corte Constitucional sobre este principio se pronunció en la sentencia C-400 del 10 de 
agosto de 1998, con ponencia del magistrado Alejandro Martínez Caballero en los  
siguientes términos: “La Carta establece una clara prevalencia de la Constitución sobre 
los tratados, con dos excepciones: de un lado, aquellos que reconocen derechos humanos y 
prohíben su limitación en los estados de excepción, los cuales se integran al bloque de 
constitucionalidad; y, de otro lado, igualmente gozan de un status particular los tratados 
de límites, puesto que éstos, conforme al artículo 102 de la Carta, son normas particulares 
pues representan elementos constitutivos del territorio nacional, y por ende del propio 
Estado colombiano…”. “Por ende, con excepción de los tratados de fronteras y ciertos 
convenios de derechos humanos, en virtud del artículo 4º superior, son inaplicables en 
nuestro país todas aquellas normas previstas por instrumentos internacionales que 
desconozcan preceptos constitucionales…”. “En el plano interno, la Constitución 
prevalece sobre los tratados, por lo cual un convenio contrario a la Carta es 
inaplicable…”. “La Carta reconoce que uno de los principios que orientan nuestras 
relaciones internacionales es la norma Pacta Sunt Servanda pero sin perjuicio de la 
supremacía de la Constitución en el orden interno…”.  
 
Que el artículo 27 se encuentre ajustado a la Constitución Política produjo cuatro 
consecuencias que la Corte Constitucional determina así: “De un lado, en el plano interno, 
la supremacía de la Carta implica que un tratado contrario a la Constitución debe ser 
inaplicado por las autoridades, en virtud del mandato perentorio del artículo 4º 
superior…”. “ De otro lado, como Colombia respeta el principio Pacta sunt servanda, en 
estos eventos de tratados inconstitucionales, es deber de las autoridades políticas 
modificar el compromiso internacional de nuestro país a fin de ajustarlo a la Carta, o 
reformar la Constitución para adecuarla a nuestras obligaciones internacionales. Lo que 
es inadmisible es el mantenimiento de una incompatibilidad entre un tratado y la Carta, 
por cuanto, como se señaló, las autoridades quedan sometidas a situaciones insostenibles 
pues deben aplicar la Constitución, aun cuando ello implique desconocer nuestras 
obligaciones internacionales y comprometer la responsabilidad internacional de nuestro 
Estado…”.“En tercer término, en virtud del principio Pacta sunt servanda, que encuentra 
amplio sustento en la Carta, como ya se ha visto, es deber de los operadores jurídicos 
aplicar las normas internas distintas de la Constitución de manera que armonicen lo más 
posible con los compromisos internacionales suscritos que tiene el país…”. “Finalmente, 
todas las anteriores consideraciones implican inevitablemente un cambio de jurisprudencia 
en relación con el control constitucional de los tratados perfeccionados…”.  
 
Concluye la Corte afirmando que: “… al ratificar la presente convención, el gobierno, 
deberá, en relación con el artículo 27-1, formular una declaración interpretativa, que no 
modifica el sentido de esa disposición pero aclara la posición colombiana en el ámbito 
internacional. Según tal declaración, Colombia precisa que acepta que un Estado no puede 
invocar las disposiciones de su derecho interno  como justificación del incumplimiento del 
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tratado, en el entendido de que esta norma no excluye el control judicial de 
constitucionalidad de las leyes aprobatorias de los tratados…”. 
 
Por todo lo anterior, el objetivo del presente capítulo es hacer una breve reseña sobre la 
historia, miembros, estructura, funcionamiento y actos de la Organización Internacional del 
Trabajo, para que a partir de ello, se puedan establecer los efectos jurídicos de los 
convenios de la OIT aprobados por Colombia; teniendo como soporte el artículo 53 inciso 
cuarto de la Constitución Política de 1991 que establece: “Los convenios internacionales 
de trabajo debidamente ratificados hacen parte de la legislación interna”; en 
concordancia, con el artículo 93 que preceptúa: “Los tratados y convenios internacionales 
ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y 
deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. En cuanto a los 
estados de excepción, el artículo 215 constitucional afirma: “El gobierno no podrá 
desmejorar los derechos sociales de los trabajadores mediante los Decretos contemplados 
en este artículo”. 
 
Cabe indicar que, la Corte Constitucional en sentencia T-568 del 10 de agosto de 1999, con 
ponencia del magistrado Carlos Gaviria Díaz, sostuvo: “… ante todo es necesario aclarar 
que los derechos laborales son derechos humanos, pues así son reconocidos 
universalmente en numerosos instrumentos internacionales…”. 
 
 
2.1 HISTORIA DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO  
 
En el siglo XIX a nivel mundial surge la necesidad de reglamentar el derecho al trabajo en 
condiciones dignas y equitativas, para lograr una justicia social como fundamento de la paz 
permanente. La iniciativa de crear una organización internacional encargada de regular el 
derecho al trabajo fue liderada por el galés Robert Owen (1771-1853) quien en 1818 le 
propuso al Congreso de la Santa Alianza la creación de una comisión del trabajo. No 
obstante, con antelación los socialistas utópicos, Louis René Villarme, J.A. Blanqui, 
Charles Hindley, Edouard Ducpétiaux y el empresario francés Daniel Legrand (1783-1859) 
propusieron una legislación universal y perdurable que legitimara el derecho al trabajo. 
Este último en 1844 presentó varias propuestas ante los diferentes gobiernos destinadas a 
“Proteger a la clase obrera contra el trabajo precoz y excesivo”8. 
 
Para 1855, Suiza en el cantón de Glaris llevó a cabo la concertación de un acuerdo 
intercantonal con Zurich, pretendiendo mejores condiciones y garantías sobre la jornada 
laboral y el trabajo nocturno. Adicionalmente, dicho acuerdo debía ampliarse con la 
participación de otros Estados europeos. Pero a pesar de las acciones diplomáticas 
                                                             
8 VON POTOBSKY, Geraldo W. – BARTOLOMEI DE LA CRUZ, Héctor G. La Organización Internacional del Trabajo. 
Buenos Aires: Astrea, 2002, pág 4. 
 
37 
 
asumidas en este sentido por el Consejo Federal Suizo en 1881, resultó infructuosa la 
iniciativa. 
 
En Berlín mediante convocatoria de Alemania en 1890, se realizó la primera conferencia 
intergubernamental, en la que se buscó poner en práctica un régimen internacional del 
trabajo dentro de un marco legal. 
 
Posteriormente en 1897, por iniciativa del profesor Ernesto Mahaim se reunió en Bruselas 
el primer congreso internacional de legislación del trabajo. Tres años más tarde, se realizó 
en Paris el segundo congreso por petición del director del trabajo en Francia Arthur 
Fontaine con apoyo de Charles Gide. Se aprobaron los estatutos de la Asociación 
Internacional para la Protección Legal de los Trabajadores, ubicando la secretaría 
permanente denominada “Oficina Internacional del Trabajo” en Basilea. Llevándose a 
cabo en Berna en 1905 la Conferencia Técnica y en 1906 la Conferencia Diplomática, de 
donde surgieron los dos primeros convenios internacionales del Trabajo relacionados con el 
trabajo nocturno de las mujeres en la industria y la prohibición del fósforo blanco; los 
cuales fueron aprobados por el mayor número de sus integrantes. 
 
La Asociación convocó a otra sesión en 1910, con el fin de discutir los convenios que 
reglamentaran la jornada máxima laboral de diez horas, para niños y mujeres; y la 
prohibición en la industria del trabajo nocturno de los jóvenes. En 1913 se efectuó la 
correspondiente reunión técnica, sin embargo la reunión diplomática no pudo realizarse 
como consecuencia de la Guerra. 
 
En el conflicto, los representantes de los sindicatos de diversos países, con diferentes 
criterios debatieron temas trascendentales para la protección y garantías mínimas de los 
trabajadores. Esto conllevó a la presentación de propuestas a discutir en el Tratado de Paz, 
para crear una legislación permanente del trabajo por parte de Estados como Francia y Gran 
Bretaña. 
 
Para tal efecto, el 25 de enero de 1919 al finalizar la Primera Guerra Mundial, la 
Conferencia de la Paz creó la Comisión de Legislación Internacional del Trabajo, bajo la 
Dirección de Samuel Gompers presidente de la Federación Americana del Trabajo (AFL) 
integrada por representantes de los gobiernos, sindicatos, y estudiantes universitarios. 
 
La Comisión se reunió inicialmente en Paris y luego en Versalles, con la participación de 
los delegados de nueve países: Bélgica, Cuba, Checoslovaquia, Estados Unidos, Francia, 
Italia, Japón, Polonia y Reino Unido, facultados para redactar la Constitución de una 
organización internacional permanente. Para la consecución de su objetivo, la Comisión 
tomó como punto de referencia la Asociación Internacional para la Protección Legal de los 
Trabajadores, planteó la creación de la Organización Internacional del Trabajo y la 
implementación de un régimen laboral que protegiera los derechos de la clase trabajadora. 
Finalmente, la Constitución fue adoptada por la Conferencia de la Paz de París el 28 de 
Junio de 1919 e incluida en la Sección XIII del Tratado de Versalles, artículos 387 a 427, 
denominada “Trabajo”, obligatoria para sus miembros desde la fecha de su ratificación.  
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En el preámbulo de la Constitución de la OIT se esbozaron las motivaciones que dieron 
origen a su creación, fundamentadas en tres aspectos básicos, a saber:  
 
“Considerando que la paz universal y permanente sólo puede basarse en la justicia social; 
 
Considerando que existen condiciones de trabajo que entrañan tal grado de injusticia, 
miseria y privaciones para gran número de seres humanos, que el descontento causado 
constituye una amenaza para la paz y armonía universales; y  
 
Considerando que es urgente mejorar dichas condiciones, por ejemplo, en lo concerniente 
a reglamentación de las horas de trabajo, fijación de la duración máxima de la jornada y 
de la semana de trabajo, contratación de la mano de obra, lucha contra el desempleo, 
garantía de un salario vital adecuado, protección del trabajador contra las enfermedades, 
sean o no profesionales, y contra los accidentes del trabajo, protección de los niños, de los 
adolescentes y de las mujeres, pensiones de vejez y de invalidez, protección de los intereses 
de los trabajadores ocupados en el extranjero, reconocimiento del principio de salario 
igual por un trabajo de igual valor y del principio de libertad sindical, organización de la 
enseñanza profesional y técnica y otras medidas análogas”. 
 
Después de estos antecedentes y circunstancias, en el año 1919 nace la Organización 
Internacional del Trabajo, basada en el principio de universalidad y la participación 
tripartita, es decir, gobiernos, empleadores y trabajadores. En los meses de octubre y 
noviembre del mismo año, se realizó en Washington la primera Conferencia Internacional 
del Trabajo en la que se reunieron cuarenta Estados miembros, cada uno con cuatro 
representantes, dos del gobierno, uno por parte de los trabajadores y otro de los 
empleadores. Se tomó la decisión de aceptar a Austria y Alemania como Miembros y se 
adoptaron seis convenios internacionales del trabajo: 
 
1. Convenio relativo a las horas de trabajo en las empresas industriales a ocho horas 
diarias y cuarenta y ocho horas semanales. 
2. Convenio relativo al desempleo. 
3. Convenio relativo al empleo de las mujeres antes y después del parto. 
4. Convenio relativo al trabajo nocturno de la mujer. 
5. Convenio relativo a la edad mínima de admisión de los niños a los trabajos 
industriales. 
6.  Convenio relativo al trabajo nocturno de los menores en la industria. 
 
En 1920 la OIT estableció su sede en Ginebra, el primer director general de la Oficina 
Internacional del Trabajo, (secretaría permanente de la Organización) fue el Francés Albert 
Thomas, quien en un término de dos años impulsó la adopción de dieciséis convenios 
internacionales del trabajo y dieciocho recomendaciones. 
 
Ante la proliferación de los instrumentos jurídicos internacionales, la octava Conferencia 
Internacional del Trabajo celebrada en 1926, creó dos comisiones permanentes, como 
órganos de control de la aplicación de los convenios internacionales adoptados por los 
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Estados miembros. Según la respectiva resolución, se fundó la Comisión de Aplicación de 
Normas de la Conferencia de naturaleza tripartita, que anualmente elige a su mesa directiva 
compuesta por un presidente, que debe ser un representante de los gobiernos, dos 
vicepresidentes, uno por parte de los empleadores y el otro de los trabajadores y un ponente 
de naturaleza gubernamental. Se reúne en el mes de junio con antelación a la celebración de 
la asamblea de la Conferencia Internacional, a quien le debe presentar su respectivo 
informe.  
 
El reglamento de la Conferencia Internacional en el artículo 7° señaló que la comisión debe 
examinar: “- Las medidas adoptadas para dar efecto a los convenios ratificados (artículo 
22 de la Constitución). - Las memorias comunicadas de conformidad con el artículo 19 de 
la Constitución. (Estudios Generales). - Las medidas adoptadas con arreglo al artículo 35 
de la Constitución (Territorios no metropolitanos)”. 
 
Continuando con la resolución de 1926, se requirió al Consejo de Administración para que 
procediera al nombramiento del Comité de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones, como organismo asesor de la Conferencia Internacional, integrado por 
dieciocho juristas independientes, especializados en Derecho Internacional del Trabajo, 
encargado del análisis de las Memorias que anualmente presentan los gobiernos de cada 
país miembro sobre las medidas adoptadas para darle efectividad a los convenios. En el 
mismo término debe expedir sus propios informes a la Comisión de Aplicación de Normas 
de la Conferencia, con la opinión y las recomendaciones que cada caso amerite, 
denominados “observaciones o solicitudes directas”. Las primeras, son acotaciones sobre 
asuntos fundamentales en la aplicación de los convenios por parte de los gobiernos de los 
Estados miembros, publicadas cada año en el informe de la Comisión de Expertos, y 
posteriormente, allegados en junio a la Comisión de Aplicación de Normas de la 
Conferencia. Las segundas, se refieren a temas técnicos de menor importancia, que se 
comunican directamente al respectivo Estado y no se publican. La Comisión se reúne 
anualmente en los meses de noviembre y diciembre. 
 
La Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia analiza el informe y estudio 
general que presenta la Comisión de Expertos, en especial aquellos casos que han sido 
objeto de  observaciones por parte de esta última.  
 
Tomó posesión como Director General en 1932 Harold Butler, su administración se 
caracterizó por enfrentar un fuerte desempleo en el mundo. Estados Unidos entró a formar 
parte de la OIT en 1934 ante la necesidad de la cooperación internacional frente a temas 
laborales. 
 
En 1939 John Winant asumió la dirección general de la Organización. En mayo de 1940 la 
sede de la OIT se trasladó temporalmente a Montreal Canadá por motivos de seguridad; su 
periodo culminó en 1941 al ser nombrado embajador de Estados Unidos en Gran Bretaña.  
 
Posteriormente acepta la dirección el irlandés Edward Phelan, quien desempeñó un papel 
fundamental en la reunión de Filadelfia de la Conferencia Internacional del Trabajo, la cual 
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contó con la participación tripartita y la asistencia de cuarenta y un países Miembros, 
quienes aprobaron la Declaración de Filadelfia el 10 de mayo de 1944, incorporada dos 
años después como anexo a la Constitución de la OIT. Hoy conforma la Carta de los 
objetivos y propósitos de la Organización.  
 
En 1945 con las enmiendas a la Constitución de la Organización, se dispuso que los 
integrantes de las Naciones Unidas al 1 de noviembre del mismo año, serían igualmente 
miembros de la OIT, adicionalmente podrían ingresar con posterioridad Estados admitidos 
en la Conferencia Internacional del Trabajo, por votación con mayoría calificada o 
adhesión a la ONU, siempre y cuando acepten las obligaciones derivadas de la Constitución 
de la OIT. 
 
El 30 de mayo de 1946 las Naciones Unidas a través del Consejo Económico y Social, 
celebró un Acuerdo con la Organización, reconociendo a la OIT: “… como un organismo 
especializado competente para emprender la acción que considere apropiada, de 
conformidad con su instrumento constitutivo básico, para el cumplimiento de los 
propósitos expuestos en él”; con ello la OIT se convierte en la primera agencia 
especializada de la Organización de las Naciones Unidas. El Acuerdo también consagra 
disposiciones sobre la mutua colaboración entre las dos Organizaciones en aspectos 
presupuestales y financieros. 
 
En la trigésima reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo celebrada en julio de 
1947, se creó la comisión de libertad sindical y de relaciones de trabajo de naturaleza 
tripartita, integrada por ochenta miembros de los cuales cuarenta corresponden a los 
gobiernos, veinte a los empleadores y veinte de los trabajadores. Encargada del estudio de 
tres textos: “1) El proyecto del Convenio referente a la libertad sindical y a la protección 
del derecho sindical; 2) El Informe del Consejo de Administración respecto al trámite que 
debía darse a la resolución sobre un organismo internacional de protección al derecho de 
libertad de asociación, resolución que había sido adoptada por la conferencia en esa 
misma 30ª reunión; 3) por último, un par de proyectos de conclusiones relativas a las 
relaciones de trabajo”9. 
 
Para 1948 la Conferencia Internacional del Trabajo adoptó el convenio 87 relacionado con 
la libertad sindical y protección del derecho de sindicación. En el lapso comprendido entre 
1948 y 1970 asume la dirección general David Morse, durante su periodo la Organización 
Internacional del Trabajo se expande a otros gobiernos, aumentando significativamente el 
número de países Miembros, debido al proceso de descolonización, lo que generó un 
aumento en el presupuesto y número de funcionarios.  
 
A comienzos de 1950 se creó la Comisión de Investigación y Conciliación como: “… un 
organismo de investigación, pero estaría autorizada a examinar, a concierto con el 
gobierno interesado, las sugestiones que se sometieran a su investigación, para solucionar 
                                                             
9 MESA CÁRDENAS, José Gabriel. Alcance de las recomendaciones del comité de libertad sindical de la O.I.T. Bogotá: 
Revista Actualidad Laboral y Seguridad Social Nº 120, 2003, pág 12. 
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las diferencias por vía de acuerdo”10. Posteriormente, la Comisión fue reemplazada por el 
Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración, organismo encargado de 
revisar las quejas referentes a los convenios sobre libertad sindical y proferir 
recomendaciones sin carácter vinculante para los Estados miembros.  
 
La Misión de Asistencia Técnica de la OIT para el Área Andina, inicia gestiones en el Perú 
el 8 de octubre de 1953, para dar a conocer los derechos de los pueblos indígenas, 
ampliando su labor a Colombia y Bolivia. Un año después, ante la efectividad del proyecto, 
se designo en Lima un Centro de Acción, posteriormente aceptado como organismo 
internacional fundamentado en el Acuerdo entre el gobierno del Perú y la OIT firmado en 
Ginebra el 22 de junio de 1960. Finalmente se le otorga la categoría de Oficina Regional 
para América Latina y el Caribe.  
 
En 1960 con sede en Ginebra se creó el Instituto Internacional de Estudios Laborales y 
cinco años más tarde, el Centro Internacional de Perfeccionamiento Profesional con sede en 
Turín. En 1969 la OIT ganó el Premio Nobel de la Paz al conmemorarse el aniversario 
número cincuenta de su creación.   
 
Asume la dirección general Wilfred Jenks, en el período comprendido entre 1970 y 1973, 
encargándose de la divulgación del convenio 87 sobre la libertad sindical y la protección 
del derecho de sindicación. 
 
Francis Blanchard, como director general, expandió la cooperación técnica de la OIT a 
países subdesarrollados, asumió la pérdida de un 25% del presupuesto como consecuencia 
de la separación de Estados Unidos, situación que se logró controlar en 1980 con su 
reingreso y apoyó plenamente al sindicato Solidarnosc de Polonia, cimentado en el respeto 
del convenio 87 sobre libertad sindical.  
 
En 1989 es designado en la dirección general Michel Hansenne, quien insistió para que la 
adopción de las políticas económicas y sociales de carácter internacional se basaran en la 
justicia social; promulgó la descentralización de la OIT fuera de Ginebra.    
 
El 23 de marzo de 1998 Juan Somavia fue designado como noveno director general de la 
Oficina Internacional del Trabajo; asumiendo funciones el 4 de marzo de 1999. Su 
programa de “Trabajo Decente” fue presentado y aprobado posteriormente por el Consejo 
de Administración y la Conferencia Internacional.  
 
En el año 2002 surge la Comisión Mundial sobre la Dimensión Social de la Globalización, 
creada por la OIT, teniendo como misión el estudio de su impacto social.  
 
Somavia fue reelegido para un segundo mandato de cinco años en marzo de 2003.  
                                                             
10 MESA CÁRDENAS, José Gabriel. Alcance de las recomendaciones del comité de libertad sindical de la O.I.T. Bogotá: 
Revista Actualidad Laboral y Seguridad Social Nº 120, 2003, pág 13. Carta del Director General de la OIT dirigida al 
Secretario General de las Naciones Unidas el 19 de Enero de 1950. 
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La Conferencia Internacional del Trabajo acogió la declaración de la OIT sobre la justicia 
social para una globalización equitativa, en junio de 2008.  
 
Somavia asume funciones nuevamente, tras una tercera reelección el 18 de noviembre de 
2008 las que ejerce a la fecha.  
 
Finalmente, en la 100ª reunión celebrada del 1 de junio al 17 de junio de 2011, la 
Conferencia Internacional del Trabajo adoptó el convenio 189 sobre trabajo decente para 
las trabajadoras y trabajadores del servicio domestico, con el fin de reconocerles los 
mismos derechos laborales que a los demás trabajadores. La legislación laboral en 
Colombia ya regulaba estos derechos. 
 
Para efectos del convenio, el término trabajo domestico “designa el trabajo realizado en un 
hogar u hogares o para los mismos”; por su parte, trabajador doméstico, refiere a “toda 
persona, de género femenino o género masculino, que realiza un trabajo doméstico en el 
marco de una relación de trabajo”; excluyendo se su aplicación a quienes realicen dichas 
labores domesticas de forma esporádica u ocasional, sin que sea considerada como una 
ocupación profesional. 
 
Sobre el derecho de negociación colectiva para estos trabajadores, dispuso en el artículo 3°, 
numeral segundo, literal a): “2. Todo Miembro deberá adoptar, en lo que respecta a los 
trabajadores domésticos, las medidas previstas en el presente Convenio para respetar, 
promover y hacer realidad los principios y derechos fundamentales en el trabajo, a saber: 
la libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de 
negociación colectiva”. Y en el numeral tercero: “3. Al adoptar medidas para asegurar 
que los trabajadores domésticos y los empleadores de los trabajadores domésticos 
disfruten de la libertad sindical y la libertad de asociación y del reconocimiento efectivo 
del derecho de negociación colectiva, los Miembros deberán proteger el derecho de los 
trabajadores domésticos y de los empleadores de trabajadores domésticos a constituir las 
organizaciones, federaciones y confederaciones que estimen convenientes y, con la 
condición de observar los estatutos de estas organizaciones, a afiliarse a las mismas”.  
 
 
2.2 MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
 
En la enmienda constitucional de 1945 se previó que serían miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo, aquellos que ostentaban esta calidad desde el 1 de noviembre de 
1945 y cualquier otro Estado que ingresara posteriormente, ya sea por haber sido admitido 
por la Conferencia General de la OIT o por adhesión. En el primer caso se requiere del voto 
favorable de la mayoría conformada por dos tercios del número de delegados de los Estados 
miembros que asisten a la reunión, incluida igual votación de representantes de los 
gobiernos asistentes. En el segundo caso, por adhesión, se consideró que cualquier Estado 
que tuviera la calidad de Miembro originario de las Naciones Unidas o la adquiriera 
ulteriormente por decisión de la Asamblea General, podría obtener la calidad de Estado 
miembro de la OIT. 
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Las dos formas de admisión surten efectos a partir del momento de la manifestación escrita 
de aceptación de las obligaciones que emanan de la Constitución de la OIT, al director 
general de la Oficina Internacional del Trabajo, por el gobierno del nuevo Estado miembro. 
  
A su vez, el procedimiento para el retiro de un Estado miembro de la Organización, exige el 
previo aviso al director general de la Oficina Internacional del Trabajo, sobre la intención 
de no continuar en la Organización; éste surte efectos dos años después de la fecha de su 
recepción. No obstante, se requiere que para este momento el Estado miembro se encuentre 
a paz y salvo por concepto de las obligaciones financieras contraídas. No obstante, la 
decisión no incide en los compromisos adquiridos en los convenios ya ratificados por el 
Estado que se retira, ni afecta las determinaciones que se deriven o se refieran al mismo, 
respecto del período pactado.  
 
Hay lugar a la readmisión de un Estado miembro, empleando el mismo procedimiento 
establecido para el ingreso de un nuevo Estado, es decir, por adopción o por decisión de la 
Conferencia General de la Organización. 
 
 
2.3 ESTRUCTURA DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
 
Desde su inicio la OIT ejerce sus funciones a través de tres órganos permanentes: la 
Conferencia General de los Representantes de los Miembros, el Consejo de Administración 
y la Oficina Internacional del Trabajo. Son entes fundamentales que cuentan con 
representantes de los gobiernos, empleadores y trabajadores, manteniendo el tripartismo 
característico de la Organización. 
 
 
2.3.1 Conferencia General de los Representantes de los Miembros.  Es el órgano 
supremo de la OIT, dicta el reglamento para ejercer sus actividades, su composición es 
tripartita, integrada por cuatro representantes de cada uno de los Estados: dos delegados por 
el gobierno, uno por los empleadores y uno de los trabajadores, con derecho a voto por cada 
uno. Ante la omisión de los Estados en la designación de uno de los delegados no 
gubernamentales, el otro delegado no gubernamental adquiere el derecho a participar 
únicamente en las deliberaciones, sin derecho al voto. La conferencia se reúne anualmente 
en Ginebra Suiza, en el mes de junio, por lapsos aproximados de tres semanas y en forma 
extraordinaria cuando sea necesario. Además, tratándose de asuntos marítimos, las realiza 
dos veces al año. Elige un presidente y tres vicepresidentes con representación 
gubernamental, de empleadores y trabajadores.  
 
Por regla general, las determinaciones de la Conferencia se acogen en votaciones por 
mayoría simple de los asistentes. No obstante, cuando un instrumento jurídico vinculante 
exija una votación superior, se dará aplicación a éste. Igualmente para todos los efectos 
legales siempre la votación debe contar con la mitad más uno de los delegados. 
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Cumple una función legislativa encargada de adoptar las normas internacionales de trabajo 
plasmadas a través de los convenios y recomendaciones, cuya aprobación requiere el voto 
favorable de las dos terceras partes de los Miembros.  
 
Además, conjuntamente con la Comisión de Expertos debe examinar las Memorias anuales 
que cada país presenta sobre el estado de la aplicación de las normas internacionales en su 
legislación interna. Aprobar el presupuesto de la Organización financiado por los Estados 
miembros y decidir el cambio de sede de la Oficina Internacional del Trabajo, por mayoría 
de dos tercios de los votos emitidos por los delegados presentes. 
  
La labor de la Conferencia General se desarrolla en sesiones plenarias y en comisiones. En 
la primera se estudian las memorias del director general en la cual los delegados de los 
Estados miembros exponen su situación social y económica actual. Las comisiones de 
naturaleza tripartita están destinadas a resolver cada uno de los temas del día, algunas con 
una destinación especifica, como es la aplicación de convenios y recomendaciones, 
verificación del reglamento, de poderes, proposiciones varias etc. La única comisión que no 
es tripartita es la de asuntos financieros integrada únicamente por representantes 
gubernamentales. Los votos de las comisiones son iguales tanto para los gobiernos, como 
para los trabajadores y empleadores excepto en la comisión de proposiciones. 
 
Cuando el Estado miembro se encuentra en mora con las obligaciones económicas por más 
de dos años, pierde su derecho al voto. Igual situación ocurre si el delegado del empleador 
o del trabajador ha sido invalidado.  
 
Se acepta que según el temario del orden del día, para cada punto, los delegados del Estado 
miembro podrán estar asistidos hasta por dos consejeros técnicos. Pero si se debaten hechos 
de interés especial para las mujeres, debe contarse con una de ellas como mínimo. 
 
El gobierno del Estado miembro debe comunicarle a la Oficina Internacional del Trabajo 
los nombres de los delegados y de sus consejeros técnicos; asumiendo la totalidad de los 
gastos que se generen por su participación. 
 
A su vez, en el manejo de las relaciones internacionales de territorios no metropolitanos, 
sus Miembros pueden disponer adicionalmente de otros consejeros técnicos nominados por 
ellos, en representación de esas regiones, cuya temática sea exclusiva de sus autoridades; y 
para los temas concernientes con territorios que no gozan de autonomía. En el evento de un 
territorio que esté bajo la dependencia de dos o más Miembros, podrán designarse asesores 
para sus delegados. 
 
La designación de los delegados y consejeros técnicos no gubernamentales corresponde al 
Estado miembro, teniendo en cuenta las organizaciones profesionales más representativas 
de los trabajadores o de los empleadores que existan. 
  
En 1921 la Corte Internacional Permanente de Justicia estudió el problema presentado ante 
la coexistencia de varias organizaciones profesionales. La dificultad surgió cuando las 
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organizaciones sindicales existentes en Holanda estuvieron en desacuerdo para designar a 
su representante, por lo que el gobierno efectuó la designación según su criterio. La Corte  
realizó el estudio jurídico para determinar si lo consagrado en la Constitución llevaba 
implícita limitaciones a la organización más representativa o si por el contrario tenía por 
finalidad que los propios gobiernos decidieran entre ellas sobre este aspecto. La Corte 
indicó que: “… la idea de la representación de una sola organización no se ha formulado 
en parte alguna del texto del Tratado que, por el contrario, habla expresamente…. de la 
representación de los trabajadores del país considerado…”11. 
 
Enfatizó en su pronunciamiento sobre la imperiosa obligación de los gobiernos de utilizar 
los mecanismos necesarios que conlleven a óptimos resultados, tendientes a lograr que las 
distintas organizaciones sindicales designen a su representante. No obstante, de no haber 
concertaciones le corresponde al gobierno hacer el respectivo nombramiento. Esta posición 
fue acogida por la Conferencia ante varios casos de la misma naturaleza. 
 
Por su parte, los consejeros técnicos pueden actuar únicamente con autorización especial 
otorgada por el presidente de la Conferencia y por solicitud del delegado a quien asesore, 
no tienen derecho al voto y únicamente pueden hacer uso de la palabra. 
 
Los delegados pueden designar como suplentes a cualquiera de los consejeros técnicos, 
previa comunicación escrita de su decisión al presidente, en este caso el suplente tendrá 
derecho al voto y a participar en los debates.  
 
Le corresponde a la Conferencia General analizar los poderes de los delegados y 
consejeros, igualmente está facultada para rechazar la admisión por mayoría de dos tercios 
de los votos de los delegados presentes, cuando se haya omitido el procedimiento de 
designación. 
 
El Consejo de Administración debe establecer el orden del día de las reuniones de la 
Conferencia General, previo estudio de las proposiciones formuladas por los gobiernos de 
los Estados miembros, las organizaciones de derecho internacional público y los 
representantes de empleadores y trabajadores. 
 
Para adoptar un convenio o una recomendación, el Consejo de Administración celebra  
reuniones técnicas previas, a fin de debatir los temas y consulta a los Estados miembros 
interesados. Posteriormente son presentados a la Conferencia General. 
 
Asume como secretario general de la Conferencia el director general, quien para dar a 
conocer el orden del día con sus respectivos informes en desarrollo de cada punto, a los 
Estados miembros y por intermedio de estos a los delegados de los empleadores y 
trabajadores designados, dispone de un término de cuatro meses previos a la reunión inicial 
de la Conferencia.  
                                                             
11 VON POTOBSKY, Geraldo W. – BARTOLOMEI DE LA CRUZ, Héctor G. La Organización Internacional del 
Trabajo. Buenos Aires: Astrea, 2002, pág 18. 
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Los temas propuestos en el orden del día son susceptibles de discrepancias surgidas en los 
gobiernos de los Estados miembros, quienes pueden oponerse frente a ellos, mediante 
sustentación escrita enviada al director general, quien a su vez lo divulgará a los Miembros 
de la Organización.  
 
Los puntos objeto de oposición continuarán inscritos en el orden del día, si así lo determina 
la Conferencia mediante votación de dos tercios de los delegados asistentes. Igual votación 
se emplea si a criterio de la conferencia debe incluirse un asunto nuevo para su examen, el 
cual figurará en el orden del día siguiente. 
 
 
2.3.2 Consejo de administración.  Está conformado por cincuenta y seis personas: 
veintiocho representantes de los gobiernos, catorce de los trabajadores y catorce de los 
empleadores. Los diez Miembros de mayor importancia industrial (Alemania, Brasil, 
China, Estados Unidos, Francia, India, Italia, Japón, Reino Unido y Rusia) tienen 
reservados diez puestos de los veintiocho representantes de los gobiernos, los otros 
dieciocho corresponden a los Miembros designados por los delegados gubernamentales. El 
Consejo de Administración define los Miembros de mayor importancia industrial, cuando 
sea pertinente, también debe precisar las normas para que una comisión imparcial examine 
los temas relacionados con la designación de dichos Miembros, este procedimiento se surte 
antes de que el Consejo de Administración tome la decisión final, la cual es susceptible de 
apelación ante la Conferencia General y se aplica mientras es resuelta. De otra parte, 
corresponde a los delegados de los trabajadores y empleadores asistentes a la Conferencia, 
elegir los representantes ante el Consejo de Administración. 
 
El Consejo se reúne en los meses de marzo, junio y noviembre de cada año, en las fechas 
que el mismo determine; excepcionalmente cuando lo requieran por lo menos dieciséis de 
sus Miembros. Elabora su reglamento, tiene como funciones establecer el orden del día de 
la Conferencia General, aprobar el presupuesto, el programa que será presentado ante la 
Conferencia, fijar las políticas de la Organización y elegir al director general de la OIT. 
 
Está facultado además, para nombrar los titulares en los cargos vacantes, elegir los 
suplentes y otras situaciones relacionadas con este tema que deben ser autorizadas por la 
Conferencia. Igualmente elige un presidente y dos vicepresidentes de entre sus miembros; 
los tres cargos deben conservar el tripartismo. El Consejo se renueva cada tres años. 
 
 
2.3.3 Oficina Internacional del Trabajo.  Surge de la oficina de Basilea creada en el año 
1900. Se encuentra bajo la dirección del Consejo de Administración y es la secretaría 
permanente de la Organización.  
 
El Consejo de Administración está facultado para nombrar al director general de la Oficina 
Internacional del Trabajo, quien queda bajo su mandato; debe asistir a todas las sesiones 
convocadas por el Consejo, en caso contrario lo representará el suplente, responde por el 
funcionamiento, ejecución y resultados de las labores encomendadas.  
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Corresponde al director general nombrar al personal de la Oficina Internacional del 
Trabajo, integrado por sujetos de diferentes nacionalidades, teniendo en cuenta además, la 
inclusión de las mujeres, en todo caso los nombramientos deben dar cumplimiento a las 
directrices impartidas por el Consejo de Administración.  
 
El Director General y el personal de la Oficina Internacional del Trabajo ejercen 
únicamente funciones de carácter internacional, actúan de manera independiente y 
autónoma sin admitir la injerencia de los Gobiernos o autoridad diferente a la Organización. 
Deben renunciar a toda acción que resulte incompatible con su condición de funcionarios 
internacionales respondiendo ante la Organización por todos sus actos, en especial lo 
concerniente al presupuesto.  
 
La Oficina Internacional del Trabajo de acuerdo a su competencia, debe ejecutar las 
actividades asignadas por la Conferencia y el Consejo de Administración, entre ellas, la 
realización de encuestas. Además recaudar todos los temas relacionados con la 
normatividad internacional expedida sobre relaciones laborales y otros derechos de las 
personas, haciendo énfasis en asuntos de interés general, para ser debatidos en la 
Conferencia, que conlleven a la adopción de convenios internacionales.  
 
La Constitución de la OIT previó que a la Oficina Internacional del Trabajo le corresponde   
acatar los deberes que le atañe de acuerdo con la Constitución, para materializar el 
cumplimiento de los convenios; brindar apoyo previa petición de los gobiernos, para la 
implementación de un régimen jurídico que optimice los métodos de inspección y las 
ejecuciones administrativas, basadas en los pronunciamientos de la Conferencia; escribir y 
publicar asuntos de utilidad internacional en temas concernientes al trabajo y la industria,    
en el idioma que el Consejo de Administración crea más beneficioso a sus destinatarios y 
recopilar para la reunión de la Conferencia la documentación necesaria que soporte el 
desarrollo de los temas dispuestos en el orden del día. 
 
 
2.4 ACTOS DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
 
Las normas que profiere la Organización Internacional del Trabajo se denominan convenios 
y recomendaciones. Son instrumentos jurídicos, preparados por representantes de los 
gobiernos, las organizaciones de empleadores y de los trabajadores, que se adoptan 
anualmente por la Conferencia Internacional del Trabajo de la OIT, con votación 
mayoritaria de los dos tercios de los asistentes.  
 
Los convenios establecen principios mínimos con carácter vinculante, que generan una 
obligación de sumisión a las autoridades nacionales competentes de los Estados miembros 
que los ratifiquen y otra de información a la OIT. Por su parte, las recomendaciones son 
directrices no vinculantes, que sirven de guía para la actuación de los Estados, 
generalmente complementarias del convenio, aunque también pueden ser independientes y 
autónomas. Estos instrumentos son susceptibles de modificación considerando aspectos 
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relacionados con el desarrollo industrial, la ubicación, el clima y otras circunstancias de 
dichos Estados que puedan incidir en su aplicación. 
 
Con la firma del presidente de la Conferencia y del director general se autentican los textos 
adoptados, en dos copias, una destinada a los archivos de la Oficina Internacional del 
Trabajo y la otra para el secretario general de las Naciones Unidas, procediendo a su 
registro en los términos del artículo 102 de la Carta de la ONU. Finalmente se expiden 
copias certificadas por el director general para los Estados miembros. 
 
 
2.4.1 Convenios de la OIT.  Desde el nacimiento de la Organización Internacional del 
Trabajo, surgieron múltiples debates, en el ámbito del derecho internacional sobre la 
naturaleza jurídica de los convenios de la OIT. Primordialmente, las discusiones se 
orientaron a establecer si los convenios eran tratados leyes o tratados contratos, “Los que 
sostenían la primera tesis acentuaban el carácter normativo de los convenios, cuya 
ratificación implicaba la adhesión a un acto legislativo preexistente. En cambio, los 
autores que se inclinaban en favor de los tratados contratos ponían énfasis en el acuerdo 
de voluntades necesario para la existencia de un convenio y en la ratificación para darle 
un carácter ejecutorio”12. En el criterio de los tratadistas latinoamericanos predominó la 
distinción hecha por Eduardo Jiménez de Aréchaga, “entre acto - regla y acto - condición.  
La adopción de un convenio por la Conferencia Internacional del Trabajo constituye un 
acto - regla, y la ratificación por un Estado, de la que emana su obligatoriedad es el acto - 
condición”13. 
 
A partir de la distinción de los actos - regla y actos - condición, el profesor Américo Plá 
Rodríguez sostuvo que la singularidad de estos convenios: “especie de tratado - regla 
multilateral”, radica en el acatamiento de las exigencias contenidas en la Constitución de la 
OIT, y en la responsabilidad de los Estados miembros al adoptarlos en su legislación 
interna, lo que conlleva efectos jurídicos vinculantes con la Organización, más no ante los 
demás Estados; sin embargo, no es óbice para que éstos puedan asumir obligaciones 
recíprocas
14
.  
 
Por lo anterior, como quiera que la OIT no posee el carácter de entidad supranacional, debe 
someter los convenios aprobados por la Conferencia General, a  la posterior ratificación de 
los Estados miembros, para que adquieran los efectos legales correspondientes, 
característica que identifica su naturaleza jurídica. 
 
Una vez adoptado el convenio por la Conferencia General, los Estados miembros deben 
aplicar los parámetros descritos en el artículo 19 numeral quinto de la Constitución de la 
OIT, que para tal efecto dispone:“a) el convenio se comunicará a todos los Miembros para 
su ratificación; b) cada uno de los Miembros se obliga a someter el convenio, en el término 
                                                             
12 VON POTOBSKY, Gerardo. Los Convenios de la OIT: ¿una nueva dimensión en el orden jurídico interno?”. Bogotá: 
Revista Actualidad Laboral y Seguridad Social Nº 108, 2001, pág 6. 
13 Ibidem, pág 7. 
14 Ibidem, pág 7 
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de un año a partir de la clausura de la reunión de la Conferencia (o, cuando por 
circunstancias excepcionales no pueda hacerse en el término de un año, tan pronto sea 
posible, pero nunca más de dieciocho meses después de clausurada la reunión 
Conferencia), a la autoridad o autoridades a quienes competa el asunto, al efecto de que le 
den forma de ley o adopten otras medidas; c) los Miembros informarán al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo sobre las medidas adoptadas de acuerdo 
con este artículo para someter el convenio a la autoridad o autoridades competentes, 
comunicándole, al mismo tiempo, los datos relativos a la autoridad o autoridades 
consideradas competentes y a las medidas por ellas adoptadas; d) si el Miembro obtuviere 
el consentimiento de la autoridad o autoridades a quienes competa el asunto, comunicará 
la ratificación  formal del convenio al Director General y adoptará las medidas necesarias 
para hacer efectivas las disposiciones de dicho convenio; e) si el Miembro no obtuviere el 
consentimiento de la autoridad o autoridades a quienes competa el asunto, no recaerá 
sobre dicho Miembro ninguna otra obligación, a excepción de la de informar al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo, con la frecuencia que fije el Consejo de 
Administración, sobre el estado de su legislación y la práctica en lo que respecta a los 
asuntos tratados en el convenio, precisando en qué medida se ha puesto o se propone 
poner en ejecución cualquiera de las disposiciones del convenio, por vía legislativa o 
administrativa, por medio de contratos colectivos, o de otro modo, e indicando las 
dificultades que impiden o retrasan la ratificación de dicho convenio Obligaciones de los 
Miembros en cuanto a los convenios”. 
  
 
2.4.2  Recomendaciones de la OIT.  Los Estados miembros al adoptarse la recomendación  
por la Conferencia General, deben observar las directrices consagradas en la Constitución 
de la OIT numeral 6° del artículo 19, que establece: “a) la recomendación se comunicará a 
todos los Miembros para su examen, a fin de ponerla en ejecución por medio de la 
legislación nacional o de otro modo; b) cada uno de los Miembros se obliga a someter la 
recomendación, en el término de un año a partir de la clausura de la reunión de la 
Conferencia (o, cuando por circunstancias excepcionales no pueda hacerse en el término 
de un año, tan pronto sea posible, pero nunca más de dieciocho meses después de 
clausurada la reunión de la Conferencia), a la autoridad o autoridades a quienes competa 
el asunto, al efecto de que le den forma de ley o adopten otras medidas; c) los Miembros 
informarán al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo sobre las medidas 
adoptadas de acuerdo con este artículo para someter la recomendación a la autoridad o 
autoridades competentes, comunicándole, al mismo tiempo, los datos relativos a la 
autoridad o autoridades consideradas competentes y las medidas por ella adoptadas; d) 
salvo la obligación de someter la recomendación a la autoridad o autoridades 
competentes, no recaerá sobre los Miembros ninguna otra obligación, a excepción de la de 
informar al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo, con la frecuencia 
que fije el Consejo de Administración, sobre el estado de su legislación y la práctica en lo 
que respecta a los asuntos tratados en la recomendación, precisando en qué medida se han 
puesto o se propone poner en ejecución las disposiciones de la recomendación, y las 
modificaciones que se considere o pueda considerarse necesario hacer a estas 
disposiciones para adoptarlas o aplicarlas”. 
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2.4.3 Obligación de sumisión.  Una vez adoptado un convenio o una recomendación por la 
Conferencia Internacional del Trabajo, los Estados miembros deben someterlos a examen 
de la autoridad competente en acatamiento del artículo 19 numerales 5b) y 6b) de la 
Constitución de la Organización. Esta obligación se conoce como sumisión. 
 
Su inobservancia permite que otro Miembro informe de esta circunstancia al Consejo de 
Administración. Si éste reconociere que efectivamente el Estado miembro ha incurrido en 
la omisión, pondrá la situación en conocimiento de la Conferencia para los fines 
pertinentes.  
  
En 1953 la Conferencia en la trigésima sexta asamblea, elevó petición para suministrar 
asesoría a los gobiernos, en el cumplimiento de la obligación de someter los convenios y 
recomendaciones a las autoridades competentes de sus Estados. A raíz de esta solicitud el 
Consejo de Administración en 1954, expidió Memorándum sobre la materia. 
 
Posteriormente en 1958 lo adicionó, en 1980 y 2005 procedió a su análisis. En este último 
año no decretó nuevas obligaciones a los Miembros, su finalidad fue: “señalar los 
comentarios hechos por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones de la Conferencia con respecto a medidas que parecen necesarias o 
deseables en este campo”. El Memorándum contempla los siguientes aspectos relevantes: 
 
“I. Fines y objetivos de la sumisión. a) La finalidad fundamental de la sumisión consiste 
en fomentar la adopción de medidas en el plano nacional para la aplicación de los 
convenios y de las recomendaciones. Por otra parte, en el caso de los convenios, el 
procedimiento también tiene por objeto promover su ratificación. b) Los gobiernos tienen 
plena libertad para proponer el curso que, consideren, ha de darse a los convenios y las 
recomendaciones. La sumisión tiene principalmente por objeto promover una decisión 
rápida y meditada de cada Estado miembro respectos de los instrumentos adoptados por la 
Conferencia. c) La obligación de sumisión constituye un elemento fundamental del sistema 
normativo de la Organización. Una de sus finalidades ha sido y aun es que los 
instrumentos adoptados por la Conferencia se lleven a la atención  de la opinión pública 
mediante su sumisión a un órgano de carácter parlamentario. d) La obligación de sumisión 
refuerza el vinculo entre la Organización y las autoridades nacionales y estimula el 
dialogo tripartito en el ámbito nacional”. 
 
“II. Naturaleza de la autoridad competente. a) la autoridad competente es aquella que 
tenga, de acuerdo con la Constitución nacional de cada Estado, el poder de legislar o de 
tomar cualquier otra medida para dar efecto a los Convenios y Recomendaciones. b) La 
autoridad competente debe ser normalmente el legislativo. c) Aún en los casos en que, en 
virtud de la Constitución de un Miembro, las atribuciones legislativas son detentadas por 
el ejecutivo, corresponde al espíritu del artículo 19 de la Constitución de la Organización y 
a la práctica, dar la posibilidad de que un órgano deliberante, si existe, pueda examinar 
los instrumentos adoptados por la Conferencia. La discusión celebrada en el seno de de 
una asamblea deliberante – o, al menos, la información de esta – puede constituir un factor 
importante a efectos de un examen completo de la cuestión y una mejora posible de las 
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medidas adoptadas en el plano nacional para dar curso a los instrumentos adoptados por 
la Conferencia. En el caso de los convenios, podría eventualmente dar lugar a una 
decisión de proceder a su ratificación. d) En ausencia de un órgano parlamentario, la 
información a un órgano consultivo puede permitir un examen completo de las cuestiones 
tratadas por la Conferencia. La información facilitada de este modo garantiza una amplia 
difusión pública, que es también una finalidad de la obligación de sumisión”. 
 
“III. Alcance de la obligación de sumisión. a) Las disposiciones del artículo 19 de la 
Constitución establecen la obligación de someter a las autoridades competentes en todos 
los casos los instrumentos adoptados por la Conferencia, sin excepción y sin distinción 
alguna entre los convenios y las recomendaciones. b) Los gobiernos tienen plena libertad 
en lo que respecta al alcance de las propuestas que formulan y al curso que consideren 
apropiado dar a los instrumentos adoptados por la Conferencia. La obligación de sumisión 
no implica la de proponer la ratificación de los convenios o la de aceptar las 
recomendaciones”. 
 
“IV. Forma de sumisión. a) Puesto que el artículo 19 de la Constitución tiene claramente 
por objeto el obtener una decisión por parte de las autoridades competentes, la sumisión 
de los convenios y recomendaciones a dichas autoridades debería ir siempre acompañada 
o seguida de una declaración o de proposiciones en las que se expresen los puntos de vista 
del gobierno acerca del curso que debiera darse a estos textos. b) Los puntos esenciales 
que han de tenerse en cuenta son: a) que los gobiernos, al someter los convenios y 
recomendaciones a las autoridades legislativas, acompañen dichos textos o envíen 
posteriormente indicaciones sobre las medidas que podrían tomarse a fin de dar curso a 
estos instrumentos, o bien una proposición en el sentido de que no se les dé curso alguno o 
que se difiera toda decisión hasta una fecha ulterior, y b) que la autoridad legislativa tenga 
la posibilidad de entablar un  debate sobre la materia”. 
 
“V. Plazo de Sumisión. a) Para que las instancias nacionales competentes puedan ser 
informadas de las normas adoptadas a nivel internacional que podrían requerir una acción 
por parte de cada Estado con el fin de darles efecto a nivel nacional, la sumisión debería 
efectuarse lo antes posible y en todo caso en los palazos determinados por el artículo 19 de 
la Constitución. b) En virtud de las disposiciones formales del artículo 19 de la 
Constitución, la sumisión de los textos adoptados a las autoridades competentes debe 
efectuarse dentro del plazo de un año o, en caso de circunstancias excepcionales, dentro de 
los dieciocho meses después de clausurarse la reunión de la Conferencia. La Comisión 
considera que esta disposición no se aplica solamente a los Estados no federales, sino 
también a los Estados federales; para estos, en efecto, el plazo de dieciocho meses no es 
reglamentario sino cuando se trata de convenios y recomendaciones para los cuales el 
gobierno federal considera que una acción de parte de los Estados constitutivos, 
provincias o cantones es adecuada. Para estar en situación de asegurar que los Estados 
Miembros han respetado los plazos prescritos, la Comisión cree que sería conveniente que 
la fecha en la cual las decisiones de la conferencia han sido sometidas a las autoridades 
competentes se precise en las informaciones comunicadas al Director General”. 
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“VIII Comunicación a las organizaciones representativas de empleadores y de 
trabajadores. a) Conforme a las disposiciones del párrafo 2° del artículo 23 de la 
Constitución, las informaciones enviadas al Director General sobre la sumisión a las 
autoridades competentes deben comunicarse a las organizaciones representativas de 
empleadores y de trabajadores. b) Esta norma tiene por objeto permitir a las 
organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores que formulen sus propias 
observaciones sobre el curso dado o que haya de darse a los instrumentos objeto de 
sumisión”. 
 
 
2.4.4 Principio de favorabilidad.  No obstante, se expida un convenio o una 
recomendación por la Conferencia General y aún sean acogidos o ratificados por el Estado 
Miembro, si existe alguna disposición legal, o la misma costumbre que sean más benéficas 
para el trabajador, tienen prevalencia y se aplicarán de acuerdo al principio de 
favorabilidad. 
 
 
2.4.5 Proyectos de convenios no adoptados por la Conferencia.  Cuando los proyectos 
de convenio no obtengan la votación exigida para su adopción en la Conferencia, son 
susceptibles de aceptación entre los Miembros de la Organización que así lo determinen, 
cuyos efectos los obliga. Adicionalmente los gobiernos involucrados deben enterar al 
director general de la Oficina Internacional del Trabajo y al secretario general de las 
Naciones Unidas, para que procedan al  registro respectivo. 
 
 
2.4.6 Memoria anual de los convenios ratificados.  Al Consejo de Administración le 
corresponde establecer la presentación y el contenido que debe incluirse en la Memoria que 
el Estado miembro al ratificar el convenio, está obligado a presentar cada año ante la 
Oficina Internacional del Trabajo, indicando todas aquellas medidas adoptadas para su 
cumplimiento. Enviará una copia a las organizaciones representativas reconocidas, quienes 
también tienen la opción de dirigirse a la Oficina y hacer sus comentarios sobre la 
aplicación de los mismos. Una vez surtida esta etapa, la Oficina remite los comentarios 
hechos por las organizaciones al gobierno, para que éste responda a los mismos, antes de 
que intervenga la Comisión de Expertos. 
  
A su vez, la Conferencia en la próxima sesión recibe del director general el cotejo de las 
informaciones y memorias que le hayan comunicado los Estados miembros.  
 
 
2.4.7 Reclamaciones respecto a la inobservancia en la aplicación de un convenio.  Toda 
organización profesional de trabajadores o de empleadores está facultada para efectuar 
reclamaciones ante la Oficina Internacional de Trabajo por la omisión del Estado miembro 
para implementar el cumplimiento del Convenio en su territorio. El Consejo de 
Administración está facultado para informar al gobierno involucrado sobre las 
reclamaciones y este último a su vez podrá hacer las aclaraciones pertinentes. 
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Ante la falta de respuesta del gobierno a la solicitud, o si lo manifestado no es convincente,  
el Consejo de Administración, dará a conocer públicamente la reclamación o la 
contestación que se le haya dado.  
 
 
2.4.8 Queja por la inaplicabilidad de un convenio.  El procedimiento para interponer una 
queja ante la falta de aplicación de un convenio se encuentra previsto en el artículo 26 de la 
Constitución de la OIT; faculta a la Oficina Internacional del Trabajo, para recibir las 
quejas interpuestas por un Miembro contra otro, al considerar que éste ha omitido la 
implementación de mecanismos para el acatamiento eficiente de un convenio ratificado por 
los mismos. Previo al conocimiento de los hechos por una Comisión de Encuesta, el 
Consejo de Administración puede dar a conocer al Estado la queja que cursa en su contra. 
De lo contrario, si no lo cree necesario o el Estado omite la respuesta oportuna o no es 
convincente, designa una Comisión de Encuesta para el análisis e informe a que haya lugar.  
 
Adicionalmente el Consejo de Administración es competente para actuar ante una queja 
incoada por un delegado de la Conferencia y oficiosamente cuando lo considere oportuno, 
observando este mismo procedimiento. En los eventos presentados por una reclamación o 
queja, si el Estado carece de representación ante el Consejo de Administración, puede 
nombrarlo para que actúe; con antelación se le notificará al Estado el día y hora 
programado para la ejecución de las discusiones.   
  
A la Comisión de Encuesta se allegan las quejas impetradas por un Estado miembro contra 
otro, que el Consejo de Administración decida someter a ésta; para lo cual el Estado 
miembro afectado o no, debe suministrar los soportes y toda la documentación necesaria 
que esté relacionada con el objeto de dicha queja. 
 
Previo estudio del caso, la Comisión de Encuesta, elaborará el informe soportado en las 
pruebas, hechos e investigación que permitan establecer la trascendencia del conflicto y 
proferirá las sugerencias, términos y medidas a implementarse que considere viables, para 
satisfacer los requerimientos formulados.  
  
Como resultado de lo anterior, el director general de la Oficina Internacional del Trabajo 
dará a conocer el informe a los gobiernos involucrados en la investigación y al Consejo de 
Administración, ordenando su publicación.  
 
Los gobiernos comprometidos disponen de un término de tres meses, para la aprobación o 
rechazo a las sugerencias de la Comisión, que deben dirigir al director general. Es optativo  
ante la desaprobación, remitir la queja a consideración de la Corte Internacional de Justicia, 
quien de acuerdo con su competencia puede revocar, ratificar o variar las sugerencias de la 
Comisión de Encuesta, constituyéndose sus pronunciamientos en última instancia, en 
consecuencia es improcedente la apelación.  
 
Corresponde al Consejo de Administración formular los mecanismos pertinentes a la 
Conferencia, para lograr la efectividad de las recomendaciones de la Comisión de Encuesta 
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y decisiones de la Corte Internacional de Justicia, ante el desconocimiento dentro del 
término estipulado por parte del Estado miembro. 
 
Cuando es equivocada la decisión, y se acusa de incumplimiento, no obstante, el gobierno 
afectado haber implementado mecanismos para acatar las sugerencias de la Corte 
Internacional de Justicia o de la Comisión de Encuesta, podrá acudir al Consejo de 
Administración y solicitar la integración de una Comisión de Encuesta que verifique sus 
planteamientos. Al Consejo de Administración le corresponde pedir la terminación de 
cualquier acción que se haya tomado en contra del Estado miembro acusado, cuando la 
decisión le es beneficiosa. 
 
 
2.5 ENMIENDAS A LA CONSTITUCIÓN DE LA OIT  
 
Para que procedan las enmiendas constitucionales se debe contar con el voto favorable de 
dos tercios de los delegados asistentes a la Conferencia, y obligan cuando por igual número  
de Miembros de la Organización, sea ratificado, contando dentro de éstos, cinco miembros 
de mayor importancia industrial. 
 
 
2.6 INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN Y DE LOS CONVENIOS 
 
Es competencia exclusiva de la Corte Internacional de Justicia el estudio de las 
controversias que surjan en la interpretación de la Constitución y los convenios. Igualmente 
el Consejo de Administración, ante la urgencia en la interpretación de un convenio, puede 
sugerir a la Conferencia mecanismos para convocar un tribunal que dirima el conflicto, 
cuya sentencia es de conocimiento de los Estados miembros, quienes pueden acudir a la 
Conferencia para expresar su opinión. No obstante, la decisión final de la Corte 
Internacional de Justicia obliga  al tribunal.  
 
 
2.7 CONFERENCIAS REGIONALES 
 
Las Conferencias Regionales se reúnen por decisión de la Organización Internacional del 
Trabajo, se rigen de acuerdo a los parámetros estipulados por el Consejo de Administración 
y deberán ratificarse por la Conferencia. La OIT además puede constituir organismos 
regionales en la búsqueda de los resultados  propuestos por  la Organización. 
 
 
2.8 CONVENIOS DE LA OIT EN COLOMBIA 
 
Los convenios de la Organización Internacional del Trabajo al ser adoptados por un órgano 
colectivo de participación tripartita, generan derechos y obligaciones para los Estados 
miembros que los aprueban. Situación que los diferencia de los tratados internacionales que 
“Son acuerdos entre Estados o sujetos de derecho internacional encaminados a regular su 
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comportamiento recíproco”15. En efecto, la Corte Constitucional en la sentencia C-562 del 
22 de octubre de 1992, con ponencia del magistrado Jaime Sanín Greiffenstein, sostuvo: 
“… Si bien es cierto que tales actos no reúnen ni por su forma de adopción ni por su 
trámite las exigencias establecidas por la Convención de Viena para los tratados que se 
celebran entre Estados, sí pueden tenerse como tales a pesar de sus diferencias pues son 
instrumentos de carácter internacional que contienen normas de Derecho, adoptadas por 
un órgano colectivo (Conferencia Internacional del Trabajo) en cuyo seno se encuentran 
representaciones de los Estados miembros y que solo obligan a quienes los ratifiquen, acto 
que también tiene características distintas como se vera. Y que dadas esas peculiaridades 
especiales que los caracterizan y distinguen se rigen por las propias normas contenidas en 
la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo y en lo no contemplado en 
ellas en las normas de Derecho Internacional relativas a los tratados comunes u 
ordinarios. … Desde el punto de vista constitucional es indispensable, sin embargo, que el 
Presidente de la República apruebe el convenio, pues ni siquiera estos tratados sui generis 
escapan a la regla nunca exceptuada por la Carta de que ellos deben ser celebrados por 
este funcionario…”. 
 
Por lo anterior, nuestro país, como Estado miembro de la OIT debe acatar las reglas 
establecidas por ésta, en la aprobación, ratificación y cumplimiento de los convenios 
internacionales, ante los compromisos adquiridos por ser parte de la Organización, y para 
garantizar los derechos y obligaciones de trabajadores, empleadores y del mismo gobierno. 
 
 
2.8.1 Ratificación de los convenios de la Organización Internacional del Trabajo.  
Según la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados 1969, la ratificación se 
constituye en “…el acto internacional así denominado por el cual un Estado hace constar 
en el ámbito internacional su consentimiento en obligarse por un tratado”.  
 
No obstante, en los términos de la Constitución de la Organización Internacional del 
Trabajo, la ratificación de los convenios internacionales adoptados por la Conferencia, no 
hace parte de las obligaciones contraídas por los Estados al ingresar a la OIT; basta que el 
Estado miembro cumpla con la obligación de sumisión, sometiendo el convenio a la 
aprobación de la autoridad competente, en aplicación del procedimiento determinado por su 
régimen jurídico interno. La aceptación se comunicará al director general de la OIT, para 
que surta los efectos jurídicos correspondientes a nivel internacional, acatando las 
directrices indicadas en el Memorandúm del Consejo de Administración.  
 
En nuestra legislación la autoridad competente es el Congreso de República. Sin embargo, 
de conformidad con la Carta Política de 1991, se requiere que el Presidente de la República 
manifieste su aceptación. Una vez aprobado, el Estado adquiere el compromiso de 
implementar las herramientas indispensables para el cabal cumplimiento de las 
obligaciones contraídas.  
                                                             
15 MONROY CABRA. Marco Gerardo, Derecho Internacional Público. Quinta Edición. Bogotá: Temis S.A. 2.002, pág. 
90. 
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Los convenios se incorporan ipso facto en el ordenamiento jurídico, como lo refiere el 
artículo 53 inciso cuarto de la Constitución Política que dispone:“Los convenios 
internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación 
interna”. Así mismo, aquellos que reconocen derechos humanos hacen parte del bloque de 
constitucionalidad, al efecto el artículo 93 de la Constitución Nacional estatuye: “Los 
tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en 
el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
Colombia”. 
 
Del cotejo normativo expuesto se colige que, los convenios internacionales del trabajo son 
instrumentos de aplicación inmediata, fuente de derechos y obligaciones, producen efectos 
legales a partir del momento de su adopción y forman parte del bloque de 
Constitucionalidad al referirse a derechos humanos.  
 
Ratificando lo anterior, la Corte Constitucional en sentencia C-466 del 14 de mayo de 2008 
con ponencia del magistrado Jaime Araujo Rentería, consideró: “… La jurisprudencia de 
esta Corporación ha establecido (i) en primer lugar, que los convenios de la OIT hacen 
parte de la legislación interna, de conformidad con el inciso 4 del artículo 53 de la CN; (ii) 
en segundo lugar, que varios convenios de la OIT hacen parte del bloque de 
constitucionalidad; (iii) en tercer lugar, ha realizado una distinción entre los convenios de 
la OIT para señalar que algunos de ellos pertenecen al bloque de constitucionalidad en 
sentido estricto (inciso 1 art. 93 CN) y en sentido lato (inciso 2º CN). Los convenios que 
hacen parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto prevalecen en el orden 
interno, en cuanto prohíben la limitación de un derecho humano bajo los estados de 
excepción y en consecuencia hacen parte del parámetro de control constitucional de las 
normas legales que regulan la materia. Los convenios que forman parte del bloque de 
constitucionalidad en sentido lato “sirven como referente para interpretar los derechos de 
los trabajadores y darle plena efectividad al principio fundamental de la protección del 
trabajador (C.P., art. 1) y al derecho al trabajo (C.P. arts. 25 y 53)”; (iv) en cuarto lugar, 
ha establecido la Corte que hacen parte del bloque de constitucionalidad aquellos 
convenios que la Corte misma determine que pertenecen al mismo, de conformidad con las 
materias de que traten. (v) Finalmente, ha establecido la Corte que el carácter normativo 
obligatorio de los convenios de la OIT ratificados por Colombia impide que sean 
considerados como parámetros supletorios ante vacíos en las leyes, y que deben ser 
aplicados por todas las autoridades y los particulares...”. 
 
No obstante, el Alto Tribunal con ponencia del magistrado Manuel José Cepeda Espinosa, 
en sentencia C-401 del 14 de abril de 2005 manifestó: “En cualquier caso la determinación 
de los elementos que conforman el bloque de constitucionalidad, ya sea en el sentido 
amplio o en su sentido estricto, así como la definición del rango de cada uno corresponde 
a la Corte Constitucional y, en consecuencia, su inclusión y el alcance de esa inclusión 
dependen del examen adelantado por la Corporación en cada caso, así como de las 
materias previstas en las disposiciones o en el respectivo tratado o convenio…”. 
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2.8.2 Cumplimiento de la obligación de sumisión en Colombia.  En acatamiento del 
artículo 19 numeral quinto literal b) de la Constitución de la Organización Internacional del 
Trabajo, Colombia en su condición de Estado miembro, dispone de un año contado desde la 
adopción del convenio por la Conferencia Internacional del Trabajo, término que se amplía 
en forma excepcional hasta por seis meses adicionales, para someterlo al Congreso de la 
República y su posterior revisión ante la Corte Constitucional.  
 
En primera instancia, el Presidente de la República debe manifestar su aprobación en virtud 
del artículo 189 numeral segundo de la Carta Política de 1991, cuyo aparte dice: 
“Corresponde al Presidente de la República como jefe del Estado, Jefe del Gobierno y 
Suprema Autoridad Administrativa: …  celebrar con otros Estados y entidades de derecho 
internacional tratados o convenios que se someterán a la aprobación del Congreso”. 
 
Una vez, el Presidente manifieste su consentimiento, debe remitir el convenio al Congreso 
de la República para que expida la ley aprobatoria del mismo en cumplimiento del artículo 
150 numeral 16 de la Carta Política, según el cual, dicha corporación debe: “Aprobar o 
improbar los tratados que el Gobierno celebre con otros Estados o con entidades de 
derecho internacional”. En aplicación del inciso final del artículo 154 constitucional, el 
proyecto de ley aprobatoria de los tratados internacionales inicia su trámite en el Senado de 
la República. La ley surte el trámite legislativo ordinario o común en virtud del artículo 204 
de la ley 5ª del 17 de junio de 1992. El artículo 217 de la misma norma contempla los 
requisitos que se deben cumplir en el trámite del proyecto de ley sobre Tratados 
Internacionales
16
.  
 
Este artículo fue objeto de estudio por parte de la Corte Constitucional en sentencia C-227 
del 17 de junio de 1993, con ponencia del magistrado Jorge Arango Mejía, en uno de sus 
apartes manifiesta: “… ¿Qué dispone el artículo 217? Sencillamente, que durante el 
trámite del proyecto de ley que aprueba el tratado, puedan presentarse “propuestas de no 
aprobación, de aplazamiento o de reserva respecto de tratados y Convenios 
Internacionales”. Estas propuestas están dirigidas al texto final de la ley. Dicho de otro 
modo: son propuestas para que, al final, la ley impruebe el tratado, aplace su vigencia o lo 
apruebe sólo parcialmente. Y se repite: la ley, en cualquiera de estos casos, una vez 
declarada exequible por la Corte Constitucional, será obligatoria para el Gobierno. En 
este punto es necesario hacer una distinción. Es cierto que en el ámbito internacional sólo 
el Presidente de la República puede formular “reservas” a los tratados, precisamente en 
cumplimiento de su función constitucional de “dirigir las relaciones internacionales”. 
Pero, en el campo interno, entendiendo, como es lógico, las reservas como la no 
                                                             
16 Artículo 217. “Condiciones en su trámite. Podrán presentarse propuestas de no aprobación, de aplazamiento o de 
reserva respecto de Tratados y Convenios Internacionales.  
El texto de los Tratados no puede ser objeto de enmienda.  
Las propuestas de reserva sólo podrán ser formuladas a los Tratados y Convenios que prevean esta posibilidad o cuyo 
contenido así lo admita. Dichas propuestas, así como las de aplazamiento, seguirán el régimen establecido para las 
enmiendas en el proceso legislativo ordinario.  
Las Comisiones competentes elevarán a las plenarias, de conformidad con las normas generales, propuestas razonadas 
sobre si debe accederse o no a la autorización solicitada”.  
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aprobación de alguna o algunas de las cláusulas de un tratado,  es claro que bien puede el 
Congreso hacer estas reservas. Y que ellas quedarán plasmadas en la ley, obligatoria para 
el Gobierno si es declarada exequible. Como lo obliga también, en sentido contrario, la 
declaración de inexequibilidad. Hay que observar que el legislador fue cuidadoso en 
extremo, al prohibir, en el inciso segundo del mencionado artículo 217, enmendar los 
tratados. Ello, porque la enmienda no puede ser  sino el fruto de la voluntad de las partes 
contratantes. Como se ve, la conclusión de un  tratado, por el aspecto interno, es una 
demostración de la colaboración armónica de las tres ramas del poder público. Y, por lo 
mismo, no puede afirmarse que el Congreso cuando, por medio de leyes, hace reservas a 
un tratado, es decir, lo imprueba parcialmente, o aplaza su vigencia, se inmiscuye "en 
asuntos de la competencia privativa de otras autoridades". No, cuando así actúa lo hace en 
ejercicio de la  función constitucional de "aprobar o improbar" los tratados 
internacionales”.  
 
Continua el Alto Tribunal manifestando: “Como la ley aprobatoria de un tratado, es una 
ley ordinaria, no sobra advertir que, aprobado parcialmente un tratado, o aplazada su 
vigencia, aún queda al Gobierno la oportunidad de objetar el proyecto de ley por 
inconveniente, aduciendo, por ejemplo, su inconformidad con las reservas hechas por el 
Congreso en el proyecto de ley, o con el aplazamiento mismo de su vigencia. En tal evento, 
se seguiría el trámite previsto  en los artículos 166 y 167 de la Constitución. De otro lado, 
hay que aclarar que el “aplazamiento” a que se refiere el citado artículo 217 es relativo a 
la vigencia del tratado, no a su aprobación como lo dice el demandante al afirmar que 
"también es inconstitucional la facultad de aplazar la aprobación o improbación de los 
tratados". El Congreso tiene que tramitar el proyecto de ley que aprobará o improbará, 
total o parcialmente, el tratado o aplazará su vigencia, es decir,  dirá que sólo comenzará 
a regir a partir de un día cierto y determinado…”.  
 
Adicionalmente a este pronunciamiento, siguiendo con el trámite interno, la legislación en 
el artículo 241 numeral 10 de la Carta Política dispone que es competente la Corte 
Constitucional para “Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados 
internacionales y de las leyes que los aprueben. Con tal fin, el Gobierno los remitirá a la 
Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá 
intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad…”.  
 
Declarada la exequibilidad de un convenio internacional y de su ley aprobatoria, 
corresponde al Gobierno Nacional comunicar sobre este hecho al director general de la 
OIT. 
 
La Corte Constitucional, en sentencia C-195 del 25 de marzo de 2009 con ponencia del 
magistrado Jorge Iván Palacio Palacio, se pronunció sobre las características del examen de 
constitucionalidad de los tratados o convenios internacionales y sus leyes aprobatorias, bajo 
las siguientes consideraciones: “El examen de constitucionalidad sobre los tratados 
internacionales y sus leyes aprobatorias tiene las siguientes características: i) es previo a 
la ratificación del tratado aunque posterior a la aprobación del Congreso y la sanción del 
Gobierno, ii) es automático por cuanto deben remitirse por el Gobierno a la Corte dentro 
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de los seis (6) días siguientes a la sanción de la ley, iii) es integral toda vez que se 
examinan los aspectos formales y materiales de los actos frente al texto integral de la 
Constitución, iv) es preventivo al buscar garantizar el principio de supremacía de la 
Constitución y el cumplimiento de los compromisos del Estado colombiano frente a la 
comunidad internacional, v) es una condición sine qua non para la ratificación del 
instrumento internacional, y vi) tiene fuerza de cosa juzgada constitucional. El control de 
constitucionalidad formal persigue verificar el cumplimiento de los requisitos necesarios 
en el proceso de negociación y celebración del tratado, como en el trámite legislativo 
desarrollado y la sanción presidencial del proyecto de ley. Además, la ley aprobatoria 
debe observar el procedimiento de una ley ordinaria por no disponer lo contrario la Carta 
Política y así manifestarlo la Ley Orgánica del Congreso, salvo lo concerniente a la 
iniciación del debate en el Senado de la República por referir a las relaciones 
internacionales y la remisión oportuna por el Gobierno del tratado y la ley aprobatoria a 
la Corte. Así, el examen formal comprende los siguientes presupuestos: i) la remisión 
oportuna del instrumento internacional y la ley aprobatoria, ii) la validez de la 
representación del Estado colombiano en los procesos de negociación y celebración del 
tratado, como la competencia del funcionario que lo suscribió, iii) la iniciación del trámite 
en la cámara correspondiente, iv) las publicaciones efectuadas por el Congreso, v) la 
aprobación en primer y segundo debate respectivamente, vi) el cumplimiento de los 
términos que debe mediar para los debates en una y otra cámara, vii) el quórum 
deliberatorio y decisorio al igual que las mayorías con las que fue aprobado el proyecto, y 
viii) el anuncio previo a la votación. En cuanto al control de constitucionalidad material la 
función de esta Corte se circunscribe a examinar el contenido del instrumento 
internacional y su ley aprobatoria a la luz del contenido integral de la Constitución 
Política…”. 
 
En resumen, el constituyente de 1991 contempló la participación de las tres Ramas del 
Poder Público, para la adopción de los convenios internacionales del trabajo. En cuanto al 
Presidente de la República le compete celebrarlos y someterlos a consideración del 
Congreso de la República, entidad que en su discusión puede aprobarlos, improbarlos, o 
aplazarlos. Posteriormente, la Corte Constitucional declarará la exequibilidad o 
inexequibilidad del Convenio o del Tratado Internacional y de su ley aprobatoria.  
 
 
2.8.3 Prohibición de reservas.  La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 
de 1969 en el artículo 2° literal d) define la reserva como: “una declaración unilateral, 
cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, 
aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o modificar los 
efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado”. Las 
reservas de un tratado, pretenden dos finalidades, que el instrumento internacional sea 
aceptado por la mayoría de los Estados, o que el Estado se aparte de determinadas 
obligaciones jurídicas provenientes del mismo.  
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Sin embargo, tratándose de los convenios de la OIT, la Oficina Internacional del Trabajo ha 
determinado que los Estados miembros no pueden formular reservas a los convenios 
debidamente aprobados. “El principio de que las reservas a la ratificación de los 
convenios internacionales del trabajo no son admisibles, fue expresado por primera vez 
por la Oficina Internacional del Trabajo en 1920 en respuesta a una consulta del gobierno 
de Polonia. Posteriormente, en 1921, la Oficina ratificó su posición al responder a la India 
en el mismo sentido. En 1928, respecto de Cuba, y luego en 1936, respecto de Perú, la 
Oficina continuo con su posición, como hasta hoy en día”17. “la ratificación con reservas 
no está autorizada y desde un comienzo la doctrina se mantuvo uniforme en esta 
concepción. La tesis que predomina es que con ello se atentaría contra la evolución 
uniforme de la legislación laboral y que todas las cuestiones relativas a las peculiaridades 
nacionales deberían contemplarse durante el proceso de elaboración de las normas, una 
vez adoptado un convenio, son las clausulas de flexibilidad las únicas que podrían 
utilizarse para tener en cuenta la situación especial de un país. Por otra parte, siendo los 
convenios el resultado de una elaboración tripartita, escapan de la pertenencia de 
cualquiera de las partes intervinientes y también de los demás Estados ratificantes, por lo 
cual sería imposible solicitar su autorización para efectuar una reserva”18. 
 
En conclusión los convenios internacionales del trabajo no son susceptibles de 
eliminaciones o variaciones. Pero ante los diferentes aspectos sociales, culturales, 
económicos y geográficos de cada Estado, la Organización previó las clausulas de 
flexibilidad “que establecen normas provisionales más restringidas que las normalmente 
prescritas, para excluir a determinadas categorías de trabajadores de la aplicación de un 
convenio, o para aplicar sólo algunas partes del instrumento”19. Si un Estado con 
posterioridad a la adopción de un convenio quiere hacer uso de las cláusulas de flexibilidad, 
debe informárselo al director general de la OIT. Sin que se permitan reservas a los 
convenios, situación que ha obligado a la continua violación de los mismos, por parte de los 
Estados miembros, como se observa, por el gran número de registros que deben atender los 
órganos de control. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
17 MESA CÁRDENAS, José Gabriel. Convenios Internacionales del Trabajo: ¿Posibilidad de reservas?. Bogotá: Revista 
Actualidad Laboral y Seguridad Social Nº 112, 2002, pág 11. 
18 VON POTOBSKY, Geraldo W. y BARTOLOMEI DE LA CRUZ, Héctor G. La Organización Internacional del 
Trabajo. Buenos Aires: Astrea, 2002, pág 74. 
19 Organización Internacional del Trabajo: <http://www.ilo.org/global/What_we_do/InternationalLabourStandards 
creation/lang-es/index.htm> 
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2.9 CUADRO DE SÍNTESIS 
 
 
Definición 
 
La OIT, se constituye en “la agencia tripartita de la ONU y 
convoca a gobiernos, empleadores y trabajadores de sus 
estados miembros con el fin de emprender acciones conjuntas 
destinadas a promover el trabajo decente en el mundo”20. 
 
 
Características 
 
 Tiene 183 Estados miembros, incluido Colombia. 
 
  La OIT es sujeto de derecho internacional público. 
  
 Goza de plena personalidad jurídica y capacidad 
especial en sus materias, así como de los privilegios e 
inmunidades. 
 
 Busca mejorar las condiciones de igualdad, libertad, 
seguridad y dignidad humana para los trabajadores. 
 
 
 La difusión de sus disposiciones se adelanta por medio 
de: Convenios y recomendaciones. 
 
 La obligación de sumisión: El estado miembro se 
obliga a someterlo a la autoridad competente  la disposición 
del órgano en el término de 1 año y de forma excepcional 
hasta por 6  meses más. 
 
 Los convenios no son susceptibles de reservas. 
 
 
Objetivos 
 
1. Promover y cumplir las normas, los principios y 
derechos fundamentales en el trabajo. 
2. Generar mayores oportunidades para que mujeres y 
hombres puedan tener empleos e ingresos dignos. 
3. Mejorar la cobertura y la eficiencia de una seguridad 
social para todos. 
4. Fortalecer el tripartismo y el diálogo social21. 
 
 
                                                             
20
Organización Internacional del Trabajo: < http://www.ilo.org/global/lang--es/index.htm> 
21
Organización Internacional del Trabajo: <http://www.ilo.org/global/About_the_ILO/Mission_and_objectives/lang--
es/index> 
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Convenios y 
recomendaciones 
internacionales de 
trabajo que 
garantizan el derecho 
de negociación 
colectiva de los 
empleados públicos 
 
 Convenio 87, sobre la libertad sindical y la protección 
del derecho de sindicación de 1948. 
 
  Convenio 98, sobre el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva de 1949. 
 
 Convenio 151, sobre la protección del derecho de 
sindicación y los procedimientos para determinar las 
condiciones de empleo en la administración pública de 
1978. 
 
 Recomendación 159 de 1978, sobre las relaciones de 
trabajo en la administración pública. 
 
 Convenio 154, sobre el fomento de la negociación 
colectiva de 1981. 
 
 Recomendación 163 de 1981, sobre la negociación 
colectiva. 
 
 
 
Características de los 
convenios en 
Colombia 
 
 Participación de las tres Ramas del Poder Público, 
para la adopción de los convenios internacionales del 
trabajo. 
 
  El Presidente le compete celebrarlos y someterlos a 
consideración del Congreso. 
  
 El Congreso puede decidir sí los: aprueba, imprueba, o 
aplaza. 
 
 Corte Constitucional declarará la exequibilidad o 
inexequibilidad del Convenio o del Tratado 
Internacional y de su ley aprobatoria. 
  
 Los convenios se incorporan ipso facto en el 
ordenamiento jurídico, como lo refiere el artículo 53 de 
la Constitución Política.  
 
 Son instrumentos jurídicos de aplicación inmediata, 
fuente de derechos y obligaciones 
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CAPÍTULO III. DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO DE LOS EMPLEADOS 
PÚBLICOS 
  
 
Con la expedición de la Constitución Política de 1991, el Estado social de derecho pilar del 
ordenamiento jurídico colombiano, garantiza la protección de los derechos fundamentales 
del trabajador, a través de la regulación de las condiciones laborales y el reconocimiento de 
la dignidad humana. En este contexto, el derecho colectivo del trabajo se convierte en el 
instrumento más eficaz para que la justicia social, la convivencia pacífica y la vigencia de 
unas condiciones equitativas en la relación laboral, sean una realidad; otorgando la facultad 
para recurrir a la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo. En nuestro país 
constituye un derecho regulador de la libertad y autonomía tanto del empleador como del 
trabajador, sustentado en una estructura tripartita conformada por el derecho de asociación 
sindical, de negociación colectiva y de huelga, estatuidos en los artículos 39, 55 y 56 de la 
Carta Política, con lo que se ratifica la consustancialidad de estos derechos. 
 
En este sentido, la Corte Constitucional en sentencia C-009 del 20 de enero de 1994, con 
ponencia del magistrado Antonio Barrera Carbonell, examinó el trípode constitucional del 
derecho colectivo del trabajo, en aquella oportunidad sostuvo: “El derecho colectivo del 
trabajo dentro de la perspectiva constitucional analizada comprende:  
 
a) La libertad de asociación sindical, esto es el derecho de unirse en defensa de los  
intereses comunes de la respectiva profesión u oficio, que en el art. 39 de la C.P., tiene una 
regulación autónoma diferente a la libertad de asociación que, de modo general, consagra 
el art. 38 de la misma obra…. El derecho de sindicalización se reconoce a los patronos y a 
todos los trabajadores, sean públicos, en sus diferentes modalidades, o privados, con 
excepción de los miembros de la fuerza pública. (Arts. 39 inciso final y 219 de la C.P).  
 
b) La institución de la asociación profesional que actúa en defensa de los referidos 
intereses comunes, y se reconoce no sólo en el texto constitucional antes transcrito, sino a 
nivel legal, en la regulación que de ella se hace en los arts. 353 y siguientes del C.S.T.  
 
c) El derecho a la "negociación colectiva para regular las relaciones laborales", que se 
hace efectivo y adquiere vigencia y operatividad, a través de la celebración de los 
"acuerdos y convenios de trabajo", denominados en nuestra legislación Pactos Colectivos 
o Convenciones Colectivas de Trabajo, que constituyen los mecanismos ideados, además 
de la concertación, para la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo (art. 
53, inciso final, 55 y 56, inciso final C.P.). El derecho de negociación colectiva es 
consustancial con el derecho de asociación sindical; su ejercicio potencializa y vivifica la 
actividad de la organización sindical, en cuanto le permite a ésta cumplir la misión que le 
es propia de representar y defender los intereses económicos comunes de sus afiliados, y 
hacer posible, real y efectivo el principio de igualdad (art. 13 C.P.), si se tiene en cuenta, 
que dicha organización, por su peso específico, queda colocada en un plano de igualdad 
frente al patrono. Se busca cumplir así la finalidad de "lograr la justicia en las relaciones 
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que surgen entre patronos y trabajadores, dentro de un espíritu de coordinación 
económica y equilibrio social" (art. 1o. C.S.T.).  
 
d) El derecho de huelga, garantizado en el art. 56 de la C.P., salvo en los servicios 
públicos esenciales definidos por el legislador, que igualmente constituye un medio para 
que los trabajadores y las organizaciones sindicales defiendan sus intereses económicos y 
sociales, en lo relativo a la obtención de mejoras en las condiciones de trabajo y 
reivindicaciones  en el ámbito de la respectiva profesión u oficio, como también en la 
implementación de políticas gubernamentales en el campo social y económico. ”. 
 
Finalizó el Alto Tribunal: “Debe tenerse en cuenta, además, que las normas 
constitucionales que reconocen los derechos de asociación sindical y negociación 
colectiva, se fortalecen con los mandatos de los artículos. 53, inciso 3o. y 93 de la Carta 
Política, en cuanto incorporan a la legislación interna "los convenios internacionales del 
trabajo debidamente ratificados" por Colombia, los cuales constituyen una fuente para la 
interpretación de los derechos y deberes consagrados en dicha Carta. En estas 
condiciones, son aplicables en el orden interno los convenios 87 y 98 de la Organización 
Internacional del Trabajo O.I.T. aprobados por Colombia mediante las leyes 26 y 27 de 
1976, que reconocen los mencionados derechos”. 
 
Es claro que el constituyente de 1991 al elevar a rango constitucional la estructura del 
derecho colectivo del trabajo, buscó proteger los derechos de los trabajadores, acogiendo 
las pautas y directrices establecidas a través de los convenios de la OIT adoptados por el 
Estado colombiano. No obstante, el desconocimiento o la vulneración de alguno de estos 
tres, hace que el derecho colectivo pierda su finalidad y se vuelva ineficaz.  
 
En este contexto, el objetivo del capítulo es analizar cada uno de los elementos que integran 
el derecho colectivo de los empleados públicos, respetando las particularidades propias de 
su forma de vinculación con la administración; a partir del análisis de las disposiciones 
consagradas en la Constitución Nacional, el Derecho Internacional, la Ley, el Código 
Sustantivo del Trabajo y la Jurisprudencia de las Altas Cortes. 
 
 
3.1 SURGIMIENTO DEL SINDICALISMO EN COLOMBIA 
 
La historia del sindicalismo en Colombia ha coincidido con varios hechos históricos 
nacionales. Es así como a comienzos del siglo XX al asumir la presidencia el general 
Rafael Reyes Prieto se encontró con un país devastado por la separación de Panamá y la 
Guerra de los Mil Días. En su gobierno se adoptaron medidas que implementaron el 
proteccionismo aduanero, ante el ingreso de sociedades extranjeras productoras y 
exportadoras de banano, de explotación de minerales y petróleo en el territorio nacional. El 
progreso industrial condujo al fortalecimiento del capitalismo, hecho que conllevó a una 
mayor vinculación de personal asalariado y a la ambición de lucro de las empresas.  
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Estas circunstancias, aunadas a la falta de legislación laboral y a la estreches económica 
rezago de la Primera Guerra Mundial, originaron el surgimiento de los sindicatos de 
trabajadores. El primero se constituyó en 1906 conocido como el Sindicato de Topógrafos 
de Bogotá. El 1 de agosto de 1909 se creó en Antioquia la Sociedad de Artesanos de 
Sonsón que agrupaba además sastres y zapateros. En 1910 el Sindicato Nacional de Obreras 
de la Aguja; el Sindicato Agrícola de Fresno y el Sindicato de Braceros. Paralelamente nace 
el partido socialista liderado por María Cano, quien en 1920 dirigió en Barrancabermeja la 
primera gran huelga del país. En 1917 surge el Sindicato Central Obrero y en 1918 el 
Sindicato de Profesores y Maestros del Tolima. 
 
Con ocasión de la conmemoración del primer centenario de la Batalla de Boyacá, en 1919 
se organizó un desfile militar, pero el ejército no disponía de las prendas aptas para la 
celebración. A fin de suplir la necesidad de proveer diez mil uniformes y botas, el 
Intendente General celebró el contrato con Agustín Pastor, por valor de sesenta mil pesos 
oro ($60.000.00). Este hecho generó inconformismo de los sastres y zapateros, quienes con 
el apoyo de los estudiantes y artesanos protestaron contra el gobierno, aduciendo que con la 
importación de dichos elementos, se desconocían tanto los precios como la calidad de los 
productos nacionales. Por este motivo tres mil personas decidieron entrar en huelga.  
 
En sesión del Consejo de Ministros celebrada el 15 de marzo de 1919 se tomó la decisión 
de aceptar la ponencia de no aprobación del contrato expuesta por el ministro Pomponio 
Guzmán. No obstante, ante la inminencia de la huelga, los manifestantes el día siguiente se 
instalaron frente al Palacio Presidencial pidiendo que el presidente Marco Fidel Suárez se 
pronunciara. Efectivamente les informó sobre la derogatoria del decreto de adjudicación del 
contrato, y que en consecuencia la manifestación era injustificada. Pero su respuesta no fue 
escuchada ante la fuerte lluvia y las protestas de los participantes, por lo que pidió el 
ingreso de los líderes para informarles directamente. Pero la multitud continuó con la 
manifestación lanzando piedras, artefactos y consignas a favor del partido liberal y el 
partido socialista. Los soldados reaccionaron para proteger al presidente y el palacio, dando 
como resultado veinte personas muertas, diecisiete heridas y trescientas detenidas.   
 
Ante la gravedad de los sucesos, buscando garantías al ejercicio del derecho a la huelga, el 
presidente Suárez presentó al Congreso de la República el proyecto que posteriormente se 
convirtió en la ley 78 del 19 de noviembre de 1919 sobre huelga, convirtiéndose en la 
primera norma que reguló la materia en el país. Dentro de sus disposiciones consagró en el 
artículo 2°: “Los individuos que se propongan entrar en huelga o que hayan entrado en 
ella, pueden nombrar a uno o más representantes para que se entiendan con los dueños de 
las fábricas o empresas respecto de sus peticiones o reclamaciones, a fin de procurar 
llevar a un arreglo amigable las diferencias que hayan surgido”. En el artículo 6°: “Los 
empleados, obreros o trabajadores que se propongan entrar o hayan entrado en huelga, 
por una parte y los empresarios por otra, pueden constituir arbitradores o tribunales de 
arbitramento para que diriman sus diferencias. De la constitución del arbitramento se 
extenderá un acta, en la cual se señalará el procedimiento a que debe someterse las partes 
y los puntos que se deben decidir por el arbitrador cuyo fallo será obligatorio para las 
partes”. 
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Para 1920 los trabajadores de la Empresa Tropical Oil Company de naturaleza 
norteamericana, encargada de explotar el petróleo en la zona oriental del país, se declararon 
en huelga ante el incumplimiento de los acuerdos firmados el 29 de marzo del mismo año, 
en los que la compañía se comprometía al reconocimiento de garantías salariales, pago 
semanal, equitativo y acorde con el trabajo realizado, horas extras nocturnas, duplicación 
de pago para dominicales y festivos trabajados, vacaciones remuneradas, alimentación 
adecuada, atención oportuna a sus reclamos. Prestación de servicios médicos requeridos por 
los obreros, disponiendo de un centro hospitalario con todos los elementos necesarios. 
Creación de escuelas de capacitación, derecho a ascenso. Instalación de otros campamentos 
y de una dependencia para reclamos. Eliminación de cualquier maltrato a los trabajadores, 
incluyendo el retiro de quienes se encuentren a cargo de ellos.  
 
La ley 21 del 4 de octubre de 1920, reguló la figura del arreglo directo, conciliación y 
arbitraje; prohibió el ejercicio de la huelga en entidades prestadoras de servicios públicos, 
convirtiéndose el tribunal de arbitramento de carácter obligatorio. Dispuso en el artículo 4°: 
“Si se llegare a un acuerdo entre el jefe o director y los empleados, aquel será de forzoso 
cumplimiento por el tiempo y en las condiciones en que se hubiera celebrado, para lo cual 
se extenderá un acta de lo acordado, que será firmada por los delegados y por el director o 
jefe, y de la cual se remitirá una copia autentica a la primera autoridad política del lugar”. 
Así mismo, el artículo 12 indicó que: “la decisión, concepto o dictamen que formulen los 
conciliadores, no es obligatoria para las partes contratantes. Pero si se llegare a un 
acuerdo, este se extenderá en un acta, en la cual se incluirán los poderes y sus 
estipulaciones, que equivalen a un contrato, serán obligatorias para las partes 
contratantes”. 
 
El 5 de octubre de 1924, ante el desconocimiento del acuerdo, el sindicato de la Empresa 
Tropical Oil Company, presentó al gerente de la compañía el pliego de peticiones elaborado 
por los trabajadores. En éste se solicitaba el cumplimiento del pacto firmado el 29 de marzo 
de 1920. Este pliego de peticiones no obtuvo respuesta, por el contrario se produjo el 
despido masivo de cien trabajadores. El 9 de octubre del mismo año, representantes de los 
trabajadores sindicalizados informaron a la empresa sobre el nombramiento de tres 
delegados, para defender los derechos laborales ante la compañía y formalizar la huelga, 
con fundamento en la ley 21 de 1920. 
 
El gobierno consideró la huelga que dirigía Raúl Eduardo Mahecha como ilegal y 
subversiva, la que finaliza con su encarcelamiento en Medellín y el despido de mil 
doscientos obreros. Tres años más tarde declararon nuevamente la huelga, que igualmente 
fue objetada por el gobierno en apoyo a la compañía, hecho que generó entre los obreros 
rechazo y el consecuente desprestigio para la administración del presidente conservador 
Pedro Nel Ospina. 
 
Durante la administración del presidente Miguel Abadía Méndez, el Congreso de la 
República expidió la ley 69 del 30 de octubre de 1928 “Por la cual se dictan algunas 
disposiciones sobre defensa social”. Esta ley limitó sustancialmente los derechos de los 
sindicatos, hecho que generó descontento entre la clase trabajadora. Para la época, el 
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sindicato de obreros de la United Fruit Company discutía el pliego de peticiones con la 
empresa, pretendiendo mejoramiento de las condiciones del trabajo, construcción de 
vivienda digna, eliminación de contratistas, entre otros requerimientos. Promulgada la ley, 
los altos funcionarios de la compañía se acogieron a ella, considerando las peticiones como 
ilegales; razón por la que el 12 de noviembre de 1928 Raúl Mahecha, Pedro Del Rio y 
Erasmo Coronel, lideraron la segunda huelga más grande del país contra la United Fruit 
Company.  
 
Hay quienes aseveran que la huelga tuvo un inicio pacifico y que con el transcurso del 
tiempo se torno violenta, hasta el punto de pretenderse atentar contra la vida de los 
directivos de la bananera, quienes ante este hecho, acudieron al gobierno, que les brindo 
apoyo militar para protegerles la vida y los bienes. 
 
Supuestamente la materialización de la amenaza contra la vida de los directivos, se 
efectuaría el 5 de diciembre, por lo que las tropas del ejército del Magdalena lideradas por 
el general Carlos Cortés Vargas arremetieron contra los huelguistas que se encontraban en 
la Plaza de Ciénaga, dejando un número desconocido de victimas. Este suceso conocido 
como la Masacre de las Bananeras, generó enfrentamientos políticos en el país. El general 
Cortés justificó la actuación ante la posible invasión de tropas norteamericanas que 
ingresarían al territorio colombiano, en defensa de los intereses y personal estadounidense 
de la United Fruit Company. 
 
Posición que fue objeto de fuertes críticas, especialmente de los líderes del partido liberal,  
entre ellos el representante a la cámara Jorge Eliecer Gaitán, al considerar que 
efectivamente el gobierno nacional pudo emplear los proyectiles para defensa del territorio 
y no para agredir a la clase trabajadora. Finalmente los familiares de las victimas recibieron 
una indemnización y el Congreso de la República procedió a regular en forma amplia el 
derecho a la huelga. A nivel nacional dichos actos de violencia desacreditaron el gobierno 
del presidente Abadía Méndez finalizando la hegemonía conservadora en 1930.  
 
El presidente liberal Alfonso López Pumarejo frente a las dificultades en el manejo del 
sindicalismo, intentó agrupar a todos los trabajadores sindicalizados en una sola asociación, 
surgiendo el 10 de agosto de 1935 la Confederación Sindical de Colombia; mediante 
Resolución Ejecutiva 271 del 21 de diciembre de 1937 del Ministerio de Gobierno, le fue 
reconocida la personería jurídica. Esta iniciativa no tuvo éxito al tomar el control de la 
Confederación el partido socialista, desplazando a los liberales. No obstante, mediante 
Resolución Ejecutiva 112 del 18 de octubre de 1943 se aprobó el cambio de nombre social 
por el de Confederación de Trabajadores de Colombia CTC. 
 
En el año 1936 la Constitución Política de 1886 fue objeto de una reforma que introdujo 
cambios tendientes a impulsar el desarrollo económico y social del país. Para lograr los 
objetivos, el presidente López Pumarejo asignó los elementos constitucionales necesarios al 
ejecutivo y al Estado. Así consagró el trabajo como una función social especialmente 
protegido y garantizado por el Estado, se institucionalizó el derecho de huelga salvo en los 
servicios públicos domiciliarios, y permitió la intervención del Estado en la economía 
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nacional a través de leyes. Estos tres elementos, sirvieron de sustento a los posteriores 
movimientos sindicales. 
    
El presidente en su segundo período, ante el fallido golpe militar acaecido el 10 de julio de 
1944 en la ciudad de San Juan de Pasto, declaró el Estado de Sitio. Con el ministro de 
trabajo Adán Arriaga Andrade expidieron el decreto legislativo 2350 de 1944 por medio del 
cual se otorgaron garantías laborales, entre ellas, el reconocimiento del contrato de trabajo 
como instrumento jurídico generador de derechos y obligaciones. Término del contrato con 
vigencia de seis meses, determinación de preaviso. Fijación de los 14 años como edad 
mínima para ingresar a laborar. Se estableció la jornada laboral de nueve horas, el 
reconocimiento y pago de horas extras. El gobierno quedo facultado para determinar el 
salario mínimo y fijar pautas para el contrato presuntivo. 
 
Igualmente sancionó la ley 6ª del 19 de febrero de 1945 “Por la cual se dictan algunas 
disposiciones sobre convenciones de trabajo, asociaciones profesionales, conflictos 
colectivos y jurisdicción especial de trabajo”. Fortaleciéndose el sindicalismo del sector 
público y privado en el país. Específicamente el artículo 37 dispuso: “El Estado garantiza 
a los trabajadores y a los patronos el derecho de asociarse libremente en defensa de sus 
intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos, y a estos el derecho de unirse 
o federarse entre sí”. 
 
Bajo esta facultad se creó la Unión de Trabajadores de Colombia UTC, como 
confederación sindical de tercer grado, domiciliada en Bogotá, con personería jurídica  
expedida por el Ministerio de Justicia según Resolución 248 del 26 de septiembre de 1949. 
 
El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó y 
proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos. En el artículo 23 contempló las 
garantías para el ejercicio del derecho al trabajo, disponiendo: “1. Toda persona tiene 
derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y 
satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo. 2. Toda persona tiene 
derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual. 3. Toda persona que 
trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así 
como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, 
en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social. 4. Toda persona 
tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses”. 
  
Con el decreto ley 2663 del 5 de agosto de 1950 sobre Código Sustantivo del Trabajo, se 
codificaron normas laborales con influencia conservadora y católica, regulando en su 
segunda parte el derecho colectivo del trabajo, enfocado al logro armónico del equilibrio 
social. La enumeración inicial del articulado fue variada por disposición expresa del 
artículo 46 del decreto 3743 de 1950, “Por el cual se modifica el decreto 2663 de 1950, 
sobre Código Sustantivo del Trabajo”, según el cual, “El Ministerio del Trabajo procederá 
a hacer una edición oficial del Código Sustantivo del Trabajo con las modificaciones que 
establece el presente Decreto, articulando las disposiciones en orden numérico e 
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introduciendo a la denominación de los títulos, capítulos y artículos las variaciones que se 
desprenden de este Decreto”. El Código entró en vigencia el 1 de enero de 1951. 
 
En el año 1951 se creó el sindicato de trabajadores de la Empresa Colombiana de Petróleos, 
denominado Unión Sindical Obrera de la Industria del Petróleo USO, de primer grado y de 
industria, con domicilio en Facatativá (Cundinamarca). De conformidad con el artículo 2° 
de los Estatutos, el sindicato “estará conformado por trabajadores que prestan sus 
servicios, o estén vinculados, cualquiera sea su modalidad de contrato a: empresas 
nacionales o extranjeras, y de sus matrices, sucursales o filiales, en operaciones, 
mantenimiento, servicios, transporte, distribución, transformación, exploración, 
producción y comercialización, en actividades de la industria de los hidrocarburos, 
cualquiera que sea su fuente; la petroquímica y similares, conexas o complementarias; las 
del sector del proceso de productos carburantes, biodiesel, agro y/o biocombustibles de 
cualquier naturaleza y las del proceso de licuefacción del carbón, en todo el territorio de 
la república de Colombia. Aprobado por unanimidad”. 
 
El partido comunista en 1959 convocó a los trabajadores petroleros y bancarios para 
asociarse, creando la Confederación Socialista de Trabajadores Colombianos. El gobierno 
le negó la personería jurídica, por lo que terminó convirtiéndose en un movimiento 
clandestino denominado en el Valle del Cauca como “los montoneros” y en Antioquia 
como “los cosacos”. 
 
El 24 de marzo de 1959 se creó la Federación Colombiana de Educadores FECODE con 
domicilio en Bogotá, como agremiación sindical de segundo grado, integrada por 
asociaciones sindicales de profesores y docentes colombianos, bajo el lema: “Por la unión 
del magisterio y la educación colombiana”, otorgándosele la personería jurídica en 1962. 
Entre los meses de Septiembre y Octubre de 1966 el magisterio entró en huelga conocida 
como la “Marcha del Hambre” cuyo resultado produjo en 1968 el fortalecimiento del 
situado fiscal. El 14 de septiembre de 1979 tras una negociación con el Gobierno del 
presidente Julio Cesar Turbay Ayala, se expidió el decreto ley 2277 “Por el cual se 
adoptan normas sobre el ejercicio de la profesión docente” conocido como el “estatuto 
docente”.  
 
Posteriormente el Congreso expidió la ley 91 del 29 de diciembre de 1989 “Por la cual se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”. El 12 de agosto de 1993 
se profirió la ley 60 sobre situado fiscal; el 8 de febrero de 1994 la ley 115 “Por la cual se 
expide la ley general de educación”. Durante el Gobierno de Samper Pizano, después de un 
paro nacional en 1995 se concedió el aumento salarial para los años 1996, 1997 y 1998; un 
incremento del 8% adicional y la prima de vacaciones a partir de 1997. 
 
Los trabajadores oficiales que laboraban para el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA 
consolidaron una organización sindical de primer grado, con personería jurídica 00507, del 
1 de abril de 1960, bajo la denominación SINTRASENA. Con el objetivo de propender 
“por el bienestar laboral, social, ambiental y económico de sus afiliados y la clase obrera 
en general, comprometida con el SENA y el país en la búsqueda de la equidad, justicia 
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social y defensa de la formación profesional integral y gratuita; y el acceso de todos los 
trabajadores al conocimiento científico a través del fortalecimiento del movimiento 
sindical”. 
 
A través del decreto 1288 del 21 de mayo de 1965 el presidente Guillermo León Valencia 
Muñoz, declaró turbado el orden público y en Estado de Sitio todo el territorio nacional. 
Esta circunstancia, aunada a la necesidad de los trabajadores para que se adoptara una 
reforma a la legislación laboral, acorde con las circunstancias del momento frente a la 
relación entre trabajador y patrono, hizo evidente la necesidad de introducir modificaciones 
para afianzar la tranquilidad social del país. 
 
Se expide el decreto legislativo 2351 del 4 de septiembre de 1965, “Por el cual se hacen 
unas reformas al Código Sustantivo del Trabajo”. Reguló lo concerniente a las retenciones 
por cuotas ordinarias y extraordinarias del salario de los asociados sindicalmente; consagró 
el fuero y representación sindical; garantía de estabilidad laboral para quienes presenten el 
pliego de peticiones; iniciación y duración de las conversaciones; mecanismo de mediación 
frente al fracaso del arreglo directo; duración de la conciliación; decisión de los 
trabajadores de entrar en huelga y desarrollo de la misma; procedencia y constitución de los 
tribunales de arbitramento; aplicación de la convención, extensión a terceros; cuota 
ordinaria para trabajadores no sindicalizados por beneficio de la convención y durante su 
vigencia; autorización previa del Ministerio del Trabajo en caso de despidos colectivos.  
 
La ley 48 del 16 de diciembre de 1968, “Por la cual se adopta como legislación 
permanente algunos decretos legislativos, se otorgan facultades al Presidente de la 
República y a las Asambleas, se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se 
dictan otras disposiciones”; sobre la reglamentación laboral, dispuso en el artículo 3° que 
tanto el decreto legislativo 2351 de 1965 como el 939 de 1966 una vez levantado el estado 
de sitio seguirían rigiendo como leyes. 
 
Sobre la huelga señaló: “2°. En cualquier momento, antes de la declaración de huelga o 
durante su desarrollo, el sindicato o sindicatos a que estén afiliados más de la mitad de los 
trabajadores, o en defecto de éstos, los trabajadores, en asamblea general, podrá solicitar 
que las diferencias precisas respecto de las cuales no se haya producido acuerdo entre las 
partes en las etapas de arreglo directo y de conciliación, contenidas en el pliego de 
peticiones de los trabajadores como proyecto de convención colectiva o de pacto colectivo 
de trabajo, sean sometidas al fallo de un tribunal de arbitramento obligatorio constituido 
en la forma que se determina más adelante”. (La expresión “contenidas en el pliego de 
peticiones de los trabajadores como proyecto de convención colectiva o de pacto colectivo 
de trabajo,” fue declarada inexequible por la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 
12 de Junio de 1970). 
 
El Ministro del Trabajo, de oficio o a solicitud del sindicato o sindicatos, o en defecto de 
estos, de los trabajadores, en asamblea general someterá a votación de la totalidad de los 
trabajadores de la empresa si desean o no sujetar las mencionadas diferencias a fallo 
arbitral, y si la mayoría absoluta de ellos optare por lo primero, no se suspenderá el 
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trabajo y se reanudará dentro del término máximo de tres (3) días hábiles siguientes el 
tribunal de arbitramento obligatorio llamado a proferir dicho fallo”.  
 
En cuanto a su composición dispuso: “3°. El tribunal de arbitramento obligatorio se 
compondrá de tres miembros designados así: uno por la empresa, otro por el sindicato o 
sindicatos a que estén afiliados más de la mitad de los trabajadores, o en defecto de éstos 
por los trabajadores, en asamblea general, y el tercero de común acuerdo por dichos dos 
árbitros. En caso de que los dos árbitros no se pongan de acuerdo para elegir el tercero 
dentro de las 48 horas siguientes a su posesión, dicho árbitro será designado por el 
Ministerio del Trabajo de lista integrada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia. La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia integrará dicha lista para 
periodos de dos años con doscientos ciudadanos colombianos, residentes en los distintos 
departamentos del país, que sean abogados titulados, especialistas en derecho laboral o 
expertos en la situación económica y social del país y de reconocida honorabilidad”.  
 
Faculto al Presidente de la República para ordenar la cesación de la huelga si con ella se 
afecta la economía del país, previo concepto favorable de la Sala Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, al disponer: “4°. Si una huelga, por razón de su naturaleza o 
magnitud afecta de manera grave los intereses de la economía nacional considerada en su 
conjunto, el Presidente de la República podrá ordenar en cualquier momento la cesación 
de la huelga y que los diferendos que la provocaron sean sometidos a fallo arbitral. Pero el 
Presidente no podrá tomar esa decisión sin el concepto previo y favorable de la Sala 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia. Se deroga el ordinal i) del artículo 430 del 
Código Sustantivo del Trabajo tal como fue sustituido por el artículo 1o. del Decreto 
legislativo 753 de 1956”.  
 
Finalmente, sobre el sindicato gremial dispuso: “5°. No obstante lo dispuesto en el artículo 
26 del Decreto legislativo 2351 de 1965, cuando el setenta y cinco por ciento (75%) o más 
de los trabajadores de una misma profesión, oficio o especialidad al servicio de una 
empresa estén afiliados a un solo sindicato gremial, el pliego de peticiones que éste le 
presente a la empresa deberá discutirse directamente con ese sindicato, y el acuerdo a que 
se llegue formará un capítulo especial de la respectiva convención colectiva de trabajo”.  
 
Misael Pastrana Borrero llegó a la presidencia en 1970, generando gran polémica a nivel 
nacional, porque su elección derrotó a la izquierda política del país en cabeza del ex general 
Gustavo Rojas Pinilla. Situación que motivó a la Unión Sindical Obrera, a  convocar a una 
gran huelga en todo el territorio, la que se caracterizó por la destrucción de las instalaciones 
petroleras ubicadas en Barrancabermeja. Ante estos incidentes el gobierno reaccionó 
despidiendo a doscientos veinticinco trabajadores de Ecopetrol, los que fueron 
reincorporados días después.  
 
El 17 de septiembre de 1971, cuarenta y cinco trabajadores de la Universidad Distrital 
Francisco José de Caldas, decidieron asociarse creando el sindicato SINTRAUD; cuya 
personería jurídica se reconoció el 18 de agosto de 1972. A partir de este momento, el 
sindicato ha logrado varias reivindicaciones de carácter salarial y otras prestaciones.  
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Con el Movimiento Revolucionario Liberal en 1974 es elegido presidente Alfonso López 
Michelsen, quien expidió el decreto 1469 del 19 de julio de 1978 “Por el cual se 
reglamentan algunas disposiciones laborales” ampliando la regulación del derecho 
colectivo del trabajo. 
 
En 1971 surge la Confederación General de Trabajadores Democráticos CGTD como 
organización sindical de tercer grado, con personería jurídica 002230 del 14 de julio de 
1975. A partir del 2005 se convierte en la Confederación General de Trabajadores CGT 
excluyéndose la palabra “democráticos” argumentándose que efectivamente ésta debe 
hacer parte de la reivindicación de derechos laborales del trabajador Colombiano. “La 
CGT, se define como una Organización Sindical Democrática y su misión fundamental es 
la defensa de los intereses de la Nación y el Pueblo Colombiano”. 
 
Al final de la década de los setenta el país cae en una violencia sin precedentes, el pueblo 
decidió elegir como presidente a Julio Cesar Turbay Ayala quien se encargó de instaurar 
una política fuerte de seguridad nacional. Al mismo tiempo el grupo insurgente M-19 filtró 
los sindicatos de los sectores de educación, azúcar y construcción. 
 
En el año 1982 Belisario Betancourt es presidente de la república. Bajo su mandato se 
expide la ley 39 del 5 de febrero de 1985 “Por la cual se modifican los términos para el 
proceso de negociaciones colectivas de trabajo”. Para la duración de las conversaciones 
estableció en el artículo 1°: “El artículo 434 del Código Sustantivo del Trabajo subrogado 
por el artículo 28 del Decreto 2351 de 1965, quedará así: Las conversaciones de 
negociación de los pliegos de peticiones en esta etapa de arreglo directo durarán quince 
(15) días hábiles, prorrogables, de común acuerdo entre las partes, hasta por diez (10) 
días más”.  
 
Sobre acuerdos dice el artículo 2°: “El artículo 435 del Código Sustantivo del Trabajo, 
quedará así: Artículo 435. Los negociadores de los pliegos de peticiones deberán estar 
investidos de plenos poderes, que se presumen, para celebrar y suscribir en nombre de las 
partes que representan los acuerdos a que lleguen en la etapa de arreglo directo, los 
cuales no son susceptibles de replanteamientos o modificaciones en etapas posteriores del 
conflicto colectivo. Si se llegare a un Acuerdo total o parcial sobre el pliego de peticiones, 
se firmará la respectiva convención colectiva o el pacto entre los trabajadores no 
sindicalizados y el patrono, y se enviará una copia al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social por conducto del Inspector respectivo. Los Acuerdos que se produzcan en la 
primera etapa del Trámite de negociación se harán constar en Actas que deberán ser 
suscritas a medida que avancen las conversaciones y que tendrán carácter definitivo”.  
 
En caso de desacuerdo reza el artículo 3°: “El artículo 436 del Código Sustantivo del 
Trabajo, quedará así: artículo 436. Si no se llegare a un arreglo directo en todo o en parte, 
se hará constar así en acta final que suscribirán las partes, en la cual se expresará el 
estado en que quedaron las conversaciones sobre el pliego de peticiones y se indicará con 
toda precisión cuáles fueron los acuerdos parciales sobre los puntos del pliego y cuales en 
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los que no se produjo arreglo alguno. Copia de esta acta final se entregará al día siguiente 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”.  
 
Para la mediación consagró el artículo 4°: “El artículo 437 del Código Sustantivo del 
Trabajo, subrogado por el artículo 29 del Decreto 2351 de 1965, precedido de las 
indicaciones que se señalan a continuación, quedará así: artículo 437. Al día siguiente de 
concluida la etapa de arreglo directo, el conflicto colectivo de trabajo entrará en la Etapa 
de Mediación, que consiste en la intervención obligatoria del Ministerio de Trabajo, 
dirigida a procurar la solución del mismo. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
tendrá la obligación perentoria de intervenir, directa y oficialmente, a través de 
funcionarios idóneos y experimentados en la materia. Para que la intervención del 
Ministerio sea realmente eficaz, el funcionario designado estará investido de facultades 
para mediar entre las partes en conflicto, con la obligación de presentar fórmulas de 
solución suficientemente motivadas y claras que puedan ser rechazadas o aceptadas”. 
Artículo 5°: “El artículo 438 del Código sustantivo del Trabajo, quedará así: artículo 438. 
Durante la etapa de mediación de que trata el artículo anterior, tanto los trabajadores 
como los voceros de los patronos, empresas o entidades, podrán reestructurar sus propias 
comisiones, sustituyendo total o parcialmente a sus integrantes, si así lo consideraren 
conveniente, pero, en cualquiera de estos eventos se ratificarán los plenos poderes para 
que puedan resolver el diferendo, si se produjeren acuerdos sobre los puntos pendientes. Si 
persistieren diferencias sobre alguno de los puntos del pliego, al transcurrir los diez (10) 
días hábiles señalados para la mediación, las partes y los funcionarios que hayan 
intervenido en esta etapa deberán suscribir una acta final que registre los acuerdos a que 
hubieren llegado y en la cual se dejarán las constancias expresas sobre las diferencias que 
subsistan”.  
 
Sobre las obligaciones de los representantes dispuso el artículo 6°: “El artículo 440 del 
Código Sustantivo del Trabajo quedará así: Artículo 440. Los representantes tienen la 
obligación de presentarse ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cada vez que 
éste lo solicite, salvo excusa justificada, y suministrarán todas las informaciones 
pertinentes al conflicto o que conduzcan a su solución. Las informaciones que tuvieren 
carácter confidencial deberán ser mantenidas en forma reservada al público a menos que 
exista previa autorización de quien los haya suministrado. El Ministerio de Trabajo 
sancionará con multa de diez mil pesos ($ 10.000.00) a cien mil pesos ($ 100.000.00) en 
favor del Instituto de los Seguros Sociales a aquella de las partes en conflicto que se 
niegue a suministrar o demore el suministro de los datos o informaciones que aquel solicite 
en ejercicio de la función de mediación, y, mientras la parte sancionada no haga la 
consignación de la multa a órdenes del citado Instituto, no podrá ser oída ni se le dará 
trámite a los recursos legales interpuestos por ella”.  
 
El término de duración de la mediación se reguló en el artículo 7°: “El artículo 441 del 
Código Sustantivo del Trabajo subrogado por el artículo 30 del decreto 2351 de 1965, 
quedará así: Artículo 441. La mediación tendrá una duración máxima de diez (10) días 
hábiles, improrrogables, que comenzarán a contarse a partir del día siguiente al de la 
terminación de la Etapa de Arreglo Directo, momento a partir del cual el Ministerio de 
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Trabajo y Seguridad social procederá a convocar a las partes para que procedan a 
reiniciar las negociaciones sobre los puntos no solucionados en la Etapa de Arreglo 
Directo”. 
  
Al persistir las diferencias dice el artículo 8°: “El artículo 442 del Código Sustantivo del 
Trabajo, quedará así: Artículo 442. Si al término del período de la mediación persistieren 
diferencias sobre alguno o algunos de los puntos del pliego, las partes y los funcionarios 
que hayan intervenido en esta etapa deberán suscribir un acta final que registre los 
acuerdos a que hubieren llegado y dejarán las constancias expresas sobre las diferencias 
que subsistan. Parágrafo. Los términos señalados para las Etapas de “Acuerdo Directo” y 
de "Mediación", se contarán conforme a lo que prescribe el artículo 62 del Código de 
Régimen Político y Municipal”. 
  
Ante la declaratoria de huelga de los trabajadores indica el artículo 9°: “El artículo 444 del 
Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 31 del Decreto 2351 de 1965 
quedará así, precedido del siguiente encabezamiento: Artículo 444. Concluido el término 
legal señalado para la etapa de Mediación sin que se hubiere logrado acuerdo total, se 
realizará una Asamblea General de los trabajadores directamente comprometidos en el 
conflicto que deberá tomar la decisión de optar entre la declaratoria de huelga o la 
convocatoria de un Tribunal de Arbitramento. La huelga o la solicitud de Arbitramento 
serán decididas, en votación secreta, por la mayoría absoluta de los trabajadores que 
deban integrar la Asamblea. Antes de celebrarse la Asamblea se dará aviso a las 
autoridades del trabajo para que puedan presenciar y comprobar su desarrollo. Este aviso 
deberá darse con una antelación no inferior a cinco (5) días hábiles”.  
 
Sobre desarrollo de la huelga ordenó el artículo 10: “El artículo 445 del Código Sustantivo 
del Trabajo, subrogado por el artículo 32 del Decreto 2351 de 1965, quedará así, 
precedido del siguiente título: Artículo 445. La cesación colectiva del Trabajo, cuando los 
trabajadores optaren por la huelga, sólo podrá efectuarse transcurridos cinco (5) días de 
la declaración de ésta y no más de treinta días después. Dentro del término señalado en 
este artículo las partes, si así lo acordaren, podrán adelantar negociaciones directamente 
o con la intervención del Ministerio de Trabajo, pudiendo laborar incluso los días 
domingos y festivos”.  
 
El 14 de febrero de 1986, bajo la presidencia de Virgilio Barco Vargas se creó la Central 
Unitaria de Trabajadores CUT, con personería jurídica 01118 del 13 de abril de 1987, de 
tendencia izquierdista, conformada por algunos sindicatos, federaciones independientes, la 
Unión de Trabajadores de Colombia UTC y la Confederación Sindical de Trabajadores de 
Colombia CSTC. Actualmente agrupa a la mayoría de organizaciones sindicales y 
federaciones, entre ellos: Asociación Nacional de Trabajadores de Hospitales y Clínicas 
ANTHOC, Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria de Alimentos 
SINALTRAINAL, Unión Sindical Obrera de la Industria del Petróleo USO, Sindicato 
Nacional de Trabajadores de la Industria Metalúrgica SINTRAIME, Sindicato Nacional de 
la Salud y la Seguridad Social, SINDESS, Sindicato Nacional de Servidores Públicos del 
Estado Colombiano SINTRAESTATALES, Sindicato Único de Trabajadores de la 
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Industria de los Materiales de Construcción SUTIMAC, Federación Colombiana de 
Educadores FECODE, Federación Nacional de Trabajadores al Servicio del Estado 
FENALTRASE, Federación Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria FENSUAGRO, y 
Federación Unitaria de Trabajadores Mineros, Energéticos, Metalúrgicos, Químicos y de 
Industrias Similares FUNTRAENERGETICA.  
  
En la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, se creó la Comisión Quinta sobre asuntos 
económicos, sociales y ecológicos. Los miembros de la Subcomisión Primera de ésta, 
integrada por: Jaime Benítez Tobón, Tulio Cuevas Romero, Angelino Garzón, Guillermo 
Guerrero Figueroa, Iván Marulanda Gómez y Guillermo Perry Rubio presentaron ponencia 
sobre la necesidad de inclusión del derecho de negociación colectiva y concertación 
laboral, de asociación sindical y de huelga. Los logros de esta intervención se ven 
reflejados en la constitucionalización del derecho colectivo del trabajo, que unidos al 
principio de Estado social de derecho consolidan las garantías mínimas de la relación 
laboral y la protección de los intereses de las partes.  
 
Posteriormente el Sindicato Nacional de Servidores Públicos del Estado Colombiano 
SINTRAESTATALES DE COLOMBIA con personería jurídica 003158 del 28 de 
septiembre de 1995, surgió como una organización sindical de primer grado y de rama o 
actividad económica, con domicilio en Bogotá. Conformada por aquellas personas que han 
prestado sus servicios personales al Estado, en cualquier modalidad de vinculación laboral. 
 
El 19 de febrero de 1997 se creó la Asociación Sindical de Servidores Públicos del 
Ministerio de Defensa, Fuerzas Militares, Policía Nacional y sus entidades adscritas y 
vinculadas ASODEFENSA, como organización sindical de primer grado, por rama de 
actividad, integrada por el personal civil que presta sus servicios en una de las entidades 
señaladas. El Ministerio de Trabajo mediante Resolución 000371 del 3 de marzo de 1997, 
le reconoció la personería jurídica. Tiene como objetivo “Propender por la defensa de los 
intereses morales, éticos, económicos, humanos, laborales y sociales de sus asociados; el 
respeto a los derechos consagrados en la Constitución Política y en la Ley Colombiana a 
favor de las personas civiles y no uniformadas que bajo cualquier modalidad laboren en el 
sector Defensa. Lograr la justicia en las relaciones económicas y jurídicas que surjan con 
el estado, todo dentro de un espíritu de equilibrio social. Mantener y mejorar las 
condiciones laborales de sus afiliados, mediante acciones legales que permitan alcanzar la 
estabilidad laboral”.  
 
Para diciembre de 2009 el registro del Sistema de Información Laboral y Sindical de la 
Escuela Nacional Sindical, indicó que el número de sindicatos activos según su naturaleza 
es de 2.884, de los cuales 2.095 corresponden al sector privado y 789 a Estatales. Los 
primeros con 382.358 trabajadores y los segundos con 427.776 para un total de 810.134 
trabajadores sindicalizados.  
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CAPÍTULO IV. DERECHO DE ASOCIACIÓN SINDICAL DE LOS EMPLEADOS 
PÚBLICOS 
 
 
La Constitución de 1991, introdujo cambios sustanciales al derecho colectivo del trabajo, es 
así como, el artículo 39 faculta específicamente a trabajadores y empleadores para 
constituir asociaciones sindicales, sin intervención del Estado, excluyendo de esta garantía 
a los miembros de la Fuerza Pública, integrada por las Fuerzas Militares y Policía Nacional. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-110 de 1994 consideró ajustada a la Carta Política 
la excepción consagrada en el artículo 39, por cuanto su objetivo radica en: “… preservar 
su absoluta imparcialidad, pues la función que cumplen tiene por fin primordial la defensa 
de la soberanía, la independencia y la integridad del territorio y del orden constitucional”. 
 
No obstante, el derecho de asociación sindical no puede considerarse como absoluto, toda 
vez, que cuenta con limitaciones que emanan de su propia naturaleza o del marco legal que 
lo contempla, en este aspecto el artículo 414 del CST, para el caso de los sindicatos 
conformados por empleados públicos, establece las funciones que en forma taxativa pueden 
ejercer dichos sindicatos. 
 
En este contexto, es imprescindible el análisis de los hechos que antecedieron a la 
consagración constitucional del derecho de asociación sindical, así como del marco legal 
que lo regula y los pronunciamientos jurisprudenciales que sobre el tema han emitido las 
Altas Cortes. 
 
 
4.1 Antecedentes.  La Constitución de 1886 no consagró expresamente el derecho de 
asociación sindical. El artículo 46 indicaba genéricamente: “Toda parte del pueblo puede 
reunirse o congregarse pacíficamente. La autoridad podrá disolver toda reunión que 
degenere en asonada o tumulto, o que obstruya las vías públicas”. Así mismo, el artículo 
47 se refería a toda forma de asociación, al señalar que: “Es permitido formar compañías o 
asociaciones públicas o privadas que no sean contrarias a la moralidad ni al orden legal. 
Son prohibidas las juntas políticas populares de carácter permanente. Las asociaciones 
religiosas deberán presentar a la autoridad civil, para que puedan quedar bajo la 
protección de las leyes, autorización expedida por la respectiva superioridad eclesiástica”. 
 
El Congreso de la República expidió la Ley 83 de 1931 estatuyendo por primera vez el 
derecho de asociación sindical, ya que hasta ese momento se regía por leyes civiles,  
específicamente por la ley 78 de 1919 reglamentaria del ejercicio del derecho de huelga. 
 
El Acto Legislativo 01 del 5 de agosto de 1936 en el artículo 20 amplió la regulación 
consagrada en el artículo 47 de la Constitución de 1886, haciéndola extensiva a las 
fundaciones, al indicar: “Es permitido formar compañías, asociaciones y fundaciones que 
no sean contrarias a la moral o al orden legal. Las asociaciones y fundaciones pueden 
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obtener su reconocimiento como personas jurídicas. Se garantiza el derecho de huelga, 
salvo en los servicios públicos. La ley reglamentará su ejercicio”.  
 
La ley 6ª del 19 de febrero de 1945 “Por la cual se dictan algunas disposiciones sobre 
convenciones de trabajo, asociaciones profesionales, conflictos colectivos y jurisdicción 
especial de trabajo”, en la Sección IV “De las asociaciones profesionales”, artículo 37 
consagró: “El Estado garantiza a los trabajadores y a los patronos el derecho de 
asociarse libremente en defensa de sus intereses, formando asociaciones profesionales o 
sindicatos, y a estos el derecho de unirse o federarse entre sí”. 
 
La Carta Internacional Americana de Garantías Sociales o Declaración de los Derechos 
Sociales del Trabajador, aprobada en 1947 por la IX Conferencia Internacional Americana 
de Río de Janeiro, en su artículo 26 instituyó: “Los trabajadores y empleadores sin 
distinción de sexo, raza, credo o ideas políticas, tienen el derecho de asociarse libremente 
para la defensa de sus respectivos intereses, formando asociaciones profesionales o 
sindicatos, que, a su vez,  puedan federarse entre sí”. 
 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos adoptada y proclamada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas de 1948, dispuso en el artículo 20 numeral 
primero, “Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y asociación pacífica”; 
numeral segundo, “Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación”. 
Adicionalmente el artículo 23 numeral cuarto estableció: “Toda persona tiene derecho a 
fundar sindicatos y a sindicalizarse para la defensa de sus intereses”. 
 
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre aprobada por la 
novena Conferencia Internacional Americana en Bogotá de 1948, consagró en su artículo 
XXII que: “Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para promover, ejercer y 
proteger sus intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, cultural, 
profesional, sindical o de cualquier otro orden”. 
 
Con la expedición de la Ley 26 del 15 de septiembre de 1976, Colombia aprobó el convenio 
internacional del trabajo 87 relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de 
sindicación, adoptado el 9 de julio de 1948 por la trigésima primera reunión de la 
Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo. Promulgado en nuestro 
país a través del decreto 1272 del 13 de mayo de 1997.  
 
El convenio consagra la libertad para conformar asociaciones e incorporarse a las mismas, 
con la obligación de acoger los estatutos, establece en el artículo 2°: “Los trabajadores y 
los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen el derecho de 
constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a estas 
organizaciones, con la sola condición de observar los estatutos de las mismas”.  
 
El artículo 3° determina las facultades otorgadas para el funcionamiento de las asociaciones 
al disponer: “Las organizaciones de trabajadores y empleadores tienen el derecho de 
redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus 
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representantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de formular su 
programa de acción. Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención 
que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal”.  
 
A su vez, el artículo 8° exige en el ejercicio del derecho de asociación el acatamiento del 
marco legal, indicando: “Al ejercer los derechos que se le reconocen en el presente 
convenio, los trabajadores, los empleadores y sus organizaciones respectivas están 
obligados, lo mismo que las demás personas o las colectividades organizadas, a respetar la 
legalidad…”. 
 
Por último en el artículo 10  procede a definir el concepto de organización, señalando: “En 
el presente Convenio, el término organización significa toda organización de trabajadores 
o de empleadores que tenga por objeto fomentar y defender los intereses de los 
trabajadores o de los empleadores”.  
 
Con la expedición de la ley 27 del 15 de septiembre de 1976, se ratificó el convenio 
internacional del trabajo 98 relativo a la aplicación de los principios del derecho de 
sindicación y de negociación colectiva, adoptado el 1 de julio de 1949 por la trigésima 
segunda reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo. 
Vigente en la legislación Colombiana a partir del 16 de noviembre de 1977; promulgado 
posteriormente por el decreto 1265 de 1997. Consagró garantías de protección del derecho 
de libertad sindical ante cualquier acto atentatorio.  
 
La Corte Constitucional, ha manifestado en su jurisprudencia que los convenios 87 y 98 de 
la OIT, hacen parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto
22
. 
                                                             
22  En el año 1986 el Comité de Libertad Sindical de la OIT sobre el derecho de asociación manifestó: “En el artículo 2º 
del convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (num. 87), se reconoce el derecho 
fundamental de los trabajadores y de los empleadores de establecer organizaciones profesionales. Este es un derecho 
general, y significa que se garantiza el derecho de sindicación sin distinción o discriminación por razones de profesión, 
sexo, raza, credo, nacionalidad u opinión política. No obstante, conviene señalar una excepción: de conformidad con el 
artículo 9º del convenio, la legislación nacional deberá determinar hasta qué punto las garantías previstas se aplicarán a 
las fuerzas armadas y a la policía. Así pues, las garantías del Convenio num. 87 debieran aplicarse a todos los 
trabajadores y empleadores, sin ninguna distinción. Por esta razón, los órganos de control de la OIT han dictaminado 
que infringe el convenio toda legislación nacional que deniegue o restrinja el reconocimiento del derecho de sindicación 
de ciertos grupos, ya sea en razón de su profesión o debido a otros criterios. En virtud del artículo 2º del Convenio num. 
87, los trabajadores y los empleadores tienen el derecho de constituir organizaciones “sin autorización previa”. Este 
convenio garantiza así a los fundadores de un sindicato el derecho a constituir su organización sin que para ello sea 
necesario solicitar previa autorización de las autoridades públicas. En opinión del comité de libertad sindical, esto no 
significa que los fundadores de una organización estén exentos de la obligación de cumplir con las formalidades 
prescritas por la ley. Sin embargo, en la práctica, tales formalidades no deben surtir efectos análogos a los de una 
autorización previa, ni deben crear un obstáculo que de hecho equivalga a una prohibición. En algunos países no se 
prescribe ninguna formalidad con respecto al establecimiento de una organización, que en el momento de constituirse 
puede carecer de personalidad jurídica o adquirirla automáticamente. Pero en la mayoría de los países se exige el 
cumplimiento de ciertas formalidades, como el depósito de los estatutos o la inscripción en un registro. Por ende, es 
preciso velar por que tales disposiciones no infrinjan la prohibición de reclamar la previa autorización de las 
autoridades públicas”. 
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La ley 50 del 28 de diciembre de 1990, “Por la cual se introducen reformas al Código 
Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposiciones”, en el artículo 38 modificó el 
artículo 353, estatuyendo: “Derecho de asociación. 1. De acuerdo con el artículo 12, el 
Estado garantiza a los empleadores, a los trabajadores y a todo el que ejerza una actividad 
independiente, el derecho de asociarse libremente en defensa de sus intereses, formando 
asociaciones profesionales o sindicatos, y a éstos el derecho de unirse o federarse entre sí. 
2. Las asociaciones profesionales o sindicatos deben ajustarse, en el ejercicio de sus 
derechos y cumplimiento de sus deberes, a las normas de este título, y están sometidos a la 
inspección y vigilancia del Gobierno en cuanto concierne al orden público y en particular 
en los casos que aquí se establecen. 3. Los trabajadores y empleadores, sin autorización 
previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así 
como el de afiliarse a éstas, con la sola condición de observar los estatutos de las 
mismas”. 
 
Hasta ese momento, el derecho de asociación sindical de los empleados públicos era 
reconocido únicamente por el artículo 414 del Código Sustantivo del Trabajo, con las 
limitaciones que se derivan del ejercicio de la función pública y la prestación de los 
servicios públicos, exceptuando de su aplicación a los miembros del ejército nacional y 
cuerpos de policía.  
 
Hecho que fue superado en la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, al debatirse la 
necesidad de constitucionalizar este derecho, para los empleadores y trabajadores del sector 
oficial y privado, con excepción de los miembros de la fuerza pública, bajo los siguientes 
argumentos: 
 
“El Estado colombiano, a través de las leyes 26 y 27 de 1976, ratificó los convenios 87 y 
98 de la OIT que garantizan y protegen el derecho a la sindicalización y a la asociación 
sindical. En la actual legislación laboral, los trabajadores, a excepción de los miembros de 
las Fuerzas Armadas y de Policía, pueden crear sindicatos y éstos, a su vez, federaciones y 
confederaciones. Igual derecho tienen también los empleadores. 
 
Una dificultad real que ha existido, posiblemente por la falta de un mandato constitucional 
más claro, son los trámites engorrosos para la obtención de la personería jurídica de un 
sindicato de trabajadores, lo que ha facilitado, en muchas ocasiones, acciones de algunos 
empresarios o de funcionarios del Gobierno en contra del derecho de asociación y libertad 
sindical. También ha sido muy negativo ciertas decisiones gubernamentales de suspender 
las personerías jurídicas de algunos sindicatos, lo que ha conllevado, incluso, a que el 
Comité de Garantías y Libertades Sindicales de la OIT, le manifieste al Gobierno de 
Colombia que una decisión de tal naturaleza es violatoria del convenio 87. 
 
En el estudio y redacción del articulado que estamos proponiendo como nuevo texto 
constitucional en lo referente al derecho de sindicalización y a la libertad de asociación, 
hemos tenido en cuenta el hecho de que los convenios 87 y 98 de la OIT son leyes de la 
República y que los proyectos de reforma constitucional que hacen referencia a este punto 
especifico, son muy coincidentes entre sí. 
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Un hecho nuevo, que está muy ligado al derecho de asociación, a la igualdad de 
posibilidades que deben tener los trabajadores a ejercerlo y que algunos proyectos de 
reforma constitucional lo mencionan, es el referente a la estructura y funcionamiento 
democrático que deben tener los sindicatos. Para algunas personas, esta figura, lo mismo 
que la propuesta de que los estatutos sindicales deben establecer procedimientos para que 
los directivos sindicales sean elegidos mediante el sufragio personal, directo e indelegable, 
es una forma de intromisión estatal en la vida de los sindicatos y por lo tanto violenta su 
autonomía sindical. Nosotros no lo consideramos así. Es muy importante la consagración 
constitucional de las garantías que debe tener todo ciudadano para que las organizaciones 
políticas o sociales a las que puede pertenecer sean realmente democráticas, no 
contradiciendo el derecho individual de las personas a tomar decisiones libres y 
voluntarias sobre las orientaciones y directivos de su organización. 
 
El principio básico que hemos tenido en cuenta para formular tal propuesta es el de que 
para consolidar la vida democrática del país, las organizaciones políticas o sociales que 
participan o quieren tener una mayor incidencia en la misma, como requisito 
indispensable, deben, a su interior, ser realmente ejemplos de pluralismo y democracia”. 
 
Articulado Propuesto: Derecho de Asociación Sindical. “Artículo 1°. Se garantiza el 
derecho de los trabajadores y empleadores a asociarse libre y democráticamente, sin 
previa autorización del Estado, en sindicatos o asociaciones. Basta para su reconocimiento 
jurídico la simple inscripción. No gozan del anterior derecho los miembros de las Fuerzas 
Armadas y los cuerpos de policía de cualquier orden. La estructura interna y el 
funcionamiento de los sindicatos se sujetarán a principios democráticos. Sus estatutos 
establecerán procedimientos para que los directivos sindicales sean elegidos mediante el 
sufragio personal, directo e indelegable. La autoridad administrativa no podrá cancelar la 
personería jurídica a ningún sindicato”. “Artículo 2°. Los directivos de asociaciones 
sindicales gozan de garantías y facilidades para el ejercicio de sus funciones”.  
 
 
4.2 Consagración Constitucional.  El artículo 38 de la Constitución Política de 1991, 
consagra en forma general el derecho de libre asociación ciudadana para el ejercicio de sus 
actividades. Dice la Corte Constitucional en sentencia C-110 de 1994: “El comprende tanto 
el aspecto positivo como el negativo de la asociación: a nadie se puede impedir ni prohibir 
que se asocie, mientras sea para fines lícitos, y ninguna persona puede ser forzada u 
obligada a asociarse, ya que el Constituyente ha garantizado la plena libertad de optar 
entre lo uno y lo otro…”. 
 
A su vez, el artículo 39 garantiza de manera específica, el derecho fundamental de 
sindicalización para los trabajadores y empleadores, quienes pueden fundar sindicatos o 
asociaciones, sin ninguna injerencia estatal; con excepción de los miembros de la Fuerza 
Pública integrada por las Fuerzas Militares y Policía Nacional (artículo 216 C.N.). No 
obstante, el personal civil que presta sus servicios personales al Ministerio de Defensa, sus 
empresas adscritas, vinculadas y establecimientos públicos goza del derecho de asociación 
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sindical, al igual que los empleados públicos que ejercen cargos de dirección, autoridad o 
son de confianza, con ciertas limitaciones. 
 
Con la sola inscripción del acta de constitución se adquiere el reconocimiento jurídico, cuya 
personería es susceptible de suspensión o cancelación únicamente por fallo judicial; la 
conformación y desarrollo de las organizaciones sindicales, gremiales y sociales se deben 
someter a la ley y a los principios democráticos; los representantes sindicales gozan de 
fuero y demás garantías concernientes al desarrollo de sus actividades
23
.  
 
- Derecho de asociación sindical de los empleados públicos. Los empleados públicos 
cuentan con las anteriores garantías constitucionales, como lo ha señalado la Corte 
Constitucional en sentencia C-593 del 14 de diciembre de 1993 con ponencia del 
magistrado Carlos Gaviria Díaz, en los siguientes términos: “... el Constituyente de 1991 no 
excluyó del derecho de asociación sindical a los empleados públicos, sino que le dió 
consagración constitucional al derecho que les reconocían la ley y la jurisprudencia 
anterior y amplió las garantías para su ejercicio…”. “… Resulta entonces que las 
garantías para los sindicatos y la sindicalización, son significativamente más amplias en la 
Constitución de 1991, de lo que eran en la Constitución de 1.886. Ello no se debe a un 
capricho del constituyente, ni es resultado de acuerdos obligados por la composición 
multiestamentaria de la Asamblea Nacional Constituyente; en la regulación actual de las 
garantías y libertades sindicales y de sindicalización, se desarrolla el Título I de la Carta, 
“De los Principios Fundamentales” y, en especial, el artículo 1°, que constituye a 
Colombia como un Estado social de derecho, cuya forma de organización republicana se 
funda, entre otros valores, en el trabajo. Así mismo, el artículo 2° del Estatuto Superior 
que, al definir los fines esenciales del Estado, incluyó entre ellos: “... facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica... de la 
Nación;... asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. En 
consecuencia, los empleados públicos tienen el derecho de constituir sus sindicatos sin 
intervención del Estado, de inscribir las correspondientes Actas de Constitución que les 
otorgan reconocimiento jurídico y, en consecuencia, tendrán legalmente unos 
representantes sindicales a los cuales no se puede negar que el Constituyente de 1991 
reconoció: “el fuero y las demás garantías necesarias para el cumplimiento de su 
gestión…”. 
 
- Diferencia entre el derecho de asociación y de sindicación. La diferencia que surge de 
los artículos 38 y 39 constitucionales, fue objeto de pronunciamiento de la Corte 
Constitucional, al considerar en sentencia T-418 del 19 de junio de 1992, con ponencia del 
                                                             
23 Señala el artículo 39: “Los trabajadores y empleadores tienen derecho a constituir sindicatos o asociaciones, sin 
intervención del Estado. Su reconocimiento jurídico se producirá con la simple inscripción del acta de constitución.  
La estructura interna y el funcionamiento de los sindicatos y organizaciones sociales y gremiales se sujetarán al orden 
legal y a los principios democráticos.  
La cancelación o la suspensión de la personería jurídica sólo proceden por vía judicial.  
Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión.  
No gozan del derecho de asociación sindical los miembros de la Fuerza Pública”.  
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magistrado Simón Rodríguez Rodríguez, que: “… el derecho a la sindicalización es 
diferente al de asociación en lo siguiente: 1) El derecho de asociación general corresponde 
a todos los hombres siempre que se persigan fines lícitos; forma parte de los derechos 
individuales del hombre. El sindical o de asociación profesional corresponde sólo a los 
hombres que integran la relación laboral, o sea a los trabajadores y patronos. 2) El de 
asociación general es un derecho frente al Estado. El de asociación sindical es, ante todo, 
un derecho de una clase frente a la otra, pero sin dejar de ser también un derecho frente al 
Estado, ya que si faltara la autonomía sindical, se llegaría a un sistema jurídico similar al 
de los regímenes totalitarios. 3) El de asociación general corresponde a la libertad de 
formar asociaciones para la realización de todos los fines que no sean contrarios al 
derecho, con excepción a los fines a que se refiere la asociación profesional. El de 
sindicalización corresponde a la libertad de unirse para la defensa y mejoramiento de las 
condiciones del trabajo y de la economía...”. 
 
- Derecho fundamental de asociación sindical. En relación con el alcance y 
características del derecho fundamental de asociación sindical, la Corte Constitucional en 
sentencia T-675 del 25 de septiembre de 2009 con ponencia de la magistrada María 
Victoria Calle Correa recordó: “La jurisprudencia constitucional ha sostenido de manera 
reiterada que el derecho de asociación sindical es un derecho fundamental, inherente al 
ejercicio del derecho al trabajo, y que consiste en la libre voluntad de los trabajadores 
para constituir organizaciones permanentes que los identifiquen y los una en defensa de los 
intereses comunes de la respetiva profesión u oficio, sin autorización previa, y ajena a toda 
intromisión del Estado o intervención de sus empleadores. Así mismo, ha establecido que el 
derecho de asociación sindical tiene tanto una dimensión individual como una dimensión 
colectiva, y que constituye un camino para la realización plena del individuo dentro de un 
estado social y democrático de derecho, y que debe ser reconocido y respetado por todas 
las ramas y órganos del poder público”.  
 
Continuó el Alto Tribunal: “Como características propias del derecho de asociación 
sindical la Corte ha destacado las siguientes: (i) carácter voluntario, puesto que su 
ejercicio se fundamenta en la autodeterminación de la persona para asociarse o vincularse 
con otros individuos dentro de una organización colectiva, con el fin de proteger sus 
derechos e intereses como trabajadores, pudiendo libremente tanto afiliarse como retirarse 
de la misma; (ii) carácter relacional, porque de una parte constituye un derecho subjetivo 
de carácter individual, y de otra parte, su ejercicio depende de que existan otras personas 
que estén dispuestas a ejercer el mismo derecho para que a través de un acuerdo de 
voluntades, se forme una persona colectiva de carácter jurídico; (iii) carácter 
instrumental, en la medida en que existe un vínculo jurídico necesario para alcanzar los 
fines propuestos por la organización”.  
 
En la misma providencia, presentó la relación de este derecho sindical con la forma de 
Estado manifestando: “También, la Corte ha reiterado la idea de que la libertad sindical y 
el derecho de asociación sindical, se encuentran vinculados desde un punto de vista 
analítico y normativo a la concepción democrática del Estado Social y Constitucional de 
Derecho, al concepto de estado pluralista, participativo, fundado en el respeto de la 
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dignidad y de la solidaridad humanas, que reconoce y protege unas libertades y unos 
derechos básicos y fundamentales. Esto encuentra su razón de ser en que la libertad de 
asociarse en organizaciones sindicales constituye una expresión del ejercicio de un 
conjunto de libertades fundamentales del hombre, como las de pensamiento, expresión, de 
reunión y  asociación, así como de los derechos de participación en la organización 
pública y toma de decisiones que atañen a los intereses comunes y colectivos de los 
asociados, todo lo cual constituye el punto de partida para la participación política”.  
 
Finalizó afirmando: “Así mismo, ha insistido la Corporación en que la libertad sindical y 
el derecho de asociación sindical son elementos esenciales para el Estado social, 
constitucional y democrático de derecho, y constituyen una garantía para la efectiva 
realización de valores fundamentales de la sociedad, tales como el trabajo, la justicia 
social, la paz, la libertad y la convivencia. Finalmente, la jurisprudencia de esta 
Corporación ha sido clara en expresar que no obstante el carácter fundamental de la 
libertad sindical y del derecho de asociación sindical, éstos no ostentan un carácter 
absoluto, por cuanto la misma Carta Fundamental en su artículo 39, condiciona el 
ejercicio de dicha libertad y derecho a que su estructura interna y el funcionamiento de los 
sindicatos y organizaciones sociales y gremiales se sujeten al orden legal y a los principios 
democráticos…”. 
 
 
4.3 Marco legal.  El Código Sustantivo del Trabajo consagra el derecho de asociación 
sindical en el artículo 353, subrogado por el artículo 38 de la ley 50 de 1990, modificado 
por el artículo 1° de la ley 584 de 2000. En tal sentido señala que, en la Constitución 
Nacional el artículo 39 previó la protección de los derechos laborales de empleadores y 
trabajadores, facultándolos para conformar las asociaciones profesionales o sindicales que 
sean necesarias; sin que requieran permiso, obligándose a respetar los estatutos, éstas a su 
vez pueden unirse y federarse. En cumplimiento de sus derechos y obligaciones deben 
acatar la normatividad; el gobierno en hechos que afecten el orden público, ejerce la 
inspección y vigilancia sobre sus actuaciones. Se excluyen los trabajadores independientes, 
con base en el artículo 1° de la ley 584 de 2000, en concordancia con el artículo 39 de la 
Carta Política. 
 
 
4.4 Libertad de afiliación.  El Código Sustantivo del Trabajo en el artículo 358 
modificado por el artículo 2° de la ley 584 de 2000, consagra el principio de libertad de 
afiliación en que está fundamentado el derecho de asociación sindical, en consecuencia, los 
trabajadores pueden afiliarse o retirarse del sindicato en forma voluntaria. Prevé a través de 
los estatutos, la legalización de la coparticipación de los sindicatos con otras entidades de 
colaboración recíproca, facultando para ello la utilización de recursos aportados por sus 
integrantes.   
 
Cuando existan varias organizaciones sindicales ubicadas en el mismo sitio, el trabajador 
tiene derecho a la libre escogencia de la seccional, así lo ha señalado la Corte 
Constitucional en sentencia T-348 del 9 de mayo de 2002, con ponencia del magistrado 
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Jaime Araujo Rentería al considerar: “La Corte quiere dejar claramente establecido que el 
patrono puede realizar las reestructuraciones administrativas que necesite o quiera; 
empero, cuando existen varias seccionales sindicales en un mismo lugar el derecho a 
escoger a cuál se afilian es de los trabajadores y nunca del patrono. Lo anterior significa 
que en ejercicio del derecho de libertad de asociación sindical los trabajadores tienen la 
facultad no sólo de afiliarse a un sindicato determinado y desafiliarse de él, sino también 
de escoger la dependencia o seccional del mismo a la cual quieren pertenecer, cuando en 
un mismo municipio existen dos o más de ellas, lo cual debe ser respetado por el 
empleador…”.  
 
 
4.5 Protección del derecho de asociación sindical.  La protección al ejercicio del derecho 
fundamental de asociación sindical se encuentra garantizada por los convenios 87 y 98 de la 
Organización Internacional del Trabajo, las disposiciones contenidas en el Código 
Sustantivo del Trabajo y en el Código Penal de nuestro ordenamiento jurídico, como se 
relaciona: 
 
 Convenio 87. Artículo 11. “Todo Miembro de la Organización Internacional del 
Trabajo para el cual este en vigor el presente Convenio se obligará a adoptar todas 
las medidas necesarias y apropiadas para garantizar a los trabajadores y a los 
empleadores el libre ejercicio del derecho de sindicación”. 
 
 Convenio 98. Artículo 1°. “1. Los trabajadores deberán gozar de adecuada 
protección contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad 
sindical en relación con su empleo. 2. Dicha protección deberá ejercerse 
especialmente contra todo acto que tenga por objeto: a) Sujetar el empleo de un 
trabajador a la condición de que no se afilie a un sindicato o a la de dejar de ser 
miembro de un sindicato; b) Despedir a un trabajador o perjudicarle en cualquier 
otra forma a causa de su afiliación sindical o de su participación en actividades 
sindicales fuera de las horas de trabajo o, con el consentimiento del empleador, 
durante las horas de trabajo”. Articulo 2°. “1. Las organizaciones de trabajadores 
y de empleadores deberán gozar de adecuada protección contra todo acto de 
injerencia de unas respecto de las otras, ya se realice directamente o por medio de 
sus agentes o miembros, en su constitución, funcionamiento o administración. 2. Se 
consideran actos de injerencia, en el sentido del presente artículo, principalmente, 
las medidas que tiendan a fomentar la constitución de organizaciones de 
trabajadores dominadas por un empleador o una organización de empleadores o a 
sostener económicamente, o en otra forma, organizaciones de trabajadores, con 
objeto de colocar estas organizaciones bajo el control de un empleador o de una 
organización de empleadores”. Articulo 3°. “1. Deberán crearse organismos 
adecuados a las condiciones nacionales, cuando ello sea necesario, para 
garantizar el respeto al derecho de sindicación definido en los artículos 
precedentes”. 
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 Código Sustantivo del Trabajo. Artículo 354 subrogado por el artículo 39 de la ley 
50 de 1990. Protección del derecho de asociación
24
.  
 
 Código Penal. El artículo 354 del CST indica que el artículo 292 del Código Penal 
prohíbe cualquier manifestación agresiva contra los derechos de libre asociación 
sindical. Este último en realidad corresponde al artículo 200, modificado por el 
artículo 5° de la ley 1309 de 2009: “Violación de los derechos de reunión y 
asociación. El que impida o perturbe una reunión lícita o el ejercicio de los 
derechos que conceden las leyes laborales o tome represalias con motivo de huelga, 
reunión o asociación legítimas, incurrirá en multa de cien (100) a trescientos (300) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes o arresto”.  
 
El artículo 83 adicionado por la ley 1154 de 2007 modificado por el artículo 1° de la ley 
1309 de 2009, para el ejercicio de la acción penal, dispone: “Término de prescripción de la 
acción penal. La acción penal prescribirá en un tiempo igual al máximo de la pena fijada 
en la ley, si fuere privativa de la libertad, pero en ningún caso será inferior a cinco (5) 
años, ni excederá de veinte (20), salvo lo dispuesto en el inciso siguiente de este artículo. 
 
El término de prescripción para las conductas punibles de genocidio, desaparición 
forzada, tortura, homicidio de miembro de una organización sindical legalmente 
reconocida y desplazamiento forzado, será de treinta (30) años…”. 
 
En el artículo 104 numeral 10 modificado por el artículo 2° de la ley 1309 de 2009, se 
contempla como una circunstancia de agravación punitiva del delito de homicidio “Si se 
comete en persona que sea o haya sido servidor público, periodista, juez de paz, miembro 
de una organización sindical legalmente reconocida, político o religioso en razón de ello”. 
Igualmente el artículo 166 numeral 4° de la ley 599 de 2000 modificado por el artículo 3° 
de la ley 1309 de 2009, consideró como una circunstancia de agravación punitiva del delito 
de desaparición forzada“Cuando la conducta se cometa, por razón de sus calidades, contra 
las siguientes personas: servidores públicos, comunicadores, defensores de derechos 
humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigentes o miembros de 
una organización sindical legalmente reconocida, políticos o religiosos, contra quienes 
                                                             
24
 Artículo 354 subrogado por el artículo 39 de la ley 50 de 1990. Protección del derecho de asociación. “1. En los 
términos del artículo 292 del Código Penal queda prohibido a toda persona atentar contra el derecho de asociación 
sindical. 2. Toda persona que atente en cualquier forma contra el derecho de asociación sindical será castigada cada vez 
con una multa equivalente al monto de cinco (5) a cien (100) veces el salario mínimo mensual más alto vigente, que le 
será impuesta por el respectivo funcionario administrativo del trabajo. Sin perjuicio de las sanciones penales a que haya 
lugar. Consideranse como actos atentatorios contra el derecho de asociación sindical, por parte del empleador: a). 
Obstruir o dificultar la afiliación de su personal a una organización sindical de las protegidas por la ley, mediante 
dádivas o promesas, o condicionar a esa circunstancia la obtención o conservación del empleo o el reconocimiento de 
mejoras o beneficios; b) Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de los trabajadores en razón de sus 
actividades encaminadas a la fundación de las organizaciones sindicales; c). Negarse a negociar con las organizaciones 
sindicales que hubieren presentado sus peticiones de acuerdo con los procedimientos legales; d). Despedir, suspender o 
modificar las condiciones de trabajo de su personal sindicalizado, con el objeto de impedir o difundir el ejercicio del 
derecho de asociación, y e). Adoptar medidas de represión contra los trabajadores por haber acusado, testimoniado o 
intervenido en las investigaciones administrativas tendientes a comprobar la violación de esta norma”. 
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hayan sido testigos de conductas punibles o disciplinarias, juez de paz, o contra cualquier 
otra persona por sus creencias u opiniones políticas o por motivo que implique alguna 
forma de discriminación o intolerancia”. 
 
El artículo 170 numeral 11 de la ley 599 de 2000 modificado por el artículo 4° de la ley 
1309 de 2009, determinó como agravación punitiva del delito de secuestro “Si se comete en 
persona que sea o haya sido periodista, dirigente comunitario, miembro de una 
organización sindical legalmente reconocida, política, étnica o religiosa o en razón de 
ello”. 
 
En lo concerniente a la utilización de mecanismos de constreñimiento dirigidos contra 
cualquier asociado sindicalmente, el artículo 347 modificado por los artículos 36 de la ley 
1142 de 2007 y 6° de la ley 1309 de 2009, prevé: “El que por cualquier medio atemorice o 
amenace a una persona, familia, comunidad o institución, con el propósito de causar 
alarma, zozobra o terror en la población o en un sector de ella, incurrirá por esta sola 
conducta, en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de trece punto treinta y tres 
(13.33) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
  
Si la amenaza o intimidación recayere sobre un miembro de una organización sindical 
legalmente reconocida, o en un servidor público perteneciente a la rama judicial o al 
Ministerio Público o sus familiares, en razón o con ocasión al cargo o función que 
desempeñe, la pena se aumentará en una tercera parte”. 
 
Por último, sobre la garantía que otorga la Constitución a los trabajadores particulares, 
oficiales y empleados públicos, de escoger y apoyar libremente un partido o movimiento 
político, sin que esto implique una persecución por parte del empleador
25
.  
                                                             
25  La Corte Constitucional en sentencia T-170 del 17 de marzo de 1999, con ponencia del magistrado José 
Gregorio Hernández Galindo, manifestó: “El trabajador, ya mediante contrato o por virtud de vinculación legal y 
reglamentaria -en este último caso, si labora para el Estado-, se compromete a prestar unos servicios remunerados, bajo 
la subordinación y continuada dependencia del patrono, pero no enajena su conciencia ni entrega su libertad. En una 
sociedad democrática, como la que proclaman el Preámbulo y el artículo 1 de la Constitución, los procesos electorales 
deben llevarse a cabo en un clima que garantice plenamente a todos los ciudadanos su participación mediante el voto, 
dentro del más escrupuloso respeto al pluralismo y a la libre escogencia, por parte de cada uno, según sus valores y 
convicciones, de los candidatos de su preferencia para ocupar los cargos que contempla el artículo 260 de la Carta, que 
deben ser provistos por elección popular. Según el artículo 258 Ibídem, el voto es un derecho y un deber ciudadano. El 
artículo 40, por su parte, incluye el derecho de todo ciudadano a participar en la conformación, ejercicio y control del 
poder político, señalando que para hacerlo efectivo se le asegura por las instituciones la libertad de tomar parte en 
elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras modalidades de intervención en la vida democrática. 
Tales derechos, así como el deber que enuncia el artículo 95, numeral 5, de la Constitución, estarían inútilmente 
consagrados y perderían su razón de ser si el Estado se mostrara incapaz  de hacer efectiva en toda su dimensión la 
libertad de un trabajador para resolver libremente, sin presiones, halagos, indagaciones, amenazas y ni siquiera 
sugerencias de su patrono, acerca de las diversas opciones políticas”.  
Continuo la providencia: “… La sola encuesta o pregunta sobre filiación política para el ingreso al servicio en entidades 
públicas, pero también en las privadas, o bajo la velada advertencia acerca de que su decisión al ejercer el derecho del 
sufragio condicionará su estabilidad laboral, representa grave ofensa a la libertad del individuo e indebido acoso que 
lesiona francamente los artículos 1, 2, 15, 16, 20, 25, 40 y 53 de la Constitución, entre otros, y el inciso final del artículo 
125 Ibídem en el caso de los cargos de carrera. Cuando se trata de empresas privadas, que aprovechan la necesidad que 
el trabajador tiene de conservar su empleo, para derivar de ella compromisos electorales, se incurre, además de los 
hechos punibles contra el sufragio que el Código Penal tipifica, en grave atentado contra la dignidad del trabajador y 
87 
 
4.6 Fuero sindical.  Se constituye el fuero sindical en el privilegio o prerrogativas 
otorgadas por la ley para proteger el derecho de asociación sindical de ciertos trabajadores, 
en cuanto previene cualquier situación que pueda menoscabar sus derechos, estabilidad 
laboral, la desvinculación de la empresa o reubicación en otra sede; procediendo 
únicamente mediante decisión judicial determinada por justa causa. Este se encuentra 
definido en el artículo 405 del Código Sustantivo del Trabajo modificado por el artículo 1° 
del decreto legislativo 204 de 1957 así: “Se denomina fuero sindical la garantía de que 
gozan algunos trabajadores de no ser despedidos, ni desmejorados en sus condiciones de 
trabajo, ni trasladados a otros establecimientos de la misma empresa o a un municipio 
distinto, sin justa causa, previamente calificada por el juez del trabajo”. 
   
La Corte Constitucional en sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002, con ponencia del 
magistrado Jaime Araujo Rentería, declaró la exequibilidad del artículo anterior, por 
considerarlo acorde con el artículo 39 de la Constitución Política, argumentado que de 
conformidad con la sentencia T-326 de 1999 magistrado ponente Fabio Morón Díaz, el 
fuero sindical: “… es una consecuencia de la protección especial que el Estado otorga a 
los sindicatos para que puedan cumplir libremente la función que a dichos organismos 
compete, cual es la defensa de los intereses de sus afiliados. Con dicho fuero, la Carta y la 
ley, procuran el desarrollo normal de las actividades sindicales, vale decir, que no sea 
ilusorio el derecho de asociación que el artículo 39 superior garantiza; por lo que esta 
garantía mira a los trabajadores y especialmente a los directivos sindicales, para que estos 
puedan ejercer libremente sus funciones, sin estar sujetos a las represalias de los 
empleadores. En consecuencia, la garantía foral busca impedir que, mediante el despido, 
el traslado o el desmejoramiento de las condiciones de trabajo, se perturbe indebidamente 
la acción que el legislador le asigna a los sindicatos”.  
 
Continua el Alto Tribunal manifestando: “Atendiendo esa finalidad, el artículo 405 del 
C.S.T. define el fuero sindical como una garantía que gozan los trabajadores aforados de 
no ser despedidos, ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasladados, sin justa 
causa previamente calificada por el juez del trabajo…”. Concluye que la disposición 
acusada: “… consagra una garantía para el trabajador aforado en el sentido de que el ius 
variandi no pueda ser ejercido por el empleador sin la respectiva autorización judicial. 
Dicha protección, que tiene asidero constitucional y sobre la cual ha sido particularmente 
prolija la jurisprudencia de esta Corte, es diametralmente opuesta a la supuesta facultad 
que tienen el empleador y el propio juez para llevar a cabo el primero, y autorizar el 
segundo, una desmejora en las condiciones de los trabajadores que gozan de fuero sin que 
se califique la justa causa para ello, como equivocadamente deduce el demandante del 
texto…”.   
 
                                                                                                                                                                                         
contra su derecho al trabajo, y en notorio desconocimiento de su derecho a la intimidad y a la libertad de conciencia, si 
por contera el empresario  inquiere o averigua acerca de las preferencias políticas de sus trabajadores…”. 
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- Trabajadores amparados por el fuero sindical. Para el libre ejercicio de las funciones 
propias de los delegados del sindicato, se reconoció el fuero sindical y otras garantías 
laborales, como derecho constitucional consagrado en el inciso cuarto del artículo 39. 
Adicionalmente, el artículo 406 del C.S.T., modificado por el artículo 12 de la ley 584 de 
2000 determina la procedencia del fuero sindical, para los siguientes trabajadores:  
 
a) “Los fundadores de un sindicato, desde el día de su constitución hasta dos (2) 
meses después de la inscripción en el registro sindical, sin exceder de seis (6) 
meses;  
 
b)  Los trabajadores que, con anterioridad a la inscripción en el registro sindical, 
ingresen al sindicato, para quienes el amparo rige por el mismo tiempo que para 
los fundadores;  
 
c) ) Los miembros de la junta directiva y subdirectivas de todo sindicato, federación o 
confederación de sindicatos, sin pasar de cinco (5) principales y cinco (5) 
suplentes, y los miembros de los comités seccionales, sin pasar de un (1) principal y 
un (1) suplente. Este amparo se hará efectivo por el tiempo que dure el mandato y 
seis (6) meses más; d) Dos (2) de los miembros de la comisión estatutaria de 
reclamos, que designen los sindicatos, las federaciones o confederaciones 
sindicales, por el mismo período de la junta directiva y por seis (6) meses más, sin 
que pueda existir en una empresa más de una (1) comisión estatutaria de reclamos. 
(Esta comisión será designada por la organización sindical que agrupe el mayor 
número de trabajadores). 
 
 Parágrafo 1°. Gozan de la garantía del fuero sindical, en los términos de este 
artículo, los servidores públicos, exceptuando aquellos servidores que ejerzan 
jurisdicción, autoridad civil, política o cargos de dirección o administración.  
 
Parágrafo 2°. Para todos los efectos legales y procesales la calidad del fuero 
sindical se demuestra con la copia del certificado de inscripción de la junta 
directiva y/o comité ejecutivo, o con la copia de la comunicación al empleador”.   
 
La Corte Constitucional en sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002, con ponencia del 
magistrado Jaime Araujo Rentería, declaró la exequibilidad de la expresión “sin que pueda 
existir en una empresa más de una (1) comisión estatutaria de reclamos” y la 
inexequilibilidad del texto “Esta comisión será designada por la organización sindical que 
agrupe el mayor número de trabajadores”; contenidas en el literal d) del artículo anterior, 
con base en los siguientes fundamentos:  
 
“El literal d) del artículo 406 establece que gozan de fuero sindical dos de los miembros de 
la comisión estatutaria de reclamos que designen los sindicatos, las federaciones o 
confederaciones sindicales, por el mismo período de la junta directiva y por seis meses 
más. Señala además que no puede existir en una empresa más de una comisión de 
reclamos, la cual será designada por la organización sindical que agrupe el mayor número 
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de trabajadores. Debe recordarse que la Corte declaró inexequible el numeral 1° del 
artículo 26 del decreto 2351 de 1965, que prohibía la coexistencia de más de un sindicato 
de base en una misma empresa, por lo cual debe armonizarse la norma bajo estudio en el 
sentido de que, a pesar de que legalmente pueden constituirse varios sindicatos de base o 
de otra clase en una misma empresa, sólo puede existir una comisión estatutaria de 
reclamos. Ahora bien, ¿tal restricción vulnera los derechos de asociación y libertad 
sindical? Para responder lo anterior, debe tenerse en cuenta el objetivo fundamental de la 
comisión de reclamos dentro de la organización sindical, cual es el de elevar ante el 
empleador las respectivas reclamaciones que promuevan tanto los trabajadores 
individualmente considerados, como el propio sindicato o sindicatos, en caso de que 
coexistan varios de ellos en una empresa…”  
 
En consecuencia, la Corte “encuentra razonable que sólo una comisión por empresa sea la 
encargada de llevar a cabo dicha labor de manera unificada, pues se trata de un mismo 
empleador el depositario de las diversas reclamaciones que puedan presentarse dentro de 
la empresa, lo cual no significa una restricción ilegítima a los derechos de asociación y 
libertad sindical. Nótese que el legislador no impone obstáculo alguno al ejercicio de las 
funciones que ejerce dicha comisión sino, por el contrario, garantiza la protección especial 
del fuero sindical para dos de sus miembros. Por las razones expuestas, no tiene ningún 
reparo de constitucionalidad la expresión “sin que pueda existir en una empresa más de 
una (1) comisión estatutaria de reclamos”, contenida en el literal d) artículo 406 del C.S.T. 
y, en consecuencia, se declarará exequible…”.  
 
Concluye la providencia:“En síntesis, el artículo 406 parcialmente acusado vulnera el 
artículo 39 de la Constitución, al consagrar un mecanismo antidemocrático de elección de 
los miembros de la comisión estatutaria de reclamos, que representa a todos los 
trabajadores de una misma empresa, sin importar el sindicato al que estén afiliados y, con 
ello, excluye a los miembros de los sindicatos minoritarios de los mecanismos de 
participación propios de cualquier forma asociativa en una sociedad democrática. Por el 
contrario, deben crearse mecanismos en las organizaciones sindicales que garanticen la 
participación de todos los trabajadores sindicalizados, en igualdad de condiciones, en la 
designación de dicha comisión. Con fundamento en las anteriores razones, la expresión 
"Esta comisión será designada por la organización sindical que agrupe el mayor número 
de trabajadores", contenida en el literal d) del artículo 406 del C.S.T. será declarada 
inexequible, por ser contraria a los artículos 13 y 39 de la Constitución Política…”. 
 
- Miembros de la junta directiva amparados por el fuero sindical. En los términos del 
artículo 407 del CST, ante la posibilidad de conformación de la junta directiva superior a 
cinco miembros principales y cinco suplentes, el fuero sindical se otorga exclusivamente a 
ese número, respetando el orden del listado elaborado por el sindicato para conocimiento 
del empleador. 
 
Se conserva el fuero sindical hasta tres meses posteriores a la dejación del cargo, excepto si 
se produce como resultado de un proceso disciplinario o por dimisión libre con antelación a 
la mitad de la terminación del período, en los cuales produce efectos inmediatos.  
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Estos hechos deben ser de conocimiento del empleador, al igual que el nombramiento o 
modificación de los integrantes de las directivas del sindicato, en los términos de los 
artículos 363 y 371 del CST. 
 
Igual derecho conservan los directivos excluidos de la nueva junta directiva ante la 
integración con otras agremiaciones sindicales, quienes conservan el fuero sindical durante 
los tres meses siguientes a su materialización. 
    
- Atribuciones del juez laboral. El artículo 408 del Código Sustantivo del Trabajo 
modificado por el artículo 7° del decreto 204 de 1957, dispone que cuando el empleador 
pretenda la autorización del juez para la desvinculación, reubicación o para adoptar una 
decisión que disminuya la condición laboral del trabajador con fuero sindical, previamente 
está obligado a demostrar que media la justa causa. 
 
La omisión a esta exigencia otorga el derecho al trabajador con fuero sindical para iniciar 
las acciones legales contra el empleador, ante la justicia ordinaria laboral, con fundamento 
en el artículo 118 del Código Procesal del Trabajo.   
 
Si se demostrare que el despido se realizo trasgrediendo las garantías del fuero sindical, el 
juez dispondrá la restitución al cargo que desempeñaba, debiendo el empleador sancionado, 
proceder al reconocimiento de los pagos salariales, no cancelados, como contraprestación. 
También procede la indemnización a cargo del empleador, por sentencia judicial que 
ordene restablecer la ubicación al sitio original de prestación de servicios o cuando las 
condiciones laborales  del trabajador fueron desmejoradas. 
 
Señala la disposición: “El Juez negará el permiso que hubiere solicitado el empleador para 
despedir a un trabajador amparado por el fuero sindical, o para desmejorarlo, o para 
trasladarlo, si no comprobare la existencia de una justa causa.  
 
Si en el caso de que trata el inciso primero del artículo 118 del Código Procesal del 
Trabajo se comprobare que el trabajador fue despedido sin sujeción a las normas que 
regulan el fuero sindical, se ordenará su reintegro y se condenará al empleador a pagarle, 
a título de indemnización, los salarios dejados de percibir por causa del despido.  
 
Igualmente, en los casos a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo, se ordenará 
la restitución del trabajador al lugar donde antes prestaba sus servicios o a sus anteriores 
condiciones de trabajo, y se condenará al empleador a pagarle las correspondientes 
indemnizaciones”.  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002 con ponencia del 
magistrado Jaime Araújo Rentería, declaró la exequibilidad del texto “o para 
desmejorarlos” contenida en el numeral primero del artículo 408 del CST, por considerar 
que dicha norma garantiza que el empleador no ejerza el ius variandi sin que medie la 
respectiva autorización judicial, lo que en realidad constituye una garantía para el 
trabajador aforado. 
91 
 
En la misma providencia declaró la exequibilidad de la expresión: “a título de 
indemnización” incluida en el inciso segundo del artículo en cita, “… en el entendido que 
la indemnización a que tiene derecho el trabajador aforado despedido ilegalmente, según 
sentencian judicial deberá ser integral…”, es decir, “… de acuerdo con lo que se logre 
probar en cada caso, lo cual incluye, además del pago de los salarios no devengados, con 
sus reajustes y prestaciones, cualquier otro valor dejado de percibir o pagado por el 
trabajador, como consecuencia directa del despido injusto. Siendo entendido, además, que 
la reparación integral incorpora la correspondiente indexación…”.   
 
- Excepciones. En los términos del artículo 409 del CST, declarado inexequible por la 
Corte Constitucional mediante sentencia C-593 del 14 de diciembre de 1993, con ponencia 
del magistrado Carlos Gaviria Díaz, el fuero sindical no procedía para: “1. Los 
trabajadores que sean empleados públicos de acuerdo con el artículo 5° del Código de 
Régimen Político y Municipal. 2. Los trabajadores oficiales y particulares que desempeñen 
puestos de dirección, de confianza o de manejo”26.  
                                                             
26  Sobre la procedencia del fuero sindical de los empleados públicos argumento el Alto Tribunal: “El Constituyente de 
1991 no excluyó del derecho de asociación sindical a los empleados públicos, sino que le dió consagración constitucional 
al derecho que les reconocían la ley y la jurisprudencia anterior y amplió las garantías para su ejercicio, al no excluírlos 
del derecho al fuero sindical. Los empleados públicos tienen el derecho de constituír sus sindicatos sin intervención del 
Estado, de inscribir las correspondientes Actas de Constitución que les otorgan reconocimiento jurídico y, en 
consecuencia, tendrán legalmente unos representantes sindicales a los cuales no se puede negar que el Constituyente de 
1991 reconoció: “el fuero y las demás garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión”. En conclusión, el 
numeral 1° del artículo 409 del Código Sustantivo Laboral, viola el artículo 39 de la Constitución de 1991, por lo que ha 
de ser declarado inexequible…”. 
En cuanto a la excepción de inconstitucionalidad consideró: “La ampliación que hizo el Constituyente de 1991 de la 
figura del fuero sindical para los representantes de los sindicatos de empleados públicos, señala inmediatamente la 
necesidad de un desarrollo legislativo del artículo 39 de la Carta, pues al menos los artículos 2, 113 y 118 del Código de 
Procedimiento Laboral, son inaplicables a los servidores públicos. El artículo 2° del Código de Procedimiento Laboral 
enumera los asuntos de los que conocerá la Jurisdicción Laboral y entre ellos enumera “los asuntos sobre fuero 
sindical”. Pero, los asuntos sobre fuero sindical de los empleados públicos, no se derivan, directa o indirectamente, del 
contrato de trabajo, sino de una relación legal o reglamentaria, propia del campo administrativo. Precisamente esa 
relación (legal o reglamentaria) del empleado público con el Estado, hace que sean inaplicables los artículos 113  y 118 
del Código de Procedimiento Laboral, que regulan la solicitud del patrono para despedir, desmejorar las condiciones de 
trabajo o trasladar a un trabajador amparado por el fuero sindical y la acción de reintegro del trabajador amparado por 
el fuero sindical que hubiere sido despedido sin permiso del Juez…”. 
Continúa el Alto Tribunal reconociendo que: “Los trabajadores que ocupan puestos de dirección, confianza o manejo, 
también pueden, según la legislación colombiana, ingresar a los sindicatos; y mal haría la Corte en pretender 
desconocerles un derecho que la ley les otorga, aduciendo para justificar tal exabrupto, una interpretación de un 
Convenio que, en su texto vigente, expresamente niega toda autorización a la desmejora del estatuto y derechos de tales 
trabajadores. Los representantes del patrono no están incluídos entre los trabajadores sindicalizados que pueden 
representar válidamente al sindicato. De esta manera, no se discrimina a los empleados directivos, que tienen su derecho 
de asociación sindical y se benefician de los logros de su organización y, a la vez, se protege al sindicato de la ingerencia 
del patrono en el manejo de los asuntos sindicales y en la representación del sindicato…”.  
Finalmente, sobre los límites al derecho del fuero sindical de los empleados públicos, la Corporación manifestó: “Es 
claro, para la Corte, que la sola circunstancia de ser empleado público, no es óbice para que una persona goce de fuero 
sindical. No obstante, la concurrencia de otras circunstancias sí puede inhibir la existencia del fuero. Tal sería: el ser 
funcionario o empleado que ejerza jurisdicción, autoridad civil o política, o cargos de dirección administrativa. En tal 
caso, la limitación al fuero está justificada por la siguiente poderosa razón: En principio, el fuero se reconoce a los 
representantes sindicales, es decir, a quienes de algún modo son voceros naturales de la organización, en defensa de sus 
intereses. Tal es el caso, conforme a la legislación positiva, de los miembros de la junta directiva, de la comisión de 
reclamos y de los fundadores del sindicato. Ahora bien: los funcionarios o empleados públicos que se encuentran en la 
circunstancia atrás descrita, encarnan la autoridad estatal y personifican de manera directa los intereses que el Estado 
está encargado de tutelar. Sus actuaciones deben, pues, siempre estar informadas por la persecución de esos intereses, 
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- Justas causas de despido. Para que el Juez apruebe el despido del trabajador con fuero 
sindical, en todos los casos, la decisión debe fundamentarse en las justas causas previstas en 
el artículo 410 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 8° del decreto 
legislativo 204 de 1957, es decir: “a) La liquidación o clausura definitiva de las empresa o 
establecimiento y la suspensión total o parcial de actividades por parte del empleador 
durante más de ciento veinte (120) días, y b) Las causales enumeradas en los artículos 62 y 
63 del Código Sustantivo del Trabajo para dar por terminado el contrato”. 
 
- Omisión de las justas causas ante el despedido, traslado o desmejoramiento laboral.  
La trasgresión a la normatividad, que conlleve la vulneración de los derechos del trabajador 
aforado, lo faculta para iniciar las acciones legales pertinentes, en los términos del artículo 
118 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad social modificado por el 
artículo 48 de la ley 712 de 2001, que señala: “La demanda del trabajador amparado por 
el fuero sindical, que hubiere sido despedido o desmejorado en sus condiciones de trabajo 
o trasladado sin justa causa previamente calificada por el juez laboral, se tramitará 
conforme al procedimiento señalado en los artículos 113 y siguientes. Con la certificación 
de inscripción en el registro sindical o la comunicación al empleador de la elección, se 
presume la existencia del fuero del demandante”. 
 
En relación con el término de prescripción el artículo 118 A del mismo código, adicionado 
por el artículo 49 de la ley 712 de 2001, consagra: “Las acciones que emanan del fuero 
sindical prescriben en dos (2) meses. Para el trabajador este término se contará desde la 
fecha de despido, traslado o desmejora. Para el empleador desde la fecha en que tuvo 
conocimiento del hecho que se invoca como justa causa o desde que se haya agotado el 
procedimiento convencional o reglamentario correspondiente, según el caso. Durante el 
trámite de la reclamación administrativa de los empleados públicos y trabajadores oficiales, 
se suspende el término prescriptivo. Culminado este trámite, o presentada la reclamación 
escrita en el caso de los trabajadores particulares, comenzará a contarse nuevamente el 
término, de dos (2) meses”. 
 
La Corte Constitucional al resolver la demanda de inconstitucionalidad del artículo 49 
parcial de la ley 712 de 2001 que adiciona el artículo 118 A del Código Procesal del 
Trabajo, acusado de vulnerar el artículo 13 de la Constitución Nacional, en sentencia C-
1232 del 29 de noviembre de 2005, con ponencia del magistrado Alfredo Beltrán Sierra, 
declaró la exequibilidad de los incisos segundo y tercero del artículo en cita
27
.  
                                                                                                                                                                                         
los que eventualmente pueden resultar en conflicto con los intereses específicos y particulares que en un momento dado, 
la organización sindical persiga. (Arts. 2°, 123 inciso 2° y 209 de la C.P.)…”. 
27  Reiteró que se interrumpe el término de prescripción por el lapso de duración de la respectiva reclamación presentada 
por los servidores públicos, con base en los siguientes argumentos: “Una vez establecido cómo debe entenderse el 
procedimiento del término de  suspensión de la prescripción de las acciones que emanan del fuero sindical, debe 
identificarse porqué el legislador ha querido que el procedimiento para la defensa de dichas acciones que debe seguir el 
empleado público, para efecto de la suspensión del término de prescripción sea el consagrado en el Código Contencioso 
Administrativo y no el previsto en el Código de Procedimiento laboral, que se aplica a los trabajadores particulares”.  
Continua manifestando que: “La respuesta se extrae en principio, desde dos aspectos: 1. El querer del legislador de 
permitir que en tanto no existía norma aplicable para el procedimiento a seguir por el empleado público, en cuanto a la 
defensa de las acciones que derivan del fuero sindical, optó por regular el procedimiento de la suspensión del término 
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- Terminación del contrato sin previa calificación judicial. Según el artículo 411 del 
Código Sustantivo del Trabajo modificado por el artículo 9° del decreto 204 de 1957, la 
terminación del contrato de trabajo, para quienes se encuentran amparados por el fuero 
sindical, no requiere de la aprobación del juez laboral, cuando la desvinculación se genere 
por acuerdo de las partes, sentencia judicial y cumplimiento de la labor contratada, o 
cuando se trate del trabajo provisional, momentáneo o eventual. 
  
- Suspensión del contrato de trabajo. No es indispensable la intervención del juez, 
cuando se presenten eventuales interrupciones en la ejecución del contrato de trabajo, como 
lo dispone el artículo 412 del Código Sustantivo del Trabajo modificado por el artículo 10 
del decreto legislativo 204 de 1957. 
 
- Sanciones disciplinarias. Son procedentes las demás sanciones de carácter disciplinario, 
diferentes al despido, que se encuentren estipulas en el reglamento interno de trabajo, para 
quienes ostenten el fuero sindical, en aplicación del artículo 413 del Código Sustantivo del 
Trabajo. 
 
 
4.7 Organización sindical.  Para la creación y subsistencia de toda organización sindical, 
se deben cumplir requisitos de ley, tales como: clasificación, número mínimo de afiliados, 
prohibiciones, nombre social, edad mínima para pertenecer al sindicato, nacionalidad, 
personería jurídica, notificación de su fundación, estatutos, junta directiva y registro 
sindical; como se indica a continuación:  
 
- Clasificación. De acuerdo a la práctica se establece teóricamente una clasificación que 
obedece a la modalidad de vinculación del trabajador y a la naturaleza jurídica del 
empleador, surgiendo los sindicatos de empleados públicos, trabajadores oficiales, mixtos, 
y trabajadores particulares, constituidos así: a) De empleados públicos, integrado por 
trabajadores vinculados con el Estado mediante acto legal o reglamentario. b) De 
trabajadores oficiales, compuesto por quienes se vinculan con la administración estatal a 
través de contrato de trabajo. c) Mixtos, conformados por  trabajadores oficiales y 
                                                                                                                                                                                         
por el ya existente para el trámite de las reclamaciones que se solicitan ante la administración y en tanto aquellos que 
hacen parte de la misma, deben acudir primero a ésta en general para dirimir sus controversias y luego iniciar como 
requisito de procedibilidad y de competencia un trámite judicial. 2. Este procedimiento asegura la defensa efectiva de los 
derechos de quienes siendo empleados públicos, deben obtener una respuesta que se encuentra en un procedimiento 
reglado en cuanto sus relaciones laborales surgen de situaciones diversas en razón a la diferente naturaleza de su 
vinculación laboral….” 
Concluye que: “Desde esta perspectiva, si el legislador ha dispuesto un procedimiento que asegure el cumplimiento de un 
fin constitucional y del sentido de dicha disposición se puede deducir que ésta guarda proporcionalidad, con aquello 
regulado respecto a un grupo determinado de personas, establecer un procedimiento para los trabajadores particulares y 
otro para los empleados públicos, en cuanto a la suspensión del término de prescripción para adelantar las acciones que 
emanen de la garantía del fuero sindical no significa que por este hecho se haya vulnerado la Constitución en su artículo 
13. La voluntas legislatoris, se encuentra probada en la persecución de un fin claramente constitucional. Se trata de una 
razón real en tanto el legislador ya ha previsto un procedimiento para acudir a la administración y lo que finalmente 
hizo, fue ponerlo acorde con la nueva situación del empleador público, en tanto se trató de una ampliación de la 
regulación del fuero sindical para aquellos. Esta distinción realizada por el legislador en la norma atacada no se 
enfrenta a la Constitución…”.       
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empleados públicos. d) Trabajadores particulares, constituido por personas vinculadas por 
contrato de trabajo con empresas de naturaleza privada.  
 
La clasificación legal se contempla en el artículo 356 del Código Sustantivo de Trabajo 
subrogado por el artículo 40 de la ley 50 de 1990, que define la integración de los 
sindicatos de empresa, industria o por rama de actividad económica, gremiales y de oficios 
varios, bajo los siguientes términos:   
 
a) “De empresa, si están formados por individuos de varias profesiones, oficios o 
especialidades, que prestan sus servicios en una misma empresa, establecimiento o 
institución; 
b)  De industria o por rama de actividad económica, si están formados por individuos 
que prestan sus servicios en varias empresas de la misma industria o rama de 
actividad económica
28
.  
c) Gremiales, si están formados por individuos de una misma profesión, oficio o 
especialidad; d) De oficios varios, si están formados por trabajadores de diversas 
profesiones, disímiles o inconexas. Estos últimos sólo pueden formarse en los 
lugares donde no haya trabajadores de una misma actividad, profesión u oficio en 
número mínimo requerido para formar uno gremial, y solo mientras subsista esta 
circunstancia”. 
 
Antes de la modificación introducida por el artículo 40 de la ley 50 de 1990, el sindicato de 
empresa era conocido como de base. 
 
El artículo 357, subrogado por el artículo 26 del decreto 2351 de 1965, reguló lo 
concerniente a la representación sindical cuando en la misma institución surgieran varios 
sindicatos de base, indicaba la citada disposición: “Representación sindical 1. En una 
misma empresa no pueden coexistir dos o más sindicatos de base. Si por cualquier motivo 
llegaren a coexistir subsistirá el que tenga mayor número de afiliados, el cual debe admitir 
al personal de los demás sin hacerles más gravosas sus condiciones de admisión. 2. 
Cuando en una misma empresa coexistiere un sindicato de base con uno gremial o de 
industria, la representación de los trabajadores, para todos los efectos de la contratación 
colectiva, corresponderá al sindicato que agrupe a la mayoría de los trabajadores de dicha 
empresa. 3. Si ninguno de los sindicatos agrupa a la mayoría de los trabajadores de la 
                                                             
28
 La Sección Segunda del Consejo de Estado en sentencia del 07 de Febrero de 1.994, Expediente 3618, 
sobre el concepto de industria consideró: “El concepto de “industria”, referido únicamente a la 
transformación de materias primas y elementos de producción de artículos en general, concepto acogido 
muchas veces por las autoridades del trabajo y por esta jurisdicción, ha venido siendo revaluado para efectos 
de asociación sindical de industria, a fin de darle paso a la noción de actividad económica que es mucho más 
amplia y consulta mejor el principio constitucional de libertad de asociación. La misma ley ha calificado 
como industrias algunas actividades económicas que no tienen por objeto la transformación de materias 
primas o elaboración de artículos de consumo, tales como el transporte, la banca, la hotelería para efectos 
de intervención estatal…”. 
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empresa, la representación corresponderá conjuntamente a todos ellos. El gobierno 
reglamentará la forma y modalidades de esta representación”.  
 
A su vez, la ley 48 del 16 de diciembre de 1968 dispuso en el artículo 3° numeral quinto: 
“No obstante lo dispuesto en el artículo 26 del decreto legislativo 2351 de 1965, cuando el 
setenta y cinco por ciento (75%) o más de los trabajadores de una misma profesión, oficio 
o especialidad al servicio de una empresa estén afiliados a un solo sindicato gremial, el 
pliego de peticiones que éste le presente a la empresa deberá discutirse directamente con 
ese sindicato, y el acuerdo a que se llegue formará un capítulo especial de la respectiva 
convención colectiva de trabajo”. La Corte Constitucional en sentencia C-567 del 17 de 
mayo de 2000, con ponencia del magistrado Alfredo Beltrán Sierra, declaró la 
inexequibilidad de los numerales primero y tercero del artículo 357 del CST, subrogados 
por el artículo 26 del decreto 2351 de 1965, en consecuencia del artículo 3° numeral quinto 
de la ley 48 de 1968; por falta de concordancia con el inciso primero del artículo 39 de la 
Constitución Nacional; los artículos 2°, 8° numeral segundo y 10 del convenio 87 de la 
OIT.  
 
Consideró que existía una limitación al derecho de los trabajadores para crear libremente 
las asociaciones sindicales que fueren necesarias; haciendo énfasis en las garantías 
contempladas en la Carta Política, para proteger el derecho fundamental de sindicalización; 
agregando que cualquier restricción legal a éste, debe soportarse constitucionalmente. 
Posteriormente, el Alto Tribunal en sentencia C-063 del 30 de enero de 2008, con ponencia 
de la magistrada Clara Inés Vargas Hernández, declaró la inexequibilidad del numeral 
segundo del artículo 26 del decreto legislativo 2351 de 1965, por considerar que se genera 
una limitación a los sindicatos minoritarios, al no poder iniciar y concluir el conflicto. En 
consecuencia pueden coexistir varias convenciones colectivas en una misma empresa o 
entidad como lo ratificó la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral en 
sentencia de Anulación del 29 de abril de 2008, radicación 33988 con ponencia de los 
magistrados Camilo Tarquino Gallego y Luis Javier Osorio López, posición reiterada por la 
misma Corporación en sentencia del 3 de junio de 2009. 
 
- Número mínimo de afiliados. En aplicación del artículo 359 del Código Sustantivo del 
Trabajo, la creación y permanencia de un sindicato exige un número mínimo de afiliados: 
para el de empleadores cinco autónomos entre ellos, y de trabajadores veinticinco. 
Requisito que debe acreditarse en el acta de fundación del sindicato, con la firma de los 
participantes de la reunión inicial, el cual deberá registrarse ante el Ministerio de la 
Protección Social, como condición de publicidad. Señala el artículo: “Número mínimo de 
afiliados. Todo sindicato de trabajadores necesita para constituirse o subsistir un número 
no inferior a veinticinco (25) afiliados; y todo sindicato patronal no menos de cinco (5) 
patronos independientes entre sí”.  
 
La expresión “Todo sindicato de trabajadores necesita para constituirse o subsistir un 
número no inferior a veinticinco (25) afiliados”, fue declarada exequible por la Corte 
Constitucional en sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002 con ponencia del magistrado 
Jaime Araujo Rentería. En aquella oportunidad sostuvo: “En síntesis, la Carta Política 
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protege el derecho de los trabajadores y empleadores a constituir sindicatos sin 
intervención del Estado, pero con sujeción a un marco regulatorio general cuya expedición 
compete al legislador. En ese orden de ideas, los artículos 359 y 401 del CST, 
parcialmente acusados, no violan la Constitución, pues corresponde a este último 
determinar el número mínimo de afiliados exigido para la constitución y subsistencia del 
sindicato de trabajadores…”.    
 
- Prohibiciones. El Código Sustantivo del Trabajo en el artículo 355 excluye toda acción 
sindical que conlleve ánimo de lucro. Indica la norma: “Actividades lucrativas. Los 
sindicatos no pueden tener por objeto la explotación de negocios o actividades con fines de 
lucro”.  
 
La Corte Constitucional declaró su exequibilidad en sentencia C-797 del 29 de junio de 
2000 con ponencia del Magistrado Antonio Barrera Carbonell, al considerar: “A juicio de 
la Corte la referida disposición debe ser interpretada, en el sentido de que este tipo de 
organizaciones no pueden tener como objeto único la realización de negocios o actividades 
lucrativas, pues si ello estuviera permitido se desnaturalizarían sus funciones y perderían 
lo que es de la esencia y la razón de su existencia, como representantes y defensores de los 
intereses comunes de sus afiliados. Es decir, perderían su identidad y podrían confundirse 
con las sociedades comerciales que persiguen la realización de un  objetivo comercial, con 
fines de lucro. En tales circunstancias, considera la Corte que la norma acusada se ajusta 
a la Constitución, y será declarada exequible…”.  
 
Así mismo, el artículo 360 consagró la restricción relacionada con afiliaciones simultáneas 
a varios sindicatos, al disponer: “Se prohíbe ser miembro a la vez de varios sindicatos de la 
misma clase o actividad”29.  
 
                                                             
29
   La Corte Constitucional en sentencia C-797 del 29 de junio del 2000, con ponencia del magistrado Alfredo Beltrán 
Sierra, declaró la inexequibilidad de la norma, argumentando: “La prohibición mencionada no tiene justificación 
constitucional por las razones que se explican a continuación: - En consideración a las clases de sindicatos que pueden 
organizarse según el art. 356, la norma indicaría que una persona no puede al mismo tiempo ser miembro de dos 
sindicatos de base, gremiales, de industria o de oficios varios. - Como en una empresa sí pueden existir dos o más 
sindicatos de base según lo decidió la Corte al declarar inexequible en la sentencia C-567/2000 los numerales 1 y 3 del 
art. 26 del decreto legislativo 2351 de 1965, el trabajador en ejercicio de la libertad positiva de asociación puede 
afiliarse a los sindicatos de base existentes en ellas. También puede hacerlo, por consiguiente, cuando se trata de dos o 
más empresas y se presenta la coexistencia de contratos. - En el evento de dos sindicatos gremiales o de industria, en 
principio, no existe impedimento para que el trabajador haga parte de ellos, en el evento de que el trabajador pertenezca 
al gremio o industria correspondientes. - En el caso de los sindicatos de oficios varios, los requisitos señalados para su 
existencia excluyen per se la existencia de éstos en un mismo lugar, pues la letra d) del art. 356 dice que esta clase de 
sindicatos “sólo pueden formarse en los lugares en donde no haya trabajadores de una misma actividad, profesión u 
oficio en número mínimo requeridos para formar uno gremial, y sólo mientras subsista dicha circunstancia”, lo cual es 
explicable. - Por lo demás, la restricción carece de efectos jurídicos prácticos, en la medida en que no existe ningún tipo 
de consecuencia jurídica o sanción, toda vez que la preceptiva demandada ni ninguna otra establecen sanción al 
trabajador que la desconoce. Aparte de lo expresado, considera la Corte, que según el Convenio 87 de la OIT y lo 
establecido en el art. 39, una restricción de esta naturaleza viola el derecho de la libertad sindical, por la circunstancia 
de que no existe razón objetiva y seria, y legitima desde el punto de vista constitucional que  justifique la referida 
disposición.  En razón de las consideraciones precedentes, el artículo 360 será declarado inexequible…”. 
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- Nombre social. El nombre social que adopte el sindicato, como lo indica el artículo 382 
del Código Sustantivo del Trabajo, debe apartarse de referencias con grupos religiosos o 
políticos, ser claro, independiente, sin nexos con otros previamente constituidos, no puede 
denominarse federación o confederación; para el caso de las organizaciones sindicales de 
empleadores se debe incluir dicha condición. 
  
- Edad mínima. Todos los trabajadores que hayan cumplido catorce años, son personas 
aptas para ejercer el derecho sindical, en consecuencia acceden como afiliados del mismo, 
en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 383 del CST. Esta disposición fue declarada 
condicionalmente exequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-1188 del 22 de 
noviembre de 2005, con ponencia del magistrado Alfredo Beltrán Sierra, “… en el 
entendido que éste rige también para aquellos trabajadores mayores de 12 años y menores 
de 14 años, siempre y cuando trabajen de manera excepcional en condiciones especiales de 
protección…”. 
 
- Nacionalidad. En lo relacionado con la nacionalidad de los miembros de la asociación 
sindical, el artículo 384 del CST exigía como mínimo, que las dos terceras partes de sus 
afiliados fueran ciudadanos Colombianos e impedía que los cargos directivos estuvieran 
conformados por extranjeros. Esta limitación fue derogada por el artículo 9° de la ley 584 
de 2000.    
 
- Fundación de sindicatos. Para el efecto, el artículo 361 del Código Sustantivo del 
Trabajo, subrogado por el artículo 41 de la ley 50 de 1990, establece que, siempre se debe 
elaborar el acta de fundación, con la primera reunión de quienes manifiesten su voluntad de 
asociarse sindicalmente, en la que conste sus nombres, identificaciones, labores que 
desarrollan y que los une; el nombre y finalidad de la organización. En esta o en futuras 
reuniones se debe debatir y aprobar los respectivos estatutos, elegir los directivos; todos 
estos aspectos deben plasmarse en actas. 
   
Con ponencia del magistrado Nilsón Pinilla Pinilla, el artículo anterior fue declarado 
exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-621 del 25 de junio de 2008, por las 
siguientes consideraciones: “Queda así establecido que los requisitos previstos en el inciso 
primero del artículo 361 del C. S. T. no representan en ningún momento autorización, 
control previo o intervención del Estado en el ejercicio del derecho de asociación y la 
libertad sindical, pues, se repite, su consagración está orientada a viabilizar el efectivo 
ejercicio de esos derechos constitucionales, e igualmente a que el Estado pueda cumplir 
con las funciones de inspección y vigilancia que le confiere la ley, en cuanto concierne al 
orden público (art. 353 ib.) Tampoco es inconstitucional el inciso 2°, que ordena que en la 
misma o en sucesivas reuniones se discutan y aprueben los estatutos de la asociación y se 
designe el personal directivo, haciéndolo constar en el acta o actas que se suscriban, 
puesto que la norma no está imponiendo la adopción de un modelo específico de estatutos 
ni está determinando su contenido específico; tampoco está exigiendo la designación de 
determinados miembros ni está señalando el proceso de elección, asuntos que, como lo ha 
precisado la jurisprudencia, hacen parte del ámbito normativo de la libertad sindical o, 
mejor dicho, de su núcleo esencial...”.     
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Sobre el cumplimiento del requisito que exige el artículo 361 del Código Sustantivo del 
Trabajo tendiente a acreditar un número mínimo de afiliados en la reunión de fundación, el 
Consejo de Estado, Sección Segunda, Sala de lo Contencioso Administrativo en sentencia 
del 7 de diciembre de 1995, expediente 5207 manifestó: “Ahora bien, si en gracia de 
discusión se acepta la asistencia de las demás personas cuya concurrencia a la reunión no 
es discutida en esta litis, el número ciertamente quedaría reducido a 23, lo que 
forzosamente lleva a concluir que no se cumplió con el mínimo de integrantes exigido por 
la ley. Y no obstante que los declarantes suscribieron la carta de septiembre 19 de 1989 
que dirigieron al Ministerio del Trabajo, en la que manifestaron su voluntad para 
pertenecer a la asociación sindical, ello no suple la exigencia de los artículos 359 y 361 
del Código Sustantivo del Trabajo. Basta la lectura de las preceptivas citadas para 
advertir que el requisito de que sean mínimo 25 asociados debe cumplirse cuando los 
trabajadores se reúnen por primera vez con intención de agruparse sindicalmente; esa 
concurrencia de voluntades sólo es posible expresarla en la reunión de fundación de la 
asociación sindical, pues es el momento en que según la ley, debe producirse el 
asentimiento de las 25 personas, como condición para su existencia, ya que el acto inicial 
de fundación de un sindicato no puede deferirse en el tiempo. Por lo tanto, si se demuestra 
que al momento de la reunión de constitución no concurrieron las voluntades en el número 
mínimo de fundadores exigido, se tiene como nugatoria su fundación, lo que lleva 
indefectiblemente a negar el reconocimiento de la personería jurídica en sede gubernativa 
o declarar, en esta jurisdicción, la nulidad del acto que la reconozca bajo esa 
situación…”. 
 
El anterior Ministerio de Trabajo y de la Seguridad Social con fundamento en la ley y la 
jurisprudencia, en aras de una mejor prestación del servicio y de las garantías sindicales, 
profirió la Resolución 01875 del 20 de noviembre de 2002, “Por la cual se establece el 
procedimiento para la inscripción en el registro sindical del acta de constitución de las 
organizaciones sindicales de primer grado”. 
  
Determinó que, para las organizaciones sindicales de primer grado igualmente se requiere 
solicitud escrita presentada en la oficina del inspector del trabajo del domicilio del 
sindicato, facultando al alcalde municipal, por carencia de oficinas del ministerio, para la 
recepción de la documentación, quien la remitirá  dentro de las veinticuatro horas siguientes 
a la oficina más próxima del ministerio. 
 
Las actas de constitución de las organizaciones sindicales de primer grado serán inscritas en 
el registro por el inspector de trabajo y seguridad social en su jurisdicción, a falta de éste, la 
realizará un inspector de trabajo y seguridad social de la sede de la dirección territorial de 
trabajo y seguridad social.  
 
Ejecutoriada la resolución que autoriza la inscripción en el registro del acta de constitución 
de una organización sindical de primer grado, corresponde al inspector de trabajo remitirla 
ipso facto  al grupo de archivo sindical, adjuntando la documentación anexa. 
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- Personería jurídica. El Convenio 87 de la OIT en el artículo 7° indica que a ninguna 
organización sindical se le pueden exigir requisitos adicionales, ni someterse a 
intervenciones estatales que les restrinjan o menoscaben sus derechos sindicales.   
 
En concordancia, el artículo 364 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el 
artículo 44 de la ley 50 de 1990, establece que, una vez fundada la asociación sindical, y a 
partir del día de celebración de la asamblea constitutiva, se adquiere la personería jurídica.  
 
Adicionalmente, el inciso primero del artículo 39 de la Carta Política, en la parte pertinente 
indica que, para el reconocimiento jurídico del sindicato o asociación de empleadores o 
trabajadores, se requiere de la simple inscripción del acta de constitución. Actualmente se 
surte ante el Ministerio de la Protección Social, como requisito de publicidad. 
 
- Notificación de la fundación del sindicato. En los términos del artículo 363 del Código 
Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 43 de la ley 50 de 1990, para que surtan 
los efectos sobre fuero y demás que se deriven del acto de creación, los fundadores de las 
asociaciones sindicales de trabajadores, posteriormente a la constitución de la organización, 
deben informar sobre este hecho, mediante escrito en el que conste sus nombres con 
números de identificación, al empleador y al inspector de trabajo, ante la carencia de este 
último, al alcalde correspondiente, quien seguidamente lo remitirá al empleador
30
.  
 
- Estatutos. El artículo 362 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 42 
de la ley 50 de 1990, reconoce el derecho que le asiste a las asociaciones sindicales, para 
elaborar sus propios estatutos y reglamentos administrativos, para lo cual, deben observar   
los requisitos mínimos establecidos en la norma: “1. La denominación del sindicato y su 
domicilio. 2. Su objeto. 3. Condiciones de admisión. (Numeral modificado por el artículo 
3° de la ley 584 de 2000). 4. Obligaciones y derechos de los asociados. 5. Número, 
                                                             
30 A través de la sentencia C-734 del 23 de julio de 2008, la Corte Constitucional con ponencia del magistrado Mauricio 
González Cuervo, declaró la exequibilidad del artículo 363 del CST, con fundamento en las siguientes consideraciones: 
“Para la Corte, la comunicación del acto de constitución de un sindicato se dirige a unos sujetos de derecho relacionados 
directamente con la decisión autónoma de los trabajadores, como lo son el empleador y la autoridad del trabajo o 
político-administrativa del lugar; además, dicha notificación tiene una finalidad legítima de publicidad y seguridad, 
ligada al ejercicio de los derechos sindicales por los trabajadores y a la propia gestión de representación sindical..”.  
Continua la Corte manifestando: “… la notificación prevista en la norma demandada, más que una restricción al derecho 
de libertad sindical, es una garantía para los trabajadores que conforman un sindicato. El que el empleador conozca de 
su existencia, permite hacerle exigible la garantía de los derechos de los trabajadores fundadores del sindicato, de su 
junta directiva y de todos cuantos hayan participado en su constitución, particularmente para el reconocimiento del fuero 
sindical y el ejercicio de las gestiones y labores de representación del sindicato mismo y sus asociados. De modo similar, 
el conocimiento del acto de constitución del sindicato por las autoridades del trabajo -y del alcalde, en subsidio- al 
tiempo que refuerza la defensa del derecho al trabajo y del derecho de libre asociación sindical, en virtud de la 
protección constitucional especial al trabajo erigido como deber del Estado, facilita la aplicación de las disposiciones del 
artículo 39 de la Constitución, en cuanto hace referencia a la sujeción de la estructura interna y funcionamiento de los 
sindicatos y demás asociaciones a los mandatos de democracia interna y sujeción al orden jurídico”.  
Finaliza argumentando: “Partiendo de que la notificación es un mecanismo de publicidad y una garantía para los 
trabajadores sindicalizados, no un condicionamiento para la existencia del sindicato y, en consecuencia, no transgrede el 
derecho a la personería jurídica sin intervención del Estado ni limita el derecho libre asociación sindical, carece de 
razón la acusación de vulneración de los artículos 25 y 39 de la Constitución Política o de las normas contenidas en los 
Convenios de la Organización Internacional del Trabajo que plantean los demandantes...”. 
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denominación, período y funciones de los miembros de la directiva central y de las 
seccionales en su caso; modo de integrarlas o elegirlas, reglamento de sus reuniones y 
causales y procedimiento de remoción 6. Organización de las comisiones reglamentarias y 
accidentales. 7. Cuantía y periodicidad de las cuotas ordinarias y su forma de pago. 8. 
Procedimiento para decretar y cobrar cuotas extraordinarias. 9. Sanciones disciplinarias y 
motivos y procedimiento de expulsión, con audiencia, en todo caso, de los inculpados. 10. 
Épocas de celebración de asambleas generales ordinarias y de asambleas de delegatarios, 
en su caso; reglamento de las sesiones, quórum, debates y votaciones. 11. Reglas para la 
administración de los bienes y fondos sindicales; para la expedición y ejecución de los 
presupuestos y presentación de balances y expedición de finiquitos. 12. Normas para la 
liquidación del sindicato”. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-617 del 25 de junio de 2008, con ponencia del  
magistrado Rodrigo Escobar Gil declaró la exequibilidad del texto: “Dichos estatutos 
contendrán, por lo menos” del artículo 362 del CST; bajo las siguientes consideraciones: 
“Por lo demás, resta indicar que la circunstancia de que el artículo 362 del Código 
Sustantivo del Trabajo establezca una enumeración general que constituye el contenido 
mínimo de los estatutos también contribuye a dejar a salvo la autonomía sindical, puesto 
que fuera de las materias contempladas, el sindicato podría considerar otras e 
incorporarlas a sus estatutos con el respeto debido a la legalidad vigente. A manera de 
conclusión cabe afirmar que el artículo cuya constitucionalidad ha sido puesta en tela de 
juicio se aviene a la Constitución y al Convenio 87 de la OIT, pues no desconoce el 
derecho a la autonomía que tienen los sindicatos para redactar sus estatutos, por cuanto se 
limita a señalar, en forma proporcionada y razonable, unas pautas generales que no 
vacían de su contenido al mencionado derecho. Adicionalmente cabría sostener que el 
señalamiento general de unas materias que deben ser previstas y reguladas en los estatutos 
constituye una garantía para los afiliados al sindicato y para la misma organización 
sindical y, a la vez, permite contar con una especie de estructura aplicable a todos los 
estatutos sindicales, sin perjuicio de un alto grado de flexibilidad que hace posible una 
regulación no interferida por las autoridades públicas, así como la adaptación de esa 
regulación a la índole y a las particularidades propias de cada organización sindical. El 
artículo 362 del Código Sustantivo del Trabajo es constitucional y, por lo tanto, su 
exequibilidad será declarada en la parte resolutiva de esta sentencia…”. 
 
En aplicación del artículo 369 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 
48 de la ley 50 de 1990, se otorga a la asamblea general del sindicato, la facultad para 
admitir e introducir modificaciones a los estatutos, consignadas en el acta de la reunión, 
suscrita por todos los asistentes. En un término improrrogable de cinco días posteriores a 
ésta, se remitirá copia para su registro al hoy Ministerio de la Protección Social, siguiendo 
el trámite previsto en el artículo 366 del mismo código. 
  
El anterior Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, mediante Resolución 02 del 2 de 
enero de 2003 “Por la cual se establece el procedimiento para efectuar el depósito de las 
reformas estatutarias de las organizaciones sindicales”, dispuso que, las organizaciones 
sindicales mediante petición escrita, anexando el texto de la reforma estatutaria autenticada 
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por el secretario del sindicato y copia del acta de asamblea general donde conste su 
aprobación, solicitarán el depósito de las reformas estatutarias ante la dirección territorial 
del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social.   
 
Presentada en debida forma, se procede a través de resolución al depósito de la reforma 
estatutaria en el registro. Igualmente por resolución motivada se negará de plano, en el 
evento que se contraviniere la Constitución o la ley.  
 
Ante la falta de requisitos formales, se expide por única vez, para que se realicen las 
correcciones pertinentes, un auto de observaciones, que será notificado a la organización 
sindical, aplicando el procedimiento previsto en el Código Contencioso Administrativo.  
 
Efectuadas las correcciones, el funcionario competente procederá al depósito de la reforma 
estatutaria. Caso contrario, si la agremiación sindical después de dos meses, a partir de la 
notificación de las objeciones, se abstiene de allegar la correcciones de la reforma 
estatutaria, se toma como un desistimiento, dando lugar al archivo. No obstante quedan 
facultados para presentarla nuevamente.      
 
El depósito de las reformas estatutarias de los sindicatos y federaciones fue asignado a los 
directores territoriales de las oficinas especiales de trabajo; a los coordinadores de trabajo, 
empleo y seguridad social; y de grupos de trabajo. Ante la carencia de éstos, corresponde a 
los directores territoriales de trabajo y seguridad social a nivel departamental, además 
conocen del depósito de las reformas estatutarias de las confederaciones sindicales. 
 
Es imperativo el cumplimiento de los términos indicados en el artículo 366 del Código 
Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 46 de la ley 50 de 1990;  la inobservancia 
de éstos por el funcionario competente, da lugar a que inmediatamente se genere la 
resolución disponiendo que la reforma estatutaria quede depositada en el registro, su 
notificación y los recursos procedentes. La conducta negligente es motivo de investigación 
disciplinaria.  
 
Los actos administrativos que resuelven peticiones de depósito de las reformas estatutarias, 
son susceptibles de impugnación por medio de los recursos de reposición y apelación. 
Debidamente ejecutoriada la resolución que dispone el depósito de la reforma estatuaria de 
la agremiación sindical, con sus anexos se remiten en un término perentorio al grupo de 
archivo sindical. 
 
- Efecto de publicidad. El artículo 370 del CST subrogado por el artículo 49 de la ley 50 
de 1990, modificado por el artículo 5° de la ley 584 de 2000 establecía: “Validez de la 
modificación. Ninguna modificación de los estatutos sindicales tiene validez ni comenzará 
a regir, mientras no se efectúe su depósito por parte de la organización sindical, ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”.  
 
La Constitución Política en el artículo 39 consagra el derecho fundamental de asociación 
sindical de cuyo texto surge el principio de libertad y autonomía sindical.  
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La Corte Constitucional en sentencia C-465 de 14 de mayo de 2008, con ponencia del 
magistrado  Manuel José Cepeda Espinosa, declaró la constitucionalidad condicionada del 
artículo 370 del CST y la inexequibilidad de las expresiones: “Validez de la” y “tiene 
validez ni” del artículo en cita, con los siguientes fundamentos jurídicos: “Ante las 
divergencias interpretativas y el riesgo de que el requisito del depósito opere como un 
trámite de control previo administrativo, la Corte declarará que el artículo 370 del Código 
Sustantivo del Trabajo es constitucional, por el cargo que fue analizado, pero con un 
condicionamiento que excluya cualquier interpretación que transforme el depósito en una 
autorización previa de tipo administrativo. El depósito solo cumple una función de 
publicidad, compatible con la autonomía sindical. Entonces, la Corte declarará la 
constitucionalidad de la norma acusada en el entendido de que el depósito de la 
modificación de los estatutos sindicales cumple exclusivamente con el fin de darle 
publicidad a la reforma, sin que ello autorice al Ministerio de la Protección Social para 
realizar un control previo sobre el contenido de la reforma estatutaria. En concordancia 
con lo anterior, y con el objeto de dejar claro el sentido constitucional del artículo 370 del 
Código Sustantivo del Trabajo, desde la perspectiva de la autonomía sindical, también se 
declarará la inconstitucionalidad de las expresiones “Validez de la”, contenida en el título 
del artículo, y “tiene validez ni”, que se encuentra dentro del texto de la norma, por cuanto 
ellas podrían dar pie a la interpretación según la cual el Ministerio de la Protección puede 
ejercer un control previo administrativo sobre la modificación de los estatutos antes de que 
esta entre en vigor…”. 
 
- Junta directiva. Los estatutos deben determinan los requisitos exigidos para ejercer 
cargos de dirección en la organización sindical, en todo caso para efectos de validez, es 
necesario estar afiliado a la misma. De conformidad con el artículo 388 del CST 
modificado por el artículo 10 de la ley 584 de 2000.  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-311 del 3 de mayo de 2007, con ponencia del 
magistrado Nilson Pinilla Pinilla, declaró la inexequibilidad del inciso segundo del artículo 
388 del CST, cuyo texto establecía: “En ningún caso la junta directiva podrá estar 
conformada en su mayoría por personas extranjeras”, al considerar que: “La medida 
consistente en prohibir que los extranjeros puedan conformar en mayoría, los comités 
ejecutivos y juntas directivas de las federaciones o confederaciones sindicales, discrimina 
sin razón válida, pues unos empleados, los colombianos, pueden ejercer a plenitud el 
derecho a la asociación sindical y en cambio quienes igualmente son trabajadores, pero 
con distinta nacionalidad, están privados de gozar una parte de esa misma garantía 
laboral. Se configura así una ostensible violación al artículo 13 de la Carta, pues el trato 
diferente que contiene el segmento normativo acusado del artículo 422 del C. S. T., 
modificado por el 14 de la Ley 584 de 2000, no se funda en una justificación objetiva y 
razonable, sino en el origen nacional del trabajador afiliado a dichas organizaciones de 
segundo y tercer grado, situación que está expresamente proscrita no sólo por la citada 
norma superior sino también por el artículo 39 ibídem, en concordancia con lo establecido 
en los instrumentos internacionales, de acuerdo con los cuales para poder gozar del 
derecho de asociación sindical es indiferente el origen nacional de las personas, pues lo 
relevante es que se trate de trabajadores. Además, la restricción que se analiza afecta el 
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núcleo esencial del derecho de asociación sindical (art. 39 Const.). Así mismo, por virtud 
de la restricción en comento resultan afectadas libertades fundamentales, como las de 
expresión y difusión del pensamiento y opiniones e información (art. 20 Const.), petición 
(art. 23 ib.) y reunión (art. 37 ib.), que son conexas al derecho de asociación sindical, así 
como otras garantías de carácter laboral: la libertad de negociación y el derecho a la 
huelga (arts. 55 y 56 ib.), pero en especial el derecho a la participación, ya que se impide a 
los extranjeros intervenir y tomar parte en asuntos y decisiones que los afectan (art. 2° 
ib.)…”. 
 
En aplicación del artículo 389 del Código Sustantivo del Trabajo modificado por el artículo 
53 de la ley 50 de 1990, se presenta una limitación para los asociados que actúen como 
voceros del empleador frente a los demás trabajadores, y para el personal ejecutivo de las 
empresas, quienes no pueden integrar la junta directiva sindical, ni ejercer cargos en la 
agremiación. La omisión a estas prohibiciones conlleva la nulidad de la designación. Así 
mismo, se genera la vacancia automática del cargo asumido en el sindicato, para quien 
después de su elección formal, sea nombrado ejecutivo de la empresa o representante del  
empleador
31
.    
 
En el artículo 390 del Código Sustantivo del Trabajo se reguló el período para la directiva 
sindical no inferior a seis meses, y en forma excepcional el provisional no mayor de treinta 
días contados a partir de la promulgación de reconocimiento de la personería jurídica, 
siendo posible su designación por el termino reglamentario. Esto no implica una restricción 
a la facultad del sindicato para remover, en aplicación de los estatutos, a cualquier directivo 
sindical, o para que éstos renuncien a la designación; siendo sustituidos por los suplentes en 
cualquier momento, hasta el vencimiento del período. 
Igualmente se facultó a los asociados en número de quince para convocar a la asamblea 
general, a fin de designar la primera junta reglamentaria, si transcurridos treinta días la 
junta provisional no lo hiciere. 
 
                                                             
31
  La Corte Constitucional en sentencia C-662 del 12 de noviembre de 1998, con ponencia del magistrado Hernando 
Herrera Vergara, declaró la exequibilidad del artículo 389 bajo los siguientes argumentos: “De otra parte, es cierto que la 
definición del término “empleados directivos de una empresa” puede prestarse a las maniobras denunciadas por el actor, 
en el sentido de que se otorgue ese calificativo a empleos que no reúnan las condiciones para ser considerados como de 
orden directivo y así constituirse en objeto de la restricción a la representación sindical; no obstante, esa posibilidad 
esgrimida por razones de conveniencia, no constituye una violación constitucional que pueda deducirse de la 
confrontación de la norma acusada con los ordenamientos superiores. El problema de esta manera planteado abarca la 
órbita de la aplicación práctica del contenido normativo que se demanda, respecto de lo cual la Corporación se limita a 
señalar que la restricción de acceso a la junta directiva sindical o a ser funcionario del sindicato sólo se dirige a aquellos 
trabajadores que materialmente se encuentren cumpliendo con los encargos de representación y dirección a nombre del 
empleador; es decir, la naturaleza y denominación de esos cargos depende de las funciones especiales que se pretenden 
con el mismo, dado que lo opuesto configuraría una práctica contraria al derecho de asociación sindical que tendría que 
ser debatida y sancionada mediante las medidas legales vigentes. En consecuencia, la norma sub examine no vulnera 
precepto constitucional alguno; además, fue expedida dentro de las facultades legislativas del Congreso y siguiendo los 
mandatos superiores del artículo 93 que establece que “los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se 
interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”, y del 
artículo 53 que preceptúa que “los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la 
legislación interna por la cual se declarará su exequibilidad…”.  
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La Corte Constitucional mediante sentencia C-797 del 29 de junio de 2000, con ponencia 
del magistrado Antonio Barrera Carbonell, declaró la inexequibilidad del artículo 390 del 
CST, con los siguientes argumentos: “La norma del art. 390 es inconstitucional, porque de 
acuerdo con el artículo 3 del Convenio 87 a las organizaciones sindicales les asiste el 
derecho de elegir libremente sus representantes, e igualmente les corresponde, a través de 
sus estatutos fijar las reglas de juego, concernientes con el proceso de elección de los 
miembros de las juntas directivas. Por consiguiente, el legislador desbordó el ámbito de su 
competencia, al entrar a regular aspectos del proceso democrático de elección de las 
directivas de las organizaciones sindicales, en los cuales no le es dable intervenir, por 
pertenecer al núcleo básico o esencial de la libertad sindical…”.   
 
En aplicación del artículo 391 del CST subrogado por el artículo 54 de la ley 50 de 1990, 
para la conformación de la junta directiva sindical, se exige votación secreta, en aras de 
garantizar el principio democrático de participación de los asociados minoritarios, su 
inobservancia genera la nulidad de la elección. Constituida y posesionada designa a quienes 
van a ocupar los diferentes cargos, excepto el de fiscal que por derecho propio se asigna al 
grupo de mayor representación dentro de las minorías
32
.  
 
 
                                                             
32   La Corte Constitucional en sentencia C-466 del 14 de mayo de 2008, con ponencia del magistrado Jaime Araújo 
Rentería, declaró la exequibilidad de la expresión “por votación secreta” y la inexequibilidad de los textos “en papeleta 
escrita”; “y aplicando el sistema de cuociente electoral” contenidas en el numeral primero del artículo 391 del Código 
Sustantivo del Trabajo con fundamento en las siguientes consideraciones: “… resulta inconstitucional la exigencia 
realizada por la norma demandada “y aplicando el sistema de cuociente electoral”. Por consiguiente, y en aras de hacer 
valer los presupuestos de la libertad sindical, debe ser la organización de trabajadores la que determine en sus estatutos 
según su propia autonomía el mecanismo o sistema que cuente con respaldo constitucional y que considere más idóneo 
para garantizar la representación de las minorías”.  
Continua la providencia: “… respecto de la votación secreta como exigencia en la elección de las directivas sindicales; 
esta Corte debe afirmar que dicho requerimiento se ajusta a la Constitución”. “Por consiguiente, que la norma 
demandada exija que la votación en las elecciones de las directivas sindicales deba ser secreta, lo único que hace es 
ajustarse a la regla general establecida por la propia constitución ( art. 258 ) y a  tratados internacionales que hacen 
parte del bloque de constitucionalidad; garantizando de esta manera que en la elección de dichas directivas no exista 
ningún tipo de coacción en el ejercicio del voto, que se garantice la libre expresión de la voluntad del elector y que no 
existan represalias por el ejercicio del voto. Así las cosas, la elección de las directivas sindicales deberá hacerse a través 
de votación secreta. Con base en las anteriores consideraciones, esta Corporación declarará exequible la expresión “… 
votación secreta…”  contenida en el numeral 1° del artículo 391 del Código Sustantivo del Trabajo”.  
Finalmente señala: “… En tercer lugar, y por último, en relación con la exigencia de que la elección de las directivas 
sindicales se haga en papeleta escrita, encuentra ésta Corte que dicho requerimiento es inconstitucional por las 
siguientes razones: El artículo 258 constitucional indica que el ejercicio del voto se hará en cubículos individuales 
instalados en cada mesa de votación sin perjuicio del uso de medios electrónicos o informáticos.  Más adelante el 
parágrafo 2° de dicho artículo manifiesta que se podrá implementar el voto electrónico para lograr agilidad y 
transparencia en todas las votaciones. Así las cosas, lo que busca la Constitución es que existan mecanismos que 
garanticen el ejercicio del voto secreto. Estos mecanismos pueden ser a través del voto electrónico o cualquier medio 
informático. En consecuencia, el mecanismo de la papeleta escrita no es la única posibilidad que permite la Constitución 
para el ejercicio del voto secreto sino que por el contrario existen otras posibilidades que salvaguardan dicho ejercicio. 
Así entonces, la norma acusada al casarse con una única posibilidad – papeleta escrita – existiendo varias posibilidades 
acorde con la Constitución, está afectando de manera grave la libertad sindical y por ende la facultad con que cuentan 
las organizaciones de trabajadores de establecer en sus estatutos el mecanismo que consideren más idóneo para proteger 
el voto secreto. En este orden de ideas, esta Corte declarará inexequible la expresión “… en papeleta escrita…” 
contenida en el numeral primero del artículo 391 del Código Sustantivo del Trabajo…”. 
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En los términos del artículo 55 de la ley 50 de 1990 adicionado al capítulo VI del Título I 
parte segunda del Código Sustantivo del Trabajo, es factible contemplar en los estatutos 
sindicales la instauración de subdirectivas seccionales, para municipios diferentes a la sede 
principal donde existan por lo menos veinticinco miembros. Y comités seccionales cuando 
los afiliados sean mínimo doce en circunscripciones distintas a los domicilios de la 
directiva y subdirectiva seccional, sin que se pueda superar la representación en más de uno 
de ellos por municipio.   
 
Al estudiar la constitucionalidad del artículo en cita, la Corte en sentencia C-043 del 1 de 
febrero de 2006, con ponencia de la magistrada Clara Inés Vargas Hernández, declaró la 
exequibilidad de los textos: “en aquellos municipios distintos al de su domicilio principal”, 
“en aquellos municipios distintos al de domicilio principal o el domicilio de las 
subdirectivas...”, y “No podrá haber más de una subdirectiva o comité por municipio”;  
ordenando estarse a lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia, en sentencia 115 del 26 de 
septiembre de 1991, con ponencia del magistrado Jaime Sanín G., que declaró la 
exequibilidad de los textos “y en el que tenga un número no inferior a veinticinco (25) 
miembros”, y “en el que se tenga un número de afiliados no inferior a doce (12) 
miembros”, contenidos en el artículo 55 de la ley 50 de 1990. Con base en las siguientes 
consideraciones: “Por el contrario, las exigencias establecidas en las normas acusadas 
resultan más bien necesarias y proporcionadas a la finalidad perseguida como lo es el 
garantizar la estructura interna y funcionamiento de los sindicatos en un ambiente 
democrático y participativo. Permitir la creación de subdirectivas y comités seccionales, 
en aquellos municipios distintos al del domicilio principal del sindicato, e indicar que no 
podrá haber más de una subdirectiva o comité por municipio, apenas impone unos 
requisitos mínimos e indispensables para el normal funcionamiento y organización de un 
sindicato, que permiten ampliar su campo de acción y así garantizar los derechos de 
asociación y libertad sindical, así como el de participación de quienes lo integran. Cabe 
observar, que las normas acusadas acogen una perspectiva descentralizadora en beneficio 
de la representación de los trabajadores, que tiende “a dar una mayor garantía al derecho 
de asociación y al principio de libertad sindical, y a la modernización de las instituciones 
del derecho colectivo del trabajo”. Además, en cuanto a que no pueda existir más de una 
subdirectiva o comité por municipio, debe señalarse que el derecho de participación 
democrática en las organizaciones sindicales no puede soportarse en la simple existencia 
de un gran número de directivas o comités seccionales en un mismo municipio, lo que 
podría entorpecer su normal funcionamiento, sino en garantizar la real y efectiva 
participación de todos los trabajadores en las decisiones que los afectan y en la defensa de 
sus intereses comunes, lo que se logra con la posibilidad de crear una subdirectiva o 
comité por municipio y en un lugar distinto al del domicilio principal del sindicato …”.  
 
La Corte Suprema de Justicia, en la sentencia 115 del 26 de septiembre de 1991, referida 
por la Corte Constitucional, se pronunció en los siguientes términos: “El artículo 55 exige 
que las subdirectivas seccionales y los comités seccionales contemplados en los estatutos 
sindicales solamente podrán establecerse cuando para ello se cuente, respectivamente, con 
no menos de 25 y 12 afiliados; aclara que esas entidades solamente podrán crearse en 
municipios distintos a la sede principal y que “no podrá haber más de una subdirección o 
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comité por municipio”. Lo relativo a esta disposición no estaba claro por varios aspectos 
en la legislación anterior y convenía entonces que se definiera sin duda, que fue lo que 
aquí se hizo para evitar los incontables abusos que se habían cometido y que perturbaban 
la paz laboral y la marcha de las empresas. Como se dijo antes, la exigencia de un número 
mínimo de afiliados, hecha por la ley, no viola el artículo 39 de la Constitución, lo que es 
aplicable a la definición del número de aforados que trae el artículo 57, máximo cuando el 
fuero sindical es un privilegio especial que por consideraciones muy particulares conceda 
la ley en desarrollo hoy del artículo 39, en cuanto sea necesario "para el cumplimiento de 
su gestión" sindical, que en principio corresponde apreciar y reglamentar a la ley sin 
desconocerlo como garantía constitucional. Finalmente, que en una empresa solamente 
pueda existir una comisión estatutaria de reclamos y que "esta comisión será designada 
por la organización sindical que agrupe el mayor número de trabajadores", tampoco 
transgrede la Constitución. El acusador se duele de que no se permita la existencia de 
tantas comisiones de reclamos como frentes de trabajo tenga la empresa y de que se confíe 
la designación al sindicato mayoritario, pues, a su juicio, escoger el criterio de la mayoría 
es arbitrario. Sus argumentos son, entonces, de conveniencia y no demuestran que se 
lesionen los derechos de los trabajadores o de los sindicatos; de otra parte se ve que el 
propósito legislativo fue el de evitar abusos, la proliferación de la llamada burocracia 
sindical y la dispersión inconveniente de las instancias de Decisión…”. 
 
En relación con la junta directiva de un sindicato, ésta puede ser modificada en forma 
parcial o total, en los términos del artículo 371 del Código Sustantivo del Trabajo. 
Situación que se informará mediante escrito, con la inclusión de los nombres e 
identificación de los nuevos integrantes, al empleador y al inspector de trabajo; ante la 
carencia del anterior, al alcalde respectivo, quienes a su vez y para los efectos legales, con 
prontitud darán curso de la copia del escrito al empleador. De lo contrario los cambios 
carecen de valor jurídico. 
 
En este sentido la Corte Constitucional declaró la exequibilidad condicionada del artículo 
anterior, en sentencia C-465 de 14 de mayo de 2008, con ponencia del magistrado Manuel 
José Cepeda Espinosa argumentando: “… en el entendido de que la comunicación al 
ministerio acerca de los cambios en la junta directiva de un sindicato cumple 
exclusivamente funciones de publicidad, y de que el fuero sindical opera inmediatamente 
después de la primera comunicación…”. 
 
A su vez, el decreto 1194 del 10 de junio de 1994, reglamentó los artículos 363 y 391 del 
Código Sustantivo del Trabajo, modificados por los artículos 43 y 54 de la ley 50 de 1990, 
respectivamente; 371 del mismo Código y 55 de la ley 50 de 1990, estableciendo el 
procedimiento para la notificación e inscripción de cambios totales o parciales en las juntas 
directivas, subdirectivas o comités seccionales de las organizaciones sindicales. Proceso 
que culmina con la expedición por parte del Ministerio de la Protección Social del acto 
administrativo de inscripción de la nueva junta directiva en el registro sindical; una vez 
ejecutoriada los directivos pueden ejercer sus funciones legalmente. 
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- Inscripción de la asociación de trabajadores en el registro sindical. El artículo 365 del 
Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 45 de la ley 50 de 1990, dispone 
que, todas las agremiaciones sindicales de trabajadores, cuentan con un término de hasta 
cinco días hábiles, contados a partir del momento de la ejecución de la asamblea de 
fundación, para cumplir con la obligación legal de presentar solicitud escrita de inscripción 
en el registro sindical, ante el actual Ministerio de la Protección Social, allegando los 
siguientes documentos:  
 
a) “Copia del acta de fundación, suscrita por los asistentes con indicación de su 
documento de identidad;  
b) Copia del acta de elección de la junta directiva, con los mismos requisitos del 
ordinal anterior;  
c)  Copia del acta de la asamblea en que fueron aprobados los estatutos;  
d) Un (1) ejemplar de los estatutos del sindicato, autenticados por el secretario de la 
junta directiva;  
e)  Nómina de la junta directiva y documento de identidad. (Literal modificado por el 
artículo 4° de la Ley 584 de 2.000). 
f)  Nómina completa del personal de afiliados con su correspondiente documento de 
identidad. (Literal modificado por el artículo 4° de la Ley 584 de 2.000).  
g)  Certificación del correspondiente inspector del trabajo sobre la inexistencia de 
otro sindicato, si se trata de un sindicato de empresa que puede considerarse 
paralelo.  
En los lugares donde no haya inspección de trabajo, la certificación debe ser 
expedida por la primera autoridad  política. (Literal derogado por el artículo 4° de 
la Ley 584 de 2.000).  
Los documentos de que tratan los apartes a), b) y c) pueden estar reunidos en un 
solo texto o acta”. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-567 del 17 de mayo de 2000, con ponencia del 
magistrado Alfredo Beltrán Sierra, declaró la exequibilidad del artículo 365 del Código 
Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 45 de la ley 50 de 1990, y la 
inexequibilidad de su literal g), derogado posteriormente por el artículo 4° de la ley 584 de 
2000, con fundamento en los siguientes argumentos: “Este artículo establece los 
documentos que debe adjuntar el nuevo sindicato para que el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social proceda a inscribirlo en el registro correspondiente. Como se dijo 
anteriormente, aquí se parte de la base de que la organización sindical ya existe y tiene 
personería jurídica, según establece el artículo 44 de la Ley 50 de 1990, en desarrollo del 
artículo 39 de la Constitución. Con esta precisión, la Corte considera que es adecuado que 
el sindicato recién constituido presente, dentro del plazo legal estipulado, solicitud escrita 
de inscripción, y que para ello adjunte copia del acta de fundación, con los nombres e 
indicación de los documentos de identidad; del acta de elección de la junta directiva; del 
acta de la asamblea en que fueron aprobados los estatutos y un ejemplar de los mismos 
debidamente autenticados; nóminas de la junta directiva y del personal afiliado, con datos 
sobre nacionalidad, sexo y profesión u oficio. La anterior información resulta adecuada y 
proporcionada al fin que se busca, que es que el Ministerio registre el nuevo sindicato. Los 
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documentos allí exigidos guardan relación directa con la constitución misma del sindicato, 
pues corresponden a datos sobre sus integrantes y representantes. No se ve, pues, que el 
Estado esté ejerciendo un control previo de legalidad a la existencia de la organización 
sindical. Sólo cabe advertir, que el requisito del literal g), se declarará inexequible, pero 
por las razones expuestas en este mismo proceso, en la demanda d-2664, ya que era 
consecuencia de la prohibición de constituir en una misma empresa otro sindicato de 
base…”. 
 
El trámite del registro sindical está consagrado en el artículo 366 del Código Sustantivo del 
Trabajo subrogado por el artículo 46 de la ley 50 de 1990. Para tal efecto, el Ministerio de 
la Protección Social una vez radicada la solicitud de inscripción, cuenta con un plazo que 
no puede superar quince días hábiles, contados desde la fecha de su presentación, para 
admitir, objetar o negar la inscripción.  
 
La objeción se realiza por escrito y procede por carencia de los requisitos exigidos en el 
artículo 365 del CST, subsanada y con la presentación de la solicitud corregida, el 
Ministerio de la Protección Social debe resolver durante los diez días hábiles siguientes a la 
fecha de radicación.  
 
La omisión o desconocimiento de los términos de quince y diez días hábiles establecidos 
legalmente para resolver, genera la inscripción automática en el registro, y la sanción 
disciplinaria al funcionario responsable.  
 
Se niega la inscripción en el registro sindical, si la agremiación fue integrada por un 
número inferior a los veinticinco afiliados y cuando los estatutos de la organización sean 
violatorios de la Constitución y la ley. 
 
Para reglamentar el proceso del registro sindical, el entonces Ministerio del Trabajo y 
Seguridad Social profirió la Resolución 1718 del 22 de abril de 1991 “Por la cual se dictan 
algunas disposiciones sobre el trámite de las solicitudes de inscripción en el registro 
sindical de las organizaciones sindicales de 1°, 2° y 3° grado y de las modificaciones a sus 
estatutos”. Dispuso que a través de la dirección regional o inspección del trabajo del 
domicilio del sindicato, las agremiaciones sindicales presenten mediante escrito dirigido al 
jefe de la división de reglamentación y registro sindical, las peticiones de inscripción en el 
registro, anexando todos los documentos exigidos por la ley. 
 
La dirección regional o inspección de trabajo, disponen de las veinticuatro horas siguientes, 
para enviar la solicitud con sus anexos a la división de reglamentación y registro sindical, 
en ésta se designa a un funcionario para que decida sobre la solicitud. Para el caso de 
Bogotá, se dará curso el mismo día de la recepción. 
 
Las resoluciones que se generen, se notificarán en los términos estipulados en el Código 
Contencioso Administrativo, y al empleador en los casos que fuere necesario, siendo 
procedentes los recursos de ley. 
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Al respecto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, Subsección B, sentencia del 11 de julio de 2002, en la acción de tutela referencia: 
3413, consideró que la actuación administrativa concluye con la inscripción en el registro 
de las organizaciones sindicales; el cual por sus propiedades y características se asimila 
legalmente a los actos administrativos, procediendo los recursos de la vía gubernativa. En 
estos términos, confirmó el fallo proferido por el Tribunal Administrativo del Atlántico el 3 
de abril de 2002. 
 
Con posterioridad, el Ministerio de la Protección Social reglamentó el trámite interno para 
el registro sindical, expidiendo la Resolución 626 del 22 de febrero de 2008, “Por la cual 
se deroga la Resolución 1651 de 2007 y se modifican los artículos 2°, 3° y 5° de la 
Resolución 01875 de 2002”. Consagra un término de cinco días hábiles, contados desde el 
momento de radicación de la petición con sus anexos, para que el funcionario competente a 
través de acto administrativo, susceptible de recursos que agoten la vía gubernativa, 
proceda a la inscripción requerida. Caso contrario, citando la disposición que considere 
quebrantada, el funcionario procederá a negarla, cuando determine que la organización 
sindical omitió los requisitos exigidos para su constitución; que su finalidad no se ajusta al 
derecho de asociación; que los estatutos son contrarios a la Constitución y la ley; que la 
asociación infrinja la clasificación legal; que los afiliados sean trabajadores de empresas y 
hagan parte de una organización sindical de industria o por rama de actividad económica, 
sin corresponder a éstas, o se integre por trabajadores de una misma empresa. 
 
Estipula igual término de cinco días hábiles posteriores al radicado de la petición, para que 
el funcionario objete la inscripción de registro, cuando a la solicitud no se alleguen todos 
los documentos exigidos para tal efecto; una vez aportados, procederá en forma inmediata 
al registro. Si en un lapso de dos meses, contados desde la comunicación de la decisión, 
persisten las objeciones, se ordena el archivo, considerándose como un desistimiento por 
parte de la organización sindical, que posteriormente podrá solicitarla.      
 
Indica que ante la falta de decisión por parte del funcionario competente, transcurridos 
quince días desde la presentación de la solicitud, surge la inscripción inmediata de la 
organización sindical. 
 
Se constituye en una obligación para la organización sindical, la publicación por una vez, 
del acto administrativo mediante el cual se inscribe su registro, dentro de los diez días 
posteriores a la ejecutoria, en un diario de reconocida divulgación nacional. En un término 
máximo de cinco días hábiles siguientes a la fecha de publicación, se debe consignar un 
ejemplar en el registro sindical del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, hoy 
Ministerio de la Protección Social. De conformidad con los artículos 367 y 368, subrogados 
por el artículo 47 de la ley 50 de 1990. 
 
En relación con los efectos jurídicos de la inscripción el artículo 372 del Código Sustantivo 
del Trabajo, subrogado por el artículo 50 de la ley 50 de 1990, modificado por el artículo 6° 
de la ley 584 de 2000, dispuso: “Ningún sindicato puede actuar como tal, ni ejercer las 
funciones que la ley y sus respectivos estatutos le señalen, ni ejercitar los derechos que le 
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correspondan, mientras no se haya inscrito el acta de constitución ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y sólo durante la vigencia de esta inscripción. 
 
En los municipios donde no exista Oficina del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, 
la inscripción se hará ante el alcalde, quien tendrá la responsabilidad de enviar la 
documentación a la oficina del ministerio del municipio más cercano, dentro de las 
veinticuatro (24) horas siguientes. A partir de la inscripción se surten los efectos legales”.  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-695 del 9 de julio de 2008, con ponencia del  
magistrado Jaime Araujo Rentería declaró la exequibilidad condicionada del inciso primero 
del artículo 372 del CST: “… en el entendido de que la inscripción del acta de constitución 
del sindicato ante el Ministerio de la Protección Social cumple exclusivamente funciones 
de publicidad, sin que ello autorice a dicho ministerio para realizar un control previo 
sobre el contenido de la misma…”. 
 
 
4.8 Asamblea general.  El legislador concedió facultades expresas para que las mayorías 
congregadas en asamblea general, fueran las responsables de tomar decisiones 
trascendentales para el futuro de la organización sindical, garantizando los principios 
democráticos de participación y transparencia; controlando la posible desviación de poder y 
extralimitación de otros órganos que la conforman. Estas se encuentran estipuladas en el 
artículo 376 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 16 de la ley 11 
de 1984: “Son de atribución exclusiva de la asamblea general los siguientes actos: la 
modificación de los estatutos, la fusión con otros sindicatos; la afiliación a federaciones o 
confederaciones y el retiro de ellas; la sustitución en propiedad de los directores que 
llegaren a faltar y la destitución de cualquier director; la expulsión de cualquier afiliado; 
la fijación de cuotas extraordinarias; la aprobación del presupuesto general; la 
determinación de la cuantía de la caución del tesorero; la asignación de los sueldos; la 
aprobación de todo gasto mayor de un equivalente a diez (10) veces el salario mínimo 
mensual más alto; la adopción de pliegos de peticiones que deberán presentarse a los 
patronos a más tardar dos (2) meses después; la designación de negociadores; la elección 
de conciliadores y de árbitros; la votación de la huelga en los casos de la ley y la 
disolución o liquidación del sindicato”.  
 
A su vez en su parágrafo, adicionado por el artículo 51 de la ley 50 de 1990, se determinó 
que: “Cuando en el conflicto colectivo esté comprometido un sindicato de industria o 
gremial que agrupe más de la mitad de los trabajadores de la empresa, éstos integrarán la 
asamblea para adoptar pliegos de peticiones, designar negociadores y asesores y optar por 
la declaratoria de huelga o someter el conflicto a la decisión arbitral”. 
 
El artículo anterior ha sido objeto de varios pronunciamientos de la Corte Constitucional. 
Así, en la sentencia C-271 del 28 de abril de 1999, con ponencia del magistrado Antonio 
Barrera Carbonell, se declararon exequibles las expresiones: “la votación de la huelga en 
los casos de la ley” del inciso primero del artículo 376, y “optar por la declaratoria de 
huelga” del parágrafo del mismo artículo. Indicando que la consagración legal no viola 
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derechos sindicales y por el contrario es acorde a las exigencias constitucionales y a los 
convenios 87 y 98 de la OIT, que protegen todos los derechos inherentes a la libre 
asociación sindical, y garantizan el derecho de huelga; más aún cuando las determinaciones 
se adoptan acogiendo el fuero interno del sindicado, dentro de ellas la decisión de entrar en 
huelga, una de las de mayor trascendencia. 
 
A través de la sentencia C-797 de 2000, la Corte declaró la exequibilidad de los siguientes 
términos: “la determinación de la cuantía de la caución del tesorero”; fundamentada en la 
efectiva protección de los presupuestos a cargo de la organización sindical, sin que conlleve 
transgresión a la Constitución el hecho que la asamblea general fije el monto y requisitos 
para materializar la obligación; “la asignación de los sueldos” en atención a que es decisión 
de la asamblea general para el funcionamiento de la organización sindical, fijar la 
graduación de los salarios de acuerdo a los servicios prestados, en aras de una mayor 
trasparencia y participación. Situación que no viola la Constitución ni el Convenio 87 de la 
OIT.; y por último, la exequibilidad condicionada de la expresión: “la aprobación de todo 
gasto mayor de un equivalente a diez (10) veces el salario mínimo mensual más alto”; 
considerando que el monto mínimo indicado, se constituye en un obstáculo o limitación 
para el manejo de los diferentes gastos normales o perentorios, al pretender reunir 
frecuentemente a la asamblea general con este propósito, generándose un desgaste 
administrativo innecesario. Condicionado a que operará en los eventos que no hayan sido 
incluidos en el presupuesto y el gasto sea mayor a dicho valor.     
 
El parágrafo del artículo en cita fue declarado inexequible en la sentencia antes aludida, por 
ser contrario a lo dispuesto en el artículo 39 de la Constitución Nacional y al convenio 87 
de la OIT artículo 3° numeral 1°. Sostuvo la Corte que no atañe al legislador regular lo 
concerniente a la representación de los trabajadores sindicalizados, porque se viola el 
derecho al libre ejercicio de asociación sindical. Por otra parte y con fundamento en la 
sentencia C-567 de 2000 que declaró la inexequibilidad del numeral 3° del artículo 26 del 
decreto legislativo 2351 de 1965, que establecía: “si ninguno de los sindicatos agrupa a la 
mayoría de los trabajadores de la empresa, la representación corresponderá 
conjuntamente a todos ellos. El Gobierno reglamentará la forma y modalidades de esta 
representación”, concluye que es potestativo de las agremiaciones sindicales determinar su 
representación, en todos los casos, independientemente de la clasificación o número de 
afiliados que la integren que no puede ser inferior a veinticinco. 
 
Finalmente, en sentencia C-674 del 2 de julio de 2008, con ponencia del magistrado Marco 
Gerardo Monroy Cabra, la Corte Constitucional decidió estarse a lo resuelto en las 
sentencias C-271 de 1999 y C-797 de 2000. Y al no existir pronunciamiento previo del Alto 
Tribunal, declaró la exequibilidad de las demás expresiones contenidas en la norma 
acusada, por no ser violatorias del artículo 39 de la Constitución Nacional y artículo 3° del 
Convenio 87 de la OIT. 
 
Argumentó que, las reformas de los estatutos se deben acoger por aprobación mayoritaria 
de los asistentes a la asamblea general, en acatamiento a lo dispuesto por el reglamento y 
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porque es facultativo en desarrollo del derecho fundamental de asociación sindical 
adoptarlo o reformarlo.   
   
Que, las atribuciones legales reconocidas a la asamblea general para liquidar, disolver, 
fusionar el sindicato, aprobar el pliego de peticiones, ingresar o retirarse de las 
confederaciones o federaciones, tienen como finalidad involucrar democráticamente a los 
afiliados en el destino de la organización sindical, fortaleciendo su participación. 
 
En otras gestiones que son relevantes para el eficaz desarrollo de la organización; la 
asamblea general del sindicato cuenta con facultades para el nombramiento de 
negociadores, conciliadores, árbitros; expulsión de asociados; designación y desvinculación 
del director. Seleccionando a personas capacitadas, que puedan ejercer la vocería y defensa 
de los afiliados. Resalta la Corte que el legislador con estas atribuciones concedidas a la 
asamblea general, previene la intervención y abuso de poder de otros estamentos sindicales. 
A quienes tampoco se les puede asignar lo relativo a la determinación de cuotas 
extraordinarias, ni la discusión del presupuesto general en aras de garantizar la trasparencia 
y prevenir la ejecución de actos arbitrarios.  
 
Concluye la providencia señalando que “La norma impugnada, entonces, resulta idónea, 
necesaria, adecuada y proporcionada para garantizar la estructura y funcionamiento 
democrático de los sindicatos porque exige la participación efectiva y verdadera de sus 
afiliados”. 
 
- Reuniones de la asamblea general. Es potestativo de la asamblea convocar a sesiones 
cuando lo considere necesario, no obstante, el artículo 385 del Código Sustantivo del 
Trabajo, obliga a hacerlo en un término no mayor a seis meses
33
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33
   La Corte Constitucional en sentencia C-674 del 2 de julio de 2008 con ponencia del magistrado Marco Gerardo 
Monroy Cabra, declaró la exequibilidad de la totalidad del artículo en cita, con los siguientes argumentos: “Como punto 
de partida para el análisis, debe tenerse en cuenta que la norma acusada consagra el mínimo de reuniones a las que debe 
convocarse a la asamblea del sindicato (2 al año), pues la ley confiere a sus estatutos la facultad para determinar un 
número superior a ellas. De ahí que, esa disposición no desconoce la autonomía sindical para regular el número de 
reuniones de la asamblea porque, a pesar de que señala un mínimo anual, le deja un margen de libertad importante para 
que los estatutos señalen más convocatorias al año. Ahora, si se tiene en cuenta que la asamblea es el órgano máximo de 
la organización sindical, es lógico inferir que, en aplicación del principio democrático a la participación, la ley puede 
exigir que los estatutos de la misma permitan la mayor participación posible de sus miembros, por lo que es válido que la 
ley hubiere limitado la autonomía del sindicato y hubiere regulado el número mínimo de reuniones al año. Pero, es más, 
las relaciones obrero patronales y el sentido mismo de la creación de sindicatos como mecanismo adecuado para 
defender intereses comunes y dar solución pacífica a conflictos, exige la adopción de instrumentos que realmente faciliten 
la mayor participación de las partes; de ahí que las reuniones del pleno de los afiliados tienen un sentido claramente 
participativo y un carácter instrumental para la materialización del ejercicio activo del derecho de asociación sindical. 
Entonces, a juicio de la Corte, resulta razonable en la aplicación de los principios democráticos que la ley señale como 
mínimo el derecho de los afiliados a reunirse en asamblea dos veces al año, porque constituye un elemento necesario 
para exigir la comunicación constante entre todos los miembros del sindicato y su total compromiso con las metas y 
objetivos que los involucran, resulta adecuado para ejercer un control directo y serio de la gestión de los representantes 
que materializa la democracia participativa en las organizaciones sindicales. Finalmente, no se considera 
desproporcionado exigirle a los miembros de las organizaciones sindicales que, un mínimo de dos veces al año, hagan 
presencia, participen y expresen sus preocupaciones en asuntos de interés colectivo…”. 
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- Quórum decisorio. En cuanto al quórum para tomar decisiones vinculantes, debe 
estipularse en los estatutos, que para todos los efectos no será menor a la mitad más uno de 
los asociados; contabilizando únicamente los votos de los asistentes a la asamblea, como lo 
refiere el artículo 386 del Código Sustantivo del Trabajo.   
 
- Representación de los socios en la asamblea. Adicionalmente, el artículo 387 indica que 
al imposibilitarse el cumplimiento del quórum exigido, ante circunstancias en las que sea 
dispendiosa la presencia de los asociados, por diferentes motivos, como la ubicación 
territorial; la clase de labores desarrolladas, por el ejercicio profesional; o ser desmedido el 
número de integrantes, los estatutos pueden incluir mecanismos que hagan efectiva su 
representación en la asamblea general
34
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- Prueba de cumplimiento. En todos los eventos, la copia del acta es prueba suficiente 
para demostrar los actos expedidos por la asamblea general en uso de sus facultades legales 
y estatutarias, o los casos que se exijan mayorías o la aplicación de procedimientos 
especiales, donde conste el tema específico en el acta correspondiente, en los términos del 
artículo 377 del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
 
4.9 Régimen interno.  Las directrices para determinar la regulación interna de los 
sindicatos en aspectos concernientes a la votación secreta, libros, presupuesto, caución del 
tesorero, depósito de los fondos, contabilidad, expulsión o separación de sus miembros, y 
retención de cuotas sindicales, se encuentran consagradas en la siguiente normatividad: 
 
 
                                                             
34  La Corte Constitucional en sentencia C-674 del 2 de julio de 2008 con ponencia del magistrado Marco Gerardo 
Monroy Cabra, declaró la exequibilidad de los artículos 386 y 387 del Código Sustantivo del Trabajo, argumentando: “En 
cuanto a los artículos 386 y 387 del Estatuto del Trabajo, según los cuales, la asamblea general del sindicato debe 
deliberar con un quórum que no podrá ser inferior a la mitad más uno de los afiliados, para lo cual sólo se computarán 
los votos de los socios presentes y, en caso de que esa regla resulte impracticable, se admite que los estatutos determinen 
otros sistemas que garanticen la representación de los afiliados en la asamblea. Una manifestación directa y clara de la 
aplicación de los principios democráticos en el seno de las organizaciones privadas con relevancia social es la 
aplicación de la mayor participación de los afiliados en la toma de decisiones importantes para el futuro de la 
colectividad. Entonces, sólo si se diseñan instrumentos con estructura participativa que aseguren la representación 
adecuada de todos los miembros del sindicato, es posible predicar la democratización de las organizaciones sindicales. 
El escenario natural de la participación de los afiliados en el sindicato es la asamblea general y sólo si existe una 
mayoría real para la toma de decisiones es factible la representación efectiva y real de los intereses del gremio. Por esas 
razones, a juicio de la Sala, la mayoría que representa la mitad más uno de los afiliados es la más adecuada para 
preservar los principios democráticos en el sindicato, con mayor razón si se tiene claro que el quórum deliberatorio es un 
requisito mínimo indispensable para el normal funcionamiento y organización de los sindicatos. Entonces, la democracia 
se basa, como regla de más usual identificación, en la adopción de decisiones mediante el sistema de mayorías y la 
aplicación más adecuada de esa regla es la mayoría absoluta de los afiliados, tal y como lo prevé la norma acusada; por 
lo que es evidente que ésta no sólo no contradice la Constitución sino que la desarrolla. Ahora, por esa misma razón, 
también es válido constitucionalmente que el legislador hubiere establecido una excepción a dicha regla y hubiere 
permitido que, en caso de que la mayoría absoluta de los afiliados constituya un quórum tan rígido que impida el normal 
ejercicio de las funciones de la asamblea, los estatutos dispongan otro sistema que garantice la representación real y 
efectiva de los intereses de todos los afiliados…”. 
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- Votación secreta. Como lo indica el artículo 392 del Código Sustantivo del Trabajo, es 
potestativo de los afiliados en el desarrollo de las sesiones de la asamblea general o de la 
junta directiva, la solicitud de votación secreta y la inclusión en el acta de quienes 
participen en las decisiones que se adopten. El rechazo a cualquiera de las peticiones genera 
vicios de nulidad.  
 
Este artículo fue declarado exequible por  la Corte Constitucional en sentencia C-542 del 28 
de mayo de 2008, con ponencia del magistrado Jaime Córdoba Triviño, por las siguientes 
razones: “Al respecto precisa la Corte, que en el marco del principio democrático que 
orienta el proceso deliberatorio en las diferentes instancias de la organización sindical, la 
expresión “la no aceptación” contenida en el artículo 392 del Código Sustantivo del 
Trabajo, debe ser entendida como la no tramitación de una solicitud de un miembro del 
sindicato encaminada a que se haga constar los nombres de quienes se encuentran 
presentes en el momento de tomar una determinación, o a que la votación sea secreta. Lo 
que la norma garantiza es el derecho a la efectiva participación de los miembros del 
sindicato a través de los mecanismos que prevé el precepto. La eficacia del principio 
democrático impone que una solicitud en cualquiera de los sentidos señalados, sea 
sometida a consideración de la Junta o Asamblea para que sea cualquiera de estos 
órganos, según el caso, el que defina positiva o negativamente la solicitud del asociado. En 
consecuencia, lo que genera la nulidad a que alude el precepto acusado no es una decisión 
mayoritaria que defina negativamente la solicitud formulada por el asociado, la cual 
estaría amparada por los principios democráticos y de autonomía sindical. Lo que se 
constituye en causal de nulidad del acto o votación, conforme al precepto, es el 
desconocimiento, la omisión de trámite, o la negativa de someter a consideración del 
respectivo órgano una solicitud en cualquiera de los sentidos a que alude la 
disposición…”. 
 
- Libros. De conformidad con el artículo 393 del Código Sustantivo del Trabajo, 
modificado por el artículo 18 de la ley 11 de 1984, se exige a las agremiaciones sindicales, 
suscrita la respectiva acta de fundación e instalada la junta directiva provisional, llevar 
libros básicos, como son: “de afiliación; de actas de la asamblea general; de actas de la 
junta directiva; de inventarios y balances; y de ingresos y de egresos”, debidamente 
foliados, rubricados y registrados con antelación por el inspector del trabajo competente; 
para la ejecución y control de la gestión a desarrollar.      
 
Para garantizar la veracidad de los hechos y demás circunstancias plasmadas en los 
diferentes libros, éstos deben permanecer sin  ninguna alteración de folios o del contenido. 
Las correcciones que sean necesarias se harán por anotación adicional. Al incurso en 
desacato, sin que sean excluyentes las sanciones penales, le genera una sanción pecuniaria a 
favor del  sindicato, impuesta por el inspector de trabajo, que oscila entre uno a treinta días 
del salario mínimo mensual más alto; y en cuantía del 50% de ésta, para los directivos y 
otros empleados por omisión en la denuncia de los hechos ante el inspector del trabajo, y 
por la falta de gestión para sancionar al infractor. 
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- Presupuesto. Otorga el artículo 394 del Código Sustantivo del Trabajo modificado por el 
artículo 19 de la ley 11 de 1984, la facultad exclusiva a la asamblea general para la 
aprobación del presupuesto anual de gastos de la organización sindical; las partidas no 
incluidas en éste, serán sometidas a consideración de la asamblea. Exceptuando las que se 
generen por el desarrollo de las huelgas que aprueben
35
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- Caución del tesorero. Se exige a los tesoreros como garantía de su gestión pagar una 
caución en beneficio del sindicato; corresponde a la asamblea general determinar los 
requisitos y valor de la misma, cuya copia debe allegarse al hoy Ministerio de la Protección 
Social. En acatamiento del artículo 395 del CST. 
 
- Depósito de los fondos. El artículo 396 del Código Sustantivo del Trabajo modificado 
por el artículo 20 de la ley 11 de 1984, exige que los recursos económicos de los sindicatos 
se depositen en entidades bancarias y de ahorros; que las órdenes de pago y los retiros 
cuenten con las firmas del presidente, tesorero y fiscal; disponiendo en efectivo únicamente 
del equivalente a un salario mínimo mensual más alto, para atender consumos mínimos, de 
acuerdo con lo determinado en los estatutos.  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-797 del 29 de junio de 2000 con ponencia del 
magistrado Antonio Becerra Carbonell, declaró la exequibilidad del artículo 396 del CST, 
considerando que: “A juicio de la Corte es justificada la aludida regulación, porque ella 
busca atender una finalidad legítima como es la protección y el adecuado manejo del 
patrimonio y de los recursos de las organizaciones sindicales…”. 
  
- Expulsión de miembros. Como lo indica el artículo 398 del CST, es facultativo de la 
asociación sindical tomar la decisión de expulsar a cualquiera de sus afiliados, siempre que 
la decisión se tome mediante votación por mayoría absoluta de sus integrantes.  
 
                                                             
35   En relación con este artículo, la Corte Constitucional en sentencia C-797 del 29 de junio de 2000, con ponencia del 
magistrado Antonio Becerra Carbonell, declaró la inexequibilidad del texto: “Sin perjuicio de las prohibiciones o de los 
requisitos adicionales que los estatutos prevean, todo gasto que exceda del equivalente al salario mínimo mensual más 
alto, con excepción de los sueldos asignados en el presupuesto, requiere la aprobación previa de la junta directiva, los 
que excedan del equivalente a cuatro (4) veces el salario mínimo más alto, sin pasar del equivalente a diez (10) veces el 
salario mínimo más alto y no estén previsto en el presupuesto, necesitan, además, la refrendación expresa de la asamblea 
general, con el voto de la mayoría absoluta de los afiliados; y los que excedan del equivalente a diez (10) veces el salario 
mínimo mensual más alto aunque estén previstos en el presupuesto, la refrendación de la asamblea general, por las dos 
terceras partes (2/3) de los votos de los afiliados”, bajo los siguientes argumentos: “Aprecia la Corte que el legislador no 
puede intervenir o injerir en aquéllos aspectos que conciernen al núcleo básico o esencial de la autonomía administrativa, 
patrimonial y financiera de las organizaciones sindicales. Son los estatutos de éstas los que deben determinar lo relativo 
a la aprobación de su presupuesto por la asamblea general, que debe contener el estimativo de sus ingresos y egresos, y 
los gastos no previstos en éste que requieren aprobación de la junta directiva o de la asamblea general; aunque como se 
dijo antes al analizar la constitucionalidad del art. 376, puede justificarse que los gastos que superen la cuantía allí 
determinada, siempre que no estén previstos en el presupuesto, requieran aprobación expresa de dicha asamblea. Un 
examen detenido de la mencionada disposición permite deducir que ella contiene una serie de regulaciones, que van 
hasta el detalle, en lo concerniente a la forma como los sindicatos deben manejar sus recursos económicos, que se juzgan 
innecesarias, irracionales, desproporcionadas y, por ende, violatorias del derecho de la libertad sindical…”.           
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La Corte Constitucional mediante sentencia C-466 del 14 de mayo de 2008 con ponencia 
del magistrado Jaime Araújo Rentería, declaró la exequibilidad condicionada del artículo 
398 del CST, señalando que la decisión que conlleve la expulsión de los asociados 
sindicalmente, siempre debe respetar el principio constitucional del debido proceso, 
acogiendo los términos de la sentencia, al considerar: “En este sentido es claro para la 
Corte, que las organizaciones sindicales en el procedimiento para la expulsión de sus 
miembros deben respetar el debido proceso consagrado en el artículo 29 Superior, lo cual 
incluye (i) en primer lugar, el respeto del principio de legalidad, de tal manera que los 
motivos o causales de expulsión deben estar previamente determinados y reglamentados en 
los estatutos de la organización sindical; (ii) en segundo lugar, la observancia de las 
formas y procedimientos que se hayan establecido y regulado previamente en los estatutos 
de la organización sindical para la procedencia de la expulsión de miembros de la misma; 
y (iii) en tercer lugar, la garantía del pleno ejercicio del derecho de defensa por parte del 
miembro o miembros a los cuales se pretende expulsar de la organización sindical…”. 
 
- Separación de miembros. Será retirado el afiliado de la asociación sindical, que en forma 
voluntaria, por el término de un año, se abstenga de desempeñar su profesión u oficio, cuya 
protección y garantía promueve el sindicato. Como lo establece el artículo 399 del Código 
Sustantivo del Trabajo
36
. 
 
- Retención de cuotas sindicales. A partir del momento de la afiliación a la agremiación 
sindical los trabajadores se obligan a contribuir periódicamente con las cuotas ordinarias y 
las extraordinarias que se requieran para su funcionamiento. Como lo establece el artículo 
400 del CST subrogado por el artículo 23 del decreto 2351 de 1965:  
 
1. “Toda asociación sindical de trabajadores tiene derecho a solicitar (con el voto de 
las dos terceras partes de sus miembros), que los patronos respectivos deduzcan de 
los salarios de los trabajadores afiliados y pongan a la disposición del sindicato, el 
                                                             
36  Este artículo fue declarado exequible condicionalmente por la Corte Constitucional en sentencia C-797 del 29 de junio 
de 2000, con ponencia del magistrado Antonio Barrera Carbonell, bajo el entendido de que el dejar de ejercer la profesión 
u oficio debe ser voluntaria. Indica la decisión: “Esta norma indica que los sindicatos deben separar a los afiliados que en 
forma voluntaria hayan dejado de ejercer durante un año la profesión u oficio y  cuyos intereses defiende la organización 
sindical. Observa la Corte que requisito previo para afiliarse a un sindicato es el ejercicio de una actividad laboral en 
conjunto con otras personas; éstas justamente, conforme a lo previsto en el art. 39 de la Carta se unen en una asociación 
cuyo propósito es el mejoramiento de las condiciones de los trabajadores en general y de cada uno de ellos en particular. 
De esta suerte, si alguien, de manera voluntaria deja de ejercer la profesión u oficio de que se trata, resulta una 
consecuencia lógica de ello que, de la misma manera, deje entonces de pertenecer al sindicato al que antes, cuando era 
trabajador, se encontraba afiliado. Con todo, resulta indispensable hacer hincapié en que esa terminación de la 
condición de trabajador de la empresa respectiva sea voluntaria, requisito éste que no se cumplirá cuando el trabajador 
deja de ejercer material y realmente la labor contratada para cumplir, durante un tiempo funciones de carácter sindical, 
lo que ocurre, por ejemplo, cuando se le concede por el empleador, para ese fin, una “comisión” o “permiso sindical”, 
pues es claro que, en este caso, no hay la decisión de abandonar la condición de trabajador, sino otra: la de asumir la 
defensa de los afiliados al sindicato en una posición de dirección y, entonces, precisamente en garantía del derecho de 
asociación sindical, habrá que entender que en eventos tales la norma acusada no puede interpretarse en el sentido de 
que se hubiere dado el supuesto de dejar de ejercer la profesión u oficio para cuya defensa y mejoramiento fue creado el 
sindicato. En estas circunstancias, la norma habrá de declararse exequible, en forma condicionada y para este 
efecto…”.   
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valor de las cuotas ordinarias o extraordinarias con que aquellos deben contribuir. 
La retención de las cuotas extraordinarias requiere copia autenticada del acta de 
la asamblea sindical en que fueron aprobadas. Para la retención de las cuotas 
ordinarias bastará que el secretario y el fiscal del sindicato comuniquen 
certificadamente al patrono su valor y la nómina de sus afiliados.  
2.  Cesará la retención de cuotas sindicales a un trabajador a partir del momento en 
que aquél, o el sindicato, comunique por escrito al patrono el hecho de la renuncia 
o expulsión; quedando a salvo el derecho del sindicato en caso de información 
falsa del trabajador.  
3.  Previa comunicación escrita y firmada por el presidente, el fiscal y el tesorero de 
la federación, confederación o central sindical, el empleador deberá retener y 
entregar las cuotas federales y confederales que el sindicato esté obligado a pagar 
a esos organismos de segundo y tercer grado a los cuales está afiliado. Para tal 
efecto se deberán adjuntar los estatutos y constancia de afiliación del sindicato 
emitida por la respectiva federación, confederación o central sindical (Numeral 
modificado por el artículo 11 de la ley 584 de 2000)”. 
  
La Corte Constitucional al estudiar la constitucionalidad del artículo 400 del CST, en 
sentencia C-797 del 29 de junio de 2000, con ponencia del Magistrado Antonio Barrera 
Carbonell declaró la inexequibilidad del texto: “con el voto de las dos terceras partes de 
sus miembros” y la exequibilidad de las expresiones: “secretario y el fiscal” contenidas en 
el numeral 1°, “y firmada por el presidente, el fiscal y el tesorero” incluida en el numeral 
3°, con fundamento en los siguientes argumentos: “Observa la Corte que la expresión 
acusada del numeral 1 del art. 400 que dice “con el voto de las dos terceras partes de sus 
miembros” es inconstitucional, porque comporta una intervención injustificada e 
irracional del legislador en un asunto que atañe exclusivamente a la organización sindical 
dentro del ámbito de la libertad sindical, que además, obstaculiza o dificulta que los 
sindicatos puedan recaudar oportunamente dichas cuotas. Nada puede disponer la ley en 
relación con la forma como se deben llevar a cabo las votaciones para la adopción de 
decisiones en el seno de las organizaciones sindicales, en asuntos que conciernen con el 
manejo de su patrimonio. No sucede lo propio con los demás apartes demandados del 
mismo numeral 1 y 3, en relación con las formalidades que deben cumplirse para que el 
patrono lleve a cabo la retención de las cuotas ordinarias con que deben contribuir los 
afiliados al sindicato, asi como la retención de las cuotas federales y confederales a cargo 
del sindicato, pues ello en nada afecta la autonomía y el derecho de libertad sindical. Se 
busca simplemente con dichas normas que el empleador tenga certeza, para efectos de la 
aludida retención, que ésta se exige por los órganos que tienen la representación del 
sindicato. Conforme a lo anterior se declarará inexequible en relación con el numeral 1 
del art. 400 la expresión “con el voto de las dos terceras partes de sus miembros” y 
exequible la expresión “secretario y el fiscal”. Igualmente se declarará exequible la 
expresión “y firmada por el presidente, el fiscal y el tesorero”  contenida en el numeral 3 
del art. 400…”.  
       
Por otra parte, ante la indebida retención de las cuotas recaudadas por el empleador con 
destino a la organización sindical, la Corte Constitucional en sentencia T-300 del 16 de 
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marzo de 2000 con ponencia del magistrado José Gregorio Hernández Galindo, consideró 
que constituyen una violación directa del derecho de asociación sindical, el debilitamiento 
económico de los sindicatos. En aquella oportunidad sostuvo: “El objetivo primordial de 
las asociaciones consiste en velar por los intereses comunes de sus asociados y no puede 
desde ningún punto de vista desarrollar plenamente su objeto si no cuenta con los bienes y 
recursos económicos necesarios para su subsistencia. Por lo tanto, en la materia aludida 
en este proceso, si el empleador tiene la obligación legal de deducir del salario el valor 
correspondiente a las cuotas de sostenimiento de la asociación, y así mismo entregarlas al 
sindicato, la retención indebida o la mora en el pago a la respectiva organización sindical, 
además de implicar un acto de deshonestidad que podría ser constitutivo de delito, coloca 
en grave peligro la existencia de la organización sindical en cuanto la asfixia en uno de 
sus elementos esenciales. La asociación requiere necesariamente de las cuotas de 
sostenimiento  para poder funcionar y para realizar las actividades propias de su objeto. 
Tal conducta viola directamente el derecho fundamental de  asociación, reconocido 
expresamente, en los términos dichos, en el artículo 39 de la Constitución. La Corte 
Constitucional considera que los sindicatos, aparte de las acciones penales a que haya 
lugar, pueden acudir a la acción de tutela para proteger su derecho de asociación cuando 
el empleador retiene de manera indebida o incurre en mora para consignar los aportes 
sindicales, toda vez que ellas "son una especie de mínimo vital necesario para la 
subsistencia del sindicato" (Sentencia T-324 del 2 de julio de 1998. M.P.: Dr. Antonio 
Barrera Carbonell). Por lo expuesto, en el caso bajo examen se observa que la entidad 
demandada ha vulnerado el derecho de asociación de la organización demandante, al 
retener indebidamente el pago de las cuotas sindicales, atentando así contra la existencia 
de aquélla, que se ha visto imposibilitada para desarrollar sus actividades propias, en 
razón de la falta de suficientes recursos económicos. Se concederá la tutela y se pondrá el 
caso en conocimiento del Fiscal General de la Nación y del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, para lo de sus respectivas competencias…”. 
 
 
4.10 Facultades y funciones sindicales.  A las asociaciones sindicales se les han otorgado 
tanto funciones generales como adicionales, para el cabal ejercicio de sus actividades.  
 
- Funciones generales. Los sindicatos tienen como objetivo fundamental optimizar las 
relaciones de trabajo, adicionalmente la consecución de ingresos o prebendas en beneficio 
de sus afiliados
37
.  
                                                             
37  El Código Sustantivo del Trabajo en el artículo 373 enumera las funciones principales de los sindicatos, así: 
“1. Estudiar las características de la respectiva profesión y los salarios, prestaciones, honorarios, sistemas de protección 
o de prevención de accidentes y demás condiciones de trabajo referentes a sus asociados para procurar su mejoramiento 
y su defensa. 2. Propulsar el acercamiento de patronos y trabajadores sobre las bases de justicia, de mutuo respeto y de 
subordinación a la ley y colaborar en el perfeccionamiento de los métodos peculiares de la respectiva actividad y en el 
incremento de la economía general. 3. Celebrar convenciones colectivas y contratos sindicales, garantizar su 
cumplimiento por parte de sus afiliados y ejercer los derechos y acciones que de ellos nazcan. 4. Asesorar a sus 
asociados en la defensa de los derechos emanados de un contrato de trabajo o de la actividad profesional 
correspondiente, y representarlos ante las autoridades administrativas, ante los patronos y ante terceros. 5. Representar 
en juicio o ante cualesquiera autoridades u organismos los intereses económicos comunes o generales de los agremiados 
o de la profesión respectiva, y representar esos mismos intereses ante los patronos y terceros en caso de conflictos 
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En jurisprudencia del Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 9 de julio de 
1985, expediente 6935, se afirmó que los sindicatos están facultados para promover 
acciones judiciales siempre que se deriven de una convención colectiva, al considerar que: 
“… frente a las facultades sindicales del artículo 373 de la actual codificación laboral, 
estima la Sala que los intereses jurídicos colectivos o individuales de los trabajadores, 
distintos de los que emanen de una convención colectiva, no pueden ser representados en 
juicio por la organización sindical, ni aun en el supuesto de que hubiera recibido 
delegación o mandato por parte de sus afiliados…”. 
 
En concordancia, el Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 5 de diciembre de 
1991, dispuso que los sindicatos están facultados para promover las acciones judiciales que 
se deriven de la convención colectiva o aquellas tendientes a la protección de los intereses 
de la asociación. En aquella oportunidad manifestó: “Es claro el texto de estos preceptos en 
el sentido de que los sindicatos pueden representar a sus afiliados siempre que se trate de 
asuntos relacionados con la convención colectiva o para defender los intereses económicos 
comunes o generales de los sindicalizados. No es tal el caso del conflicto que culminó con 
la imposición de una multa a la empresa, revocada luego por el acto que aquí se impugna: 
es éste un conflicto jurídico individual no derivado de convención colectiva, porque 
presupone la violación de normas legales que consagran derechos individuales de los 
trabajadores. En este tipo de conflictos la acción judicial corresponde individualmente a 
cada uno de los trabajadores interesados…”. 
 
La Corte Constitucional, en sentencia T-550 del 30 de noviembre de 1993 con ponencia del 
magistrado José Gregorio Hernández Galindo, manifestó que los trabajadores 
sindicalizados no tienen legitimación en la causa para representar a otros, al considerar: 
“Efectuado el necesario análisis en el asunto que nos ocupa, encuentra la Corte que, según 
ya se dijo, quien ejerció la acción de tutela no fue el sindicato de trabajadores como tal en 
cuyo evento ha debido actuar su representante legal, bien para instaurar la acción en 
forma directa, ya para conferir el correspondiente poder sino que lo hizo un grupo de 
personas que dijeron ser trabajadores de Colgate y miembros del sindicato aunque en 
forma alguna acreditaron tales calidades y estar agrupadas por el común interés frente a 
la compañía demandada. Los solicitantes reclamaron protección a su derecho de 
asociación sindical por considerar que la empresa lo violaba al mantener vigente, a la par 
con la convención colectiva celebrada con el sindicato, un pacto colectivo aplicable a los 
trabajadores no sindicalizados, en cuya virtud se tiene una diferencia de cuatro meses (en 
contra de los sindicalizados) en las fechas periódicas en las cuales entran en vigencia los 
aumentos salariales. El asunto en controversia afirman los peticionarios los compromete 
                                                                                                                                                                                         
colectivos que no hayan podido resolverse por arreglo directo, procurando la conciliación. 6. Promover la educación 
técnica y general de sus miembros.  7. Prestar socorro a sus afiliados en caso de desocupación, enfermedad, invalidez o 
calamidad. 8. Promover la creación y fomentar el desarrollo de cooperativas, cajas de ahorros, préstamos y auxilios 
mutuos, escuelas, bibliotecas, institutos técnicos o de habilitación profesional, oficinas de colocación, hospitales, campos 
de experimentación o de deportes y demás organismos adecuados a los fines profesionales, culturales, de solidaridad y 
previsión contemplados en los estatutos. 9. Servir de intermediarios para la adquisición y distribución entre sus afiliados 
de artículos de consumo, materias primas y elementos de trabajo a precio de costo. 10. Adquirir a cualquier título y 
poseer los bienes inmuebles y muebles que requieran para el ejercicio de sus actividades”. 
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como trabajadores de Colgate, perjudicados por la situación enunciada, pero debe 
observarse que el origen de la disputa está en la celebración de la convención colectiva 
por una parte y del pacto colectivo por la otra, lo cual indica que está de por medio un 
interés de tipo sindical: ese fue su origen y en relación con él se han venido presentando 
las discrepancias que dieron lugar a la demanda. Obsérvese que están implicadas, más que 
la situación individual de cada trabajador en lo tocante con la fecha en que percibe su 
aumento salarial, la vigencia y el cumplimiento de la convención colectiva, que, mientras 
permanezca vigente, obliga tanto a la empresa como al organismo sindical que la 
suscribió. Si esto es así, no estaban legitimados para ejercer la acción los trabajadores en 
cuanto tales, ya que sus aspiraciones no eran individuales sino colectivas. La distinción 
entre los sindicalizados y los demás trabajadores no surgió de discriminaciones entre 
individuos efectuadas por la empresa, sino de la celebración y vigencia de los acuerdos 
laborales colectivos en mención…”.  
 
- Funciones adicionales. El artículo 374 del Código Sustantivo de Trabajo, se refiere a 
otras funciones asignadas a las asociaciones sindicales, así: “1. Designar de entre sus 
propios afiliados las comisiones de reclamos permanentes o transitorias, y los delegados 
del sindicato en las comisiones disciplinarias que se acuerden. 2. Presentar pliegos de 
peticiones relativos a las condiciones de trabajo o a las diferencias con los patronos, 
cualquiera que sea su origen y que no estén sometidas por la ley o la convención a un 
procedimiento distinto, o que no hayan podido ser resueltas por otros medios. 3. Adelantar 
la tramitación legal de los pliegos de peticiones, designar y autorizar a los afiliados que 
deban negociarlos y nombrar los conciliadores y árbitros a que haya lugar. 4. Declarar la 
huelga de acuerdo con los preceptos de la ley”.  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-797 del 29 de junio de 2000, con ponencia del 
magistrado Antonio Barrera Carbonell, declaró la inexequibilidad de los textos “de entre 
sus propios afiliados” en el numeral primero y “afiliados” en el numeral tercero del 
artículo 374 del CST, por las siguientes consideraciones: “La acusación simplemente se 
limita en el numeral 1 a solicitar la declaración de inexequibilidad de la expresión “de 
entre sus propios afiliados” y en el numeral 3 del vocablo “afiliados”. Determinar quienes 
deben representar a la organización sindical es asunto que concierne exclusivamente a 
ésta en ejercicio de la libertad de que es titular. Las expresiones acusadas, por lo tanto, 
violan el art. 39 de la Constitución y el Convenio 087 de la OIT. De esta manera, se 
declararán inexequibles las expresiones acusadas de los numerales 1 y 3 del artículo 
374…”. 
 
La ejecución de las funciones principales y adicionales de las organizaciones sindicales que 
involucren a empleadores y autoridades, en virtud del artículo 375 del Código Sustantivo 
del Trabajo, les genera el deber recíproco de escuchar a los representantes del sindicato o 
las personas que ellos designen.    
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4.11 Permisos sindicales.  La Constitución Política de 1991 en el artículo 39 sobre el 
derecho de asociación sindical, consagró para los dirigentes de dichas organizaciones el 
fuero y otras prerrogativas indispensables para el desarrollo de sus actividades, entre ellos, 
los permisos sindicales de carácter transitorio o permanente, los cuales deben ser otorgados 
por los empleadores. 
  
Para los empleados públicos representantes de las organizaciones sindicales, se contempla 
la posibilidad de acceder a los permisos sindicales, en virtud de la ley 584 del 13 de junio 
de 2000, “Por la cual se derogan y modifican algunas disposiciones del Código Sustantivo 
del Trabajo”, que en el artículo 13 creó un artículo nuevo adicionando el artículo 416 del 
CST así:  
 
Artículo 416 A. “Las organizaciones sindicales de los servidores públicos tienen derecho a 
que las entidades públicas les concedan permisos sindicales para que, quienes sean 
designados por ellas, puedan atender las responsabilidades que se desprenden del derecho 
fundamental de asociación y libertad sindical. El Gobierno Nacional reglamentará la 
materia, en concertación con los representantes de las centrales sindicales”. 
 
Frente a la procedencia de la acción de tutela para garantizar el derecho al otorgamiento de 
los permisos sindicales, la Corte Constitucional en sentencia T-740 del 16 de octubre de 
2009 con ponencia del magistrado Mauricio González Cuervo consideró: “Debe tenerse en 
cuenta que la concesión de los permisos sindicales interfiere con el normal y habitual 
cumplimiento de los deberes del trabajador; sin embargo, esta situación per se no justifica 
la limitación del goce de estos beneficios. Por consiguiente, el empleador puede abstenerse 
de conceder esta clase de permisos o limitarlos, pero está obligado a fundamentar su 
denegación, justificación que, en últimas, debe estructurarse en la grave afectación de sus 
actividades, hecho que debe ponerse de presente al momento de motivar la negativa. Y tal 
decisión puede ser objeto de discusión a través de los mecanismos legales, uno de ellos, la 
acción de tutela, de probarse que la negación del permiso debilita la actividad sindical, 
con afectación grave e inminente del derecho fundamental de asociación y representación 
que les asiste…”. 
 
 
4.12 Pliego de peticiones.  En relación con el pliego de peticiones, la Corte Constitucional 
en sentencia C-1234 del 29 de noviembre de 2005, con ponencia del magistrado Alfredo 
Beltrán Sierra, lo definió: “… como una herramienta válida para plantear el conflicto 
colectivo. Corresponde a un documento escrito que presentan los empleados al empleador, 
en el que se formulan las peticiones relativas a las condiciones de trabajo, o a las 
diferencias que no están sometidas por la ley o convención a un procedimiento distinto, o 
que no hubieren podido ser resueltos por otros medios. Es un proyecto de convención 
colectiva de trabajo. Es sabido que con la presentación del pliego de peticiones se inicia 
un conflicto colectivo que puede terminarse con la firma de la convención colectiva de 
trabajo o llegar hasta el tribunal de arbitramento obligatorio para su solución, mediante el 
laudo arbitral”. 
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La discusión y aprobación del pliego de peticiones, corresponde a la asamblea general;  
surge en forma espontánea, sin requisitos, para atender necesidades o requerimientos de los 
afiliados a la asociación sindical, solicitudes que deben ser posibles de negociación, su 
texto puede constituirse en convención colectiva de trabajo. Posteriormente a su aceptación, 
en un plazo máximo de dos meses se da a conocer al empleador o a su representante, quien 
dispone de un término perentorio de veinticuatro horas, a partir de la recepción del pliego, 
para iniciar los diálogos con las personas designadas por el sindicato, surgiendo de esta 
forma el conflicto colectivo. Cuando el pliego de peticiones se presenta a la persona que no 
es la facultada para decidir, debe subsanarlo mediante autorización, o dirigirlo al empleador 
utilizando el mismo término de veinticuatro horas, informando sobre este hecho a la 
organización sindical. Sin embargo, los diálogos deben iniciarse durante los cinco días 
hábiles siguientes a la fecha de su presentación. La omisión a esta obligación genera 
sanciones pecuniarias diarias por la morosidad a cargo del empleador y a favor del SENA, 
en cuantías que oscilan entre cinco y diez veces el salario mínimo mensual más alto; sumas 
que previamente debe consignar, para interponer los recursos contra el acto administrativo 
sancionatorio.     
 
Puede suceder que presentado el pliego de peticiones sea retirado por el sindicato, 
entendiéndose como la finalización del conflicto colectivo, hecho que es permitido con 
fundamento en el derecho de asociación sindical y negociación colectiva, de los cuales se 
desprende el principio de libertad sindical. Aunque en el evento que el empleador haya 
denunciado la convención, no se da por terminado con el desistimiento.    
 
 
4.13 Prohibiciones y sanciones para las asociaciones sindicales.  La legislación 
colombiana ha previsto parámetros o directrices que regulan no solo los derechos de 
asociación sindical, sino también los límites para su ejercicio. En este sentido el Código 
Sustantivo del Trabajo en el artículo 378 contempla la libertad del trabajo, prohibiendo a 
los sindicatos cualquier clase de intervención que afecte o menoscabe este derecho.  
 
Cabe anotar que con antelación a la expedición de la ley 50 de 1990, les era vedado a las 
organizaciones sindicales participar en asuntos relacionados con grupos o partidos políticos 
y credos religiosos; sin que esto implicara una restricción de carácter individual al libre   
ejercicio de los mencionados derechos. El artículo 103 de la Constitución de 1991, 
estableció la representación democrática, incluyendo los sindicatos, para lo cual el Estado 
debe contribuir en el desarrollo, coordinación y capacitación, a fin de que cuenten con su 
debida intervención en los entes de participación, fiscalización y vigilancia de la gestión 
pública; sin que esto implique intromisión gubernamental en asuntos que atañen a la 
organización sindical. Por su parte, el artículo 107 garantizó plenamente a los ciudadanos 
colombianos, la facultad de crear y organizar partidos o grupos políticos, pertenecer y 
apartarse de ellos. Participación que se extiende a los sindicatos, entre otras agremiaciones 
sociales, quienes tienen derecho a opinar e intervenir en actos políticos. 
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Al entrar en vigencia la ley 584 de 2000, se suprimió el impedimento a los sindicatos para 
ejercer actividades mercantiles que propendieran objetivos diferentes a su naturaleza y 
tuvieran por finalidad un lucro económico.  
  
El artículo 379 del Código Sustantivo del Trabajo establece en forma taxativa otras 
prohibiciones aplicables a todas las agremiaciones sindicales:  
 
a) “Intervenir en la política partidista o en asuntos religiosos, haciéndose representar 
en convenciones o directorios políticos o en congresos o congregaciones 
confesionales, subvencionando partidos políticos o cultos religiosos o lanzando 
oficialmente candidaturas a cargos de elección popular, todo expulsión por 
causales previstas en los estatutos y plena ello sin menoscabo de los derechos 
políticos ni de la libertad de conciencia, de cultos, de reunión o de expresión que 
corresponden a cada uno de los asociados en particular. (Literal derogado por el 
artículo 116 de la ley 50 de 1990); 
b)  Compeler directa o indirectamente a los trabajadores a ingresar en el sindicato o a 
retirarse de él, salvo los casos de expulsión por causales previstas en los estatutos y 
plenamente comprobadas; 
c)  Aplicar cualesquiera fondos o bienes sociales a fines diversos de los que 
constituyen el objeto de la asociación o que, aún para esos fines, impliquen gastos 
o inversiones que no hayan sido debidamente autorizados en la forma prevista en la 
ley o en los estatutos; 
d)   Efectuar operaciones comerciales de cualquier naturaleza, sea que se realicen con 
los trabajadores o con terceros. (Literal derogado por el artículo 7°  de la ley 584 
de 2000); 
e)  Promover cualesquiera cesaciones o paros en el trabajo, excepto en los casos de 
huelga declarada de conformidad con la ley y de huelga imputable al empleador, 
por incumplimiento de las obligaciones (salariales) con sus trabajadores. (Literal 
modificado por el artículo 7° de la ley 584 de 2000); La  Corte  Constitucional en 
sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002 con ponencia del magistrado Jaime 
Araújo Rentería, en la demanda de inconstitucionalidad impetrada contra el literal 
e) del artículo 379 del CST, por considerarse violatorio del Preámbulo de la 
Constitución y de su artículo 56, declaró la inexequibilidad de la palabra 
“salariales”; y la exequibilidad, de acuerdo a los cargos formulados, de la 
expresión “y de huelga imputable al empleador, por incumplimiento de las 
obligaciones (salariales) con sus trabajadores”,  “… bajo el entendido que 
conforme a la Constitución Política, la prohibición aquí establecida, no impide 
promover la huelga por solidaridad…”.  
f) promover o apoyar campañas o movimientos tendientes a desconocer de hecho en 
forma colectiva, o particularmente por los afiliados, los preceptos legales o los 
actos de autoridad legítima; 
g)  Promover o patrocinar el desconocimiento de hecho, sin alegar razones o 
fundamentos de ninguna naturaleza, de normas convencionales o contractuales que 
obliguen a los afiliados, y 
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h)  Ordenar, recomendar o patrocinar cualesquiera actos de violencia frente a las 
autoridades o en perjuicio de los patronos o de terceras personas”.  
 
Por otra parte, el artículo 380 subrogado por el artículo 52 de la ley 50 de 1990, contempla 
el régimen sancionatorio por transgresión al derecho de asociación sindical, regulado en el 
Título I de la Segunda Parte del Código Sustantivo del Trabajo, que para tal efecto 
establece: 
 
1. “Cualquier violación de las normas del presente título será sancionada así: a) Si la 
violación es imputable al sindicato mismo, por constituir una actuación de sus 
directivas, y la infracción o hecho que la origina no se hubiere consumado, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social prevendrá al sindicato para que revoque 
su determinación dentro del término prudencial que fije; b) Si la infracción ya se 
hubiere cumplido, o sí hecha la prevención anterior no se atendiere, el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social procederá a imponer multas equivalentes al monto 
de una (1) a cincuenta (50) veces el salario mínimo mensual más alto vigente, y c) 
Si a pesar de la multa, el sindicato persistiere en la violación, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social podrá solicitar de la Justicia del Trabajo la disolución 
y liquidación del sindicato, y la cancelación de la inscripción en el registro sindical 
respectivo.  
2. Las solicitudes de disolución, liquidación y cancelación de la inscripción en el 
registro sindical, se formularán ante el juez del trabajo del domicilio del sindicato 
o, en su defecto, del circuito civil y se tramitarán conforme al procedimiento 
sumario que se señala a continuación: a) La solicitud que eleve el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social deberá expresar los motivos invocados, una relación de 
los hechos y las pruebas que se pretendan hacer valer; b) Recibida la solicitud el 
juez, a más tardar el día siguiente, ordenará correr traslado de ella a la 
organización sindical, mediante providencia que se notificará personalmente; c) Si 
no se pudiere hacer la notificación personal, dentro de los cinco (5) días siguientes, 
el juez enviará comunicación escrita al domicilio de la organización sindical, 
anexando constancia del envío al expediente; d) Si al cabo de cinco (5) días del 
envío de la anterior comunicación no se pudiere hacer la notificación personal, se 
fijará edicto en lugar público del respectivo despacho, por el término de cinco (5) 
días cumplidos los cuales se entenderá surtida la notificación; e) El sindicato, a 
partir de la notificación, dispone de un término de cinco (5) días para contestar la 
demanda y presentar las pruebas que se consideren pertinentes; f) Vencido el 
término anterior el juez decidirá teniendo en cuenta los elementos de juicio de que 
disponga dentro de los cinco (5) días siguientes, y g) La decisión del juez será 
apelable, en el efecto suspensivo, para ante el respectivo Tribunal Superior del 
Distrito Judicial, el cual deberá decidir de plano dentro de los cinco (5) días 
siguientes al en que sea recibido el expediente. Contra la decisión del Tribunal no 
cabe ningún recurso”. La Corte Suprema de Justicia en sentencia 115 del 26 de 
septiembre de 1991, con ponencia del magistrado Jaime Sanín G., declaró exequible 
la improcedencia de dichos recursos”. 
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Además de las sanciones referidas anteriormente, el artículo 381 del Código Sustantivo del 
Trabajo prevé los casos que involucren a un directivo o asociado sindical, que abusando de 
su cargo o posición, haya efectuado conductas por acción u omisión, que generen una 
vulneración al derecho de asociación, y le sean atribuibles. Determinando la competencia al 
funcionario del trabajo para investigar la veracidad de los hechos y dar traslado a la 
agremiación sindical, para que en el término de un mes aplique los estatutos en el tema 
sancionatorio. De lo contrario el sindicato incurre en trasgresión directa sancionable 
conforme a la ley.       
 
El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, en 
sentencia del 18 de noviembre de 1991 se refirió a una sanción impuesta a los directivos 
sindicales en razón a la injuria contenía en su boletín sindical. En aquella oportunidad 
sostuvo: “Se advierte que la sanción impuesta al sindicato tuvo su razón de ser en los 
conceptos y expresiones que aparecieron en el Boletín Informativo de aquél. Pretender que 
un boletín informativo sindical es “prensa obrera” y sólo se rige por la “ley de prensa”, 
equivale a desconocer que, además de las normas sobre prensa, deben respetarse las que 
regulan las relaciones obrero-patronales, no menos importantes…”. 
 
 
4.14 Federaciones y confederaciones.  El artículo 417 del Código Sustantivo del Trabajo, 
confiere amplias facultades a las organizaciones sindicales para integrarse o conformar 
federaciones a nivel local, regional, profesional o industrial. De éstas pueden surgir 
confederaciones, facultadas para admitir sindicatos si así lo disponen los estatutos. Tanto 
las federaciones como las confederaciones, a excepción del derecho de huelga, gozan de las 
mismas prerrogativas reconocidas a las asociaciones sindicales, y al otorgamiento de la 
personería jurídica. 
   
La Corte Constitucional en sentencia C-797 del 29 de junio de 2000, con ponencia del 
magistrado Antonio Barrera Carbonell, declaró la inexequibilidad de la expresión “al 
reconocimiento” contenida en el artículo 417 del CST, indicando que: “… las federaciones 
y confederaciones, al igual que los sindicatos, tienen derecho al reconocimiento automático 
de su personería jurídica, sin la intervención del Estado (art. 39 C.P. Convenio 87 de la 
OIT)…”. En la misma providencia declaro la exequibilidad del texto “salvo la declaración 
de huelga, que compete privativamente, cuando la ley la autoriza, a los sindicatos 
respectivos o grupos de trabajadores directa o indirectamente interesados”, porque a su 
juicio la restricción es razonable y proporcionada.  
 
Por otra parte, el convenio 87 de la OIT sobre la libertad sindical y la protección del 
derecho de sindicación de 1948 ratificado por la ley 26 de 1976, regula en los artículos 2°, 
3° y 4° las disposiciones aplicables a federaciones y confederaciones. Contempla el derecho 
de libre asociación y afiliación obligándolas a cumplir los designios de los estatutos; las 
faculta para acoger sus propios reglamentos internos, expedir los estatutos, y ejercer las 
demás acciones pertinentes para el logro de los fines sindicales. Bajo ninguna circunstancia 
se permite la intromisión que puedan ejercer los entes estatales para restringir, obstaculizar 
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o coartar el libre ejercicio sindical. Para la disolución o suspensión de las federaciones o 
confederaciones, no procede la jurisdicción administrativa.   
 
A su vez, consagra en el artículo 5° la misma atribución contenida en el artículo 417 del 
CST para trabajadores y empleadores sindicalizados, facultándolos para establecer tanto 
federaciones como confederaciones, y ser parte de ellas. Adicionalmente con los sindicatos, 
pueden incorporarse a otros organismos de la misma naturaleza en el ámbito internacional. 
 
- Requisitos para la conformación de las federaciones y confederaciones. Se encuentran 
establecidos en los artículos 27, 28 y 29 del decreto 1469 de 1978. Se exige un mínimo de 
sindicatos para la creación y permanencia de las federaciones; en el caso de una nacional, 
industrial o profesional, debe integrarse por veinte organizaciones sindicales. Las 
federaciones locales o regionales por diez sindicatos de trabajadores; en igual sentido las 
confederaciones deben contar con diez federaciones. 
 
Cabe anotar que, aunque no cumplan con los mínimos requeridos, permanecerán vigentes, 
las federaciones y confederaciones, establecidas con antelación a la expedición del decreto 
1469 de 1978. Se les prohíbe aceptar en ellas, a organizaciones sindicales o a miembros que 
ya se encuentren previamente afiliados en otras de igual categoría. 
Se exige a las subdirectivas, seccionales o comités de sindicatos, acatar los estatutos y 
contar con la aprobación de la asamblea general o de la junta directiva, para ser parte de las 
federaciones y confederaciones. 
 
- Funciones adicionales. En virtud del artículo 418 del Código Sustantivo del Trabajo, se 
otorgan funciones adicionales a las federaciones y confederaciones facultándolas para 
actuar como tribunal de apelación de sus organizaciones afiliadas, siempre que los estatutos 
así lo prevean, y decidir sobre sanciones disciplinarias impuestas por una de ellas; buscar 
soluciones ante las divergencias que se generen entre varias organizaciones federadas, y 
resolver sobre las determinaciones adoptadas dentro de la asociación sindical. 
 
- Autorización a los fundadores. Corresponde a la asamblea general conferir 
explícitamente facultades de representación a quienes hayan sido delegados para suscribir 
el acta de fundación de una federación o confederación, de acuerdo con lo estipulado en el 
artículo 419 del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
- Acta de fundación. Los requisitos mínimos que debe contener el acta de fundación de 
una federación o confederación se establecen en el artículo 420 del Código Sustantivo del 
Trabajo, ellos son: “… el nombre y domicilio de cada organización afiliada, el número y la 
fecha de la resolución de reconocimiento de su personería jurídica, el número y la fecha 
del Diario Oficial en que tal resolución fue publicada, los nombres y cédulas de los 
miembros de la directiva provisional y, si fuere el caso, la empresa o empresas en donde 
estos últimos trabajan”. 
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- Fuero sindical. Dispone el artículo 421 del Código Sustantivo del Trabajo, que se debe 
proceder a la aplicación  de los artículos 363 y 371, para los avisos sobre el fuero sindical, y 
se surtan los efectos legales.  
 
- Requisitos junta directiva. Para ser parte del comité ejecutivo y/o junta directiva de las 
federaciones o confederaciones, se deben cumplir los requisitos estipulados en el artículo 
422 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 14 de la ley 584 de 2000. 
En primer término, acogerse a las disposiciones consagradas en los estatutos; 
adicionalmente, encontrarse vigente su vinculación con la asociación sindical afiliada; la 
omisión a esta exigencia genera la anulación de la designación. Salvo que existan pruebas 
mediante las cuales se confirmen acciones constitutivas de amenazas, persecución o 
despido, generados por el ejercicio sindical del trabajador; calificación que corresponde 
tomarla por mayoría absoluta al órgano que lo elija. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-311 del 03 de mayo de 2007 con ponencia del 
magistrado Nilson Pinilla Pinilla, declaró la inexequibilidad de la expresión “En ningún 
caso la junta directiva podrá estar conformada en su mayoría por personas extranjeras”, 
contenida en el inciso segundo del artículo 422 del Código Sustantivo del Trabajo, 
modificado por el artículo 14 de la ley 584 de 2000, con fundamento en las siguientes 
consideraciones: “Se configura así una ostensible violación al artículo 13 de la Carta, pues 
el trato diferente que contiene el segmento normativo acusado del artículo 422 del C. S. T., 
modificado por el 14 de la ley 584 de 2000, no se funda en una justificación objetiva y 
razonable, sino en el origen nacional del trabajador afiliado a dichas organizaciones de 
segundo y tercer grado, situación que está expresamente proscrita no sólo por la citada 
norma superior sino también por el artículo 39 ibídem, en concordancia con lo establecido 
en los instrumentos internacionales ya citados, de acuerdo con los cuales para poder gozar 
del derecho de asociación sindical es indiferente el origen nacional de las personas, pues 
lo relevante es que se trate de trabajadores. Además, la restricción que se analiza afecta el 
núcleo esencial del derecho de asociación sindical (art. 39 Const.), como quiera que 
impide que los miembros de federaciones y confederaciones puedan determinar, sin 
injerencia del Estado, la estructura de esas organizaciones sindicales de segundo y tercer 
grado, escogiendo mediante el voto directo y libre las personas que habrán de 
desempeñarse como miembros de sus comités ejecutivos y juntas directivas. Así mismo, por 
virtud de la restricción en comento resultan afectadas libertades fundamentales, como las 
de expresión y difusión del pensamiento y opiniones e información (art. 20 Const.), 
petición (art. 23 ib.) y reunión (art. 37 ib.), que son conexas al derecho de asociación 
sindical, así como otras garantías de carácter laboral: la libertad de negociación y el 
derecho a la huelga (arts. 55 y 56 ib.), pero en especial el derecho a la participación, ya 
que se impide a los extranjeros intervenir y tomar parte en asuntos y decisiones que los 
afectan (art. 2° ib.)…”. 
 
- Registro del sindicato. El procedimiento para inscribir una federación o confederación en 
el registro sindical es el establecido para las asociaciones sindicales, según lo determina el 
artículo 423 del Código Sustantivo del Trabajo subrogado por el artículo 59 de la ley 50 de 
1990. 
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- Estatutos. Con fundamento en los Convenios de la OIT, la Constitución Nacional y la 
legislación interna, las federaciones y confederaciones gozan de plena libertad y autonomía 
para redactar sus estatutos y reglamentos. Para tal efecto, el artículo 425 del Código 
Sustantivo del Trabajo modificado por el artículo 15 de la ley 584 de 2000, exige como 
requisitos mínimos: “El período de las directivas o comités ejecutivos reglamentarios y las 
modalidades de su elección, la integración de los mismos, el quórum y la periodicidad de 
las reuniones, de las asambleas y/o congresos, la vigencia de los presupuestos y los 
requisitos para la validez de los gastos”.  
 
- Asesoría por asociaciones superiores. El artículo 426 del Código Sustantivo del 
Trabajo, confiere facultades como órganos consultivos de sus agremiaciones a las 
federaciones y confederaciones, para la resolución de controversias surgidas por la relación 
laboral, solicitudes o exigencias a terceros y a entes estatales.  
 
En concordancia, el decreto 1469 de 1978 dispone: Artículo 30. “Toda organización 
sindical de segundo o tercer grado puede asesorar a sus organizaciones afiliadas ante los 
respectivos empleadores en la tramitación de los conflictos individuales o colectivos. 
También podrán ejercer el derecho de asesoría ante los funcionarios del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, ante las demás autoridades o ante terceros, respecto de 
cualquiera reclamación”. Artículo 31. “Para los efectos del artículo anterior, quien 
pretenda actuar así ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá acreditar ante 
el funcionario del conocimiento que la organización sindical que representa goza de 
personería jurídica vigente, y que la persona en cuestión se encuentra inscrita como 
miembro de la junta directiva de la respectiva federación o confederación, mediante 
constancia expedida por el secretario general de la una o de la otra”. 
 
 
4.15 Contrato sindical.  Se encuentra estipulado en el artículo 482 del Código Sustantivo 
del Trabajo, mediante el cual se faculta a las organizaciones sindicales de trabajadores para 
la celebración de contratos concernientes a obras o servicios ejecutados por miembros del 
mismo, con sus empleadores o los sindicatos conformados por éstos. Se aplican las 
formalidades exigidas para el contrato individual de trabajo, en relación con el tiempo de 
ejecución, cláusulas de terminación y revisión; una vez legalizado el contrato con las firmas 
respectivas, en un lapso no mayor de quince días, se depositará copia en el actual 
Ministerio de la Protección Social.    
 
De acuerdo con el registro del Ministerio de la Protección Social, a partir del año 2001 y 
hasta abril de 2010, han surgido en nuestro país, un total de ciento sesenta y siete contratos 
colectivos, de los cuales ciento veinticuatro han sido celebrados por las organizaciones 
sindicales del sector público, para temas de salud y área energética; los cuarenta y tres 
restantes por sindicatos de empresas privadas para prestación de servicios, producción 
industrial y agropecuaria. Como lo indica el boletín de prensa 57 del 1 de mayo de 2010: 
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Año Porcentaje Número de contratos 
2001 1% 1 
2002 6% 8 
2003 2% 3 
2004 12% 16 
2005 5% 7 
2006 9% 13 
2007 15% 21 
2008 23% 32 
2009 27% 38 
2010 (Abril) 28 
             
- Naturaleza jurídica. Al respecto la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, 
Sección Segunda, en sentencia del 13 de diciembre de 1994, Radicación 7136, con 
ponencia del magistrado Hugo Suescún Pujols, señaló: “… el contrato sindical tiene la 
naturaleza del contrato civil de prestación de servicios o de ejecución de obra o labor, 
porque siendo uno de los sujetos del negocio jurídico el sindicato y el otro el empresario, 
empleador o asociación de empleadores, pero sin que opere aquí la subordinación, la 
autonomía jurídica, propia del contrato civil, es la nota predominante en ese tipo de 
relación. Para regular el contrato sindical la ley ha utilizado instituciones propias del 
régimen laboral que, en principio, son extrañas a los negocios civiles. El depósito de aquel 
contrato, que para algunos tiene fines de publicidad sin que ella aparezca indispensable, 
corresponde indudablemente a una asimilación al depósito de la convención colectiva. La 
extensión de las obligaciones derivadas del contrato sindical a los afiliados del sindicato 
contratante prevista en el artículo 484 del Código Sustantivo del Trabajo, inadmisible en el 
campo civil en virtud del principio de la relatividad de los contratos, es también una 
asimilación a lo que ocurre cuando se disuelve el sindicato que es parte en una convención 
colectiva (art. 474). Y lo mismo puede decirse de las facultades de representación previstas 
en el artículo 483, propias del derecho colectivo del trabajo. A pesar de que por su 
contenido el contrato sindical debe ser considerado como contrato civil, por ministerio de 
la ley su duración, revisión y extinción se rigen por las normas del contrato individual de 
trabajo. Por esa regulación, aunada a las asimilaciones a otras instituciones del derecho 
laboral que se han dejado anotadas, y por la responsabilidad que frente al empresario 
pudiera exigirse a los trabajadores individualmente considerados, se sigue que en los 
términos del artículo 2º del Código Procesal del Trabajo, corresponde al juez del trabajo 
decidir los conflictos jurídicos que se originen en ese convenio colectivo…”. 
 
- Diferencia del contrato sindical con la convención colectiva del trabajo. La Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en sentencia del 24 de junio de 1976, sobre 
este aspecto, manifestó: “Es distinto el tratamiento que la ley otorga a los “pliegos de 
peticiones” y a los contratos sindicales, y sólo en relación con aquéllos prevé que puedan 
dar lugar a la celebración de una convención colectiva o a un pacto colectivo, en virtud de 
acuerdo obtenido en las etapas de arreglo directo o de conciliación (CST, arts. 35 y 442), 
y, o, a falta de ese acuerdo, a un laudo arbitral con efectos jurídicos equivalentes a los de 
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las convenciones colectivas (art. 461). Y mientras que expresamente remita la celebración 
y efectos de los pactos a las disposiciones que regulan las convenciones colectivas (art. 
481), sujeta a los contratos sindicales, en cuanto a su duración, revisión y extinción, a las 
normas que rigen el contrato individual de trabajo (art. 482). Mas lo que en últimas viene 
a diferenciar, de manera clara y ostensible, la convención colectiva del contrato sindical y 
a establecer una enorme distancia entre las dos figuras jurídicas, es el hecho de que, en la 
primera, el sindicato actúa en representación de los trabajadores pertenecientes a la 
empresa, es decir, vinculados a ella por sendos contratos individuales de trabajo, en tanto 
que, en la segunda, la organización sindical puede representar a trabajadores 
independientes, sin nexo alguno con la beneficiaria del servicio, pues el vínculo 
contractual se establece únicamente entre la entidad empresarial y el sindicato, sin 
consideración a las personas que en calidad de socios formen parte de éste. Así se 
desprenden de la definición que de la convención colectiva consagra el artículo 467 del 
Código Sustantivo del Trabajo al señalar que el objeto de ésta es el de “fijar las 
condiciones que regirán los contratos de trabajo durante su vigencia”, significando con 
ello que su celebración supone necesariamente la existencia de contratos individuales 
entre los afiliados al sindicato y la empresa…”.  
 
- Diferencia del contrato sindical con el contrato de trabajo. El tema fue objeto de 
estudio por la Corte Suprema de Justicia, Sala de  Casación Laboral, en sentencia del 27 de 
octubre de 1975, al establecer: “Las diferencias entre el contrato de trabajo y el contrato 
sindical son entonces muy notorias: En el primero, quien se ha comprometido a prestar el 
servicio o a ejecutar la labor convenida debe actuar personalmente y queda sujeto a la 
dependencia directa de la persona que los remunera como contraprestación, y queda ésta 
obligada a pagarle los salarios y las prestaciones sociales a que tenga derecho. En el 
contrato sindical, sólo le interesa a quien pidió la prestación del servicio o la ejecución de 
la obra que éstos se realicen conforme a lo pactado y le es indiferente que sean unas u 
otras las personas que en concreto laboren para el cumplimiento de lo contratado. Sólo 
responde frente al sindicato por el pago cabal del precio estipulado como 
contraprestación. Es entonces muy claro que cuando se intenta aplicar el régimen del 
contrato individual de trabajo a unos servicios que han estado regidos por un contrato 
sindical, la aplicación resulta indebida y se infringen tanto las normas que regulan el 
primero como las que reglamentan el segundo, estas últimas por falta de aplicación siendo 
aplicables…”.  
 
- Responsabilidad. En los términos del artículo 483 del Código Sustantivo del Trabajo, los 
sindicatos de trabajadores como personas jurídicas responden directamente por las 
obligaciones derivadas del incumplimiento de los términos de la relación contractual 
contraída, y por las que se generen ante el quebrantamiento de las pactadas a favor de los 
asociados. Esta no aplica ante los eventos de suspensión consagrados en la normatividad o 
la convención colectiva. Cuentan con facultades para ejercer derechos y realizar acciones 
que les son propias, en forma directa, y las demás que atañen a sus afiliados; para ello se 
requiere que las partes intervinientes establezcan una caución; ante esta omisión, quien 
incumpla las condiciones del contrato, responderá con su propio peculio.   
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- Disolución del sindicato. Si durante la ejecución del contrato, por alguna circunstancia la 
organización sindical de trabajadores es disuelta, persiste la obligación de los afiliados de 
dar cumplimiento a las cláusulas contractuales en los términos pactados inicialmente, hasta 
la culminación. No obstante, la caución continúa vigente, para respaldar el cumplimiento de 
los compromisos adquiridos por los trabajadores respectivos, como lo preceptúa el artículo  
484 del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
- La organización sindical contratista es el empleador sin ánimo de lucro de sus 
afiliados. La Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Laboral, sentencia del 25 de 
julio de 1981, sobre el particular consideró: “El contrato sindical, de otra parte, debe 
celebrarse por escrito y está sujeto a inscripción especial, para fines de su publicidad, al 
igual que la convención colectiva. Nada se opone, por tanto, a que las partes (el sindicato 
y el empresario) autónomamente, dentro del marco amplio y flexible de la ley, pacten 
distintas modalidades de acuerdo con las circunstancias concretas y las necesidades 
prácticas. Resulta así que la jurisprudencia mayoritaria de la Corte ha reconocido la 
autonomía y la validez del contrato sindical, que puede convertir a la organización 
contratista en verdadero patrono de sus afiliados trabajadores, quienes no tendrían así un 
vínculo laboral directo con el empresario contratante. Si se tienen en cuenta estas 
protecciones sociales del contrato sindical, no resulta difícil aceptar que el sindicato pueda 
tener un legítimo interés en contratar obras o servicios, bajo su responsabilidad y para 
llevar a cabo por intermedio de sus afiliados, con lo cual puede lograr un beneficio 
institucional, a pesar de ser entonces un patrono sin ánimo de lucro, pues éste les está 
prohibido en nuestra legislación (CST, arts. 355, 379,  lit. d))…”.  
 
- Decreto 1469 del 28 de abril de 2010. Tuvo en cuenta el gobierno para la expedición del 
decreto que el contrato sindical como parte integrante del derecho colectivo del trabajo, es 
otro medio de contratación colectiva, además del pacto colectivo y la convención colectiva. 
Las asociaciones sindicales en cumplimiento de sus funciones, pueden acudir a esta 
modalidad de contratación, acatando las solemnidades y obligaciones que surjan de la 
misma, involucrándose de esta forma en el desarrollo empresarial, fomentando a la vez el 
trabajo colectivo.      
 
Este decreto deroga el 657 del 3 de marzo de 2006, reglamenta los artículos 482, 483 y 484 
del Código Sustantivo del Trabajo y dicta otras disposiciones. Define el contrato sindical en 
el artículo 1° “… como un acuerdo de voluntades, de naturaleza colectivo laboral, tiene 
las características de un contrato solemne, nominado y principal, cuya celebración y 
ejecución puede darse entre uno o varios sindicatos de trabajadores con uno o varios 
empleadores o sindicatos de empleadores, para la prestación de servicios o la ejecución de 
obras con sus propios afiliados, realizado en ejercicio de la libertad sindical, con 
autonomía administrativa e independencia financiera por parte del sindicato o de los 
sindicatos y que se rige por las normas y principios del derecho colectivo del trabajo”. 
 
Frente a la necesidad del servicio o el desarrollo de obras, indica el artículo 2° que, el 
empleador o el sindicato de empleadores que tengan la intensión de contratar debe darle 
prelación para su ejecución al contrato sindical. 
132 
 
Señala el artículo 3° que, observando las cláusulas generales de todo contrato 
específicamente la forma y el objeto, se debe pactar la contraprestación por la labor o 
servicio contratado, monto de la caución y las auditorias que garanticen la ejecución del 
contrato en los términos pactados por las partes.  
 
En acatamiento de la ley y los estatutos, se faculta al representante legal del sindicato de 
trabajadores, para celebrar el contrato sindical y ejercer todas las acciones legales que 
fueren necesarias, en representación de los asociados que lo vayan a ejecutar, según lo 
establece el artículo 4°.  
 
Ordena el decreto en el artículo 5° que, en aplicación del convenio 87 de 1948 de la 
Organización Internacional del Trabajo, ratificado en Colombia por la ley 26 de 1976, 
todos los contratos sindicales, deben contar con su propio reglamento, para proteger los 
intereses de los trabajadores sindicalizados que ejecutaran el contrato, estipulando por lo 
menos las siguientes prerrogativas: “1. Tiempo mínimo de afiliación al sindicato para 
participar en la ejecución de un contrato sindical. 2. Procedimiento para el nombramiento 
del coordinador o coordinadores en el desarrollo del contrato sindical. 3. Procedimiento 
para seleccionar a los afiliados que van a participar en el desarrollo del contrato sindical, 
así como la forma de distribuir entre los afiliados partícipes el valor del trabajo del grupo, 
garantizando que este sea como mínimo equivalente y nunca inferior al salario mínimo 
legal mensual vigente, en proporción a la participación individual. 4. Causales y 
procedimiento de retiro y de reemplazo de afiliados que participan en el desarrollo del 
contrato sindical. 5. Mecanismos de solución de controversias de quienes participan en la 
ejecución del contrato sindical, teniendo en cuenta la normatividad establecida tanto en los 
estatutos como en el reglamento específico del contrato colectivo, con el objeto de 
garantizarles a los afiliados, los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa. 
6. Porcentaje del excedente del Contrato Sindical que se destinará a educación, 
capacitación y vivienda para los afiliados partícipes. 7. El sindicato será el responsable de 
la administración del sistema de seguridad social integral, tales como la afiliación, retiro, 
pagos y demás novedades respecto de los afiliados partícipes. 8. El sindicato promoverá la 
salud ocupacional de los afiliados partícipes. 9. Dado el plano de igualdad en la que 
intervienen los afiliados partícipes entre sí y con el sindicato en la ejecución del contrato 
sindical, el reglamento deberá incluir lo pertinente a las compensaciones o participaciones 
y deducciones para los afiliados partícipes a que haya lugar. 10. Los demás derechos y 
obligaciones que se establezcan para los afiliados partícipes”.  
 
Exige el artículo 6° a los sindicatos para cada contrato sindical que celebren, el manejo de 
una subcuenta en su contabilidad general.  
 
Para los efectos de publicidad, y en razón a la esencia del contrato sindical, que es colectivo 
laboral, estipula el artículo 7° del decreto en cita, la obligación de depositar un ejemplar del 
contrato y su reglamento ante la Dirección Territorial del Ministerio de la Protección Social 
del sitio donde se firmó o se materializará el contrato. 
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A su vez y por petición del interesado, la oficina competente del Ministerio de la Protección 
Social profiere certificación del depósito del contrato sindical, en virtud del artículo 8°. 
 
Faculta el artículo 9° a las partes intervinientes en el contrato sindical, previo acuerdo, para 
acudir al tribunal de arbitramento voluntario o emplear otros mecanismos alternativos en 
busca de la solución de los conflictos que se deriven del contrato colectivo; o en caso 
contrario para que recurran ante la justicia ordinaria. 
 
 
4.16 Disolución y liquidación.  El convenio 87 de la OIT, ratificado por la ley 26 de 1976, 
prevé en el artículo 4°, que para impedir cualquier intromisión del gobierno y conservar la 
plena autonomía de las asociaciones sindicales de empleadores y trabajadores, en la 
suspensión o disolución no procede la vía gubernativa, acudiéndose exclusivamente a la 
jurisdicción laboral.    
   
- Casos de disolución. Las causales de disolución de los sindicatos, federaciones o 
confederaciones se encuentran taxativamente estipuladas en el artículo 401 del Código 
Sustantivo del Trabajo, estas son:  
 
a) “Por cumplirse cualquiera de los eventos previstos en los estatutos para este efecto;  
b)  Por acuerdo, cuando menos, de las dos terceras (2/3) partes de los miembros de la 
organización, adoptado en asamblea general y acreditado con las firmas de los 
asistentes;  
c)  Por sentencia judicial, y  
d) Por reducción de los afiliados a un número inferior a veinticinco (25), cuando se 
trate de sindicatos de trabajadores
38
;  
e) En el evento de que el sindicato, federación o confederación se encontrare incurso 
en una de las causales de disolución, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o 
quien demuestre tener interés jurídico, podrá solicitar ante el juez laboral 
respectivo, la disolución y la liquidación del sindicato y la cancelación de la 
inscripción en el registro sindical. Al efecto se seguirá en lo pertinente el 
procedimiento previsto en el artículo 52 de esta ley (Literal adicionado por el 
artículo 56 de la ley 50 de 1990)”39.  
                                                             
38
 La Corte Constitucional en sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002, con ponencia del magistrado Jaime Araújo 
Rentería, declaró la exequibilidad de este literal al considerar: “Siendo entonces un requisito que no constituye una cifra 
exagerada que obstaculice la creación de sindicatos, se concluye que los artículos 359 y 401 literal d) del C.S.T. no 
menoscaban las garantías sindicales previstas en la Constitución y en los instrumentos internacionales, especialmente los 
Convenios No. 87 y 98 de la O.I.T. Por lo tanto, serán declaradas exequibles”. 
39  La Corte Constitucional en sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002 con ponencia del magistrado Jaime Araújo 
Rentería, declaró exequible la expresión “el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o quien demuestre tener interés 
jurídico”, contenida en el literal e) del artículo 401 del CST, con fundamento en los siguientes argumentos: “Ahora bien, 
la Corte no encuentra reprochable que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como organismo de la Rama 
Ejecutiva del Poder Público encargado de formular, adoptar, dirigir y coordinar las políticas de empleo, trabajo, 
previsión y seguridad social, así como de vigilar y controlar el cumplimiento de las normas y procedimientos laborales, 
pueda elevar solicitudes de disolución de sindicatos ante el juez respectivo cuando considera que aquéllos están incursos 
en las causales previstas en el artículo 401 del C.S.T., pues tal facultad se enmarca dentro de la órbita de sus funciones. 
Tampoco es de recibo el argumento según el cual el empleador de los trabajadores afiliados al sindicato debe estar 
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- Liquidación. El artículo 402 del Código Sustantivo del Trabajo dispone que el 
nombramiento del liquidador corresponde a los miembros de la respectiva agremiación 
sindical o al juez laboral, una vez ésta se haya disuelto, el designado procederá a realizar el 
balance de los recursos existentes, agregando los ingresos por la venta de bienes muebles o 
inmuebles u otros conceptos; debe dar prioridad a la cancelación de todas las obligaciones, 
adicionando las que genere la misma liquidación. Los asociados activos tienen derecho al 
reintegro de los valores de aportes ordinarios, sin que se pueda superar el monto de éste, 
una vez se hayan descontado las deudas adquiridas. Siempre que existan excedentes de la 
liquidación; cuando fuere exiguo este saldo, se hará un reparto equitativo.      
  
Si el sindicato disuelto, a su vez hace parte de una federación o confederación, puede 
participar ante el liquidador un representante de ellas con funciones meramente 
informativas. 
 
Efectuado el trámite anterior y determinado un saldo a favor, de conformidad con lo 
estipulado en los estatutos o por la asamblea general, el liquidador lo entregará a la 
agremiación sindical señalada, en caso contrario se faculta al gobierno para asignar estos 
recursos a una entidad de interés social o de beneficencia; como lo dispone el artículo 403 
del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
Determina el artículo 404 del CST, que para legalizar la liquidación se exige que ésta sea 
avalada por el mismo juez que la decretó, quien a su vez, si es necesario, procederá a 
aceptar y dar por terminada la gestión del liquidador. 
 
 La Corte Constitucional en sentencia C-797 del 29 de junio de 2000, con ponencia del 
magistrado Antonio Barrera Carbonell, declaró la exequibilidad del artículo en cita, salvo 
del texto “y en los demás casos, a la del Departamento Nacional de Supervigilancia 
Sindical”, argumentando que: “La norma acusada regula lo relativo a la aprobación oficial 
a que debe someterse la liquidación de un sindicato. Dos son las situaciones que ella 
prevé: En primer término, dispone que la liquidación será sometida a consideración del 
juez cuando éste la haya ordenado, para su aprobación, y en segundo lugar, establece que 
                                                                                                                                                                                         
impedido para elevar una solicitud al juez laboral en tal sentido, pues la finalidad de esta solicitud radica en hacerle 
conocer al juez competente, por medio de la demostración de hechos y circunstancias acreditados con las respectivas 
pruebas, que existen méritos para que declare la disolución de un sindicato, por estar incurso en una de dichas 
causales”.  
Continua la Corte señalando: “En ese sentido, el empleador, quien tiene un conocimiento cercano de esos factores, no 
podría verse inhabilitado para solicitar al juez la declaratoria de disolución del sindicato. El demandante alega, además, 
que la norma acusada permite que el Ministerio de Trabajo se parcialice respecto de los sindicatos de otras entidades de 
la Rama Ejecutiva, y que dicho Ministerio o el empleador respectivo puedan inducir al sindicato a incurrir en una causal 
de disolución, por medio del despido de empleados hasta que aquél quede reducido a un número inferior al exigido en la 
ley, con el fin de demandar posteriormente su disolución. Sobre este punto, la Corte se remitirá a los argumentos 
expuestos en esta sentencia, precisamente en relación con el análisis de la causal de disolución referente al número 
mínimo de afiliados al sindicato. En tales casos, se reitera, los trabajadores afectados cuentan con otros mecanismos de 
defensa para la protección de sus derechos, pues el juicio de constitucionalidad que hace la Corte no se fundamenta en 
las formas de aplicación de las normas, sino en su adecuación a la Constitución Política. En conclusión, la expresión "el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o quien demuestre interés jurídico" contenida en el literal e) del artículo 401 
del C.S.T. será declarada exequible, por las razones expuestas por el Ministerio Público y que la Corte acoge...”.  
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en los demás casos, es decir, cuando la liquidación no ha sido ordenada dentro de un 
proceso judicial, será el Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical, hoy la 
Dirección de Asuntos Colectivos, quien impartirá su aprobación”.  
 
Continua la Corporación aduciendo que: “La Corte comparte plenamente los argumentos 
presentados por el Procurador, en cuanto la primera situación se adecua plenamente al 
artículo 39 constitucional y al artículo 4 del Convenio 87, que disponen la cancelación de 
la personería jurídica no procede por vía administrativa, sino a través de la rama judicial. 
En estas circunstancias, la consecuencia lógica, será la intervención del juez, en la 
aprobación de la liquidación de la asociación sindical. En cambio, para la Sala, la 
segunda hipótesis resulta inconstitucional, porque establece una injerencia injustificada en 
asuntos internos del sindicato, según se ha expuesto en forma reiterada en esta 
providencia. En efecto, la aprobación oficial de la liquidación de la asociación sindical es 
un tema inherente a los reglamentos de la organización, donde el Estado no tiene ninguna 
facultad para intervenir, salvo y por la vía judicial, cuando la liquidación sea impugnada 
por algún interesado que resulte afectado por ella en sus derechos…” 
 
 
4.17 CUADRO DE SÍNTESIS 
 
 
Constitución 
Política 
de 
1991 
 
 
Artículo 39. Los trabajadores y empleadores tienen derecho a constituir 
sindicatos o asociaciones, sin intervención del Estado. Su reconocimiento 
jurídico se producirá con la simple inscripción del acta de constitución. 
 La estructura interna y el funcionamiento se sujetarán al orden 
legal y a los principios democráticos. 
 La cancelación o la suspensión de la personería jurídica sólo 
procede por vía judicial. 
 Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás 
garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión. 
 No gozan del derecho los miembros de la Fuerza Pública. 
 
 
 
Excepción 
Constitucional 
 
Miembros de la fuerza pública. Conformada por las fuerzas 
militares y la policía nacional (CP. art. 216). La Corte 
Constitucional en sentencia C-110 de 1994 consideró ajustada a la 
Carta Política la excepción consagrada en el artículo 39,  para 
preservar su absoluta imparcialidad. 
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Derecho de los 
empleados 
públicos. 
Corte 
Constitucional. 
Sentencia C-593 
de 1993 
 
 La constitución “no excluyó del derecho de asociación 
sindical a los empleados públicos, sino que le dió 
consagración constitucional al derecho que les reconocían 
la ley y la jurisprudencia anterior y amplió las garantías 
para su ejercicio…”.  
 Las garantías para los sindicatos y la sindicalización, son 
más representativas en la nueva constitución. 
 Las mejoras en materia sindical garantizan a los empleados 
públicos: 
- El derecho de constituir sindicatos sin intervención del 
Estado. 
- Inscribir las correspondientes Actas de Constitución que les 
otorgan reconocimiento jurídico. 
- Fuero y las demás garantías para los representantes de los 
sindicales. 
 
 
 
Características 
 
 Inclusión al personal civil que presta sus servicios personales 
al Ministerio de Defensa, sus empresas adscritas, vinculadas 
y establecimientos públicos goza del derecho de asociación 
sindical. 
  Empleados públicos que ejercen cargos de dirección, 
autoridad o son de confianza, con ciertas limitaciones. 
 Es un derecho fundamental. - Sentencia T – 675 de 2009 
 
 
Marco legal 
 
 El Código Sustantivo del Trabajo consagra el derecho de 
asociación sindical en el artículo 353. 
 Exclusión los trabajadores independientes: Artículo 1° de 
la ley 584 de 2000, en concordancia con el artículo 39 de la 
Carta Política. 
 
 
 
 
Protección del 
derecho de 
asociación 
sindical 
 
 Convenio 87. Artículo 11. 
 Convenio 98. Artículo 1°. 
 Código Sustantivo del Trabajo. Artículo 354 subrogado 
por el artículo 39 de la ley 50 de 1990. Protección del 
derecho de asociación. 
 Código Penal. El artículo 354 del CST indica que el artículo 
292 del Código Penal prohíbe cualquier manifestación 
agresiva contra los derechos de libre asociación sindical.  
 Este último en realidad corresponde al artículo 200, 
modificado por el artículo 5° de la ley 1309 de 2009: 
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a. El artículo 83 adicionado por la ley 1154 de 2007 
modificado por el artículo 1° de la ley 1309 de 2009, 
para el ejercicio de la acción penal, dispone: “Término de 
prescripción de la acción penal.”. 
 
b. En el artículo 104 numeral 10 modificado por el 
artículo 2° de la ley 1309 de 2009, se contempla como 
una circunstancia de agravación punitiva del delito de 
homicidio “Si se comete en persona que sea o haya sido 
servidor público, periodista, juez de paz, miembro de una 
organización sindical legalmente reconocida, político o 
religioso en razón de ello”. 
 
c. El artículo 166 numeral 4° de la ley 599 de 2000 
modificado por el artículo 3° de la ley 1309 de 2009, 
consideró como una circunstancia de agravación punitiva 
del delito de desaparición forzada. 
 
d. El artículo 170 numeral 11 de la ley 599 de 2000 
modificado por el artículo 4° de la ley 1309 de 2009, 
determinó como agravación punitiva del delito de 
secuestro. 
 
e. El artículo 347 modificado por los artículos 36 de la 
ley 1142 de 2007 y 6° de la ley 1309 de 2009, regula lo 
concerniente a la utilización de mecanismos de 
constreñimiento dirigidos contra cualquier asociado 
sindicalmente. 
 
 Corte Constitucional en sentencia T-170 del 17 de marzo 
de 1999, con ponencia del magistrado José Gregorio 
Hernández Galindo, reconoció la garantía que otorga la 
Constitución a los trabajadores particulares, oficiales y 
empleados públicos, de escoger y apoyar libremente un 
partido o movimiento político, sin que esto implique una 
persecución por parte del empleador. 
  
 
Fuero Sindical 
 
 Artículo 409 del CST. Declarado inexequible por la Corte 
Constitucional Sentencia C-593 del 14 de diciembre de 
1993: 
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1. Procedencia del fuero sindical para los representantes de los 
sindicatos de empleados públicos. Se exceptúa  el 
funcionario o empleado que ejerza jurisdicción, autoridad 
civil o política, o cargos de dirección administrativa. En 
razón a que encarnan la autoridad estatal y personifican de 
manera directa los intereses que el Estado está encargado de 
tutelar. Sus actuaciones deben, pues, siempre estar 
informadas por la persecución de esos intereses, los que 
eventualmente pueden resultar en conflicto con los intereses 
específicos y particulares que en un momento dado, la 
organización sindical persiga. 
 
2. Excepción de inconstitucionalidad para los miembros de la 
fuerza pública, consecuencia de la negación del derecho de 
asociación sindical. 
 
 
Permisos 
sindicales 
 
Ley 584 del 13 de junio de 2000, “Por la cual se derogan y 
modifican algunas disposiciones del Código Sustantivo del 
Trabajo”, que en el artículo 13 creó un artículo nuevo adicionando el 
artículo 416 del CST (Artículo 416 A). 
  
 
Pliego de 
peticiones 
 
 Corte Constitucional en sentencia C-1234 del 29 de 
noviembre de 2005. 
 
 Los empleados públicos no pueden presentar pliegos de 
peticiones en virtud del artículo 416 del CST. 
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CAPÍTULO V.  NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS 
EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
 
 
La negociación colectiva, es de gran trascendencia para la clase trabajadora, toda vez que 
fue elevada por primera vez a rango constitucional a través del artículo 55 de la Carta 
política de 1991, garantizando su ejercicio para regular las relaciones laborales, con las 
excepciones legales. En la práctica genera desequilibrio frente a los derechos ostentados 
por una gran mayoría de trabajadores, en detrimento de los intereses sindicales de los 
empleados públicos, violándose un principio fundamental como lo es el derecho a la 
igualdad, consagrado para todos los habitantes del territorio nacional, limitándoseles 
además, el derecho a participar en las decisiones que los afecten. 
 
Una de las discusiones en la Asamblea Nacional Constituyente para promover este derecho 
radicó en la necesidad de hacerlo extensivo a los empleados públicos, al argumentarse que 
a dichos trabajadores se les vulneran ciertos derechos laborales. Con fundamento en este 
criterio, aunado a las exigencias consagradas en los convenios de la OIT, se ha venido 
insistiendo en la necesidad de suprimir la discriminación e implementar el derecho para 
todos los trabajadores, específicamente a los empleados públicos, buscando la igualdad y la 
garantía plena del ejercicio del derecho colectivo, utilizando para ello todos los medios que 
conllevan a la solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo.  
 
Es evidente el avance que significa la consagración constitucional del derecho de 
negociación colectiva a partir de la expedición de la Carta Política de 1991. No obstante, a 
través del artículo 416 del CST se restringe a los sindicatos de los empleados públicos la 
presentación de pliegos de peticiones y la celebración de convenciones colectivas.  
 
Sin embargo, el convenio 154 de la OIT en el artículo 2° define en una forma más amplia la 
noción de negociación colectiva, entendida como todo mecanismo que conlleve a precisar 
los diferentes aspectos de la relación laboral entre la asociación o asociaciones de 
trabajadores con el empleador, grupo u organización de empleadores.   
 
Por lo acotado anteriormente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que, 
hacen parte del derecho de negociación colectiva todos los procesos de concertación 
voluntaria que involucren a las partes, tendientes a regular las condiciones laborales, donde 
sean escuchadas y atendidas sus pretensiones e igualmente se protejan los interés 
económicos de las partes intervinientes, conllevando al fortalecimiento de la justicia social. 
En consecuencia esta garantía constitucional no se limita a la presentación de pliegos de 
peticiones y la celebración de convenciones colectivas.    
 
Con fundamento en lo expuesto, ante el desarrollo del derecho de negociación colectiva a 
partir de la constitución de 1991, la interpretación de la Corte Constitucional de los 
convenios de la OIT que protegen los derechos de las organizaciones sindicales de 
empleados públicos, los decretos expedidos por el gobierno nacional en aplicación de 
dichos convenios en concordancia con el artículo 55 de la Carta y los fallidos intentos del 
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legislador para regular la materia, es imperioso un estudio a fondo que determine las 
circunstancias reales, los avances jurídicos que ha tenido esta controversia, el compromiso 
del Estado para aplicarlo y las posibles soluciones para que se reconozca en forma amplia, 
sin ninguna discriminación el derecho de negociación colectiva para los empleados 
públicos.    
 
 
5.1 Antecedentes.  En el territorio colombiano la negociación colectiva adquiere 
consagración constitucional a partir de la expedición de la Carta Política de 1991. Sin 
embargo, existen antecedentes legales a nivel nacional e internacional que incidieron para 
su reconocimiento como derecho inherente de las organizaciones sindicales. Entre los de 
mayor trascendencia se encuentran: 
 
a) Declaración de Filadelfia de 1944. Forma parte de la Constitución de la OIT, se 
convirtió en el instrumento que fija los propósitos y finalidades de la Organización, y los 
parámetros o directrices, en los que deben fundamentarse en la toma de decisiones o 
actuaciones sus Estados miembros. Contempla como una prioridad “la obligación solemne 
de la Organización Internacional del Trabajo de fomentar, entre todas las naciones del 
mundo, programas que permitan… e.) Lograr el reconocimiento efectivo del derecho de 
negociación colectiva”. Razón por la cual en el año 1949, la Conferencia General adoptó el 
convenio 98 regulatorio del derecho de sindicación y de negociación colectiva. 
 
b) Recomendación 91 de la OIT de 1951. Sobre los contratos colectivos. Surge esta 
recomendación en la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, en 
su trigésima cuarta reunión, la cual adoptó distintas propuestas sobre contratos colectivos, 
facultando para su ejecución a los intervinientes o a las autoridades, acorde con la situación 
interna. Indicó que debe entenderse por contrato colectivo “todo acuerdo escrito relativo a 
las condiciones de trabajo y de empleo, celebrado entre un empleador, un grupo de 
empleadores o una o varias organizaciones de empleadores, por una parte, y, por otra, una 
o varias organizaciones representativas de trabajadores o, en ausencia de tales 
organizaciones, representantes de los trabajadores interesados, debidamente elegidos y 
autorizados por estos últimos, de acuerdo con la legislación nacional”.  
 
Este concepto no significa que una asociación de trabajadores previamente establecida y 
soportada financieramente por los empleadores o por quienes estos designen, conlleve 
necesariamente a su reconocimiento.  
 
Considera la conveniencia de implementar mecanismos idóneos que establezcan su 
estructura, ejecución y trascendencia para negociar, convenir, renovar y revisar la 
contratación colectiva, o brindar asesoría a los interesados en estos aspectos, por acuerdo 
entre las partes o mediante la utilización de la legislación interna de los Estados. 
 
Obliga a quienes suscriben el contrato colectivo a cumplir sus clausulas, las cuales deberían 
ser acordes con los contratos individuales de trabajo, caso contrario generaría nulidad y la 
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derogatoria ipso facto, prevaleciendo lo pactado en el contrato colectivo; salvo que las 
condiciones estipuladas en el contrato individual sean más beneficiosas al trabajador.    
 
Las determinaciones contempladas en el contrato colectivo pueden extenderse a quienes se 
encuentren en las mismas condiciones laborales con las entidades que los suscriben, 
excepto si éste lo prohíbe en forma expresa. 
  
Se debería acatar el régimen contractual colectivo del Estado miembro y en lo posible 
acogerse a la normatividad interna, para ampliar en forma parcial o general las clausulas del 
contrato colectivo, a todos los empleadores y trabajadores vinculados en la misma región y 
oficio. No obstante, por mandato legal se podría limitar su aplicación, para que proceda 
únicamente por solicitud expresa de las asociaciones que hayan suscrito el contrato 
colectivo. Al otorgarle a los empleadores y trabajadores la oportunidad de indicar 
anticipadamente sus consideraciones al contrato colectivo que se les pretende adjudicar, y 
desde el inicio de la discusión de las clausulas contractuales, sería procedente incluir el 
número de ellos que integren un grupo representativo, a juicio de la autoridad 
correspondiente.  
  
Adicionalmente, las asociaciones de trabajadores y empleadores que intervienen en el 
contrato colectivo, los entes fiscalizadores, o los que se establezcan, podrán garantizar la 
vigilancia en la ejecución de los contratos colectivos, y someter de común acuerdo las 
divergencias que se generen de su interpretación, a un mecanismo de arreglo o a la 
legislación nacional, acorde a las circunstancias internas de cada Estado miembro. Estos a 
través de la legislación interna, pueden tomar medidas para exigir a los empleadores que 
hayan suscrito un contrato colectivo, la divulgación del contenido para conocimiento de los 
trabajadores que lo requieran; también para su inscripción con las modificaciones y la 
determinación del término de vigencia, salvo que se reformen o declaren nulos por los 
contratantes, antes de su terminación. 
 
c) Ley 27 del 15 de septiembre de 1976. Con la expedición de esta ley el Estado 
colombiano aprobó el convenio 98 de la Organización Internacional del Trabajo, “relativo 
a la aplicación de los principios del derecho de sindicación y de negociación colectiva”, 
adoptado el 1 de julio de 1949 por la trigésima segunda reunión de la Conferencia General 
en Ginebra Suiza. Publicada en el Diario Oficial 34.642 del 27 de septiembre de 1976. 
 
Específicamente el artículo 4° sugiere a los Estados la implementación, si lo consideran 
pertinente, de mecanismos idóneos que incentiven y promuevan la ejecución de acciones 
que garanticen la libre negociación de las asociaciones de trabajadores con el empleador o 
con las organizaciones de empleadores, para mejorar su situación laboral a través de la 
celebración de contratos colectivos.  
    
El convenio en el artículo 6° excluye del derecho de sindicación y de negociación colectiva 
a los “funcionarios públicos al servicio del estado”, advirtiendo que dicha excepción no 
significa  el quebrantamiento o desconocimiento de garantías y regulaciones ya establecidas 
a su favor a través de los propios reglamentos.  
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La comisión de expertos en aplicación de los convenios y recomendaciones de la OIT al 
referirse a los funcionarios públicos excluidos del convenio 98,  ha sido enfática en reiterar 
que éstos desarrollan actividades propias de la “administración del estado” de más alto 
nivel, con poder decisorio y se distinguen de los “funcionarios de menor categoría” 
quienes desempeñan labores “auxiliares en la administración” y gozan del derecho de 
asociación y negociación colectiva. 
 
d) Resolución 37 de la OIT de 1957. La organización adoptó la resolución manifestando 
en uno de sus apartes la necesidad de implementar las negociaciones colectivas, como 
mecanismo idóneo, para regular las condiciones laborales de los trabajadores al servicio del 
Estado. 
 
e) Resolución 38 de la OIT de 1957. Se refiere al planteamiento de la Comisión sobre a la 
necesidad de profundizar en lo relativo a la implementación de mecanismos, que 
establezcan alternativas de arreglo laboral para el caso de los agentes públicos. 
  
La Conferencia Internacional del Trabajo de la OIT de 1959, atendiendo la anterior 
resolución, aprobó por decisión general, compilar lo concerniente a la relación laboral de 
los empleados al servicio de la función pública y profundizar lo referente a su situación en 
el trabajo. Igualmente la OIT tendría que analizar lo atinente al derecho de asociación y 
negociación colectiva de estos trabajadores, planteándose para su cumplimiento la creación 
de una comisión técnica especial, si las circunstancias así lo exigen. 
    
Posteriormente, acogiendo lo dispuesto en dicha Conferencia, se creó la Comisión Técnica 
de Expertos en Condiciones de Empleo en la Función Pública, la que a su vez, en sesión 
realizada en 1963, convocada para estudiar lo concerniente a “la libertad sindical y a los 
procedimientos para determinar las condiciones de empleo en el servicio público”, dentro 
de las conclusiones, propuso la conformación de una Comisión Paritaria del Servicio 
Público.   
 
Efectivamente, la Comisión Paritaria del Servicio Público en asamblea efectuada en 1971 
convocada para discutir lo concerniente a la situación laboral en la función pública, al 
derecho de sindicación y los mecanismos de participación de los trabajadores en busca de 
garantías que mejoren las condiciones laborales, tuvo en cuenta algunas consideraciones 
como la omisión por parte de los trabajadores a la aplicación del concepto inglés obedient 
servant, que les generaba un lugar especial frente a las autoridades públicas; la necesidad de 
ajustar la legislación interna de los Estados miembros a la realidad laboral del momento; el 
hecho de impulsar la negociación colectiva, ya implementada en otros países, como 
mecanismo de participación de los funcionarios públicos en la fijación de las condiciones 
laborales y la discusión de varios participantes en lo inoperable que resultaba la fijación  
legal o administrativa de las condiciones laborales para los servidores públicos.  
 
Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Comisión Paritaria del Servicio 
Público expidió la Resolución 1°, indicando que debería acudirse a la negociación  
colectiva para fijar las condiciones laborales que contemplen los salarios y demás 
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prestaciones sociales de los funcionarios de la administración pública. Requiere al Consejo 
de Administración de la OIT para que en la siguiente asamblea de la Conferencia 
Internacional del Trabajo, en el orden del día, se incluya el tema sobre la libertad sindical 
de los trabajadores del servicio público y los mecanismos que promuevan su participación 
en la determinación de las condiciones laborales, con el propósito de adoptar una 
herramienta internacional que se ajuste a la realidad.    
 
f) Convenio 151 de la OIT de 1978. Sobre la protección del derecho de sindicación y los 
procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración pública. 
Adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo en su 
sexagésima cuarta reunión celebrada el 27 de junio de 1978, vigente a partir del 25 de 
febrero de 1981.  
 
La Conferencia en esa oportunidad manifestó la necesidad de adoptar un convenio 
internacional que regulara la libertad sindical y las condiciones laborales en la 
administración pública; toda vez que el convenio sobre derecho de sindicación y 
negociación colectiva de 1949, excluyó de su aplicación a los funcionarios públicos. Hecho 
que generó una interpretación equivocada por parte de algunos Estados miembros, 
conllevando al desconocimiento de derechos colectivos; situación corroborada por los 
organismos de control de la OIT.  
 
Surge ante la necesidad de unificar criterios, propender por un ambiente laboral cimentado 
en las buenas relaciones, regular el derecho de sindicación y la negociación colectiva, de 
aquellos empleados públicos que no ostenten poder decisorio, o que no ejercen cargos 
directivos o de confidencialidad.    
  
Debe entenderse que el convenio como lo indica en sus artículos 1° y 2° se expidió para 
proteger, ante la exclusión o aplicación restrictiva del derecho sindical, a los empleados 
públicos vinculados con la administración, prevaleciendo las garantías otorgadas en 
diferentes convenios internacionales del trabajo que les sean más benéficas. 
 
Faculta a los Estados miembros para la expedición de normas internas que permitan hacerlo  
extensivo a integrantes de las fuerzas armadas y de policía; empleados de alto nivel con 
cargos directivos o poder decisorio, o quienes por la esencia misma de sus funciones 
ejerzan actividades de confidencialidad. 
 
Para la aplicabilidad del convenio, debe entenderse el término “organización de empleados 
públicos” en una forma más amplia, incluyendo a todas las organizaciones, sin tener en 
cuenta su integración, exigiéndoles que sus políticas tiendan a promover y preservar 
derechos de los empleados públicos, como lo refiere en su artículo 3°. 
 
El artículo 4° establece igualmente para los empleados públicos, especial protección ante 
cualquier hecho que limite o restrinja el libre ejercicio del derecho sindical, con ocasión del 
desempeño propio de sus cargos. Específicamente cuando se presenten actos de 
discriminación antisindical impidiendo el libre derecho de afiliación a la asociación, o  
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incidiendo en su retiro, o a causa de la afiliación o participación en las actividades 
sindicales de la asociación despedirlo o desmejorarlo.  
  
Prohíbe cualquier intervención de las autoridades públicas, como es el apoyo económico o 
de cualquier índole, tendiente a obtener la subordinación de la organización, o el hecho de 
inmiscuirse en su creación, administración y funcionamiento para ser sometida a su 
dominio. Salvaguarda el desarrollo de la actividad sindical, garantizando su total autonomía 
e independencia, en relación con las autoridades públicas así lo indica el artículo 5°. 
 
La administración pública debe proporcionar a los delegados de las asociaciones de 
empleados públicos, los tiempos que sean requeridos dentro o fuera del horario laboral, 
para que en forma oportuna cumplan con el ejercicio eficiente de sus funciones, sin que 
esto signifique un trauma en la prestación del servicio o a la gestión administrativa. La 
aplicabilidad de esta concesión se toma de conformidad con los requerimientos internos de 
los Estados miembros, promoviendo para tal efecto, la ejecución e implementación de 
mecanismos de concertación y participación que involucre en las decisiones a las 
asociaciones sindicales y la respectiva autoridad pública, en virtud de los artículos 6° y 7°.    
 
No obstante, se debe acudir a los mecanismos de negociación o a la aplicación de medios 
alternativos como la mediación, conciliación y arbitraje, ante el surgimiento de conflictos 
generados en la determinación de las condiciones de empleo, como lo indica el artículo 8°. 
 
En cuanto al ejercicio de los derechos civiles y políticos esenciales, los empleados públicos, 
como todo trabajador, cuentan con esta garantía para el libre desarrollo de la actividad 
sindical; salvo las obligaciones generadas por la posición y esencia misma del cargo, como 
lo refiere el artículo 9°. 
 
g) Recomendación 159 de la OIT de 1978. Sobre las relaciones de trabajo en la 
administración pública. Adoptada el 27 de junio de 1978 por la Conferencia General de la 
Organización en la sexagésima cuarta reunión. Proferida con el fin de optimizar la 
implementación del convenio 151 sobre la protección del derecho de sindicación y los 
procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración pública. 
 
Indica la resolución que, ante la existencia de varias organizaciones de empleados públicos, 
en los Estados donde se hayan implementado mecanismos para establecer cuáles son 
susceptibles del otorgamiento de “derechos exclusivos o preferentes”, para los fines 
previstos en el convenio sobre las relaciones de trabajo de la administración pública 1978 
específicamente lo establecido en las partes III “Facilidades que deben concederse a las 
organizaciones de empleados públicos” , IV “Procedimientos para la determinación de  
las condiciones de empleo” o V “Solución de conflictos”, debería primar en la designación 
su representatividad y fundamentarse en apreciaciones eminentemente objetivas. No 
obstante, advierte que estos mecanismos deben operar con cautela para prevenir el 
surgimiento de otras organizaciones similares.     
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Cada Estado miembro a través de su régimen jurídico interno o por medio de otro 
procedimiento expedito, puede regular las calidades exigidas a quien represente a la 
autoridad pública, en los procesos de negociación de las condiciones de empleo, en virtud 
de la parte IV del convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, 
1978. Igualmente determinar previamente los mecanismos que permitan cumplir con lo 
pactado en la negociación. 
 
Cuando se han implementado otras formas de negociación, para que los delegados de los 
empleados públicos puedan intervenir en la consolidación de las garantías laborales, la 
regulación para su efectividad, debería establecerse en la normatividad interna del Estado o 
utilizando mecanismos similares. Es conveniente en todos los eventos que exista acuerdo 
entre las partes, fijar en el mismo, el término de duración y los mecanismos para revisarlo, 
renovarlo o darlo por terminado. 
 
Para darle aplicación al convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración 
pública de 1978, párrafo 3° del artículo 6°, referente a la naturaleza y alcance de las 
facilidades que deberían concederse a los representantes de las organizaciones de 
empleados públicos, es procedente observar la recomendación 143 de 1971 relativa a los 
representantes de los trabajadores. 
 
h) Convenio 154 de la OIT de 1981. Sobre el fomento de la negociación colectiva. El 19 
de junio de 1981 la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, en 
su sexagésima séptima reunión, adoptó el convenio sustentado en el deber adquirido en la 
Declaración de Filadelfia que establece para la OIT, la responsabilidad de promover 
políticas que conlleven al reconocimiento real del derecho de negociación colectiva, en 
todos los Estados, soportado además en los instrumentos internacionales acogidos 
previamente por la organización, y ante la necesidad de complementarlos para impulsar su 
desarrollo.  
 
El convenio prevé en el artículo 1° que se aplica a todas las ramas de actividad económica, 
que los Estados miembros a través de su legislación, administración pública o practicas 
nacionales determinarán los mecanismos necesarios para hacer efectiva la negociación 
colectiva y la posibilidad de hacerla extensiva para la policía y las fuerzas armadas.  
 
En el artículo 2° contempla en forma amplia el término negociación colectiva 
entendiéndose como tal todos los acuerdos celebrados por la asociación o asociaciones de  
trabajadores; con el empleador, varios empleadores; la organización o diversas 
organizaciones de éstos, tendientes a reglamentar sus relaciones, la situación laboral y  
precisar las condiciones del empleo.  
 
Señala el artículo en cita: “A los efectos del presente Convenio, la expresión negociación 
colectiva comprende todas las negociaciones que tienen lugar entre un empleador, un 
grupo de empleadores o una organización o varias organizaciones de empleadores, por 
una parte, y una organización o varias organizaciones de trabajadores, por otra, con el fin 
de: a) fijar las condiciones de trabajo y empleo, o b) regular las relaciones entre 
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empleadores y trabajadores, o c) regular las relaciones entre empleadores o sus 
organizaciones y una organización o varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos 
estos fines a la vez”. 
 
Establece el convenio en su artículo 3° que si la regulación interna o la práctica nacional de 
los Estados cuentan con representantes electos definidos por el artículo 3° apartado b) del 
convenio sobre los representantes de los trabajadores de 1971 como aquellos: 
“representantes libremente elegidos por los trabajadores de la empresa, de conformidad 
con las disposiciones de la legislación nacional o de los contratos colectivos, y cuyas 
funciones no se extiendan a actividades que sean reconocidas en el país como 
prerrogativas exclusivas de los sindicatos”, la misma regulación interna o la práctica 
nacional pueden decidir la aplicación del convenio 154 sobre negociación colectiva a 
dichos delegados. En caso de materializarse la negociación con ellos, se requiere la 
adopción de mecanismos tendientes a impedir que por su existencia, se limiten derechos de 
las asociaciones de trabajadores que tengan interés en la negociación.   
 
Cuando los Estados miembros no empleen mecanismos internos conforme a la práctica 
nacional para la aplicación de las normas previstas en el convenio o no se hayan estipulado 
en laudos arbitrales o contratos colectivos, se implementarán en su régimen jurídico 
interno, de conformidad con lo establecido en el artículo 4°.   
 
En aplicación del artículo 5°, según la situación interior de cada Estado, para promover la 
negociación colectiva, es necesario introducir mecanismos apropiados que tengan por 
finalidad, impulsar su desarrollo en forma gradual para el logro de los objetivos; permitir el 
libre acceso tanto de trabajadores como de empleadores de las ramas de actividad a quienes 
cobija el convenio; establecer claramente los órganos y medios regulatorios que favorezcan 
la solución de conflictos colectivos de trabajo, que a su vez impulsen la negociación 
colectiva; propender por la inclusión de preceptos procedimentales concertados por las 
partes, y evitar que bajo cualquier circunstancia sea inoperante la negociación por falta de 
regulación, por ser ésta deficiente o contener disposiciones inconvenientes.  
 
La operatividad de los medios de relaciones laborales, cuando la negociación colectiva se 
desarrolle con la participación voluntaria de los intervinientes, utilizando para ello la 
conciliación o el arbitraje, o ambas, no se ve afectada en su aplicación por lo estatuido en el 
convenio, en virtud del artículo 6°.  
 
Requieren de consultas previas y de ser viable de la concertación entre las autoridades 
públicas y las asociaciones de trabajadores y empleadores, las determinaciones que adopte 
el Estado miembro, tendiente a promover el avance de la negociación colectiva. Sin 
embargo, estas en ningún caso pueden expedirse o adoptarse vulnerando la libertad de 
negociación colectiva, de conformidad con lo estatuido en los artículo 7° y 8°.   
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I) Recomendación 163 de la OIT de 1981. Sobre el fomento de la negociación colectiva. 
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo adoptó la 
recomendación en su sexagésima séptima reunión, el 19 de junio de 1981, con el propósito 
de complementar el convenio 154. 
 
Para tal efecto la regulación interna de cada país, la costumbre, los laudos arbitrales o los 
contratos colectivos se constituyen en instrumentos idóneos para aplicar la recomendación. 
 
Con el fin de promover la creación y desarrollo de las asociaciones voluntarias, autónomas 
y representativas de trabajadores y empleadores, cada Estado miembro si los 
requerimientos internos lo exigen, puede implementar mecanismos legales para su 
desarrollo, tendientes al reconocimiento de las asociaciones representativas de trabajadores 
y empleadores.  
 
Los Estados miembros que a través de las autoridades competentes, adopten mecanismos 
tendientes al reconocimiento de las organizaciones de trabajadores y empleadores más 
representativas, a las que ha de reconocérseles el derecho de negociación colectiva, 
efectuarán dicha selección bajo criterios imparciales y objetivos, previamente definidos y 
concertados con las mismas organizaciones. 
 
Para promover la ejecución del derecho de negociación colectiva en todas las categorías, 
del orden regional o nacional, primordialmente en la industria, rama de actividad, empresa 
y establecimiento, es necesario que cada Estado miembro apruebe disposiciones ajustadas a 
su situación interna. 
 
Se requiere que las partes intervinientes, ante el surgimiento de negociaciones en diferentes 
categorías, actúen con criterios unificados. 
 
Adicionalmente estos deben propender por la capacitación de sus representantes, para la 
efectividad de la discusión y acuerdos de la negociación, es conveniente que las 
asociaciones de trabajadores y empleadores fijen la temática y vigilen la formación de sus 
representantes; pueden requerir a las autoridades públicas, para que les presten asesoría 
sobre capacitación. Esta formación no puede ser limitante a la libertad que le asiste a las 
asociaciones para elegir a sus delegados y lograr con ello los objetivos de la negociación 
colectiva.  
 
Sin que se entorpezcan los asuntos que deben someterse a consideración de las 
asociaciones, se sugiere que estas otorguen plenos poderes a quienes los representaran 
durante todo el proceso de negociación colectiva.  
 
Para que los intervinientes puedan ejercer de manera eficaz el derecho de negociación 
colectiva con suficiente análisis sobre la temática, pueden contar con la información que 
requieran, para lo cual se implementarán los mecanismos que se adecuen a la situación 
interna. Para cumplir con este fin, en la medida que sea requerida información de los temas 
a debatir y en general sobre la posición social y financiera del establecimiento o institución, 
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para una mayor ilustración de las asociaciones de trabajadores, sería pertinente su 
concesión por parte de los empleadores del sector público o privado, previo acuerdo. No 
obstante, si es de carácter reservado se haría bajo esta salvedad y en este mismo sentido 
siempre que la divulgación de la documentación solicitada no vaya en detrimento de los 
propósitos internos, las autoridades públicas pueden suministrar lo requerido sobre aspectos 
generales sociales y financieros del Estado y de la actividad correspondiente. 
 
Se deben implementar mecanismos que promuevan métodos alternativos de solución de 
conflictos entre las partes, acordes a la situación interna de los Estados, con independencia 
de la naturaleza de los mismos, es decir, aunque estos hayan surgido en la etapa final de los 
acuerdos, por la aplicación o interpretación de los mismos, o se trate de aquellos 
contemplados en la recomendación sobre el examen de las reclamaciones de 1967. 
 
j) Ley 7 del 19 de julio de 1990. El Rey Juan Carlos I de España, sancionó la ley que 
regula el derecho de negociación colectiva de los empleados públicos y su participación en 
las condiciones de empleo. Publicada en el Boletín Oficial del Estado 173 del 20 de julio de 
1990, fue modificada por la ley 18 del 30 de junio de 1994. 
 
El preámbulo indica que, la expedición de la ley es el resultado de varios acuerdos suscritos 
entre las organizaciones sindicales de trabajadores del Estado más representativas y el 
gobierno, dentro del desarrollo de las conversaciones sociales que finalizaron con la 
suscripción de varios acuerdos, en especial el celebrado en la mesa general de negociación, 
en aplicación de la ley 9 de 1987, que le otorga a los funcionarios y personal estatutario de 
la seguridad social la facultad para negociar sus condiciones laborales. En el mismo se 
estipuló que, en razón a su importancia, el gobierno impulsaría un proyecto de ley que fuera 
el reflejo de lo acordado en aquella oportunidad. Señala que el Tribunal Constitucional al 
decidir los recursos de amparo concernientes al derecho sindical, ha incidido en la 
integración de los medios de vigilancia e inspección  de las elecciones sindicales. 
 
En razón a las anteriores consideraciones, las Cortes Generales aprobaron la ley 7 de 1990 
regulatoria del derecho de negociación colectiva de los empleados públicos. El artículo 
único desarrolla la nueva redacción del Capítulo III de la ley 9 del 13 de junio de 1987 
sobre los órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y 
participación del personal al servicio de las administraciones públicas. 
 
Indica el artículo 30 que la capacidad representativa otorgada a las organizaciones 
sindicales en la ley orgánica de libertad sindical, artículos 6.3, c); 7.1 y 7.2 y en el capítulo 
III de la Ley 7 de 1990, determina la participación de los funcionarios públicos en las 
condiciones de empleo y en la negociación colectiva.  
 
Para cumplir con este fin se deben instaurar mesas de negociación, integradas por los 
delegados del gobierno, de las organizaciones sindicales de trabajadores del Estado más 
representativas y de la comunidad autónoma, además las asociaciones sindicales que para la 
elección de sus delegados y juntas de personal obtuvieron el 10 por 100 o más de los 
representantes.  
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Para ello, como lo ordena el artículo 31, se requiere la conformación de una mesa general 
de negociación a nivel de la administración pública, igualmente en todas las comunidades 
autónomas y entidades locales, que tendrá la facultad para establecer las condiciones de 
empleo de los funcionarios públicos dentro de la órbita que les concierne. 
 
Instaurada la mesa general de negociación en la administración pública, se deben crear 
mesas sectoriales, para la negociación colectiva y la fijación de las condiciones laborales, 
constituidas de igual manera que las generales, para grupos determinados de funcionarios 
públicos que prestan sus servicios en las universidades, correos, telégrafos y caja postal de 
ahorros, centros públicos no universitarios, administración de justicia, instituciones 
sanitarias públicas de la administración central e institucional y las entidades gestoras de la 
seguridad social. Si la mesa general lo dispone, se pueden establecer otras mesas sectoriales 
atendiendo el número de funcionarios públicos y particularidades de los grupos, están 
facultadas para decidir sobre temas que no hayan sido resueltos por la mesa general. 
 
Tanto la mesa general de negociación, como las mesas sectoriales deben reunirse por lo 
menos una vez en el año, sin perjuicio que la administración del Estado, las organizaciones 
sindicales presentes en la respectiva mesa o por acuerdo entre ellas, decidan reunirse en 
otras oportunidades
40
.  
 
El desarrollo de la negociación debe iniciar cada año como lo dispone el artículo 33, en el 
día convenido por la administración pública u otros órganos de gobierno y por los 
sindicatos más representativos a nivel estatal y de comunidad autónoma, en los términos de 
los articulo 6° y 7° de la Ley Orgánica 11 del 2 agosto de 1985 sobre libertad sindical. Las 
partes pueden adicionalmente incluir temas diferentes a los señalados anteriormente. 
 
El artículo 34 excluye de la negociación colectiva todas las disposiciones adoptadas por las 
diferentes administraciones públicas que lesionen la autonomía de las asociaciones, la 
ejecución de los derechos de los ciudadanos ante los empleados públicos y el curso de 
elaboración de actos y resoluciones administrativas. 
 
                                                             
40
 Según el artículo 32, las materias susceptibles de negociación son: “a) El incremento de retribuciones de los 
funcionarios y del personal estatutario de las administraciones públicas que proceda incluir en el proyecto de 
presupuestos generales del Estado de cada año, así como el incremento de las demás retribuciones a establecer, para su 
respectivo personal, en los proyectos normativos correspondientes de ámbito autonómico y local. b) La determinación y 
aplicación de las retribuciones de los funcionarios públicos. c) La preparación y diseño de los planes de oferta de empleo 
público. d) La clasificación de puestos de trabajo. e) La determinación de los programas y fondos para la acción de 
promoción interna, formación y perfeccionamiento. f) La determinación de las prestaciones y pensiones de las clases 
pasivas y, en general, todas aquellas materias que afecten, de algún modo a la mejora de las condiciones de vida de los 
funcionarios jubilados. g) Los sistemas de ingreso, provisión y promoción profesional de los funcionarios públicos. h) Las 
propuestas sobre derechos sindicales y de participación. i) Medidas sobre salud laboral. j) Todas aquellas materias que 
afecten, de algún modo, al acceso a la función pública, carrera administrativa, retribuciones y seguridad social, o a las 
condiciones de trabajo de los funcionarios públicos y cuya regulación exija norma con rango de ley. k) Las materias de 
índole económica, de prestación de servicios, sindical, asistencial, y en general cuantas otras afecten a las condiciones de 
trabajo y al ámbito de relaciones de los funcionarios públicos y sus organizaciones sindicales con la administración”. 
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Si el Estado adopta decisiones administrativas que conlleven transgresión a la autonomía de 
la organización que menoscaben las condiciones laborales de los funcionarios públicos, se 
puede acudir a la consulta ante los sindicatos y las asociaciones sindicales. 
 
De conformidad con el artículo 35, los delegados de la administración del Estado, de las 
comunidades autónomas o de las entidades locales y de las organizaciones sindicales o 
sindicatos están facultados para celebrar acuerdos y pactos colectivos que fijen las 
condiciones del empleo de los funcionarios públicos. 
 
Los pactos que surjan se suscribirán únicamente sobre temas de competencia del respectivo 
órgano administrativo que lo firma, obligando a las partes. A su vez, los acuerdos tratarán 
sobre temas de competencia exclusiva del consejo de ministros y los consejos de gobierno 
de comunidades autónomas u órganos correspondientes de las entidades locales. Para la 
validez y eficacia de estos últimos, el órgano respectivo debe manifestar formal y 
expresamente su aprobación. 
 
Tanto en los pactos como en los acuerdos se debe determinar las partes que lo suscriben, su 
ámbito personal, funcional, territorial y el término de vigencia. Si los intervinientes lo 
deciden pueden fijar comisiones encargadas de ejercer un acompañamiento que garantice el 
cumplimiento de los pactos y acuerdos.  
 
En virtud del artículo 36 se remiten a la oficina pública a que alude la Ley Orgánica 11 del 
2 de agosto de 1985, regulatoria del derecho de libertad sindical. Así mismo, en forma 
inmediata deben ser publicados en el Boletín Oficial del Estado o en los respectivos diarios 
oficiales. 
 
En aplicación del artículo 37 el gobierno, los consejos de gobierno de las comunidades 
autónomas o el órgano correspondiente de las entidades locales, están facultados para fijar 
las directrices a las cuales deben sujetarse sus delegados en el proceso de negociación 
colectiva. 
 
Ante la falta de acuerdo entre las partes o del consentimiento formal y expreso de la 
respectiva entidad del Estado, el gobierno y los órganos de gobierno de las otras 
administraciones públicas, en aplicación de los artículo 3.2, b), de la ley 30 del 2 de agosto 
de 1984, que desarrolla las medidas para la reforma de la función pública, fijarán las 
condiciones laborales de los funcionarios públicos. 
 
Cuando persistan las divergencias en la negociación o surjan dificultades en la ejecución de 
los pactos o acuerdos, la administración pública y los sindicatos, están facultados para 
designar, de común acuerdo, un mediador o mediadores. Aplicando el procedimiento que 
para tal efecto se establezca; cuyas decisiones y la inconformidad de las partes se deben 
hacer públicas de forma inmediata. 
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k) Asamblea Nacional Constituyente de 1991. En sesión del 12 de febrero, la Asamblea 
Nacional Constituyente integró e instaló la Comisión Quinta Permanente, encargada de los 
asuntos Económicos, Sociales y Ecológicos de la cual hicieron parte: Angelino Garzón, 
Guillermo Guerrero Figueroa, Tulio Cuevas Romero, Iván Marulanda Gómez, Guillermo 
Perry Rubio y Jaime Benítez Tobón, quienes en la ponencia del 13 de abril del mismo año, 
manifestaron la necesidad de incluir en la Constitución del 91 el derecho de negociación 
colectiva, haciéndola extensiva, específicamente a los empleados públicos. Los siguientes 
fueron los argumentos:   
 
“Negociación Colectiva y Concertación Laboral. La Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) fue el único organismo intergubernamental que sobrevivió a la Segunda 
Guerra Mundial. El secreto radicó en el tripartismo, en ser un centro del dialogo y 
entendimiento entre gobiernos, empresarios y trabajadores. Por ello, toda la legislación 
internacional que dicho organismo a expedido hasta hoy y que se expresa en los 
centenares de convenios y recomendaciones, deben mirarse como el resultado de la 
pluralidad, tolerancia, flexibilidad y concertación entre sectores que representando 
intereses diferentes, llegaron a encontrar los puntos que les eran comunes, no sólo a ellos 
sino necesarios para el fomento y desarrollo de las relaciones a nivel mundial. Sin 
embargo, lo más importante, es cómo generar en todo el país la práctica del diálogo y la 
concertación que por muchos años nos ha enseñado la OIT. Infortunadamente, como lo 
hemos afirmado, la actual Constitución Política no dice nada sobre temas tan vitales para 
las relaciones laborales, como la negociación colectiva y la concertación laboral. Pero no 
partimos de cero. En Colombia existen muchas experiencias, positivas y negativas, en 
materia de negociación y concertación laboral. El derecho a la negociación colectiva está 
contemplado como en la legislación laboral para los trabajadores a excepción de los 
empleados públicos. Existe, también, un organismo tripartito de concertación, el Consejo 
Nacional Laboral, que infelizmente no tiene poder decisorio, se ha reducido a la discusión 
del salario mínimo y no cuentan para nada como organismo rector en el desarrollo de las 
relaciones laborales. Esto posiblemente explica, en parte, su debilitamiento y sus fracasos 
llegar a acuerdos concertados en los últimos años. 
 
Esa realidad es la que creemos recoge las propuestas que, en materia laboral, surgieron 
en las mesas de trabajo, lo mismo que varios proyectos de reforma constitucional, cuando 
insisten en la necesidad del dialogo, de la concertación y de los acuerdos, como forma de 
evitar los conflictos laborales y de afianzar un clima de tranquilidad social. Es un derecho 
y una práctica que consideramos debe hacerse extensiva a todos los trabajadores, 
incluyendo a los empleados públicos, por cuanto es muy negativo que a estos trabajadores 
se les siga dando un tratamiento de ciudadanos de segunda categoría en relación con 
algunos derechos laborales. Fomentar el diálogo, la negociación y la concertación en el 
campo laboral, es una buena práctica y un buen principio, que mucho nos puede contribuir 
a encontrar formas civilizadas de solución a los graves problemas sociales que hoy se 
viven en Colombia y a consolidar un clima de tranquilidad y de paz ciudadana”. 
 
Como consecuencia de lo anterior la Comisión propuso la inclusión de los siguientes 
artículos: “Derecho a la Negociación Colectiva y a la concertación Laboral. Artículo 3°. 
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Se garantiza el derecho a la negociación Colectiva laboral entre los representantes de los 
trabajadores y de los empleadores. Los acuerdos tendrán fuerza de Ley para las partes”. 
Artículo 4°. “Una Comisión permanente integrada por el Gobierno, representantes de los 
empleadores y de los trabajadores, fomentará las relaciones laborales, contribuirá a la 
solución de los conflictos colectivos de trabajo, y concertará las políticas salariales y 
laborales”. 
 
 
5.2 Consagración constitucional.  A partir de la expedición de la Constitución Política de 
1991 por primera vez en la historia de nuestro país, se elevó a rango constitucional el 
derecho de negociación colectiva, en los siguientes términos: 
 
Artículo 55. “Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones 
laborales, con las excepciones que señale la Ley. 
 
Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución 
pacifica de los conflictos colectivos de trabajo”.  
 
De conformidad con esta disposición, el Estado reconoce a los empleadores y trabajadores  
la facultad de acudir al dialogo para fijar las reglas que han de regir la relación laboral, 
durante un término establecido. Así mismo, facultó al legislador para determinar las 
excepciones a esta garantía, con respeto a los sucesos económicos, sociales y jurídicos por 
los que atraviese el país. Por último, dispuso que el Estado debe fomentar la concertación y 
los demás mecanismos necesarios para lograr que las divergencias de carácter colectivo 
sean resultas de forma armónica. 
 
En este contexto, la negociación colectiva se constituye en un elemento inherente del 
derecho de asociación sindical, tendiente a modificar la fijación unilateral por parte del 
Estado de las situaciones laborales. Así lo expresó la Corte Constitucional en sentencia C-
112 del 25 de marzo de 1995 con ponencia del magistrado Hernando Herrera Vergara al 
manifestar: “… La negociación colectiva no es entonces un instrumento residual para 
regular las relaciones laborales, sino el instrumento por antonomasia, que desplaza el 
sistema de fijación por el Estado de las condiciones de trabajo”. 
 
 
5.3 Marco legal.  El derecho de negociación colectiva de los empleados públicos en 
Colombia ha sido objeto de varios proyectos legislativos, sin que ninguno se haya 
convertido en ley de la República. A manera de antecedente histórico, y por constituirse en 
un avance que demuestra una vez más la necesidad de legislar la materia, a continuación se 
relacionan los proyectos de ley más relevantes que cursaron trámite por el Congreso de la 
República.   
 
a) Proyecto de ley 072 de 1996. Tuvo por finalidad regular la negociación colectiva en el 
sector público y derogar de los artículos 414, 415 y 416 del Código Sustantivo del Trabajo, 
sin embrago, al constituirse en el primer intento del legislador para impulsar la 
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normativización de este derecho para los empleados públicos, se debe hacer referencia al 
mismo. 
 
Tuvo como objetivo la implementación del artículo 55 de la Constitución Política de 1991, 
reglamentando el derecho de negociación colectiva de los empleados públicos del Estado, 
de las ramas del poder público, la administración central y descentralizada del orden 
nacional y territorial, de la organización electoral, los entes de control, los independientes y 
autónomos, permitiéndoles participar en la determinación de sus condiciones laborales con 
el Estado, excluyendo de esta garantía a los funcionarios públicos de libre nombramiento y 
remoción o de elección popular con cargos de representación o dirección del Estado, y a 
quienes integran las fuerzas militares o de policía.  
 
Exceptuaba del ámbito de negociación los temas relacionados con: “a) Estructura y 
organización del Estado; b) Las atribuciones de dirección, administración y fiscalización 
del Estado; c) El principio de mérito como requisito sustancial de las carreras; d) Los 
rubros no previstos presupuestariamente”. 
 
Igualmente indicaba el procedimiento para el desarrollo de la negociación colectiva, los 
requisitos que debía contener el acta de acuerdo, y la obligación de someter las diferencias 
a un árbitro, en caso de desacuerdo total o parcial, quien proferiría el laudo de forzoso 
cumplimiento para las partes.   
 
b) Proyecto de ley 040 de 2002. “Por la cual se regula el derecho de negociación 
colectiva de los sindicatos de empleados públicos, en desarrollo del artículo 55 de la 
Constitución Política y de los convenios de la OIT 151 de 1978 y 154 de 1981, aprobados 
respectivamente por las leyes 411 de 1997 y 524 de 1999”.  
 
El proyecto constituye el segundo intento para reglamentar el ejercicio del derecho de 
negociación colectiva de los sindicatos de empleados públicos y derogar del Código 
Sustantivo del Trabajo el numeral 4° del artículo 414, el artículo 415 y la expresión “los 
sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliegos de peticiones” contenida en 
el artículo 416. 
 
Ampliaba el objeto de la ley, ya que además de regular el derecho de negociación colectiva 
de los sindicatos de los empleados públicos y fomentar el artículo 55 constitucional como 
lo preveía el proyecto de ley 72 de 1996, también desarrollaba los convenios 151 de 1978 y 
154 de 1981 de la OIT, aprobados por las leyes 411 de 1997 y 524 de 1999. 
 
En el campo de aplicación y exclusión mantuvo el criterio establecido por el proyecto de 
ley 72 de 1996.  
 
El proyecto definía los conceptos de empleado público, organización de empleados 
públicos, condiciones de empleo y negociación colectiva, a saber: “1) Empleado público. 
Designa a toda persona a quien se le aplica esta ley. 2) Organización de empleados 
públicos. Designa a toda organización sindical titular del derecho de negociación 
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colectiva, cualquiera que sea su grado; confederación, federación o sindicato de primer 
grado y que tenga por  objeto la defensa de los intereses de los empleados públicos a 
quienes se aplica esta ley. 3) Condiciones de empleo. Designa todos los aspectos de la 
relación laboral de los empleados públicos. 4) Negociación colectiva. Es el instrumento, 
procedimiento, mecanismo o medio, cuyo resultado dada la naturaleza del vínculo laboral 
legal y reglamentario de los empleados públicos es la especie del acuerdo colectivo, 
instrumentable por la autoridad según la distribución constitucional de competencias. 
Comprende todas las negociaciones que tienen lugar entre un empleador estatal, un grupo 
de empleadores estatales o una organización o varias organizaciones de empleadores 
estatales, por una parte y una organización o varias organizaciones de empleados públicos 
por la otra, con el fin de fijar las condiciones de empleo, regular las relaciones entre 
empleadores y empleados y las relaciones entre empleadores y organizaciones de 
empleados públicos”. 
 
Adicionalmente indicaba el procedimiento para desarrollar la negociación colectiva de las 
asociaciones sindicales de empleados públicos con el Estado,  el acatamiento del principio 
de la buena fe, la representación de las partes en la negociación, requisitos del acta de 
acuerdo y el nombramiento de árbitros en caso de desacuerdo, cuyas decisiones obligaban a 
los intervinientes.  
 
En cuanto a la negociación colectiva iniciada por un sindicato de naturaleza mixta, el 
proyecto previó que al estar integrado por trabajadores oficiales y empleados públicos, 
debería ser adelantada mediante el procedimiento contemplado en el Código Sustantivo del 
Trabajo para los trabajadores oficiales, y por esta nueva disposición para los empleados 
públicos. 
 
Sobre las garantías para los negociadores, contempló que gozarían de permiso sindical 
remunerado y del fuero sindical desde la etapa de inicio de la negociación y hasta la 
solución del conflicto. En cuanto a los empleados públicos afiliados al sindicato o 
sindicatos que sean una parte en el proceso de negociación colectiva, el fuero sindical 
circunstancial durante todo el tiempo de desarrollo de la negociación y hasta la solución 
definitiva del mismo. 
 
Disponía la obligación de consultar a las organizaciones sindicales de empleados públicos 
representativas, las regulaciones de contenido general que incidieran en las condiciones de 
empleo. 
 
c) Proyecto de ley 033 de 2005. “Por la cual se regula el derecho de negociación 
colectiva de los sindicatos de empleados públicos, en desarrollo del artículo 55 de la 
Constitución Política y de los convenios de OIT números 151 de 1978 y 154 de 1981, 
aprobados respectivamente por las leyes 411 de 1997 y 524 de 1999”. 
 
Esta iniciativa fue antecedida por el proyecto de ley 040 de 2.002, el cual debió ser retirado 
para adaptarlo a las indicaciones expuestas por el Ministro (E) de la Protección Social el 10 
de junio de 2003. Este proyecto contempló aspectos relacionados con el ámbito de la 
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negociación indicándo que: “La Negociación Colectiva puede desarrollarse, a nivel 
general o nacional sobre aspectos comunes a todos los empleados públicos; sectorial o de 
rama; territorial; y, por organismo o entidad, que comprende aspectos específicos del 
sector, territorio u organismo”.  
 
Sobre la representación del Estado y de las organizaciones sindicales de empleados 
públicos estipuló que las partes debían elegir a la respectiva comisión negociadora de 
manera autónoma, la cual estaría integrada por igual número de negociadores y asesores. 
Establecía términos y procedimientos para la negociación colectiva, contenido del acta de 
acuerdo, el ámbito de aplicación, instrumentalización para su cumplimiento y la 
procedencia del arbitramento ante el desacuerdo de las partes.  
 
d) Proyecto de ley 058 de 2008. “Por la cual se regula el derecho de negociación 
colectiva de los sindicatos de empleados públicos, en desarrollo del artículo 55 de la 
Constitución Política y de los convenios de la OIT 151 de 1978 y 154 de 1981 aprobados 
respectivamente por las leyes 411 de 1997 y 524 de 1999”. 
 
Indicaba mecanismos para la negociación colectiva, establecía que cuando una asociación 
de naturaleza mixta, de inicio a ésta, se ejecutará armónicamente en aplicación del C.S. del 
T., para el caso de los trabajadores oficiales y según lo previsto en dicho proyecto para los 
empleados públicos. No obstante, prohibía que en una misma entidad del Estado hubiese 
dos o más convenciones colectivas. 
 
e) Proyecto de ley 047 de 2009. “Por la cual se regula el derecho de negociación 
colectiva de los sindicatos de empleados públicos, en desarrollo del artículo 55 de la 
Constitución Política y de los convenios de OIT 151 de 1978 y 154 de 1981, aprobados 
respectivamente por las leyes 411 de 1997 y 524 de 1999”. 
 
En la exposición de motivos se resaltó que esta iniciativa legislativa ha sido presentada por 
cuarta vez, con algunas innovaciones; que en relación con el Decreto 535 de 2009 expedido 
por el Gobierno Nacional, las organizaciones sindicales han manifestado su rechazo, por no 
llenar las expectativas para el ejercicio pleno de sus derechos.  
 
5.4 Límites al derecho de negociación colectiva de los empleados públicos.  El 
desarrollo económico en los sistemas capitalistas ha generado el permanente 
enfrentamiento entre la clase trabajadora y los esquemas de producción, conllevando al 
surgimiento de las divergencias de carácter económico, social y laboral. Ante tal 
circunstancia fue imperioso implementar un mecanismo constitucional que facultara a 
empleadores y trabajadores para discutir el reconocimiento, modificación, suspensión o 
extinción de derechos. Es así como el Estado ha reconocido la garantía de la negociación 
colectiva, en el  artículo 55 de la Constitución Política Colombiana de 1991, tendiente a la 
solución pacífica del conflicto, facultando a las partes para crear un régimen jurídico propio 
que los regule por un tiempo determinado. 
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Los empleados públicos sindicalizados como trabajadores del Estado, también gozan de 
esta prerrogativa constitucional para hacer valer los derechos laborales que consideren 
vulnerados. No obstante, la Constitución, la ley y la jurisprudencia han impuesto límites a 
su ejercicio hasta reducirlo a discusiones triviales sobre aquellos temas que no afectan de 
fondo la relación laboral. Esta exclusión desconoce derechos consagrados en la Carta 
Política, como el que tienen todas las personas a participar en las decisiones que puedan 
afectarlas (artículo 2°), el derecho a la igualdad (artículo 13), el bloque de 
constitucionalidad (artículo 93), así como el deber que le asiste al Estado de  promover la 
concertación y otros medios de similar naturaleza para la solución pacífica de las  
controversias laborales (artículo 55).  
 
Es del caso indicar que, la regulación y restricción del derecho sindical para los empleados 
públicos se encuentra estipulada en los artículos 414, 415 y 416 del Código Sustantivo del 
Trabajo: 
 
El artículo 414 reconoce el derecho de asociación sindical a todos los servidores del Estado, 
con unas funciones específicas y limitadas para los empleados públicos; y en concordancia 
con el artículo 39 constitucional excluye a los miembros del Ejército Nacional y de Policía. 
Señala la norma:  
 
Artículo 414. “Derecho de asociación. El derecho de asociación en sindicatos se extiende 
a los trabajadores de todo el servicio oficial, con excepción de los miembros del Ejército 
Nacional y de los cuerpos o fuerzas de policía de cualquier orden, pero los sindicatos de 
empleados públicos tienen sólo las siguientes funciones: 
 
1. “Estudiar las características de la respectiva profesión y las condiciones de trabajo 
de sus asociados. 
2. Asesorar a sus miembros en la defensa de sus derechos como empleados públicos, 
especialmente los relacionados con la carrera administrativa. 
3. Representar en juicio o ante las autoridades los intereses económicos comunes o 
generales de los agremiados, o de la profesión respectiva. 
4. Presentar a los respectivos jefes de la administración memoriales respetuosos que 
contengan solicitudes que interesen a todos sus afiliados en general, o 
reclamaciones relativas al tratamiento de que haya sido objeto cualquiera de éstos 
en particular, o sugestiones encaminadas a mejorar la organización administrativa 
o los métodos de trabajo. 
5. Promover la educación técnica y general de sus miembros. 
6. Prestar socorro a sus afiliados en caso de desocupación, de enfermedad, invalidez 
o calamidad. 
7. Promover la creación, el fomento o subvención de cooperativas, cajas de ahorro, de 
préstamos y de auxilios mutuos, escuelas, bibliotecas, institutos técnicos o de 
habilitación profesional, oficinas de colocación, hospitales, campos de 
experimentación o de deporte y demás organismos adecuados a los fines 
profesionales, culturales, de solidaridad y de previsión, contemplados en los 
estatutos. 
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8. Adquirir a cualquier título y poseer los bienes inmuebles y muebles que requieran 
para el ejercicio de sus actividades 
9. Ordinal adicionado por el artículo 58 de la Ley 50 de 1990. Está permitido a los 
empleados oficiales constituir organizaciones sindicales mixtas, integradas por 
trabajadores oficiales y empleados públicos, las cuales, para el ejercicio de sus 
funciones, actuarán teniendo en cuenta las limitaciones consagradas por la ley 
respecto al nexo jurídico de sus afiliados para con la administración”. 
 
Como se colige del artículo citado, los sindicatos de empleados públicos, dentro del 
ejercicio de sus funciones, no gozan de facultades para pactar modificaciones al régimen 
salarial o prestacional, a la estabilidad en el empleo, la forma de vinculación o de retiro, 
entre otros. Pueden presentar a sus superiores “memoriales respetuosos” en temas de 
interés de todos los miembros de la organización, requerimientos sobre medidas que 
afecten a cualquiera de ellos, sugerencias para implementar técnicas laborales  o 
sugerencias que conlleven a optimizar el ente administrativo. 
 
El artículo 415 del Código Sustantivo del Trabajo genera para las autoridades públicas en 
general y específicamente para los superiores de mayor rango, el deber recíproco de atender 
con prontitud y en forma eficaz las reclamaciones, peticiones o sugerencias de los 
empleados públicos asociados sindicalmente, que conlleven a optimizar la estructura de la 
entidad o la prestación del servicio y cuando se pretenda la defensa de los beneficios 
financieros generales de los asociados o de la profesión.  
 
Refiere el artículo: “Atención por parte de las autoridades. Las funciones señaladas en los 
apartes 3º y 4º del artículo anterior implican para las autoridades, y especialmente para 
los superiores jerárquicos de los asociados, la obligación correlativa de recibir 
oportunamente a los representantes del sindicato y de procurar la adecuada solución a sus 
solicitudes”. 
 
De otra parte, el artículo 416 limita expresamente las funciones de los empleados públicos 
asociados sindicalmente al prohibirles presentar pliegos de peticiones y celebrar 
convenciones colectivas, en los siguientes términos: “Los sindicatos de empleados públicos 
no pueden presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas, pero los 
sindicatos de los demás trabajadores oficiales tienen todas las atribuciones de los otros 
sindicatos de trabajadores, y sus pliegos de peticiones se tramitarán en los mismos 
términos que los demás, aún cuando no pueden declarar o hacer huelga”. 
 
Estas limitaciones encuentran su soporte, en la modalidad de vinculación legal o 
reglamentaria de los empleados públicos con la administración, es decir, está sujeta a la 
Constitución, la ley y al reglamento, los que a su vez determinan el régimen salarial y 
prestacional, deberes, derechos, prohibiciones y funciones, siendo susceptibles de 
modificación por decisión unilateral del gobierno nacional, con estricta sujeción a los 
objetivos y criterios señalados en la respectiva ley marco, en los términos del literal e) 
numeral 19 artículo 150 de la Carta Política. 
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Por tal razón, corresponde al Congreso de la República aprobar la ley marco, la que a su 
vez fija las escalas de remuneración y el régimen de prestaciones sociales de las categorías 
de empleos, al gobierno nacional las funciones y los salarios de los empleados públicos de 
la administración central ajustados al presupuesto, como lo dispone el artículo 189 ordinal 
14 Constitucional. 
 
A nivel departamental corresponde a las Asambleas por medio de ordenanzas y municipal a 
los Consejos a través de acuerdos, determinar las escalas de remuneración correspondientes 
a sus distintas categorías de empleo, y a los Gobernadores y Alcaldes las funciones 
especiales y los emolumentos de los empleos de sus dependencias en cumplimiento del 
numeral 7° del artículo 300, numeral 7° del artículo 305, numeral 6 ° del artículo 313 y 
numeral 7° del artículo 315 de la Constitucional Nacional.  
 
- Corte Constitucional. Sentencia C-110 del 10 de marzo de 1994. La Corte 
Constitucional con ponencia del magistrado José Gregorio Hernández Galindo en sentencia 
C-110 del 10 de marzo de 1994 resolvió la demanda de inconstitucionalidad presentada 
contra los artículos 414 y 416 del Código Sustantivo del Trabajo y 58 de la ley 50 de 1990, 
que a juicio del actor quebrantan la Constitución Nacional en sus artículos 2°, 3° y 39. En 
aquella oportunidad la Corte examinó cada articulado, declarando su exequibilidad. 
 
En el análisis del artículo 414 reiteró su posición en el entendido que los empleados 
públicos gozan del derecho de asociación sindical con todas las garantías sin intervención 
del Estado, conforme al artículo 39 de la Constitución Política, del que se excluye 
únicamente a la Fuerza Pública. Por tal razón, pueden constituir libremente sus 
organizaciones e inscribir el acta de constitución en el registro del Ministerio de la 
Protección Social, con lo que surge el reconocimiento jurídico, y el fuero sindical para sus 
representantes. La cancelación o suspensión de la personería jurídica solo procedería por 
vía judicial.   
 
En consecuencia, de conformidad con el artículo 414, el derecho de asociación sindical se 
hace extensivo a todos los trabajadores del Estado, excluyendo solamente a los miembros 
de las fuerzas militares y de policía nacional. Sin embargo, la norma restringe las funciones 
sindicales de los empleados públicos, en razón de los cargos que desempeñan en la función 
pública y en la prestación de los servicios públicos, características que además marcan las 
diferencias con los trabajadores privados.  
 
Para la Corte ésta limitación es procedente porque las funciones estipuladas en el artículo 
en cita, desarrollan los propósitos y finalidades de las organizaciones sindicales.  
 
Señaló que por mandato constitucional y aún con anterioridad a su vigencia, el legislador 
contaba con atribuciones legales para regular el campo de aplicación y excepción del 
derecho de asociación de los trabajadores del Estado. Finalmente el Alto Tribunal declaró 
la exequibilidad  del artículo 414 por no ser contrario a la Constitución.    
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La Corte manifestó en la parte pertinente: “… Ningún motivo de inconstitucionalidad se 
advierte en el artículo 414 del Código Sustantivo del Trabajo, a cuyo tenor el derecho de 
asociación en sindicatos se extiende a los trabajadores, con excepción de los miembros del 
Ejército Nacional y de los cuerpos o fuerzas de policía -es decir los integrantes de la 
Fuerza Pública, según el artículo 216 de la Constitución-. Desde luego, la norma 
demandada introduce limitaciones para los sindicatos de empleados públicos, los cuales 
tienen sólo las siguientes funciones…”. “… Ello resulta razonable si se considera que allí 
están consagrados los objetivos básicos perseguidos por toda asociación sindical, pero 
teniendo en cuenta que tales servidores tienen a su cargo el ejercicio de la función pública 
en sus distintas modalidades y la prestación de los servicios públicos. En eso se diferencian 
de los trabajadores privados. La norma no viola la Constitución por cuanto se circunscribe 
a definir -dentro del campo de aplicación que la Carta prevé e inclusive con idéntica 
limitación a la contemplada en ella- cuál es el ámbito personal del derecho de asociación 
en sindicatos de trabajadores, es decir, mediante el precepto se señala quiénes pueden 
constituírlos. Si, como arriba se expresa, el Constituyente no introdujo entre los servidores 
del Estado distinción alguna en punto de la asociación sindical, aparte de la relacionada 
con la Fuerza Pública, es necesario concluir que el legislador quedó facultado a la luz de 
la normatividad superior -lo estaba inclusive antes de la Carta del 91- para disponer en 
forma expresa que el indicado derecho cobija a todos los trabajadores del servicio oficial 
con la excepción dicha”. 
 
Por otra parte, la Corte se pronunció además sobre el artículo 415 del Código Sustantivo del 
Trabajo, por estar ligado directamente con el artículo 416 del mismo Código, objeto de 
demanda de inconstitucionalidad. Indicó que la garantía sindical que ostentan los 
trabajadores para ser escuchados y atendidos oportunamente sus requerimientos, se 
constituye en una protección reconocida en la ley, soportada constitucionalmente en el 
derecho de asociación sindical, conformándose en el mecanismo idóneo para la relación 
directa con los empleadores y las autoridades públicas, sin la cual sería ineficaz la 
constitución y funcionamiento de los sindicatos.       
 
Al respecto manifestó: “… El artículo 415 del Código en mención, íntimamente 
relacionado con el que se demanda, tiene por objeto garantizar a los trabajadores 
organizados que sus representantes serán oídos y atendidos por las autoridades y en 
especial por sus superiores jerárquicos cuando representen, en juicio o fuera de él, los 
intereses económicos comunes o generales de los agremiados y cuando presenten 
memoriales respetuosos que contengan solicitudes relativas al interés colectivo de los 
afiliados, reclamaciones sobre el trato de que haya sido objeto cualquiera de ellos en 
particular, o sugestiones encaminadas a mejorar la organización administrativa o los 
métodos de trabajo. Sin esta garantía de índole legal, que tiene sustento en el derecho 
constitucional de asociación sindical y en las necesidades que él busca satisfacer, sería 
completamente inútil la organización de sindicatos y se haría vano el esfuerzo de los 
trabajadores al constituir organismos que precisamente tienen por función la de servir 
como canales de comunicación con las autoridades y con los patronos, en este caso 
oficiales”. 
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En cuanto al artículo 416, señaló la Corporación que permite poner en práctica los derechos 
constitucionales de asociación sindical y de negociación colectiva además de integrar el 
artículo 415 del CST. No obstante, restringe para los sindicatos de empleados públicos el 
derecho a presentar pliegos de peticiones y celebrar convenciones colectivas; limitación 
que el Alto Tribunal considera ajustada a la Constitución con fundamento en el artículo 55 
de la Carta Política que prevé excepciones legales al derecho de negociación colectiva; 
conformándose ésta en una de dichas excepciones.  
 
Adicionalmente a las limitaciones, y ante la obligación a cargo del Estado de prestar el 
servicio sin interrupción, a fin de garantizar el desarrollo de la función pública, el principio 
de la prevalencia del interés general y el cumplimiento de sus fines, conforme a los 
artículos 1° y 2° de la Carta Política; los empleados públicos no tienen derecho a declarar ni 
hacer huelga, como consecuencia lógica del vínculo legal y reglamentario, ya que su 
actividad se desarrolla en beneficio del Estado y de la colectividad, funciones que deben 
desempeñar con estricto cumplimiento a la Constitución, la ley y el reglamento en 
acatamiento del inciso segundo del artículo 123 constitucional, y en ejercicio de la función 
administrativa, según lo estatuido en el artículo 209 constitucional. 
 
Sostuvo en la parte pertinente: “La restricción consagrada en la norma para los sindicatos 
de empleados públicos, sobre presentación de pliegos de peticiones y celebración de 
convenciones colectivas, tiene sustento en el artículo 55 de la Constitución, que garantiza el 
derecho de negociación colectiva para regular relaciones laborales, con las excepciones 
que señale la ley. La que se considera es una de tales excepciones, establecida en norma 
con fuerza material legislativa. Obviamente, si los empleados públicos no pueden presentar 
pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas, tampoco pueden declarar ni 
hacer huelga, lo cual resulta apenas lógico si se tiene en cuenta el vínculo legal y 
reglamentario existente entre ellos y el Estado. Si pudieran entrar en huelga paralizarían la 
función pública correspondiente y atentarían contra el interés colectivo, que debe 
prevalecer según el artículo 1º de la Constitución. La continuidad en el ejercicio de sus 
funciones resulta esencial para el funcionamiento del Estado. Unicamente bajo esa 
perspectiva puede garantizarse el logro de los fines estatales a que se refiere el artículo 2º 
de la Carta”. 
Afirma que los empleados públicos al ostentar cargos de mayor responsabilidad, se 
encuentran impedidos por disposición legal para suspender funciones inherentes al cargo, 
como en el caso de la huelga, salvo para situaciones reguladas por el legislador. 
 
La Corte se refiere a la diferencia que surge con los trabajadores oficiales, a partir de la 
vinculación al Estado mediante un contrato de trabajo; sostiene que según la norma 
demandada, sus sindicatos poseen las mismas garantías de otras asociaciones sindicales, en  
consecuencia se aplican los mismos procedimientos de negociación colectiva, para 
presentar pliegos de peticiones y celebrar convenciones colectivas, con la única limitación 
legal en cuanto a la declaratoria y materialización de la huelga; lo que a su juicio se ajusta 
al precepto Constitucional. 
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Posteriormente con asidero en el texto del artículo 56 de la Carta Política, que garantiza el 
derecho de huelga, excepto en los servicios públicos esenciales definidos por el legislador, 
la Corte considera que este derecho le asiste a todos los trabajadores oficiales, con 
excepción de quienes ejercen funciones en las entidades que prestan servicios públicos 
esenciales, previamente determinados por la ley.  
 
Establece que es necesaria la reglamentación de la norma constitucional, para que se defina 
cuáles son los servicios públicos esenciales, evitando que con criterios  totalitarios se siga 
generando desigualdad y discriminación para los trabajadores oficiales. 
    
Concluye la Corte que no es posible declarar la exequibilidad plena del artículo 416 del 
Código Sustantivo del Trabajo, al considerar que la prohibición en él establecida es 
inconstitucional, por excluir a los trabajadores que laboran en entidades que prestan 
servicios públicos no esenciales, con fundamento en la ley. No obstante es constitucional en 
el evento que a través de la ley se precise la calidad de los servicios públicos esenciales.   
 
Por último se refiere al artículo 414 del Código Sustantivo del Trabajo adicionado por el 
artículo 58 de la ley 50 de 1990, que permite el surgimiento de asociaciones sindicales 
mixtas compuestas por empleados públicos y trabajadores oficiales, aplicándoseles en el 
ejercicio de sus funciones sindicales, las prohibiciones legales determinadas por el vínculo 
laboral con el Estado.  
 
Del análisis de la norma el Alto Tribunal consideró que tiene como finalidad proteger una 
vez más el derecho de asociación sindical y establecer su regulación legal, no obstante 
manifiesta que, en la práctica puede resultar de dispendiosa ejecución, en razón a la forma 
de vinculación de los trabajadores con el Estado, hecho que genera diversidad legal de los 
sistemas aplicables. En consecuencia al no contrariar preceptos constitucionales se declaró 
su exequibilidad.    
 
- Corte Constitucional. Sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002. La Corte 
Constitucional en sentencia C-201 de 2002 con ponencia del magistrado Jaime Araujo 
Rentería, al estudiar la demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 359 parcial, 
379 literal e) parcial, 401 parcial, 405, 406 parcial, 408 parcial y 467 del Código Sustantivo 
del Trabajo y el artículo 25 del Decreto 2351 de 1965, se pronunció sobre la prohibición  
contemplada en el artículo 416 del CST, para los sindicatos de empleados públicos, según 
la cual, no pueden presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas.  
 
Manifestó que al elevarse a rango constitucional el derecho de negociación colectiva en el 
artículo 55, eventualmente el Congreso de la República podría reconocerle a los sindicatos 
de empleados públicos la facultad de presentar pliegos de peticiones. Señalando en lo 
pertinente: “la Corte debe advertir que, estando garantizado constitucionalmente el 
derecho de negociación colectiva para todas las relaciones laborales, incluidas las de los 
empleados públicos, y existiendo una amplia facultad de configuración normativa en esta 
materia por parte del legislador, este último podría en el futuro permitirle a dichos 
empleados presentar pliegos de condiciones”.    
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5.5 Exequibilidad del convenio 151 de la OIT de 1978.  El Congreso de la República por 
medio de la ley 411 del 5 de noviembre de 1997, aprobó el convenio 151 sobre la 
protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones 
de empleo en la administración pública, adoptado en la sexagésima cuarta reunión de la 
Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo en Ginebra, 1978
41
. 
Instrumentos jurídicos declarados exequibles por la Corte Constitucional en sentencia C-
377 del 27 de julio de 1998, con ponencia del magistrado Alejandro Martínez Caballero.  
 
La Corte inicia el análisis constitucional argumentando que, tanto la finalidad del convenio 
como su contenido general, son compatibles con la Constitución Política de 1991, en razón 
a que con estas disposiciones de derecho internacional, adoptadas por la Organización 
Internacional del Trabajo, se busca llenar vacios jurídicos, generados con la aplicación del 
convenio sobre derecho de sindicación y negociación colectiva de 1949, que excluyó de 
esta garantía a algunos funcionarios que prestan sus servicios personales al Estado, así 
como con el convenio y la recomendación sobre los representantes de los trabajadores de 
1971 que procede únicamente para los delegados de los trabajadores en la empresa. Por lo 
anterior, manifiesta la Corporación que los empleados públicos no tienen plenamente 
garantizado su derecho de asociación sindical y de negociación colectiva, situación que a su 
juicio es trascendental ante el desmedido crecimiento de los servicios suministrados por los 
diferentes Estados. Razón por la cual la OIT adoptó el convenio 151, con el fin de 
garantizar las óptimas relaciones entre las asociaciones sindicales de empleados púbicos y 
los funcionarios que representen a la administración pública. 
 
En consecuencia, estos propósitos se ajustan a la Carta Política, ya que se reconoce a los 
servidores públicos derechos laborales mínimos como a los demás trabajadores, con 
                                                             
41 La ley 7ª del 30 de noviembre de 1944.  Publicada en el Diario Oficial 25.716 del 12 de diciembre del mismo año, 
“Sobre vigencia en Colombia de los Tratados Internacionales, y su publicación”, dispone: Artículo 1°: “los tratados, 
convenios, convenciones, acuerdos, arreglos u otros actos internacionales aprobados por el Congreso, no se 
considerarán vigentes como leyes internas, mientras no hayan sido perfeccionados por el Gobierno en su carácter de 
tales, mediante el canje de ratificaciones o el depósito de los instrumentos de ratificación, u otra formalidad 
equivalente”; 
Artículo 2°: “Tan pronto como sea perfeccionado el vínculo internacional que ligue a Colombia por medio de un 
Tratado, Convenio, Convención, etc. el órgano Ejecutivo dictará un Decreto de promulgación, en el cual quedará 
insertado el texto del Tratado o Convenio en referencia, y en su caso, el texto de las reservas que el Gobierno quiera 
formular o mantener en el momento del depósito de ratificaciones”.  
Con fundamento en las anteriores disposiciones el Gobierno Nacional profirió el siguiente decreto: 
Decreto 424 del 14 de marzo de 2001. Publicado en el Diario Oficial 44.363, del 21 de marzo de 2001. “Por el cual se 
promulga el convenio 151 sobre la protección del derecho de Sindicación y los procedimientos para determinar las 
condiciones de empleo en la Administración Pública, adoptado en la 64 Reunión de la Conferencia General de la 
Organización internacional de Trabajo Ginebra, 1978”.  
Artículo 1°. “Promúlgase el Convenio 151 sobre la Protección del Derecho de Sindicación y los Procedimientos para 
Determinar las Condiciones de Empleo en la Administración Pública, adoptado en la 64 Reunión de la  Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, 1978”.“ (Para ser transcrito en este lugar, se adjunta 
fotocopia del texto del Convenio 151 sobre la Protección del Derecho de Sindicación y los Procedimientos para 
Determinar las Condiciones de Empleo en la Administración Pública, adoptado en la 64 Reunión de la Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, 1978)”. 
Artículo 2°.  “El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación”.  
El convenio 151 entró en vigencia en nuestro país a partir del 8 de diciembre de 2001, un año después del registro de su 
ratificación 
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algunas limitaciones, en razón a que la relación laboral con el Estado comprende la 
satisfacción del interés general, en los términos del inciso segundo del artículo 123 
constitucional. 
 
La Corte Constitucional declaró la exequibilidad de los artículos 1°, 2° y 3° del convenio, 
que regulan su ámbito de aplicación, bajo el entendido que los servidores públicos como los 
demás trabajadores, son titulares de derechos laborales otorgados por la propia Constitución 
con algunas restricciones provenientes del desarrollo de la función que cumplen, 
concretamente para aquellos que ejercen cargos de autoridad y confianza quienes no 
pueden acceder a la carrera administrativa, ni participar en política, de conformidad con los 
artículos 125 y 127 de la Carta. 
 
Al respecto manifestó: “… La Corte no encuentra ninguna objeción constitucional a esas 
definiciones pues, como ya se señaló, en general los servidores públicos gozan de los 
derechos constitucionales como toda persona, con las limitaciones derivadas del ejercicio 
de sus cargos. Por ello las exclusiones previstas por esos artículos armonizan con la 
Carta. Así, la propia Constitución limita los derechos laborales y políticos de los miembros 
de la Fuerza Pública, puesto que establece que ellos no gozan de la posibilidad de 
asociarse sindicalmente ni de participar en la política o ejercer el sufragio (CP arts 39 y 
218). Igualmente, la Carta establece limitaciones a sus derechos constitucionales para 
aquellos servidores públicos que se desenvuelven en cargos de autoridad o confianza, pues 
en tales eventos no sólo pueden ser excluidos de la carrera administrativa sino que, 
además, no pueden participar directamente en la lucha política (CP arts 125 y 127)”. 
 
En relación con el derecho de sindicalización contenido en los artículos 4°, 5°, y 6° del 
convenio, la Corte declaró su exequibilidad por encontrarlos acordes con el artículo 39 de 
la Constitución que regula el derecho de asociación sindical y únicamente lo restringe para 
la fuerza pública. No obstante, para algunos funcionarios que ostentan cargos de autoridad 
o de confianza, por el ejercicio propio de sus funciones, se les aplican limitaciones, que 
propenden por una optima prestación del servicio en la función pública, y por la autonomía 
de las asociaciones de trabajadores. Es así, como los empleados públicos de dirección no 
gozan de la garantía del fuero sindical porque ellos representan autoridad y defienden 
directamente los intereses que el Estado debe proteger, los que podrían reñir con los de la 
asociación sindical. 
 
La Corte Señaló: “En tales circunstancias, las disposiciones del tratado son constitucionales, 
en el entendido de que consagran un mínimo de garantías para los servidores públicos en 
relación con el derecho de asociación, las cuales pueden ser desarrolladas de manera más 
generosa por la legislación nacional, tal y como lo hace la Constitución colombiana en el 
presente caso. En efecto, un instrumento internacional de derechos humanos que consagre 
menores garantías para la persona que las previstas por otros tratados, o por la propia 
Constitución, no es inexequible por ese solo hecho, pues en este campo rige la cláusula de 
favorabilidad, o principio pro libertate, según el cual, se debe siempre aplicar aquella 
disposición que sea más favorable al goce de los derechos de la persona. Esta regla 
hermenéutica, cuya constitucionalidad y carácter vinculante en el ordenamiento 
164 
 
colombianoya ha sido reconocida por esta Corte en relación con otros convenios de derechos 
humanos, se fundamenta en que el objeto de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos no es disminuir sino aumentar las protecciones brindadas a la persona, por lo cual 
contraría el objeto y finalidad de esos tratados que se los pueda invocar para erosionar los 
derechos reconocidos por otras normatividades”. 
Al realizar el estudio de constitucionalidad el Alto Tribunal se pronuncio entre otros, sobre 
los artículos 7° y 8° del convenio, que regulan el derecho de negociación colectiva de los 
empleados públicos y declaró su exequibilidad condicionada al analizar los siguientes 
aspectos: 
 
En relación con la Parte IV del convenio 151, sobre el procedimiento para la determinación 
de las condiciones de empleo en el sector público y la solución de conflictos, regulados en 
los artículos 7° y 8°, señala la Corte en su análisis sobre el primero que, corresponde a los 
Estados la determinación de políticas internas que promuevan la negociación colectiva de 
las asociaciones de empleados públicos y autoridades públicas, tendientes a fijar 
condiciones para el desarrollo del empleo, o se acepte la intervención de los delegados de 
los empleados públicos en la fijación de las mismas. Para el segundo dice que, ante un 
desacuerdo que genere un conflicto laboral, se debe buscar la concertación a través de la 
negociación colectiva o de la aplicación de los procedimientos autónomos establecidos en 
la legislación interna como son arbitraje, conciliación o mediación, que generen seguridad a 
las partes intervinientes. 
    
Así mismo, hace referencia a la recomendación 159 adoptada por la OIT que sugiere la 
implementación de otras formas de intervención. Para tal efecto, se debería acudir a la 
normatividad interna o a otros mecanismos adecuados, que conlleven a precisar las 
entidades o personas que representen a la autoridad pública en el proceso de negociación 
colectiva y los mecanismos para ejecutar los compromisos convenidos sobre la situación de 
empleo. Cuando se establezcan los acuerdos sería conveniente incluir cláusulas de duración 
o el trámite para ser renovado, revisado o darlo por terminado, o las dos de ser necesario. 
Igualmente acudirse a la normatividad interna o utilizar otros mecanismos adecuados 
diferentes a la negociación colectiva, que faculten a los delegados de los sindicatos de 
trabajadores públicos su intervención en la toma de decisión; la implementación del trámite 
que garantice dicha intervención y la determinación final de las formas de empleo.   
     
La Corte plantea la importancia de marcar la diferencia que surge entre trabajador oficial y 
empleado público, para determinar la constitucionalidad de los apartes del convenio y la 
recomendación citados anteriormente, considera que  lo allí consagrado es concordante con 
las disposiciones Constitucionales para los trabajadores oficiales. 
     
Para tal efecto el artículo 55 de la Constitución Nacional incluye en el derecho de 
negociación colectiva a los trabajadores en general, por ende cobija a los trabajadores 
oficiales; para que puedan fijar sus condiciones de trabajo. La disposición otorga al 
legislador la determinación de las excepciones a esta garantía, la cual debe adoptarse 
sistemáticamente en armonía con la normatividad constitucional.   
165 
 
En el ejercicio de la huelga, se establecen limitaciones para los trabajadores que laboren en 
los servicios públicos esenciales, la cual se extiende a la negociación colectiva para estos 
casos. Son concomitantes, ya que sería ilógico que se otorgara el derecho de huelga, más no 
las negociaciones colectivas.     
 
Expresamente la Constitución en el artículo 2° otorga el derecho a todos los ciudadanos de 
intervenir en los temas que les perjudique y a su vez al Estado la obligación de propender 
por la resolución pacífica de los conflictos laborales colectivos. Así lo dispone el artículo 
55.   
 
Considera que con base en la normatividad cotejada, es constitucional el establecimiento de 
procedimientos que tengan como finalidad permitir a los trabajadores oficiales formular 
solicitudes y realizar negociaciones para concertar su situación laboral. 
 
Adicionalmente, en aras de lograr un ambiente laboral adecuado, si persisten las 
divergencias, es trascendental la adopción de medidas tendientes a la solución pacífica, 
acordada entre las partes. En virtud de los artículos 55 y 56 de la Constitución Nacional.  
 
Como afirma la Corte, en el caso de los empleados públicos la aplicación de los artículos 7º 
y 8º del convenio, presentan dificultades de armonización con la Carta Política, por cuanto 
ésta faculta al Estado en todos los niveles, para determinar de manera autónoma tanto las 
funciones como la remuneración. Indica que corresponde al legislador, mediante una ley 
marco, establecer el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos y de los 
miembros del Congreso Nacional; al Presidente las funciones especiales de los empleados 
públicos y establecer sus emolumentos (Constitución Política artículo 150 ordinal 19 y 
artículo 189 ordinal 14); a nivel departamental a las Asambleas, municipal a los Concejos 
les corresponde fijar las escalas de remuneración, a su vez a los Gobernadores y Alcaldes, 
respectivamente, las funciones especiales y determinar los emolumentos. (Constitución 
Política artículo 300 ordinal 7º, 305 ordinal 7º, 313 ordinal 6º y 315 ordinal 7º).  
 
Considera la Corte que al concederse al Estado las facultades constitucionales descritas, 
para establecer las situaciones laborales de los empleados públicos, se entendería la 
inaplicabilidad de los artículos 7° y 8° del convenio para estos trabajadores, lo que 
generaría su exequibilidad condicionada.    
 
No obstante, el artículo 2° de la Constitución Nacional, garantiza en forma amplia la 
intervención de los individuos, en las decisiones que les llegare a generar un perjuicio. Así 
mismo, en los términos del artículo 55 se exige al Estado fomentar la concertación y 
adoptar mecanismos idóneos que logren acuerdos amistosos, frente a los conflictos 
colectivos de trabajo, sin ninguna excepción. En consecuencia estas disposiciones proceden 
para los empleados públicos, por mandato Constitucional.     
 
Toda vez que, al limitárseles la aplicación de las garantías previstas en los artículos 7° y 8° 
de la convención, se vulneraría el derecho constitucional a participar en las decisiones que 
los puedan afectar y la responsabilidad del Estado de plantear soluciones concertadas y 
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adecuadas para los conflictos colectivos labores en general. Bajo este criterio y “… en 
virtud del principio hermenéutico de armonización concreta o de concordancia práctica, 
según el cual siempre se debe  preferir aquella interpretación que permite satisfacer 
simultáneamente las normas constitucionales en conflicto…”, es relevante para la Corte 
estudiar la armonía que debe imperar entre las normas constitucionales referentes al 
derecho de los empleados públicos de intervenir en las decisiones que los afecte 
laboralmente, la atribución de las  autoridades gubernamentales para fijarles sus funciones 
y remuneraciones en todos los órdenes, y la obligación del Estado de propender por 
soluciones pacíficas y concertadas que conduzcan a acuerdos entre partes.  
  
Considera que, es viable determinar un criterio unificado de la normatividad constitucional, 
por cuanto pueden operar compromisos previos a la fijación unilateral de las condiciones 
salariales y de trabajo, y ante el surgimiento de controversias establecer acuerdos entre las 
partes. Es decir, que los empleados públicos tienen la facultad para presentar y deliberar 
con las autoridades gubernamentales solicitudes concernientes a su situación laboral, 
surgiendo el derecho de negociación colectiva, entre ellos, lo que es admitido, sin 
desconocer que en aplicación de las atribuciones constitucionales corresponde finalmente al 
Estado en sus diferentes niveles, decidir autónomamente sus condiciones laborales; por lo 
que imperando esta restricción, deben propender por el surgimiento de otras instancias que 
diriman el conflicto colectivo con los empleados públicos.    
 
Para la Corte bajo los argumentos expuestos, la aplicación de los artículos 7° y 8° del 
convenio en el caso de los empleados públicos, no la obliga a condicionar el alcance de 
aplicación, ya que están otorgando la facultad de someterse a la regulación interna del 
Estado.   
 
De esta manera el derecho de negociación colectiva previsto en el artículo 7° es limitado 
para los servidores públicos, por cuanto lo condiciona a la regulación interna del Estado, 
que además debe procurar acuerdos entre las asociaciones de servidores públicos y las 
autoridades administrativas correspondientes, situación que se ajusta a la Constitución.  
 
Adicionalmente dispone que propenda por la inclusión de procedimientos idóneos que 
garanticen la participación de los delegados de esas asociaciones en la fijación de las 
condiciones de empleo, sin que esto conlleve a una limitación en el ejercicio del derecho 
que le asiste a los empleados públicos de elevar solicitudes respetuosas a las autoridades 
administrativas, ni implique restricción de las facultades constitucionales concedidas a las 
autoridades gubernamentales para establecer unilateralmente sus emolumentos y situación 
laboral 
   
A su vez el artículo 8° admite que los mecanismos de solución pacífica de los conflictos 
laborales deben ajustarse a los requerimientos internos, disposición que es acorde con el 
mandato Constitucional, pues acepta que el Estado una vez fracasada la etapa conciliatoria, 
tome la decisión al respecto. Por estas consideraciones la Corte declaró la exequibilidad de 
los artículos revisados.  
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En aquella oportunidad sostuvo: “La Corte debe condicionar el alcance de los artículos 7º 
y 8º del convenio bajo revisión en relación con los empleados públicos, por cuanto esas 
normas autorizan a tomar en cuenta las especificidades de las situaciones nacionales. Así, 
el artículo 7º no consagra un derecho de negociación colectiva pleno para todos los 
servidores públicos sino que establece que los Estados deben adoptar “medidas adecuadas 
a las condiciones nacionales” que estimulen la negociación entre las autoridades públicas 
y las organizaciones de servidores públicos, lo cual es compatible con la Carta. Además, 
esa misma disposición prevé la posibilidad de que se establezcan “cualesquiera otros 
métodos” que permitan a los representantes de los servidores estatales “participar en la 
determinación de dichas condiciones”, lo cual es armónico con la posibilidad de que 
existan consultas y peticiones de los empleados públicos a las autoridades, sin perjuicio de 
las competencias constitucionales de determinados órganos de fijar unilateralmente el 
salario y las condiciones de trabajo de estos empleados. Igualmente, el artículo 8º 
reconoce que los procedimientos conciliados de solución de las controversias deben ser 
apropiados a las condiciones nacionales, por lo cual la Corte entiende que esa disposición 
se ajusta a la Carta, pues no desconoce la facultad de las autoridades de, una vez agotados 
estos intentos de concertación, expedir unilateralmente los actos jurídicos que fijan las 
funciones y los emolumentos de los empleados públicos…”. 
 
En relación al artículo 9° la Corte Constitucional declaró su exequibilidad al considerar que 
garantiza a los empleados públicos los derechos civiles y políticos necesarios para el 
desarrollo del derecho de libertad sindical. Argumentó que la Carta Política reconoce estos 
derechos a los servidores públicos con excepción de los miembros de la fuerza pública y de 
los funcionarios que ejercen jurisdicción o autoridad. Esta restricción constitucional es 
compatible con el convenio que permite a los Estados miembros restringir los derechos 
políticos a algunos funcionarios por la responsabilidad que provenga de su posición y del 
ejercicio propio de sus funciones.  
 
Finalmente, en lo relacionado con las disposiciones instrumentales, consagradas en los 
artículos 10 a 17 del convenio, el Alto Tribunal declaró su exequibilidad, en atención a que 
al regular el procedimiento para la adopción y ejecución de los convenios de la OIT, 
resultan acordes con los principios implementados por el derecho internacional, acogidos 
por el Estado.  
 
 
5.6 Exequibilidad del convenio 154 de la OIT de 1981.  La Sala Plena de la Corte 
Constitucional el sentencia C-161 del 23 de febrero de 2000, con ponencia del magistrado 
Alejandro Martínez Caballero, declaró la exequibilidad del convenio 154 sobre el fomento 
de la negociación colectiva, adoptado el 19 de junio de 1981 en la sexagésima séptima 
reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo en 
Ginebra, y de la ley 524 del 12 de agosto de 1999 aprobatoria del mismo
42
.  
                                                             
42 Ley 7ª del 30 de noviembre de 1944. Publicada en el Diario Oficial 25.716 del 12  de diciembre del mismo año, 
“Sobre vigencia en Colombia de los Tratados Internacionales, y su publicación”, dispone: Artículo 1°: “los tratados, 
convenios, convenciones, acuerdos, arreglos u otros actos internacionales aprobados por el Congreso, no se 
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En cuanto a la finalidad y contenido general del convenio, el Alto Tribunal manifestó su 
compatibilidad con la Carta Política de 1991, en tanto que, al buscar promover la 
negociación colectiva como mecanismo idóneo para que de manera libre y voluntaria los 
trabajadores puedan concertar sus condiciones laborales con el empleador, se ajusta al  
preámbulo y al artículo 2°, que obligan al Estado a promover y facilitar la participación de 
los ciudadanos en las decisiones que los puedan afectar, igualmente al artículo 55 que 
otorga al Estado la responsabilidad de fomentar la concertación y todos los mecanismos de 
solución pacifica de los conflictos colectivos de trabajo. 
 
La Corte Constitucional declaró la exequibilidad del artículo 1°, que regula el ámbito de 
aplicación del convenio. Manifestó que de acuerdo a la norma, debe aplicarse a todas las 
ramas de actividad económica, advirtiendo que el convenio no definió qué debe entenderse 
por ellas, motivo por el cual, la legislación interna de cada Estado miembro podría 
interpretarla en su contexto. De esta manera, el análisis constitucional permitiría concluir 
que hace referencia a toda actividad en la cual se podría desarrollar la negociación colectiva 
y no se limitaría al concepto de empresa. 
 
No obstante, teniendo en cuenta que de conformidad con el artículo 56 constitucional, se 
restringe del derecho a declarar y hacer la huelga a quienes laboran en empresas que 
prestan servicios públicos esenciales, como consecuencia tampoco podrían acudir a la 
negociación colectiva para regular sus condiciones de trabajo.   
 
Esta disposición fomenta los artículos 55 y 333 de la Constitución Nacional, ya que el 
Estado asegura el derecho de negociación colectiva al hacerlo extensivo a las distintas 
labores regularizadas por la libertad contractual de las partes. En consecuencia, la solución 
                                                                                                                                                                                         
considerarán vigentes como leyes internas, mientras no hayan sido perfeccionados por el Gobierno en su carácter de 
tales, mediante el canje de ratificaciones o el depósito de los instrumentos de ratificación, u otra formalidad 
equivalente”; 
Artículo 2°: “Tan pronto como sea perfeccionado el vínculo internacional que ligue a Colombia por medio de un 
Tratado, Convenio, Convención, etc. el órgano Ejecutivo dictará un Decreto de promulgación, en el cual quedará 
insertado el texto del Tratado o Convenio en referencia, y en su caso, el texto de las reservas que el Gobierno quiera 
formular o mantener en el momento del depósito de ratificaciones”.  
Con fundamento en las anteriores disposiciones el Gobierno Nacional profirió el siguiente decreto: 
Decreto 425 del 14 de marzo de 2001. Publicado en el Diario Oficial 44.363, del 21 de marzo de 2001 “Por el cual se 
promulga el Convenio 154 sobre el Fomento de la Negociación Colectiva, adoptado 67ª Reunión de la Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, 1981”. 
Artículo 1°. “Promúlgase el "Convenio número ciento cincuenta y cuatro (154) sobre el Fomento de la Negociación 
Colectiva", adoptado en la sexagésima séptima (67a) Reunión de la Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo, Ginebra, con fecha diecinueve (19) de junio de mil novecientos ochenta y uno (1981)”. “(Para 
ser transcrito en este lugar, se adjunta fotocopia del texto del Convenio número Ciento Cincuenta y Cuatro (154) sobre el 
Fomento de la Negociación Colectiva, adoptado en la sexagésima séptima (67a) Reunión de la Conferencia General de la 
Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, con fecha diecinueve (19) de junio de mil novecientos ochenta y uno 
(1981)”. 
Artículo 2°. “El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación”. 
El convenio 154 entró en vigencia en nuestro país a partir del 8 de diciembre de 2001, un año después del registro de su 
ratificación. 
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pacifica de los conflictos colectivos de trabajo, además de involucrar al trabajador y al 
empleador, se torna en un tema de interés general. 
 
Sobre el inciso segundo del artículo 1° que permite a los Estados miembros, dentro de su 
legislación interna decidir si se hace extensivo el derecho de negociación colectiva a las 
Fuerzas Militares y de Policía, la Corte indicó su compatibilidad con la Carta Política, 
concretamente con el artículo 39 que restringe del derecho de asociación sindical a la 
Fuerza Pública. 
 
En cuanto a la situación de los empleados públicos, regulada en el inciso tercero del 
artículo 1°, según el cual, para la aplicación del convenio la administración pública, la 
legislación o la práctica nacionales pueden determinar modalidades especiales, la Corte 
reiteró el pronunciamiento contenido en la sentencia C-377 del 27 de julio de 1998 con 
ponencia del magistrado Alejandro Martínez Caballero, en la cual se declaró exequible el 
convenio 151 sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para 
determinar las condiciones de empleo en la administración, 1978 y su ley aprobatoria 411 
del 5 de noviembre de 1997. 
 
Reconoció la Corte, en esa ocasión, que es legítimo el derecho que les asiste a los 
trabajadores oficiales para presentar solicitudes y buscar con las autoridades, la solución de 
conflictos a través de negociaciones colectivas, en aplicación de los artículos 55 y 56 de la 
Constitución Política. 
 
Para el caso de los empleados públicos, corresponde al Estado en los diferentes niveles, su 
determinación en forma autónoma, a través de leyes, ordenanzas, acuerdos y reglamentos, 
es decir, en virtud del artículo 2° Constitucional  pueden intervenir en las decisiones que los 
afecten, con las limitaciones derivadas de las condiciones del cargo.  
 
El Alto Tribunal declaró la exequibildad del artículo 2° que contempla el alcance y 
finalidades de la negociación colectiva. Manifestó que si bien tiene como objetivo la 
regulación libre y voluntaria de las condiciones de empleo y de la relación laboral, no debe 
desconocerse que la participación de las partes es desigual ya que el empleador puede 
actuar por sí mismo, en cambio el trabajador debe hacerlo por medio de una asociación. No 
obstante, esta disposición es compatible con la Carta Política ya que de conformidad con el 
artículo 55, la negociación colectiva tiene por finalidad regular las relaciones laborales, 
derecho que está en conexidad con otros, como por ejemplo el de asociación sindical, ya 
que el primero es el resultado del segundo por lo que la Corte Constitucional a través de su 
jurisprudencia ha manifestado que el derecho de negociación colectiva podría lograr la 
calidad de derecho fundamental cuando su omisión vulnera o amenaza el derecho de 
asociación sindical o los derechos al trabajo.  
 
El artículo 3° declarado exequible, otorga a cada Estado miembro la opción de adoptar en 
su legislación interna mecanismos que garanticen la negociación colectiva con los 
representantes electos de los trabajadores y no solo con los delegados de su asociación, sin 
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que menoscabe la posición de los últimos, lo cual resulta constitucional en tanto que el 
ejercicio del derecho de negociación colectiva es una forma de manifestación del sindicato.  
 
Cita el artículo 3° del convenio 135 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre la 
protección y facilidades que deben otorgarse a los representantes de los trabajadores en la 
empresa de 1971, esta disposición regula dos categorías de los representantes de los 
trabajadores: “a) de representantes sindicales, es decir, representantes nombrados o 
elegidos por los sindicatos o por los afiliados a ellos; o b) de representantes electos, es 
decir, representantes libremente elegidos por los trabajadores de la empresa, de 
conformidad con las disposiciones de la legislación nacional o de los contratos colectivos, 
y cuyas funciones no se extiendan a actividades que sean reconocidas en el país como 
prerrogativas exclusivas de los sindicatos”. 
 
El artículo 4° ordena que las normas contempladas en el convenio sean desarrolladas a 
través de las leyes y normas nacionales, cuando no se pude por laudos arbitrales, contratos 
colectivos u otros medios. Esta disposición es declarada exequible por parte de la Corte 
Constitucional al considerar que solo así, se pude garantizar la aplicación de las 
disposiciones internacionales del trabajo, en consecuencia fomenta el artículo 53 de la 
Constitución Política que indica: “los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no 
pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores”. 
 
El artículo 5° deja al libre albedrio del Estado miembro, la regulación de los mecanismos y 
procedimientos para darle cabal cumplimiento al propósito del convenio que es fomentar la 
negociación colectiva, por su parte, el artículo 8° ordena que cualquier mecanismo que se 
adopte para fomentar la negociación colectiva, no debe menoscabar la libertad de 
negociación. Estas disposiciones fueron declaradas exequibles por la Corte Constitucional 
en razón a que el artículo 55 Carta, también tiene por finalidad fomentar la negociación 
colectiva. 
 
La Corporación declaró la exequibilidad del artículo 6°, que admite la procedencia de 
sistemas de relaciones de trabajo en los cuales la negociación colectiva pueda precisarse en 
la conciliación o en el arbitraje siempre que medie la voluntad de las partes, al considerarla 
acorde con el artículo 116 de la Carta y específicamente con el 53 que consagra como un 
principio mínimo de los trabajadores la potestad “para transigir y conciliar sobre derechos 
inciertos y discutibles”.  
 
El artículo 7° fue declarado exequible por la Corte Constitucional al considerar que al 
tratarse de las consultas previas que deben realizar las autoridades públicas ante las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores para adoptar mecanismos que fomenten la 
negociación colectiva, se encuentra ajustado a la Carta Política. Para ello reitera la posición 
fijada al estudiar el tema de las consultas tripartitas para promover la aplicación de las 
normas internacionales del trabajo en sentencia C-376 de 1998 con ponencia del magistrado 
Alejandro Martínez Caballero según la cual, “la naturaleza de estas consultas, los temas a 
tratar y los miembros que conforman la estructura de las mismas, son, por un lado, 
expresión del derecho de las personas a participar en las decisiones que las afectan 
171 
 
(artículo 2 de la C.P.) y por el otro, la expresión del reconocimiento a los principios de 
derecho internacional aceptados por Colombia, de conformidad con el artículo 9 de la 
Constitución y los artículos 38 y 39 de la Carta en lo que respecta al derecho de 
asociación”. 
 
Finalmente, sobre los artículos 9 ° y siguientes, que contemplan las normas instrumentales, 
la Corte declaró su exequibilidad, en tanto son acordes con los principios del derecho 
internacional acogidos por Colombia. 
 
 
5.7 Corte Constitucional, sentencia C-1234 de 2005.  La Sala Plena de la Corte 
Constitucional en sentencia C-1234 del 29 de noviembre de 2005 con ponencia del 
magistrado Alfredo Beltrán Sierra, resolvió la demanda de inconstitucionalidad presentada 
en forma parcial, contra el artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo, particularmente 
de la expresión “Los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliego de 
peticiones ni celebrar convenciones colectivas”, por considerar el demandante que viola el 
preámbulo y los artículos 4°, 13, 53 y 55 de la Constitución Política.  
 
Se refiere la Corte a la sentencia C-110 de 1994, que declaró la exequibilidad del artículo 
416 del Código Sustantivo del Trabajo, “en el entendido de que la frase "aún cuando no 
puedan declarar o hacer la huelga” únicamente es aplicable a los sindicatos de 
trabajadores oficiales que laboren para entidades encargadas de prestar servicios públicos 
que la ley califique como esenciales”. Al iniciar el análisis de la norma se remite a dicha 
sentencia que declaró la exequibilidad de los artículos 414 adicionado, 415 y 416, en la cual 
reconoció la garantía constitucional consagrada en el artículo 39, que tienen los 
trabajadores y empleados públicos de asociarse sindicalmente en defensa de sus derechos 
colectivos, exceptuando a los miembros de la Fuerza Pública. 
 
Específicamente en cuanto al artículo 416 la exequibilidad de la limitación, para los 
sindicatos integrados por empleados públicos, quienes no pueden presentar pliegos de 
petición, ni celebrar convenciones colectivas, se fundamentó en el artículo 55 
Constitucional que garantiza el derecho de negociación colectiva, salvo las excepciones de 
ley, “La que se considera es una de tales excepciones, establecida en norma con fuerza 
material legislativa.” Prestando mérito a cosa juzgada. 
 
Indica que, la Corte Constitucional en las sentencias C-377 de 1998 y C-161 de 2000, 
declaró la exequibilidad del convenio 151 sobre la protección del derecho de sindicación y 
los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración pública, 
1978 y del convenio 154 sobre fomento de la negociación colectiva, 1981, aprobados por la 
leyes 411 de 1997 y 524 de 1999.  
 
Es imperativo para la Corte determinar si éstas leyes, conllevan reformas trascendentales 
sobre el derecho colectivo de los empleados públicos, que generan un actual 
pronunciamiento sobre el tema ya debatido en la sentencia C-110 de 1994, al existir nuevos 
elementos de juicio, razón que modificaría la aplicación del principio general de cosa 
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juzgada, para lo cual analiza las sentencias ya referidas y concluye con relación al derecho 
de sindicación y la negociación colectiva de los empleados públicos: “De conformidad con 
lo expuesto, a modo de resumen se tiene : (i) hacen parte de la legislación interna del país 
los Convenios 151 y 154 de la OIT, incorporados a través de las Leyes 411 de 1998 y 524 
de 1999; (ii) se despejan las dudas que pudieren existir respecto de la garantía 
constitucional sobre el derecho de sindicalización de los empleados públicos, en el sentido 
de que indiscutiblemente tienen derecho a hacerlo; (iii) también se despejan las dudas 
respecto del derecho de los empleados públicos de realizar negociaciones colectivas, pues 
gozan del ejercicio del derecho de presentar peticiones y consultas, y ser oídas y tenidas en 
cuenta; (iv) los empleados públicos si bien no gozan de los plenos derechos de asociación y 
convención colectiva,  como ocurre con los trabajadores oficiales, la Constitución y los 
Convenios sí les permiten participar en la determinación de sus condiciones de empleo, 
siempre y cuando se entienda que en última instancia, la decisión final corresponde al 
Congreso de la República y al Presidente, en el plano nacional, y a las asambleas, 
concejos, gobernadores y alcaldes, en el plano territorial; (v) que los objetivos de la 
negociación colectiva se centran en la concertación voluntaria y libre de las condiciones 
de trabajo, en la necesidad del diálogo encaminado a afianzar el clima de tranquilidad 
social, en la participación de todos en las decisiones que los afectan, en la defensa de los 
intereses comunes, en la garantía de ser oídos y atendidos los  representantes de las 
partes; (vi) que el concepto de empleados públicos excluidos del derecho de sindicalizarse 
es restringido. Esto quiere decir, que la regla general es la libertad de sindicalizarse, y la 
excepción al goce de tal derecho, sólo comprendería a servidores de “alto nivel que tengan 
poder decisorio o desempeñen cargos directivos, o a los empleados cuyas obligaciones son 
de naturaleza altamente confidencial.” Además, se excluye a las fuerzas armadas por 
expresa prohibición constitucional (arts. 39 y 218 de la Carta)”. 
 
Del cotejo anterior se precisa que las condiciones jurídicas posteriores a la sentencia C-110 
de 1994 proferida por la Corte Constitucional, han cambiado, a raíz de la expedición de las 
leyes que aprueban los convenios 151 y 154 de la OIT, que generaron modificaciones 
trascendentales ajustadas a la Carta Política. 
   
Señala el Alto Tribunal que la decisión de excluir a los empleados públicos sindicalizados 
del derecho de negociación colectiva, se fundamentó en el artículo 55 Constitucional que 
prevé las excepciones legales a dicha garantía, encontrándose el artículo 416 del Código 
Sustantivo del Trabajo inmerso en esa excepción, hecho que generó su exequibilidad. 
Posición modificada con el surgimiento de la nueva legislación aprobatoria de los 
Convenios ya citados, permitiendo hacer un nuevo pronunciamiento, por no tratarse de cosa 
juzgada, y ante la necesidad de determinar la Constitucionalidad del artículo 416, y su 
concordancia con los Convenios. 
 
Agrega la  Corte que a partir de la sentencia C-110 de 1994  que declaró constitucional la 
limitación para las asociaciones sindicales de empleados públicos de presentar pliegos de 
peticiones y celebrar convenciones colectivas, y posterior a ella, la C-377 de 1998 y C-161 
de 2000, que declararon ajustados a la Constitución los convenios 151 y 154, el criterio ha 
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sido constante en el sentido de declarar la exequibilidad de la prohibición consagrada en el 
artículo 416. 
 
Es así como la sentencia T-1059 de 2001 con ponencia del magistrado Jaime Araujo 
Rentería, en relación con este artículo, reiteró que en virtud de la vinculación de los 
empleados públicos con la administración a través de la ley y el reglamento no pueden 
presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas, tampoco declarar o 
hacer la huelga, de ser procedente conllevaría un detrimento contra el interés general, 
generando traumatismos en la función pública, impidiendo al Estado la eficaz prestación de 
sus servicios y el incumplimiento de los fines señalados en los artículos 1° y 2° de la Carta 
Política.  
 
Adicionalmente con ponencia del mismo magistrado en la sentencia C-201 de 2002 la 
Corte consideró que la negociación colectiva por ser un derecho constitucional, podría  
hacerse extensiva a los empleados públicos, para presentar pliegos de peticiones, mediante 
la expedición de una ley. Agregó que  conforme al pronunciamiento de la Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia del 5 de junio de 2001. Rad. 16788. 
magistrado Ponente Germán Valdés Sánchez, el Estado a través de la autoridad pública 
podría elegir la negociación colectiva para la solución de conflictos colectivos de los 
empleados públicos, entendida como mecanismo idóneo para ejercer el derecho de libertad 
sindical e intervenir en sus condiciones de empleo.  
 
Finalmente se refiere a la sentencia C-314 de 2004, en la cual la Corporación manifestó que 
los servidores públicos que obtuvieron el estatus de empleados públicos adscritos a las 
empresas sociales del Estado, perdieron la condición de trabajadores oficiales y con ello el 
derecho a presentar pliegos de peticiones y celebrar convenciones colectivas. 
 
Para la Corte las anteriores jurisprudencias ratifican la constitucionalidad del artículo 416 
del Código Sustantivo del Trabajo que prohíbe a los empleados públicos presentar pliegos 
de peticiones y celebrar convenciones colectivas, en razón a su vínculo legal y 
reglamentario con la Administración. No obstante, ningún pronunciamiento definió lo que 
debe entenderse por convención colectiva como un mecanismo de negociación colectiva, 
por lo que será objeto de análisis. 
 
El Alto Tribunal tiene en cuenta que el artículo 416 del CST, prohíbe presentar pliegos de 
peticiones y celebrar convenciones colectivas; a su vez que la Constitución en el artículo 55 
y el convenio 154 se refieren a la negociación colectiva, términos con alcances y efectos 
jurídicos diferentes que entra a definir: 
 
“El pliego de peticiones se ha entendido como una herramienta válida para plantear el 
conflicto colectivo. Corresponde a un documento escrito que presentan los empleados al 
empleador, en el que se formulan las peticiones relativas a las condiciones de trabajo, o a 
las diferencias que no están sometidas por la ley o convención a un procedimiento distinto, 
o que no hubieren podido ser resueltos por otros medios. Es un proyecto de convención 
colectiva de trabajo”.  
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Con la entrega al empleador del pliego de peticiones, las asociaciones sindicales de 
trabajadores inician el conflicto colectivo de trabajo que puede concluir con un laudo 
arbitral proferido por el Tribunal del Arbitramento Obligatorio o con la suscripción de una 
convención colectiva. 
 
Aduce que el Código Sustantivo del Trabajo define la Convención Colectiva en el artículo 
467: 
 
Artículo 467. “Definición. Convención colectiva de trabajo es la que se celebra entre uno o 
varios patronos o asociaciones patronales, por una parte, y uno o varios sindicatos o 
federaciones sindicales de trabajadores, por la otra, para fijar las condiciones que regirán 
los contratos de trabajo durante su vigencia”. 
 
Tanto el incumplimiento del pliego de peticiones y de la convención colectiva conducen a 
la suspensión de actividades y a la declaratoria de la huelga.  
 
Señala la Corte Constitucional que el artículo 55 de la Carta Política de 1991, y el convenio 
154 de la OIT al referirse al derecho de negociación colectiva, extienden su aplicación a 
todas las que surjan entre las partes y no se limita únicamente a la presentación del pliego 
de peticiones, ni a la celebración de convenciones colectivas, como lo refiere a 
continuación: “5.2 En cambio, la expresión “negociación colectiva” de que tratan el 
Convenio 154 y el artículo 55 de la Carta tiene una connotación más amplia, es decir, no 
se reduce a pliegos de peticiones o convenciones colectivas, sino que abarca “todas las 
negociaciones que tienen lugar entre un empleador, un grupo de empleadores o una 
organización o varias organizaciones de empleadores, por una parte, y una organización o 
varias organizaciones de trabajadores, por otra, con el fin de : fijar las condiciones de 
trabajo y empleo, o regular las relaciones entre empleadores y trabajadores, o regular las 
relaciones entre empleadores o sus organizaciones y una organización o varias 
organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos fines a la vez.”(art. 2º Convenio 154 
de la OIT). Además, la negociación colectiva puede tener lugar “en el marco de 
mecanismos o de instituciones de conciliación o de arbitraje, o de ambos a la vez, en los 
que participen voluntariamente las partes en la negociación colectiva” (art. 6º ibídem). 
Entonces, como se dijo en la sentencia C-161 de 2000: “la negociación colectiva tiene un 
contenido claro en la convención y en el pacto colectivo, pero el Convenio 154 consagra 
una enumeración más variada y amplia del contenido de la negociación, como quiera que 
autoriza otros instrumentos de resultado de la negociación”. 
 
Con el análisis anterior, la Corte Constitucional concluyó que el pliego de peticiones y las 
convenciones colectivas constituyen la especie dentro del género de la negociación 
colectiva. Por lo cual el legislador puede limitar su ejercicio a las asociaciones sindicales de 
empleados públicos. 
 
Con respecto al artículo 414 del Código Sustantivo del Trabajo, que en el numeral 4° 
permite a las organizaciones sindicales de empleados púbicos, presentar memoriales 
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respetuosos a las autoridades administrativas, la Corte señala que no debe confundirse con 
el ejercicio del derecho de negociación colectiva de que trata el convenio 154 de la OIT. En 
razón a que los primeros no implican que deban ser recepcionados, tramitados o resueltos 
por su destinatario, menos aún que sean el origen de una concertación o negociación 
colectiva como lo prevé el convenio 154. En conclusión la norma consagra la facultad de 
negociar solo para las asociaciones de empleados públicos sindicalizados, quienes pueden 
elevar estas solicitudes sin que se puedan equiparar al pliego de peticiones ni comprometer 
a la administración.  
  
Por último, al presentarse conflictos colectivos con los empleados públicos, las sentencia C-
377 de 1998 y C-161 de 2000 señalan la obligación del Estado para impulsar la 
concertación e implementar mecanismos idóneos que permitan adoptar acuerdos que 
pongan fin a las divergencias.     
 
Por otra parte, afirma que con la ratificación de los Convenios 151 y 154 de la OIT, el 
Estado Colombiano adquirió el compromiso que permite a los empleados públicos 
constituir asociaciones sindicales y por ende ejercer el derecho de negociación colectiva en 
su sentido amplio, propendiendo por la solución pacifica de las diferencias. Esto no implica 
que se limite la facultad del Estado de adoptar en forma unilateral las condiciones laborales 
y emolumentos de tales servidores.  
 
No obstante, prevé la sentencia que las organizaciones sindicalizadas de empleados 
públicos ante el surgimiento de los conflictos colectivos de trabajo pueden concurrir a 
instancias legales para lograr acuerdos concertados y negociados entre las partes.  
 
En estas condiciones la administración pública debe además de tramitar todas las 
solicitudes presentadas por las asociaciones sindicales de empleados públicos, escuchar e 
implementar mecanismos a través de los cuales las autoridades competentes, al tomar la 
decisión final, analicen las garantías o derechos exigidos; y en la medida que las 
circunstancias lo permitan se lleguen a acuerdos concertados que busquen la resolución del 
conflicto sin afectar los interés de los intervinientes, ni del Estado. 
 
En estos términos decide la Corte que el artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo, al 
estatuir que: “Los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliego de 
peticiones ni celebrar convenciones colectivas”, es exequible, “… bajo el entendido que 
para hacer efectivo el derecho a la negociación colectiva consagrado en el artículo 55 de 
la Constitución Política, y de conformidad con los Convenios 151 y 154 de la OIT, las 
organizaciones sindicales de empleados públicos podrán acudir a otros medios que 
garanticen la concertación en las condiciones de trabajo, a partir de la solicitud que al 
respecto formulen estos sindicatos, mientras el Congreso de la República regule el 
procedimiento para el efecto”. 
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5.8 Convenio 154 de la OIT forma parte del bloque de constitucionalidad.  La Corte 
Constitucional en sentencia C-466 del 14 de mayo de 2008 con ponencia del magistrado 
Jaime Araujo Rentería consideró que el convenio 154 sobre fomento de la negociación 
colectiva de la OIT forma parte del bloque de constitucionalidad.  
 
Argumentó que el convenio y la ley aprobatoria declarados exequibles en la sentencia C-
161 del 2000, tuvieron como objetivo promover la negociación colectiva, como un 
mecanismo autónomo y potestativo, tendiente a concertar las divergencias que surjan de la 
relación de trabajo. Que el convenio se acoge a la Constitución Nacional y aplica 
íntegramente el artículo 55 que garantiza este derecho, con las limitaciones legales.   
 
Con fundamento en el análisis de la sentencia C-161 de 2000, la Corte declara que el 
convenio 154 sobre el fomento de la negociación colectiva hace parte del bloque de 
constitucionalidad, siendo éste un soporte jurídico para la aplicación de los derechos 
fundamentales de los trabajadores, que garantiza plenamente el libre ejercicio sindical, el 
trabajo y la asociación sindical.   
 
 
5.9 Decreto 535 del 24 de febrero de 2009.  El gobierno nacional expidió el decreto 535 
del 24 de febrero de 2009, publicado en el Diario Oficial 47273 del mismo año, 
reglamentario del artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo, argumentando que el 
Estado Colombiano incorporó en su legislación interna los convenios 151 y 154 de la OIT a 
través de las leyes 411 de 1997 y 524 de 1999 respectivamente; que la concertación es un 
principio contemplado en la ley 4ª de 1992 para optimizar tanto las relaciones laborales 
como los diferentes servicios en  cabeza de la administración pública; que con el fin de 
promoverla con las organizaciones sindicales de los empleados públicos, se deben fijar las 
instancias para su materialización. 
 
Tiene como finalidad implementar las instancias de concertación de las asociaciones 
sindicales de empleados públicos con las instituciones estatales del orden nacional, 
departamental y municipal, exceptuando a los de alto nivel, cuyas funciones impliquen 
guiar, dirigir  y tomar decisiones de manejo.   
 
Estatuye el derecho de concertación para los empleados públicos por medio de las 
asociaciones sindicales, tendiente a garantizar  su participación en la determinación  de la 
situación laboral y establecer las reglas para armonizar las relaciones con el Estado, se 
excluyen expresamente los temas que no sean de interés  laboral, como son: “la estructura 
organizacional, las plantas de personal, las competencias de dirección, administración y 
fiscalización del Estado, los procedimientos administrativos y el principio del mérito como 
presupuesto esencial de la carrera administrativa”. 
 
Existen parámetros para los entes territoriales quienes carecen de atribuciones en la 
concertación de prestaciones; la facultad se otorga en cuanto al tema salarial, el cual debe 
acatar las directrices del Gobierno Nacional. 
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Para la efectividad de la concertación laboral, la asociación sindical de empleados públicos 
debe acatar los requisitos previos establecidos, en consecuencia demostrar su actualización 
y anotación en el Registro Sindical del Ministerio de la Protección Social; que la asamblea 
general haya acogido las respectivas solicitudes, con expresiones cordiales, las que pueden 
realizarse de común acuerdo fijando el tiempo para ello, en términos no inferiores a dos 
años. En la toma de decisiones la institución estatal empleadora debe observar las políticas 
que determine el CONPES, y ajustarse a su presupuesto.   
 
Prevé el decreto dos instancias para el ejercicio de la concertación, la primera directamente 
ante las mismas instituciones públicas, y la segunda atañe al Gobierno Nacional, en la 
dependencia que regule el asunto. 
 
El trámite establecido siempre debe ajustarse a las disposiciones contenidas en el decreto, 
para lo cual acorde con sus atribuciones las instituciones o el gobierno nacional y las 
asociaciones sindicales de los empleados públicos, deben nombrar  a sus delegados,  en un 
término máximo de cinco días posteriores a la iniciación del mismo.  
 
Para el trámite de la concertación establece cuatro etapas: “1. Ámbito de la concertación. 
Faculta a las instituciones públicas y al Gobierno Nacional para la concertación en los 
temas que les incumbe.  2. Iniciación de la concertación. Surge una vez la organización 
sindical allegue sus solicitudes al empleador, acatando lo establecido en el Decreto.  3. 
Desarrollo de la concertación. Se concede un período inicial de veinte (20) días 
calendario,  para la discusión de las solicitudes, en el trámite de la concertación, el cual, 
previo convenio se puede extender por un tiempo similar. 4. Cierre de la concertación. 
Finalizado el período de concertación, mediante un acto administrativo debidamente 
motivado, las autoridades competentes, indicarán los términos del acuerdo o de los 
motivos por los cuales no prosperan las solicitudes”.  
 
 
5.10 Acción de nulidad contra el decreto 535 del 24 de febrero de 2009. La Central 
Unitaria de Trabajadores CUT, a través de su presidente Tarsicio Mora Godoy, el 15 de 
julio de 2009, en ejercicio de la acción de nulidad, demandó ante el Consejo de Estado el 
decreto 535 de 2009 y subsidiariamente sus artículos 3° y 4° numeral 4° por falsa 
motivación, desviación de poder e infracción directa a la Constitución Política y la ley.  
 
Consideró que el decreto y las disposiciones acusadas vulneran los artículos 1°, 2°, 4°, 13, 
29, 53, 55 y 93 de la Constitución Nacional y aplican indebidamente las leyes 411 de 1997 
y 524 de 1999, mediante las cuales se incorporaron en la legislación interna los convenios 
151 sobre la protección del derecho de sindicalización y los procedimientos para determinar 
las condiciones de empleo en la administración pública, 1.978 y 154 sobre el fomento de la 
negociación colectiva, 1.981 de la Organización Internacional del Trabajo. 
 
Fundamenta sus razones, en la aplicación del artículo 416 del Código Sustantivo del 
Trabajo, el cual prohíbe a los sindicatos de empleados públicos presentar pliegos de 
peticiones y celebrar convenciones colectivas. Igualmente argumenta que dicha disposición 
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por extensión, limita el derecho constitucional de huelga como mecanismo de presión de la 
clase trabajadora. Tampoco regula el derecho de negociación colectiva pilar de los 
convenios, accediéndose únicamente a la concertación, dejando finalmente en manos del 
Estado la toma de decisiones unilateralmente. Indica que la Corte Constitucional ha sido 
reiterativa en la jurisprudencia relacionada con la negociación colectiva de los empleados 
públicos, remitiendo su reglamentación al legislativo para que mediante la expedición de 
una ley, este derecho se convierta en una verdadera garantía sindical.   
 
La acción de nulidad impetrada, por reparto del proceso fue asignada al Consejero Gerardo 
Arenas Monsalve, admitida el 28 de enero de 2010. No obstante, aún no existe un 
pronunciamiento por parte de este Tribunal. 
 
 
5.11 Informe de la Comisión de Expertos en aplicación de los convenios 87, 98, 151 y 
154 de la OIT.  En cumplimiento de las funciones otorgadas a la Comisión de Expertos en 
Aplicación de convenios y recomendaciones, en la octogésima reunión efectuada entre el 
26 de noviembre y el 11 de diciembre de 2009, para analizar las comunicaciones y 
memorias procedentes de los Estados miembros de la Organización Internacional del 
Trabajo, en cumplimiento de los artículos 19, 22 y 35 de la Constitución, relacionados con 
el acatamiento de los convenios y las recomendaciones, rinde el informe al Consejo de 
Administración. 
 
Al referirse al caso Colombiano realiza una observación individual sobre la aplicación del 
convenio 87, 98, 151, y 154 de la OIT, como se indica a continuación:  
 
a) Convenio 87. Sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 
1948.  
 
La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones tiene en cuenta 
los planteamientos de la Confederación Sindical Internacional (CSI) y de la Central 
Unitaria de Trabajadores de Colombia (CUT) del 26 y 28 de agosto de 2009 
respectivamente, sobre hechos ya conocidos por la Comisión, en especial las agresiones, 
graves actos de violencia, asesinatos contra miembros y dirigentes sindicales, y la 
impunidad en algunos casos. Situaciones que también son de conocimiento del Comité de 
Libertad Sindical. 
 
Igualmente, recibe los argumentos esgrimidos por la Asociación Nacional de Técnicos en 
Telefonía y Comunicaciones Afines (ATELCA) referente a un hecho analizado por el 
Comité de Libertad Sindical, por la Asociación Nacional de Empresarios de Colombia 
(ANDI) y los pronunciamientos del Estado Colombiano en este aspecto, además sobre la 
contestación a los requerimientos formulados por la Unión de Trabajadores de la Industria 
del Transporte Marítimo y Fluvial (UNIMAR). 
 
Así mismo, tiene presente las discusiones generadas en la Comisión de Aplicación de 
Normas de la Conferencia en 2009, concernientes a la ejecución del convenio 87 de la OIT, 
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y específicamente la obligación de incrementar el diálogo en temas sociales adquirida por 
los participantes y el Estado Colombiano. Adicionalmente se refiere a la invitación al 
Gobierno formulada por la Comisión de la Conferencia, para que en los asuntos sin 
evacuar, siga acogiendo la colaboración de la OIT. 
 
Sobre el particular hace referencia a que en la verificación de las conclusiones de la 
Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia, el Departamento de Normas 
Internacionales de Trabajo de la OIT por invitación del Gobierno efectuó una misión   
realizada entre el 19 y  23 de octubre de 2009, tendiente a constatar la materialización de 
las conclusiones, para lo cual sostuvo reuniones con los representantes de los interlocutores 
sociales, las principales instituciones del país y el propio Gobierno.  
 
Finalmente, se refiere a asuntos del Estado Colombiano que han sido de conocimiento del 
Comité de Libertad Sindical (CLS), para lo cual el Gobierno allegó a la misión antes citada, 
una nota en la que expresó “1) la Comisión Especial de Tratamiento de Conflictos ante la 
OIT (CETCOIT) constituye un espacio especial y particularmente valioso para generar 
confianza entre los interlocutores sociales; 2) apoya el fortalecimiento del procedimiento y 
en este sentido apropiará los recursos necesarios para que se cuente con acompañamiento 
durante un año de una universidad que permita el proceso de facilitación para la 
resolución de los casos que se encuentran en instancia ante la CETCOIT; y 3) se estudiará 
la posibilidad de recurrir a la figura de la misión de contactos preliminares prevista en el 
procedimiento del CLS, ya que le asiste la convicción de implementar todos los 
mecanismos que puedan mejorar las relaciones laborales en el país. La Comisión pide al 
Gobierno que informe en su próxima memoria sobre todo avance en los trabajos de la 
CETCOIT”. 
 
En lo que tiene que ver con los “Derechos sindicales y libertades civiles y políticas”, la 
Comisión manifiesta intranquilidad por los graves actos de violencia contra los sindicalistas 
y de su impunidad.  
 
En cuanto a lo manifestado a la misión por la CUT y la CSI que refiere al asesinato de 26 
miembros sindicales, y a 38 fallos condenatorios emitidos en el año 2009 por 
responsabilidad a los autores de hechos violentos contra ellos. Así mismo sobre el informe 
de la CUT a la Fiscalía y al Comité de Libertad Sindical en el análisis del caso 1787, 
denunciando el homicidio de 2.688 personas, en el lapso comprendido entre el mes de 
enero de 1986 hasta el 15 de marzo de 2009, sin que la Fiscalía se haya pronunciado al 
respecto. Y la preocupación expuesta ante la misión por líderes sindicalistas por la posible 
culminación del programa de protección para finales del año 2009.  
 
De lo anterior la Comisión tiene en cuenta lo manifestado a la misión por el Gobierno 
Colombiano que de acuerdo a su registro, para el año 2009, “…fueron asesinados 23 
sindicalistas, se dictaron 49 sentencias condenatorias contra autores de actos de violencia 
contra el movimiento sindical, se brindaron medidas de protección a 1.450 sindicalistas y 
se destinaron más de 13 millones de dólares de los Estados Unidos en medidas de 
protección”. 
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Que de las 23 víctimas, la fiscalía ha concluido que en 15 casos los móviles fueron 
diferentes al ejercicio sindical, estableciéndose para esa ocasión que efectivamente una de 
las 8 víctimas investigadas lo fue por esta razón. Habiéndose reducido los decesos por 
causa violenta. Indicando que uno de sus propósitos es evitar los crímenes contra 
sindicalistas, y garantizar el derecho de asociación sindical.     
 
La Comisión en cuanto al informe rendido en octubre de 2009 por el Gobierno a la misión,  
acoge los propósitos en el esbozados, a través del cual aduce: “Para el Estado colombiano 
es de vital importancia el esclarecimiento de los hechos violentos de los cuales han sido 
víctimas los líderes sindicales y los trabajadores sindicalizados. En este sentido el 
Gobierno se compromete a aportar los recursos financieros necesarios para el 
fortalecimiento de la Subunidad de Sindicalistas de la Unidad Nacional de Derechos 
Humanos de la Fiscalía General de la Nación y de los Jueces Especializados del Consejo 
Superior de la Judicatura, que permita el esclarecimiento de la investigación de los hechos 
de violencia alegados en el marco del caso núm. 1787”. “… El Gobierno, con la asistencia 
de la OIT, concertará con las centrales obreras los criterios que permitirán unificar la 
información sobre actos violentos contra el movimiento sindical, para ser transmitida a las 
instancias de investigación y, de esta forma, apoyar las tareas de investigación.” “…En 
relación con las medidas preventivas para evitar nuevos hechos violentos contra los 
dirigentes sindicales y los trabajadores, el Gobierno se compromete a dar continuidad al 
programa de protección y a seguir aportando los recursos para su financiación y señala 
que independientemente del órgano que sea el ejecutor de las medidas de protección la 
responsabilidad del programa siempre estará a cargo del Estado”. 
 
Igualmente la Comisión acoge la disposición por parte de la Fiscalía ante la misión, para 
dar curso a las investigaciones referidas en el caso 1787; contado para su ejecución con los 
nuevos aportes suministrados por el Gobierno nacional. E indica además, su complacencia 
por la expedición de la ley 1309 de 2009, cuya gestión era de conocimiento de la Comisión 
de Aplicación de Normas de la Conferencia. 
 
Así como de la ley 975 que creó el Fondo para la Reparación de Víctimas, la cual según lo 
expuso el Ministerio del Interior y de Justicia a la misión, cubre a miembros y 
representantes sindicales; en el momento tramita 177 casos de dichos dirigentes.  
  
Concluye la Comisión indicando que: “lamenta profundamente una vez más los asesinatos 
y actos de violencia contra sindicalistas que han venido ocurriendo desde hace años y, 
desde el anterior examen de la aplicación del Convenio, los ocurridos en 2009. Teniendo 
presente la gravedad de la situación, la Comisión reconoce todas las medidas - de carácter 
práctico y legislativo - que el Gobierno ha venido adoptando en el último período en la 
lucha contra la violencia en general y contra el movimiento sindical, y comprueba una 
disminución de los asesinatos de sindicalistas del 2008 al 2009, así como de la violencia en 
general. La Comisión espera que las nuevas medidas permitan combatir eficazmente la 
violencia contra sindicalistas y condenar a los culpables. La Comisión pide al Gobierno 
que informe en su próxima memoria sobre toda evolución al respecto”. 
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Finalmente la Comisión en relación con las “Cuestiones legislativas y prácticas 
pendientes” frente al artículo 2° del convenio que garantiza el derecho que le asiste a los 
trabajadores para crear asociaciones sindicales y ser parte de las mismas, específicamente 
en lo relacionado con las quejas por la implementación de las cooperativas de trabajo 
asociado,  sobre las que ya se había pronunciado; que según las organizaciones sindicales, 
pueden ocultar evidentes relaciones laborales, siendo utilizadas para ejecutar oficios que 
normalmente debe desarrollar la institución, por cuya gestión les es prohibido el libre 
derecho de asociación sindical o participación en éstas. La Comisión se refiere a la 
expedición  de la ley 1233 del 22 de julio de 2008 concerniente a las Cooperativas de 
Trabajo Asociado, previamente discutida con agremiaciones sindicales, de la producción, 
de las mismas cooperativas y académicas. Evocando en esa oportunidad que, efectivamente 
esta ley incluye a los trabajadores de las cooperativas y en concordancia con el artículo 2° 
del convenio concluye que todos los trabajadores sin ninguna distinción pueden acudir 
libremente al derecho de asociación sindical. 
 
Adicionalmente alude que el Estado Colombiano manifiesta en su memoria y a la misión el 
impedimento establecido en la citada ley para la utilización de las cooperativas de trabajo 
como medio de intermediación laboral, facultando a las autoridades administrativas para 
imponer las sanciones a que haya lugar. Ante el surgimiento de diversas posiciones sobre 
su  aplicación la Comisión solicita al Gobierno que: “… considere la posibilidad de que un 
experto independiente lleve a cabo un estudio nacional sobre la aplicación de la Ley sobre 
Cooperativas y el uso de las mismas en materia de relaciones laborales y también para 
esclarecer la cuestión de si los trabajadores de las cooperativas pueden o no 
sindicalizarse. La Comisión pide al Gobierno que informe en su próxima memoria al 
respecto”. 
 
En cuanto al “Derecho de constituir organizaciones sin autorización previa” la Comisión 
alude a la solicitud formulada con antelación al Gobierno para la derogatoria de la 
resolución 626 de febrero de 2008, que contempla como causal para negar la inscripción de 
organizaciones sindicales, o los estatutos o la junta directiva en el registro sindical “que la 
organización sindical se haya constituido para obtener fines diferentes a los derivados del 
derecho fundamental de asociación”, excediendo con esta disposición el marco legal.  
 
En relación con la sentencia de la Corte Constitucional C-695 de 2008 la Comisión alude a 
ella con interés. Pronunciamiento que define que: “… la inscripción del acta de 
constitución del sindicato ante el Ministerio de la Protección Social es un requisito de 
existencia o de validez del sindicato, lo cual sería contrario a lo dispuesto en el artículo 39 
de la Constitución Política y en el artículo 2, del Convenio núm. 87 de la OIT, que forma 
parte del bloque de constitucionalidad, esta corporación declarará exequible en forma 
condicionada tal expresión, por los cargos examinados en esta sentencia, en el entendido 
de que la citada inscripción cumple exclusivamente funciones de publicidad, sin que ello 
autorice al ministerio mencionado para realizar un control previo sobre el contenido del 
acta de constitución”. 
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Igualmente la Comisión se refiere a la decisión Gubernamental fundamentada en la 
sentencia aludida, para determinar la inaplicabilidad de la resolución 626 de 2008, hecho 
que obliga al Ministerio de la Protección Social, sin procedimientos adicionales ni controles 
previos y en forma simultánea a la presentación personal con la documentación exigida, al 
depósito del acta de fundación de la organización sindical, los estatutos o reformas 
estatutarias y juntas directivas. 
 
En relación con el artículo 3° que faculta a las asociaciones sindicales para establecer sus 
tareas y determinar el esquema de labores, la Comisión indica que de tiempo atrás ha 
tratado el tema sobre la prohibición de la huelga en los servicios expresamente calificados 
como esenciales y sobre un sinnúmero de servicios no catalogados en este grupo. Además 
que, frente a la probabilidad de desvincular laboralmente a quienes hayan actuado en una 
huelga declarada ilegal, aún cuando la ilegalidad se aplique por requerimientos que 
contravienen las garantías sindicales, la Comisión alude a la sentencia de la Corte Suprema 
de Justicia Sala de Casación Laboral del 3 de junio de 2009 radicación 40428 la cual 
manifiesta que siguiendo los lineamientos de la Corte Constitucional los casos que sean de 
su conocimiento se estudian en forma individual, soportando la decisión en su contenido 
material, que conlleve a establecer si efectivamente se trata de un servicio esencial. Reza la 
sentencia en uno de sus apartes “…de acuerdo con la doctrina constitucional, aun cuando 
pueda existir la definición legislativa sobre la calidad de esencial de un servicio público, 
ello no impide que el intérprete pueda determinar si en un caso concreto cierta actividad 
efectivamente puede ser considerada servicio público esencial en atención a su contenido 
material.”. “… así debe ser en cuanto el artículo 56 de la Constitución no puede consagrar 
para el legislador una atribución absoluta de manera que basta solamente la liberalidad 
del texto formativo superior o supralegal para la definición de un asunto, sin que le sea 
dable al intérprete consultar su espíritu o su finalidad, a la luz de los principios 
constitucionales”.  
 
Dice la Comisión que, en los términos de la sentencia anterior, el transporte de carga 
ferroviario no se constituye en un servicio público esencial.  
 
De acuerdo al informe presentado por el gobierno a la misión, en el que manifiesta su 
interés para estudiar en la Comisión Nacional de Concertación de Políticas Laborales y 
Salariales, las discrepancias legislativas sin resolver en los órganos de control de la OIT, la 
Comisión indica en este sentido que en aplicación de la ley 1210 de 2008 por medio de la 
cual se modifica el artículo 451 del Código Sustantivo del Trabajo: “la legalidad o 
ilegalidad de una suspensión o paro colectivo del trabajo será declarada judicialmente 
mediante trámite preferente...”. Confía que en materia de limitaciones al derecho de huelga 
en los servicios esenciales, la autoridad judicial en su decisión aplique los fundamentos 
establecidos por los entes de control de la OIT y solicita al Estado Colombiano en la 
siguiente memoria indique los avances jurisprudenciales y las posibles modificaciones o 
derogatorias de la normatividad aplicadas en este tema.   
 
En lo referente a la declaración de ilegalidad de la huelga, la Comisión recuerda la 
expedición de la ley 1210 de 2008 que modificó el artículo 451 del Código Sustantivo del 
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Trabajo que establece el trámite preferente por decisión judicial para la determinación tanto 
de la legalidad como de la ilegalidad del paro colectivo del trabajo o de la suspensión; y 
recibe con beneplácito la decisión de la Corte Constitucional plasmada en la sentencia C-
349 de 2009 que declaró la inexequibilidad del párrafo 2° del artículo 1° de la ley en cita el 
cual estipulaba: “Si una huelga, en razón de su naturaleza o magnitud, afecta de manera 
grave la salud, la seguridad, el orden público o la economía en todo o en parte de la 
población, el Presidente de la República, previo concepto favorable de la Sala Laboral de 
la Corte Suprema de Justicia, puede ordenar en cualquier momento la cesación de la 
huelga y que los diferendos que la provocaron sean sometidos a fallo arbitral.  En caso de 
vacancia judicial, el concepto previo corresponde al Procurador General de la Nación. En 
ambas circunstancias, el concepto debe ser expedido dentro de los tres (3) días siguientes a 
la solicitud”.  
 
Frente al arbitraje obligatorio la Comisión trae a colación la ley 1210 de 2008 que modificó 
el numeral 4° del artículo 448 del Código Sustantivo del Trabajo que ordena: “Cuando una 
huelga se prolongue por sesenta (60) días calendario, sin que las partes encuentren 
fórmula de solución al conflicto que dio origen a la misma, el empleador y los trabajadores 
durante los tres (3) días hábiles siguientes, podrán convenir cualquier mecanismo de 
composición, conciliación o arbitraje para poner término a las diferencias. 
 
Si en este lapso las partes no pudieren convenir un arreglo o establecer un mecanismo 
alternativo de composición para la solución del conflicto que les distancia, de oficio o a 
petición de parte, intervendrá una subcomisión de la Comisión de Concertación de 
Políticas Salariales y Laborales, al tenor de lo dispuesto en el artículo 9 de la ley 278 de 
1996. Esta subcomisión ejercerá sus buenos oficios durante un término máximo de cinco 
(5) días hábiles contados a partir del día hábil siguiente al vencimiento del término de los 
tres (3) días hábiles de que trate este artículo. Dicho término será perentorio y correrá aún 
cuando la comisión no intervenga. Si vencidos los cinco (5) días hábiles no es posible 
llegar a una solución definitiva, ambas partes solicitarán al Ministerio de la Protección 
Social la convocatoria del tribunal de arbitramento. Efectuada la convocatoria del 
Tribunal de Arbitramento los trabajadores tendrán la obligación de reanudar el trabajo 
dentro de un término máximo de tres (3) días hábiles…”.  
 
La Comisión tiene presente que un delegado del Gobierno ratificó en la Comisión de 
Aplicación de Normas de la Conferencia que las partes del conflicto, por mutuo acuerdo, 
deben elevar la solicitud para acudir a un Tribunal de Arbitramento, a fin de que se 
resuelvan sus divergencias, este hecho fue corroborado en octubre de 2009 por la misión 
que estuvo presente en el territorio Colombiano.   
 
Finalmente en cuanto al artículo 6° que hace extensivo el derecho de libertad sindical a las 
federaciones y confederaciones, la Comisión enfatiza que en reiteradas oportunidades ha 
aludido a las limitaciones impuestas por el inciso primero del artículo 417 del Código 
Sustantivo del Trabajo a las federaciones y confederaciones para declarar la huelga; ratifica 
que se les debe permitir ejercer esta garantía sindical siempre que haya inconformidad con 
temas sociales y económicos implementados por el Estado, razón por la cual solicita se 
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modifique la norma citada. La Comisión tiene en cuenta que el Estado Colombiano 
manifestó a la misión su interés por someter ante la Comisión Nacional de Concertación de 
Políticas Laborales y Salariales, las diferencias legislativas sin resolver en los entes de 
control de la OIT. Igualmente, tiene presente que en aplicación de la ley 1210 de 2008 
únicamente la autoridad judicial está facultada para declarar la ilegalidad de una huelga 
ejercida por una federación o confederación. Sobre este punto la Comisión pide al Gobierno 
informe sobre su progreso en la memoria siguiente. 
 
b) Convenio 98. Sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949. 
 
En cuanto a la aplicación del convenio 98 “sobre el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva, 1.949”, la Comisión atiende los planteamientos relacionados con 
temas que ya son de su conocimiento, además los concernientes con la desvinculación 
laboral de sindicalistas y la carencia de efectivas medidas que les garantice su estabilidad 
en el trabajo, expuestos el 29 de agosto de 2.008 y agosto 26 de 2.009 por la Confederación 
Sindical Internacional (CSI); el 19 de agosto de 2.008 por la Confederación General de 
Trabajadores (CGT); el 28 de enero y 13 de junio de 2008 por la Central Unitaria de 
Trabajadores (CUT), de la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC) y por la 
Confederación General de Trabajadores (CGT); el 27 de agosto de 2008 por la Central 
Unitaria de Trabajadores CUT y por la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC); 
el 28 de agosto de 2009 por la Central Unitaria de Trabajadores (CUT).  
 
Igualmente la Comisión recibe las acotaciones del 16 de agosto de 2008 y 28 de agosto de 
2009, provenientes de la Asociación Nacional de Técnicos en Telefonía y Comunicaciones 
Afines (ATELCA), relativas a hechos puestos en conocimiento del Comité de Libertad 
Sindical. 
 
Finalmente, alude a las manifestaciones del 1° de septiembre de 2009 de la Asociación 
Nacional de Empresarios de Colombia (ANDI), sobre situaciones que ya son objeto de 
análisis por la Comisión; indican algunas de las comisiones establecidas en Colombia, entre 
ellas: la Comisión sobre la Negociación en el sector público, la Comisión Interinstitucional 
de Derechos Humanos, la Comisión Especial de Tratamiento de casos ante la OIT 
(CETCOIT) y la Comisión Permanente de Concertación sobre Políticas Salariales y 
Laborales e informan de las reuniones periódicas celebradas con la asistencia del Presidente 
de la República, el Vicepresidente, el Ministro de la Protección Social y las organizaciones 
de trabajadores, de “los programas de asistencia USAID y el programa sueco bipartito de 
cooperación técnica que desarrollan programas de formación en la solución de conflictos, 
en la negociación colectiva y en el diálogo social”. Adicionalmente sobre los 
pronunciamientos del Gobierno al respecto y a otros temas expuestos por la Unión de 
Trabajadores de la Industria del Transporte Marítimo y Fluvial (UNIMAR). 
 
La Comisión manifiesta su beneplácito ante la visita realizada del 19 al 23 de octubre de 
2009 por la misión, atendiendo la invitación del Gobierno, tendiente a verificar el 
acatamiento a las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia, 
en el análisis de ejecución del convenio 87, también tuvo en cuenta aspectos del convenio 
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98, sostuvo reuniones con miembros Gubernamentales, importantes entidades y entes 
sociales. 
 
La Comisión se refiere a los asuntos colombianos analizados por el Comité de Libertad 
Sindical, expresa su atención sobre la información suministrada por el Gobierno en este 
sentido a la misión, la cual indica: “1) la Comisión Especial de Tratamiento de Conflictos 
ante la OIT (CETCOIT) constituye un espacio especial y particularmente valioso para 
generar confianza entre los interlocutores sociales; 2) apoya el fortalecimiento del 
procedimiento y en este sentido apropiará los recursos necesarios para que se cuente con 
acompañamiento durante un año de una universidad que permita el proceso de facilitación 
para la resolución de los casos que se encuentran en instancia ante la CETCOIT, y 3) se 
estudiará la posibilidad de recurrir a la figura de la misión de contactos preliminares 
prevista en el procedimiento del Comité de Libertad Sindical, ya que le asiste la convicción 
de implementar todos los mecanismos que puedan mejorar las relaciones laborales en el 
país”. Sobre el progreso de la CETCOIT solicita al Estado Colombiano comunicar en la 
memoria siguiente. 
 
La Comisión se refiere a la expedición de la ley 1149 de 2007 “Por la cual se reforma el 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social para hacer efectiva la oralidad en 
sus procesos”, y tiene en cuenta que de conformidad con lo manifestado a la misión, la Ley 
debe aplicarse en un término de cuatro años, proceso que debe ser liderado por el Consejo 
Superior de la Judicatura. Que existen planes pilotos para su implementación en distintos 
sectores del país, en los cuales la demanda se resuelve en primera instancia en un término 
de dos meses y en segunda instancia en un mes. 
 
La Comisión acoge la expedición de la ley 1309 de 2009 “Por la cual se modifica la Ley 
599 de 2000 relativa a las conductas punibles que atentan contra los bienes jurídicamente 
protegidos de los miembros de una organización sindical legalmente reconocida”, la que en 
el artículo 5° modificó el artículo 200 de la ley 599 de 2000, así: “Violación de los 
derechos de reunión y asociación. El que impida o perturbe una reunión lícita o el 
ejercicio de los derechos que conceden las leyes laborales o tome represalias con motivo 
de huelga, reunión o asociación legítimas, incurrirá en multa de cien (100) a trescientos 
(300) salarios mínimos legales mensuales vigentes o arresto”. 
 
Sobre los temas pendientes analizó los siguientes: 
 
a) Negociación colectiva en el sector público: Advierte que, es satisfactorio para la 
Comisión que se haya expedido el decreto 535 de 2009, después de haberse ratificado el 
convenio 98 en el año 1976, y de la insistencia por parte de la Organización para la 
adopción de medidas que garantizaran a los empleados públicos el derecho de negociación 
colectiva, exceptuando a los de alto nivel por la naturaleza de sus funciones. 
 
Que según lo manifiesta el Gobierno es su memoria, se han logrado los fines propuestos, 
plasmados en procesos de concertación con varios entes del Estado como es el caso del 
Ministerio de la Protección Social, el Ministerio de Educación y el Distrito de Bogotá. 
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Adicionalmente a la manifestación de la CUT referente al cumplimiento parcial de los 
acuerdos suscritos por FECODE con el Ministerio de Educación Nacional. Se refiere a la 
acción de nulidad que cursa en el Consejo de Estado impetrada por la CUT contra el 
decreto 535 de 2009; a los reparos contra el mismo expuestos a la misión por otros 
sindicatos y al borrador del proyecto modificatorio que consideran contrario al convenio 
151 sobre  las relaciones de trabajo en la administración pública, 1978. 
 
Considera la Comisión que carece de facultad para pronunciarse sobre dicha demanda por 
estar sustentada en la posible violación a las normas constitucionales y la legislación 
nacional. Advierte que por comunicación del Gobierno el decreto será estudiado, 
proyectándose el modificatorio, ya puesto en conocimiento de los sindicatos de trabajadores 
y de empleadores, para los debates correspondientes. En consecuencia la Comisión solicita 
se persista en su estudio; ya que efectivamente el decreto 535 no cubre todos los 
requerimientos de las asociaciones sindicales de empleados públicos, por lo que en un 
futuro requerirá regulación, logrando que los acuerdos colectivos se amplíen a todas las 
entidades y cumplan con las metas propuestas.    
  
Aclara que el convenio 98 se ajusta a los procedimientos legales que prevén la mínima 
intervención del Estado en el ejercicio del derecho de negociación colectiva de los 
trabajadores vinculados con la administración pública, lo que conllevaría a que la 
regulación interna sea mínima.    
 
b) Pactos colectivos con trabajadores no sindicalizados: En este aspecto la Comisión se 
refiere a lo planteado en su análisis precedente, según el cual  se debe prever que a través 
de los pactos colectivos no se afecte la situación de las asociaciones sindicales, ni las 
imposibilite para suscribir convenciones colectivas. Solicitó al Gobierno suministre lo 
relativo al registro general de pactos colectivos, convenios colectivos y trabajadores 
beneficiados en cada caso.  
 
La Comisión tiene presente los comentarios de la CUT y de la CSI relacionados con la 
disminución de las negociaciones colectivas, que cubre únicamente el “1,2% de los 
trabajadores; en 2008 sólo se firmaron 473 acuerdos: 256 convenios colectivos y 217 
pactos colectivos (negociados directamente con los trabajadores)”. 
 
La Comisión recibe el pronunciamiento del Gobierno al respecto, señalando que la 
normatividad contempla la suscripción de pactos colectivos, hecho que no impide el trámite 
del pliego de peticiones y la celebración de convenciones colectivas a las organizaciones 
sindicales,  acatando la decisión de la Corte Constitucional plasmada en sentencia C-345 de 
2007 que alude “las negociaciones directas entre empleadores y trabajadores no 
sindicalizados no pueden atentar contra la negociación colectiva y los derechos 
sindicales”. 
  
Agrega que solamente cuando el sindicato está conformado por un número inferior a la 
tercera parte de trabajadores de la empresa, el empleador está facultado para suscribir tanto 
el pacto colectivo como la convención colectiva.   
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Que el resultado para el año 2008 de los pactos colectivos depositados fue de 209, frente al 
año anterior de 182, equivale al 15% superior, y los convenios colectivos depositados 261 
frente a 254 del año anterior que equivale a un 3% superior. Adicionalmente reitera que en 
cuanto a los pactos colectivos celebrados con los trabajadores en ningún caso pueden ser 
esgrimidos en detrimento de la situación de las asociaciones sindicales. 
 
La Comisión solicita al Gobierno comunique los mecanismos implementados para 
incentivar y divulgar el progreso, y utilización de la negociación colectiva voluntaria en 
virtud del artículo 4° del convenio 98. Y se comprometa a que únicamente ante la carencia 
de sindicato, puedan suscribirse pactos colectivos directamente con los trabajadores, sin 
que ello implique conductas tendientes al antisindicalismo.   
 
c) Restricciones en el contenido de las negociaciones: La Comisión alude a la expedición 
del Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio del artículo 48 de la Constitución Nacional, 
a través del cual se limita el derecho de negociación colectiva en materia pensional. Indica 
que sobre este mismo tema se manifestó ATELCA.  
 
Señala la Comisión que específicamente dispone: “a partir de la vigencia del presente acto 
legislativo no podrán establecerse en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o 
acto jurídico alguno, condiciones pensionales diferentes a las establecidas en las leyes del 
Sistema General de Pensiones. Sin perjuicio de los derechos adquiridos, el régimen 
aplicable a los miembros de la fuerza pública y al Presidente de la República, y lo 
establecido en los parágrafos del presente artículo, la vigencia de los regímenes 
pensionales especiales, los exceptuados, así como cualquier otro distinto al establecido de 
manera permanente en las leyes del Sistema General de Pensiones expirará el 31 de julio 
del año 2010”. 
 
Agrega que el Gobierno indica que como lo establece el artículo 48 de la Carta Política, la 
seguridad social se sujetará a los principios de solidaridad, eficiencia y universalidad, 
conllevando esta última, a su aplicación en beneficio de todos los individuos, en cualquier 
momento de la vida y sin exclusión alguna, amparo que se obtiene únicamente con el 
establecimiento de un régimen unificado, no susceptible de cambio por decisión de un 
grupo de personas. Adicionalmente debe valorarse la incidencia económica del momento y 
a futuro que haría insostenible el sistema. Por cuanto la finalidad del Acto Legislativo no es 
otra a la de consolidar el derecho pensional para quienes lo adquieran, previo cumplimiento 
de los requisitos legales establecidos para tal efecto, en situación de igualdad, sin 
prerrogativas adicionales. Que desde la expedición de la ley 100 de 1993 se excluyo de la 
negociación colectiva lo atinente al régimen pensional.  
 
La Comisión refiere que esta situación es de conocimiento del Comité de Libertad Sindical 
en el estudio del caso número 2434, quien dedujo que en relación con las convenciones 
suscritas con antelación al Acto Legislativo, quedaran sin efectos a partir del 31 de julio de 
2010, hecho que conllevaría en algunos casos, a reformas unilaterales de los convenios 
colectivos celebrados, vulnerando derechos adquiridos, y contraviniendo principios del 
derecho de negociación colectiva. Por lo que solicitó al Gobierno la implementación de 
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mecanismos que garanticen el cumplimiento de los compromisos pensionales adquiridos a 
través de los convenios colectivos, que expiren con posterioridad al 31 de julio de 2010. 
 
Para los firmados subsiguientemente al 25 de julio de 2005 fecha de entrada en vigencia del 
Acto Legislativo, que prohíbe la implementación de sistemas de pensiones no 
contemplados en el régimen general, requiere del Gobierno en aplicación de los convenios 
aprobados sobre negociación colectiva y libertad sindical, efectuar reuniones para tratar el 
tema de pensiones y jubilaciones con los afectados, buscando mecanismos de arreglo, que 
mejoren las prestaciones legales en pensiones o en proyectos sobre las mismas, mediante la 
negociación colectiva, con la aceptación de los intervinientes.  
 
La Comisión refiere que el Comité en este aspecto se ha pronunciado considerando que las 
decisiones adoptadas por las autoridades en forma unilateral para limitar la discusión de 
asuntos susceptibles de negociación colectiva, resultan en ocasiones opuestas al convenio. 
Que para subsanar estas situaciones se puede utilizar el “procedimiento de consultas de 
carácter tripartito”, tendientes a implementar reglas para el tema de la negociación 
colectiva con el mutuo consentimiento de las partes.    
 
c) Convenio 151. Sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, 1978. 
 
En cuanto al planteamiento presentado por la Asociación Nacional de Técnicos en 
Telefonía y Comunicaciones Afines (ATELCA) y el pronunciamiento del Estado 
Colombiano, referentes a la aplicación del convenio 151 “Sobre las relaciones de trabajo 
en la administración pública, 1978”, la Comisión los recibe y analiza remitiéndose a sus 
planteamientos esbozados frente a la aplicación del convenio 98 “Sobre el derecho de 
sindicación y de negociación colectiva, 1949”. 
 
La Comisión insiste en las peticiones anteriores formuladas ante el Gobierno, para que 
informe sobre las solicitudes surgidas con ocasión de la expedición de la ley 909 de 2004 y 
sus decretos reglamentarios, impetradas el 3 de abril de 2006 por el Sindicato de Servidores 
Públicos Hospital Universitario del Valle (SINSPUBLIC), y el 4 de abril de 2006 de la 
Central Unitaria de Trabajadores (CUT), disposiciones promulgadas sin ninguna 
deliberación con las asociaciones sindicales, las que obligan a los trabajadores del sector 
público a participar nuevamente en el concurso de meritos para ser ratificados en sus 
cargos; vulnerando con su aplicación el convenio colectivo acogido por la administración 
del hospital y dicho sindicato.   
 
A su vez, en virtud del artículo 4° del convenio 151 la Comisión manifiesta su acuerdo con 
la expedición de la ley 1309 de 2009, “Por la cual se modifica la ley 599 de 2000 relativa 
a las conductas punibles que atentan contra los bienes jurídicamente protegidos de los 
miembros de una organización sindical legalmente reconocida”, que protege el derecho de 
huelga, reunión y asociación, castigando con arresto o multas que oscilan entre cien y 
trescientos salarios mínimos legales mensuales vigentes, a quien empleando cualquier 
mecanismo, limite, obstaculice, altere o adopte medidas represivas con ocasión del libre 
ejercicio del derecho sindical. 
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Por otra parte, de acuerdo con el artículo 7° del convenio 151, la Comisión analiza la 
expedición del decreto 535 de 2009, sobre la negociación colectiva en el sector público, 
acogiendo la posición adoptada en el estudio sobre la aplicación del convenio 98. 
 
Adicionalmente, requiere del Gobierno suministre los informes sobre la ejecución  o puesta 
en marcha del convenio 151, específicamente sobre los procedimientos estatuidos en la 
negociación colectiva, para el arreglo de los conflictos surgidos con ocasión de las 
condiciones de empleo, como lo exige el artículo 8° del Convenio; las prerrogativas que 
faciliten el ejercicio eficaz de las funciones de los representantes de las asociaciones de 
servidores públicos, durante su horario laboral o fuera de éste; y señale los acuerdos 
colectivos y demás mecanismos legales a través de los cuales se ha garantizado este 
derecho sindical, citando situaciones concretas, como lo prevé el artículo 6° del Convenio.      
 
Finalmente la Comisión se refiere al informe presentado por el Gobierno relacionado con el 
decreto 3399 del 8 de septiembre de 2009, que modifica la composición de la Comisión 
Intersectorial para Promover la Formalización del Trabajo Decente en el sector público; 
quedando conformada por el Ministro de Protección Social, Ministro de Hacienda y Crédito 
Público, el Director del Departamento Administrativo de la Función Pública, y del 
Departamento Nacional de Planeación. En condición de invitados con carácter permanente 
un delegado de cada una de las federaciones del sector público, designados por las centrales 
obreras, el Superintendente de Economía Solidaria y el Director del Departamento 
Administrativo Nacional de Economía Solidaria. 
 
d) Convenio N° 154. Sobre la negociación colectiva, 1981. 
 
En relación con las observaciones formuladas por la Confederación General de 
Trabajadores (CGT), la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC) y la Central 
Unitaria de Trabajadores (CUT); la Comisión de Expertos en aplicación de Convenios y 
Recomendaciones las tiene en cuenta, y en atención a la queja presentada por la Central 
Unitaria de Trabajadores (CUT), surgida por el hecho de haberse omitido la participación 
de la Comisión Nacional de Concertación de Políticas laborales y salariales, en la adopción 
de la normatividad actual, la Comisión solicita al Gobierno remita los comentarios sobre el 
particular.    
 
Adicionalmente la Comisión se refiere a la inconformidad de  la Asociación Nacional de 
Técnicos en Telefonía y Comunicaciones Afines (ATELCA) y de lo resuelto por el Estado 
Colombiano; ratificando su posición adoptada en la aplicación del convenio 98 “Sobre el 
derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949”. 
 
Ante la expedición del decreto 535 de 2009, sobre la negociación colectiva en el sector 
público, la Comisión indica su complacencia, y en cuanto a la posición asumida frente a 
éste, por la Confederación General de Trabajadores (CGT), la Confederación de 
Trabajadores de Colombia (CTC)  y  la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), confirma 
lo expuesto en el análisis del convenio 98. 
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5.12 Visita de la misión de alto nivel 2011.  A comienzos del 2011 la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) por intermedio de la Misión de Alto Nivel, en visita 
realizada a nuestro país, constató los avances en lo concerniente a la garantía de libertad 
sindical y derecho  a la negociación colectiva. En su condición de presidente Sergio Paixao 
manifestó: “En opinión de la misión, ha habido un progreso tangible en estos temas desde 
cuando la misión visitó al país en 2005 y se firmó un acuerdo entre el Gobierno, los 
sindicatos y los empresarios. En 2011 se evidencia una evolución y creemos que se han 
tomado las directrices que corresponden para llegar a la aplicación de una plena libertas 
sindical”.  
 
Igualmente la misión destacó la evolución en las actividades ejercidas para disminuir los 
actos de violencia y la impunidad contra los sindicalistas; al respecto el viceministro de 
relaciones labores del Ministerio de la Protección Social, Ricardo Echeverri López, indicó: 
“el Gobierno nacional ratifica su compromiso para fortalecer el diálogo social y avanzar 
en el pleno reconocimiento de las libertades sindicales”.  
 
Al respecto la misión estimó la conveniencia del dialogo social que involucre al Gobierno y 
los representantes sociales, con el fin de consolidar la práctica de la libertad sindical y el 
derecho de negociación colectiva. Así mismo, propender por la actualización de la 
normatividad y consolidar las entidades gubernamentales, que redunde a favor de la clase 
trabajadora. Que para la consecución de estos propósitos se puede contar con la asistencia 
técnica de la OIT.       
 
 
5.13 Decreto de 2011 “Por el cual se reglamenta el artículo 416 del Código Sustantivo 
del Trabajo”.  Este proyecto de decreto es el resultado de los acuerdos logrados después de 
varias reuniones y argumentaciones en la Comisión Permanente de Concertación de 
Políticas Salariales y Laborales, cuyo texto final fue concertado por el gobierno con los 
miembros del Comité del Sector Público el 26 de mayo de 2011. En la actualidad se 
encuentra cursando el trámite de firmas de las autoridades respectivas y del presidente de la 
república, para su posterior numeración y publicación.   
 
Surge en desarrollo de los convenios 151 sobre las relaciones de trabajo en la 
administración pública y 154 sobre el fomento de la negociación colectiva de la 
Organización Internacional del Trabajo aprobados por el Estado colombiano mediante las 
leyes 411 de 1997 y 524 de 1999 respectivamente, ante la necesidad de fijar instancias de 
negociación colectiva entre las entidades del sector público del orden nacional, 
departamental, distrital, municipal y asociaciones sindicales de empleados públicos, que 
permitan mejorar las condiciones laborales de dichos funcionarios y la prestación del 
servicio público a cargo del Estado en aplicación del literal c) del artículo 2° de la ley 4ª de 
1.992, objetivo que se previó en el decreto 535 de 2009 sin que hasta la fecha se haya 
podido cumplir en forma plena, razón por la cual se requiere de su derogatoria.  
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El decreto tiene por finalidad, como lo indica el artículo 1°: “regular los términos y 
procedimientos que se aplicarán a la negociación de los acuerdos colectivos que se 
celebren entre las organizaciones sindicales de empleados públicos y las entidades 
públicas del orden Nacional, Departamental, Distrital y Municipal; los Organismos de 
Control, la Organización Electoral y los Órganos autónomos e independientes”. 
 
Se aplica a todos los empleados públicos que desarrollan sus actividades en las diferentes 
entidades públicas, excluyendo de su práctica al personal uniformado que integra la Fuerza 
Pública, y a los “empleados del nivel directivo que ejerzan empleos de dirección, 
conducción y orientación institucionales, cuyo ejercicio implica la adopción de políticas o 
directrices”, como lo establece el artículo 2°. 
 
Para los efectos que se deriven de la aplicación del decreto, el artículo 3° define los 
siguientes conceptos: 1. Empleado público: “Quien se vincula a la administración pública 
mediante una relación legal o reglamentaria”, 2. Sindicato de empleados públicos: 
“Organización Sindical titular del derecho de negociar un acuerdo colectivo, en defensa 
de los intereses de los empleados públicos a quien se aplique el presente decreto”, 3. 
Condiciones de empleo: “Aspectos relativos a las relaciones laborales que pueden ser 
objeto de negociación con los sindicatos, excepto aquellos aspectos cuya competencia este 
asignada por la Constitución Política y las leyes a determinada autoridad” y 4. 
Negociación del acuerdo colectivo: “Proceso de concertación entre los representantes de 
las organizaciones sindicales, de una parte y de otra, la entidad empleadora para fijar las 
condiciones de empleo y para regular las relaciones entre la administración pública y sus 
organizaciones sindicales”. 
 
En artículo 4° garantiza a los empleados públicos a quienes se les aplica el decreto, el 
permiso sindical para el desarrollo de las actividades propias del derecho de asociación y el 
fuero sindical en aplicación del artículo 39 de la Constitución Política de 1991, ley 584 de 
2000 y decreto 2813 del 2000. Omite definir si el permiso que otorga el Estado es de 
naturaleza permanente o transitoria. 
 
Exige el cumplimiento de las condiciones previas que regula el artículo 5° para ejecutar la 
negociación, estas son: “1. La Organización Sindical que agrupe empleados públicos 
deberá estar inscrita y vigente en el registro sindical del Ministerio de la Protección Social 
o quien haga sus veces. 2. Las solicitudes deberán ser adoptadas por la asamblea general 
de la correspondiente organización sindical y presentarse en términos respetuosos. 3. Las 
solicitudes podrán presentarse cada año o como lo acuerden las partes. 4. La entidad 
pública empleadora tendrá en cuenta la disponibilidad presupuestal”. 
 
Las características de la negociación del acuerdo colectivo se estipulan en el artículo 6° 
estas son: “1. Toda negociación de acuerdos colectivos deberá realizarse dentro del marco 
del presente decreto. 2. La negociación de los acuerdos colectivos podrá adelantarse por 
una organización sindical, o conjuntamente por varias de ellas, con una o varias 
entidades, sin que en ningún caso pueda existir más de un acuerdo colectivo por entidad y 
/o sector. 3. La organización sindical de empleados públicos designará a sus negociadores 
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en la asamblea de afiliados o trabajadores, según sea el caso. Recibido el pliego de 
solicitudes, la entidad empleadora designará a sus representantes a la mesa de 
negociación. 4. El número de representantes en la mesa de negociación será igual para 
cada una de las partes”. 
 
El artículo 7° regula el procedimiento para la negociación del acuerdo colectivo en los 
siguientes términos: “La negociación del pliego de solicitudes para el acuerdo colectivo, se 
desarrollará entre el Gobierno Nacional y las federaciones sindicales y/ o sindicatos 
nacionales que agrupen empleados públicos, así como, entre las entidades públicas y sus 
sindicatos, de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 
1. Designación de negociadores. Presentado el pliego de solicitudes tanto la organización 
sindical, como el Gobierno Nacional o las entidades, designarán sus representantes dentro 
de los cinco (5) días hábiles siguientes.  
 
2. Iniciación y duración de la negociación. Instalada la negociación, dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes a la designación de los negociadores, se dará inicio a la 
negociación la cual se desarrollará durante un período de veinte (20) días hábiles, 
prorrogables, por acuerdo entre las partes, hasta por diez (10) días hábiles más.  
 
3. Oportunidad para la negociación. Cuando el pliego de solicitudes contenga aspectos 
económicos, la negociación del acuerdo colectivo tendrá lugar previa aprobación del 
presupuesto de la respectiva entidad, sin perjuicio de las competencias asignadas por la 
Constitución Política, al Presidente de la República, a las Asambleas y Concejos en 
materia salarial y prestacional. 
  
4. Los acuerdos que se produzcan en el proceso de negociación se harán constar en actas 
que deberán ser suscritas. 
 
5. Cierre de la negociación. Una vez concluída la etapa de negociación la Entidad 
empleadora respectiva deberá expedir los correspondientes actos administrativos a que 
haya lugar, teniendo en cuenta los acuerdos. 
 
6. Condiciones para el depósito del acta de acuerdo colectivo. Los acuerdos a que hayan 
llegado las partes quedarán consignados en el acta de acuerdo colectivo, la cual será 
depositada en el Ministerio de la Protección Social o quien haga sus veces, dentro de los 
quince (15) días hábiles siguientes a su celebración y contendrá como mínimo: a) Lugar y 
fecha de celebración. b) Las partes y sus representantes, con sus respectivas firmas. c) 
Campo de aplicación. d) Los puntos de acuerdo, la forma y el plazo de cumplimiento. e) El 
término de su vigencia. f) La integración y funcionamiento del Comité de Cumplimiento y 
de instrumentación del acuerdo”.  
 
A su vez, el decreto contempla en el artículo 4° el procedimiento a seguir en caso de 
desacuerdo en los siguientes términos: “Cuando no hubiere acuerdo directo, en todo o en 
parte sobre el pliego de solicitudes así lo harán constar las partes en el acta final, 
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expresando el estado en que quedaron las negociaciones e indicando con toda precisión 
tanto los acuerdos parciales como aquellos puntos sobre los cuales no se produjo ningún 
acuerdo. Copia de dicha acta deberá ser remitida al día siguiente al Ministerio de la 
Protección Social o quien haga sus veces. En el caso de no lograrse el acuerdo total o 
parcial la decisión será adoptada por un tribunal de arbitramento, el cual estará 
conformado por tres (3) árbitros designados así: a) Un representante de la entidad 
empleadora. b) Un representante de la organización sindical de empleados públicos c) Un 
representante designado de común acuerdo por los dos anteriores. Los dos primeros serán 
designados a más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al depósito del acta 
final y el tercero será nombrado dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes previa 
consulta verbal sobre su aceptación, de mutuo acuerdo por los dos primeros, de no 
lograrse este acuerdo, las partes lo designarán de la lista de árbitros terceros que tiene 
integrada la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia. El Tribunal de Arbitramento se 
sujetara a los términos y procedimientos establecidos en la Ley”. 
 
Finalmente, en el artículo 9° contempla que a partir de su publicación deroga todas las 
normas que le sean contrarias, específicamente el decreto 535 de 2009. 
 
 
5.14 CUADRO DE SÍNTESIS 
 
 
 
Constitución Política  
de 1991 
 
Artículo 55. “Se garantiza el derecho de negociación colectiva 
para regular las relaciones laborales, con las excepciones que 
señale la Ley. 
 
Es deber del Estado promover la concertación y los demás 
medios para la solución pacifica de los conflictos colectivos de 
trabajo”.  
 
 
Excepción 
 
 Las que señale la ley. 
 Los sindicatos de empleados públicos no pueden ejercer 
el derecho de negociación colectiva. (Corte 
Constitucional. Sentencia C-110 de 1994) 
 
 
 
Artículo 414 del 
Código Sustantivo 
del Trabajo. 
Derecho de 
asociación. 
 
 Limita el ejercicio del derecho de asociación sindical de 
los empleados públicos al fijar sus funciones. 
 
 Corte Constitucional. Sentencia C-110 de 1994: “Ello 
resulta razonable si se considera que allí están 
consagrados los objetivos básicos perseguidos por toda 
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asociación sindical, pero teniendo en cuenta que tales 
servidores tienen a su cargo el ejercicio de la función 
pública en sus distintas modalidades y la prestación de 
los servicios públicos. En eso se diferencian de los 
trabajadores privados”. 
 
 
Artículo 415 del 
Código Sustantivo 
del Trabajo. 
 
Atención por parte de 
las autoridades. 
 
 Las autoridades y los superiores jerárquicos de los 
asociados, tienen la obligación de recibir a los 
representantes del sindicato. 
 
 Corte Constitucional. Sentencia C-110 de 1994. 
 
 
Artículo 416 del 
Código Sustantivo 
del Trabajo. 
 
Limitación de las 
Funciones. 
 
 Los sindicatos de empleados públicos NO pueden 
presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones 
colectivas. 
 Los sindicatos de trabajadores oficiales pueden 
presentar pliegos de peticiones n i celebrar convenciones 
colectivas, pero no puedan declarar o hacer huelga”. 
 Corte Constitucional. Sentencia C-110 de 1994.  
 
Convenio 151 
Sobre relaciones de 
trabajo en la 
administración 
pública. 1978. 
 
 Aprobado mediante la ley 411 del 5 de noviembre de 
1997. 
 Declarado exequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C-377 de 1998. 
 
Convenio 154 
Sobre el fomento de la 
negociación colectiva. 
1981. 
 
 
 Aprobado mediante la ley 524 del 12 de agosto de 1999. 
 
 Declarado exequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia-C-161 de 2000. 
 
 Hace parte del bloque de constitucionalidad. Sentencia 
C-466/08 
 
 
Corte Constitucional 
Sentencia C-1234/05 
 
 
Demanda de inconstitucionalidad en contra del artículo 416 
del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
 No se configura cosa juzgada constitucional por cambio 
de parámetros normativos. 
 El artículo 416 del Código laboral era una de las 
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excepciones de que trata el artículo 55 de la 
Constitución. 
 “La negociación colectiva es un elemento que contribuye 
a mantener la paz social. 
 “Tratándose de negociaciones colectivas con los 
sindicatos de empleados públicos, debe tenerse en cuenta 
que si bien la negociación no es plena, porque se 
entiende que la decisión final le corresponde adoptarla a 
las autoridades señaladas por la Constitución (es decir, 
en el ámbito nacional al Congreso y al Presidente de la 
República, y en el ámbito territorial, a las asambleas, 
concejos, gobernadores y alcaldes), esto no implica que 
los sindicatos de estos servidores públicos no puedan 
desarrollar instancias legítimas para alcanzar una 
solución negociada y concertada en el caso de conflicto 
entre los empleados públicos y las autoridades.”. 
 Los convenios 151 y 154 de la OIT, hacen parte de la 
legislación interna. 
  “El artículo acusado 416 restringe a estos sindicatos la 
presentación de pliegos de peticiones o la celebración de 
convenciones colectivas. La disposición legal resulta 
exequible, porque aunque no la menciona, tampoco 
prohíbe expresamente el derecho a “la negociación 
colectiva” de los sindicatos de empleados públicos. 
 El legislador debe regular las materias relacionadas con 
el art. 416.  
 Esa declaración de exequibilidad no puede entenderse 
como la prohibición del derecho de los sindicatos de 
empleados públicos de realizar negociaciones colectivas, 
en el sentido amplio del concepto. Por el contrario, estas 
organizaciones pueden presentar reclamos, peticiones, 
consultas, y deben ser atendidas.  
 Los sindicatos de empleados públicos pueden acudir a 
todos los mecanismos encaminados a lograr la 
concertación sobre sus condiciones de trabajo y salarios.  
 A su vez, el ejercicio de este derecho debe armonizarse 
con las restricciones propias de la condición de 
empleados públicos de los afiliados a estas 
organizaciones, es decir, que si bien pueden buscar la 
concertación, también opera la decisión unilateral del 
Estado en cuanto a salarios y condiciones laborales.  
 Por consiguiente, la declaración de exequibilidad de la 
disposición acusada, se adoptará bajo el entendido que 
para hacer efectivo el derecho a la negociación colectiva, 
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las organizaciones sindicales de empleados públicos 
podrán acudir a otros medios que garanticen la 
concertación en las condiciones de trabajo, a partir de la 
solicitud que al respecto formulen estos sindicatos, 
mientras el Congreso de la República regule la materia”. 
 “La Corte no desconoce que el problema del ejercicio 
del derecho de los sindicatos de empleados públicos a la 
negociación colectiva radica en que no existen 
mecanismos legales apropiados para hacer cumplir este 
derecho.  
 “Es más, el legislador no ha desarrollado el 
procedimiento para que estos sindicatos puedan iniciar 
la concertación, garantizar que las peticiones o los 
reclamos sean recibidos y atendidos por la 
administración pública.” 
  “Ni se ha  establecido cuál es la autoridad pública 
competente para pronunciarse cuando se desconoce, sin 
motivo el derecho de negociación colectiva.” 
  “Tampoco existen los mecanismos legales que 
garanticen que las solicitudes de los sindicatos de 
empleados públicos, después de la etapa de 
concertación, se reflejen en los proyectos de ley de 
presupuesto o en las leyes de carrera administrativa.”  
 “Por consiguiente, se comparte la solicitud del 
Ministerio Público en el sentido de que el legislador 
debe reglamentar el procedimiento encaminado a 
reglamentar, en un plazo prudencial, y concertando en 
lo posible con las organizaciones sindicales de 
empleados públicos, el derecho a la negociación 
colectiva de estos servidores, de conformidad con el 
artículo 55 de la Constitución y con los Convenios 151 y 
154 de la OIT debidamente ratificados por el país y que 
hacen parte de la legislación interna en virtud de las 
leyes 411 de 1998 y 524 de 1999, respectivamente”.  
 
 
Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-063 de 
2008. 
 
Demanda de inconstitucionalidad contra el numeral segundo 
del artículo 26 del Decreto Legislativo 2351 de 1965.  
 
 “La Corte ha precisado que el derecho de negociación colectiva 
no se limita a la presentación de los pliegos de peticiones y a las 
convenciones colectivas, sino que incluye todas las formas de 
negociación que se den entre trabajadores y empleadores y que 
tengan el fin de regular las condiciones del trabajo mediante la 
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concertación voluntaria, la defensa de los intereses comunes 
entre las partes involucradas en el conflicto económico laboral, 
la garantía de que los representantes de unos y otros sean oídos 
y atendidos, así como la consolidación de la justicia social en las 
relaciones que se den entre los empleadores y los trabajadores”.  
 
 
Corte 
Constitucional. 
Sentencia C-466 de 
2008. 
 
 
 
“Es claro también para la Sala que el Convenio 154 de la OIT 
hace parte del bloque de constitucionalidad por tratar de 
disposiciones sobre el derecho a la negociación colectiva que 
afectan de manera directa la libertad sindical y el derecho de 
asociación sindical, convenio que ha servido en otras 
oportunidades de parámetro normativo para las decisiones de 
constitucionalidad de esta Corporación”. 
 
 
 
 
 
 
Decreto 535 del 24 
de febrero de 2009. 
 
Por el cual se 
reglamenta el 
artículo 416 del 
Código Sustantivo 
del Trabajo: 
 
 
 
 
 Objeto. “El presente decreto tiene por objeto establecer 
las instancias dentro de los cuales se adelantará la 
concertación entre las organizaciones sindicales de 
empleados públicos y las entidades del sector público”. 
 
  Campo de aplicación. “El presente decreto se aplicará a 
los empleados públicos de todas las entidades y 
organismos del sector público, con excepción de los 
empleados de alto nivel que ejerzan empleos de 
dirección, conducción y orientación institucionales, cuyo 
ejercicio implica la adopción de políticas o directrices”. 
 
 Concertación de las condiciones laborales.  
 
1. Fijar las condiciones de trabajo. 
2. Regular las relaciones entre empleadores y empleados. 
 
 Condiciones de la concertación. 
  
 Instancias de concertación. “Habrá dos (2) instancias de 
concertación, así: 
 
1. Con cada una de las entidades empleadoras. 
2. Con el Gobierno Nacional en las materias de su 
competencia”. 
 
 Procedimiento para la concertación. 
  
 Etapas de la concertación. “Para la concertación se 
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surtirán las siguientes etapas: 
 
  
1. Ámbito de la concertación.  
2.  Iniciación de la concertación. 
3.  Desarrollo de la concertación. 
4.  Cierre de la concertación.  
 
 El Decreto no establece instancia alguna en caso de 
desacuerdo. 
 
 En virtud de este, se celebró entre otros el Acuerdo entre 
la Alcaldía Mayor de Bogotá y las organizaciones 
sindicales, filiales de las Centrales Obreras CUT, CTC y 
CGT y de las Federaciones Sindicales FENALTRASE, 
FENASER, UTRADEC y UNETE. 
 
 Demandado por la CUT mediante acción de nulidad en 
ante el Consejo de Estado.  
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CAPÍTULO VI.  DERECHO DE HUELGA DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS 
 
 
El derecho de huelga se constituye en la tercera garantía prevista en el artículo 56 de la 
Constitución Política de 1991, para proteger el derecho colectivo del trabajo. El ejercicio de 
la huelga es una de las etapas dentro del proceso de negociación colectiva, así una vez 
presentado el pliego de peticiones y ante el fracaso del acuerdo en la etapa de arreglo 
directo, los trabajadores sindicalizados pueden optar por declararla, o someter sus 
diferencias a un tribunal del arbitramento. 
 
Los sindicatos de los empleados públicos, no tiene derecho a declarar y hacer la huelga, 
como consecuencia de las restricciones que se derivan del derecho de negociación colectiva 
y de su vinculación con el Estado. Por lo tanto, pueden optar por convocar un tribunal de 
arbitramento voluntario, reconociendo que de conformidad con las disposiciones legales la 
fijación de las condiciones labores, remuneración y prestaciones sociales le corresponde 
unilateralmente al gobierno en sus diferentes órdenes. Esta restricción vulnera el núcleo 
esencial del derecho de huelga, que consiste, como lo señaló la Corte Constitucional en 
sentencia C-432 del 12 de septiembre de 1996 con ponencia del magistrado Carlos Gaviria 
Díaz, en: “la facultad que tienen los trabajadores de presionar a los empleadores mediante 
la suspensión colectiva del trabajo, para lograr que se resuelva de manera favorable a sus 
intereses el conflicto colectivo del trabajo. Esta facultad, claro está, no es absoluta. El 
punto es que la huelga constituye un mecanismo cuya garantía implica el equilibrar las 
cargas de trabajadores y empleadores en el marco del conflicto colectivo de trabajo. Las 
restricciones al derecho de huelga deberán tener en cuenta este propósito, de modo que si 
bien tal derecho puede ser limitado con el fin de proteger otros de mayor jerarquía (v.gr. 
los derechos fundamentales) o el interés general (bajo la forma del orden público, por 
ejemplo), el poder que la Constitución pretende reconocer a los trabajadores no puede 
quedar desfigurado”. 
 
Sobre la conexidad de este derecho con el derecho colectivo del trabajo, elementos 
esenciales del Estado social del derecho, el Alto Tribunal en sentencia C-473 del 27 de 
octubre de 1994 con ponencia del magistrado Alejandro Martínez Caballero manifestó: “El 
derecho de huelga (CP art. 56), junto con el derecho de asociación sindical (CP art. 39), y 
las diversas formas de negociación colectiva (CP art. 55), constituyen un trípode sobre el 
cual se edifica el derecho colectivo del trabajo, el cual busca equilibrar las relaciones 
entre los patrones y los trabajadores. De esa manera, gracias a la protección derivada del 
derecho colectivo del trabajo, el orden legal contribuye a generar relaciones laborales más 
equitativas, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo. Por ello, la 
Constitución admite que, dentro de los marcos legales, los trabajadores tienen derecho a 
utilizar ciertas medidas de presión, como la cesación concertada de trabajo, a fin de 
proteger sus intereses en los conflictos socioeconómicos. Esta acción colectiva de los 
trabajadores es legítima debido a la situación de dependencia en que éstos se encuentran 
frente a los patrones y a la eventual divergencia de intereses de unos y otros. El Estado 
social de derecho no puede excluir entonces esos potenciales conflictos laborales porque 
ellos son naturales en la vida social. Pero sí puede proporcionales cauces institucionales 
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adecuados, ya que la función del régimen constitucional no es suprimir el conflicto -
inmanente a la vida en sociedad- sino regularlo, para que sea fuente de riqueza y se 
desenvuelva de manera pacífica y democrática. Esto explica el reconocimiento 
constitucional del derecho colectivo del trabajo”.  
 
“Todo lo anterior muestra entonces el lugar trascendental que ocupa el derecho colectivo 
del trabajo en general y el derecho de huelga en particular en el ordenamiento 
constitucional colombiano. Ellos no sólo son derechos y mecanismos legítimos de los 
trabajadores para la defensa de sus intereses, sino que operan también como instrumentos 
jurídicos para la realización efectiva de principios y valores consagrados por la Carta, 
tales como la dignidad de los trabajadores, el trabajo, la igualdad material y la realización 
de un orden justo (CP Preámbulo y art. 2º)”. 
 
Finaliza la Corte señalando: “… el derecho de huelga está en conexión directa no solo con 
claros derechos fundamentales -como el derecho de asociación y sindicalización de los 
trabajadores (CP arts. 38 y 39) - sino también con evidentes principios constitucionales 
como la solidaridad, la dignidad, la participación  (CP art. 1) y la realización de un orden 
justo (CP art. 2). En particular es importante su conexión con el trabajo que, como esta 
Corporación ya lo ha señalado en repetidas ocasiones, es no sólo un derecho 
constitucional fundamental sino también uno de los principios esenciales del Estado social 
de derecho colombiano. Todo ello muestra el lugar central y preferente que ocupa el 
derecho de huelga en el ordenamiento constitucional colombiano”. 
 
Por otra parte, el Alto Tribunal ha considerado, que si bien el derecho de huelga no es un 
derecho fundamental, puede adquirir este carácter cuando al limitarse su ejercicio se 
vulnera el derecho de libre asociación sindical o los derechos fundamentales al trabajo, 
salvo en los servicios públicos esenciales.   
 
En este contexto, es importante el análisis del derecho de huelga al constituirse en una 
herramienta fundamental para los trabajadores sindicalizados.  
 
 
6.1 Antecedentes.  Los integrantes de la Comisión Quinta, Subcomisión Primera de la 
Asamblea Nacional Constituyente, al proponer la inclusión del derecho de huelga en la 
Constitución Nacional de 1991 manifestaron: 
 
“En la actual Constitución Política Nacional, el derecho de huelga se garantiza, salvo en 
los servicios públicos. Pero las estadísticas laborales señalan que en el sector donde más 
paros y huelgas se producen es en el sector público. Se repite así la norma casi universal 
que, cuando un derecho democrático es desconocido, se produce el efecto negativo del 
conflicto y de la fuerza. También la Ley colombiana limita la duración del derecho de 
huelga a 60 días máximo. 
 
En las propuestas que surgieron de las mesas de trabajo sobre los temas laborales y en los 
proyectos de reforma constitucional, que hacen referencia al derecho de huelga, es 
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interesante observar que todos ellos defienden este derecho de los trabajadores en defensa 
de sus intereses, aunque en algunos casos plantean excepciones en los casos de la 
prestación de los servicios esenciales, en otros piden señalar constitucionalmente los 
sectores en que debe prohibirse o se deja a que la Ley, o sea el legislador sea quien 
reglamente su ejercicio, duración y limitaciones. Se mantiene, así, el criterio universal 
adoptado en la Organización Internacional del Trabajo (OIT), de que la reglamentación, 
apenas natural, del derecho de huelga por parte del legislador no puede llevar a la 
negociación de este derecho y menos a dejar de estimular mecanismos de concertación y 
autocontrol sindical para el desarrollo de la misma, con el fin de garantizar la prestación 
de servicios esenciales a la comunidad, de encontrar la solidaridad ciudadana en casos de 
urgencia, catástrofes o calamidades y para evitar que se convierta en factor de 
desestabilización política de la vida democrática de un país. 
 
Hemos considerado, entonces, en el articulado propuesto, mantener el derecho, pero dejar 
a la Ley la reglamentación de su ejercicio, duración y limitaciones, lo mismo que los 
procedimientos para asegurar la prestación de los servicios esenciales a la comunidad. 
 
Queremos insistir en que el enfoque sobre el derecho de huelga no lo podemos desligar en 
un enfoque global, nuevo y profundamente democrático en las relaciones laborales, donde 
practicas como el dialogo, la negociación, la concertación, y la participación de los 
trabajadores en la gestión de las empresas, conllevan, en la vida real, a que la huelga no 
pase de ser un derecho escrito en la constitución política”.    
 
Se propuso la inclusión del siguiente artículo: “Artículo 1°. Se garantiza el derecho de 
huelga de los trabajadores en defensa de sus intereses. La Ley reglamentará su ejercicio; 
duración y limitaciones, lo mismo que los procedimientos que aseguren la prestación de 
los servicios esenciales a la comunidad”.           
 
 
6.2 Consagración constitucional.  Dentro de las protecciones para el ejercicio del derecho 
colectivo, la Constitución Política de 1.991 en el artículo 56 consagra el derecho de huelga 
para todos los trabajadores, exige su reglamentación legal, y la determinación de quienes se 
excluyen por la prestación de los servicios públicos esenciales. 
 
Ante las discrepancias surgidas en las relaciones colectivas de trabajo, la discusión de 
temas laborales o concernientes con el salario, faculta la creación de una comisión tripartita 
permanente conformada por delegados de los trabajadores, de los empleadores y del 
gobierno, que además propenderá por un sano ambiente laboral. Ordena al legislador 
determinar lo concerniente a su desarrollo e integración. Señala el artículo en cita: 
 
Artículo 56. “Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos esenciales 
definidos por el legislador.  
 
La ley reglamentará este derecho.  
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Una comisión permanente integrada por el Gobierno, por representantes de los 
empleadores y de los trabajadores, fomentará las buenas relaciones laborales, contribuirá 
a la solución de los conflictos colectivos de trabajo y concertará las políticas salariales y 
laborales. La ley reglamentará su composición y funcionamiento”43. 
 
La Corte Constitucional con ponencia del magistrado José Gregorio Hernández Galindo, en 
sentencia T-443 del 6 de julio de 1992 sobre el derecho de huelga como garantía 
constitucional manifestó: “El derecho de huelga se constituye en una de las más 
importantes conquistas logradas por los trabajadores en el presente siglo. Se trata de un 
instrumento legítimo para alcanzar el efectivo reconocimiento de aspiraciones económicas 
y sociales que garanticen justicia en las relaciones obrero-patronales y un progresivo nivel 
de dignidad para el trabajador y su familia, cuya consagración constitucional, desde la 
Reforma de 1936, ha representado la más preciosa garantía del ordenamiento positivo 
para la salvaguarda de los derechos laborales y para el desarrollo de un sistema político 
genuinamente democrático”.  
 
Continuo el Alto Tribunal aduciendo: “En la Constitución de 1991, el derecho de huelga 
adquiere aún más relevancia, partiendo del principio inspirador de su Preámbulo, que 
indica como objetivo central del Estado y de las instituciones el establecimiento de “un 
marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y 
social justo”; de la definición plasmada en el artículo 1º, en el sentido de que la República 
de Colombia "es un Estado social de derecho (...) fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran..."; de los fines 
esenciales hacia los cuales el artículo 2º orienta la actividad del Estado, entre otros la 
promoción de la prosperidad general, la garantía de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Carta y la fácil participación de todos en las decisiones que los afectan; 
del papel señalado por la misma norma a las autoridades en lo que toca con el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares; de la ya enunciada 
garantía de la asociación sindical como derecho fundamental (artículo 39); y, claro está, 
del artículo 56 de la Constitución, que dispone sin ambages la garantía del derecho de 
huelga y ordena la creación de una comisión permanente integrada por el Gobierno, los 
empleados y los trabajadores cuyo objeto consiste, entre otros, en fomentar las buenas 
relaciones laborales y en contribuir a la solución de los conflictos colectivos de trabajo”.  
 
En cuanto al respeto al orden legal considero: “Pero, desde luego, también con arreglo a 
los principios constitucionales, el derecho de huelga ha de ejercerse dentro del 
presupuesto del marco jurídico invocado por el Preámbulo, atendiendo a la prevalencia 
del interés general, como lo estatuye el artículo 1º de la Carta Política y en el 
entendimiento de que todo derecho tiene deberes correlativos, como con meridiana 
claridad se desprende de las disposiciones contenidas en los artículos 2º y 95 de la 
Constitución. No se trata, entonces, de un derecho ajeno al sistema jurídico sino, por el 
                                                             
43 Con fundamento en el artículo 56 de la Constitución Política de 1991 se creó la Comisión permanente de 
concertación de políticas salariales y laborales reglamentada a través de la ley 278 del 30 de abril de 1996, modificada 
por la ley 990 del 29 de septiembre de 2005.  
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contrario, de un instituto definido por preceptos constitucionales y legales dentro de 
contornos que de tiempo atrás ha subrayado la jurisprudencia, en orden a garantizar, de 
una parte, la eficaz garantía de su legítimo ejercicio por los trabajadores y de la otra, la 
defensa del interés colectivo, que no puede verse perjudicado por aquél; ambos son 
derechos constitucionales de clara estirpe democrática que no tienen por qué provocar, 
con base en desmesuradas concepciones, la ruptura de la normal y armónica convivencia 
social”.  
 
Finalmente manifestó: “Es en concordancia con este criterio, de ningún modo extraño a 
las consideraciones del Constituyente tanto en 1936 como en 1991, que la Carta Política 
en vigor determinó la garantía del derecho de huelga como principio general y señaló, por 
razones de interés colectivo, la salvedad de los servicios públicos esenciales definidos por 
el legislador, agregando que la ley reglamentará este derecho”. 
 
 
6.3 Marco legal.  La huelga, es el derecho colectivo que tienen los trabajadores 
sindicalizados de una institución, acatando para su declaratoria el procedimiento 
preestablecido; que opera ante el fracaso de las negociaciones o el incumplimiento de lo 
pactado, para interrumpir sus labores, sin ejercer actos violentos y en forma transitoria, 
constituyéndose en un mecanismo de presión ejercido ante los empleadores, para obtener el 
reconocimiento de prebendas adicionales. Así lo define el Código Sustantivo del Trabajo en 
el artículo 429. 
  
La Corte Constitucional  con ponencia del magistrado Nilson Pinilla Pinilla, en sentencia 
C-858 de 2008, declaró la exequibilidad condicionada de la expresión “fines económicos y 
profesionales propuestos a sus patronos” contenida en el artículo 429 del Código 
Sustantivo de Trabajo “en el entendido de que tales fines no excluyen la huelga atinente a 
la expresión de posiciones sobre políticas sociales, económicas o sectoriales que incidan 
directamente en el ejercicio de la correspondiente actividad, ocupación, oficio o 
profesión”. 
 
Sobre la importancia del derecho de huelga el profesor Cabanellas en su libro: “Los 
conflictos colectivos de trabajo y sus soluciones” 1979, manifestó: “Para que una huelga 
penetre en la esfera del derecho laboral se requiere que el conflicto tenga por objeto la 
modificación o el mejoramiento de las condiciones de prestación de los servicios. Cuando 
la pretensión que anima al movimiento concretado en la acción directa es distinta, podrá 
estarse ante el hecho de una huelga, pero no ante una huelga dentro del derecho laboral. 
De ese principio puede derivarse una teoría sumamente sencilla y sólida: la de que en 
todos los casos en que, cumplidas las formalidades legales, la cesación colectiva y 
concertada de los trabajadores tienda a una de esas mejoras laborales, la huelga no puede 
ser calificada de ilícita, sino ejercicio adecuado de un derecho reconocido. Por el 
contrario, cuando la abstención laboral tienda a objetivos ajenos al contrato de trabajo, a 
las condiciones materiales y morales de la prestación de las tareas, entonces la medida de 
fuerza escapa al derecho del trabajo, y suele penetrar más o menos furtivamente en el 
terreno del derecho político, o en el de la política sin derecho”. 
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Por otra parte, en sentencia C-201 del 19 de marzo de 2002, la Corte Constitucional con 
ponencia del magistrado Jaime Araujo Rentería, definió la huelga por solidaridad 
reconociendo su procedencia en concordancia con la Constitución Nacional. En esa 
oportunidad sostuvo la Corte: “... la huelga constituye un instrumento de vital importancia 
en el marco de las relaciones laborales entre trabajadores y empleadores, toda vez que 
sirve de medio legítimo de presión para alcanzar mejores condiciones de trabajo y, de esa 
manera, un equilibrio y justicia sociales, así como el respeto de la dignidad humana y la 
materialización de los derechos del trabajador”. “Cuando es imputable al empleador por 
el incumplimiento de sus obligaciones salariales, la huelga no sólo constituye un 
mecanismo de presión legítima para obtener mejores condiciones laborales, sino para 
exigir a aquél el cumplimiento de dichas obligaciones”. La huelga por solidaridad consiste 
en la facultad que tienen los empleados sindicalizados o no sindicalizados, de  participar en 
la huelga promovida por trabajadores de otra empresa o establecimiento que están inmersos 
en un conflicto laboral con su empleador. Es, pues, subsidiaria a la huelga principal que 
promueven los trabajadores directamente afectados. 
 
 
6.4 Prohibición de huelga en los servicios públicos.  El artículo 430 del Código 
Sustantivo del Trabajo subrogado por el artículo 1° del decreto 753 de 1956, en 
concordancia con la Carta Política prohíbe la huelga en los servicios públicos en los 
siguientes términos:     
 
Artículo 430. “Prohibición de huelga en los servicios públicos. De conformidad con la 
Constitución Nacional está prohibida la huelga en los servicios públicos. 
 
Para este efecto se considera como servicio público, toda actividad organizada que tienda 
a satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua, de acuerdo con un 
régimen jurídico especial, bien que se realice por el Estado directa o indirectamente, o por 
personas privadas. 
 
Constituyen, por tanto, servicio público, entre otras, las siguientes actividades: 
 
a) Las que se prestan en cualquiera de las ramas del poder público; 
b) Las de empresas de transporte por tierra, agua y aire; y de acueducto, energía 
eléctrica y telecomunicaciones;  
c) Las de establecimientos sanitarios de toda clase, tales como hospitales y clínicas; 
d) Las de establecimientos de asistencia social de caridad y de beneficencia; 
e) Las de plantas de leche, plazas de mercado, mataderos y de todos los organismos 
de distribución de estos establecimientos, sean ellos oficiales o privados; La Corte 
Constitucional en sentencia C-075 del 20 de febrero de 1997, con ponencia del 
magistrado Hernando Herrera Vergara, declaró la inexequibilidad del literal e.) 
del artículo 430 “pero únicamente en razón a que el Legislador no ha señalado 
como servicios públicos esenciales las actividades indicadas en dicha disposición, 
en ejercicio de la facultad constitucional consagrada en el artículo 56 de la Carta 
Política”. 
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f) Las de todos los servicios de la higiene y aseo de las poblaciones; 
g) Las de explotación, elaboración y distribución de sal; 
h) Las de explotación, refinación, transporte y distribución de petróleo y sus 
derivados, cuando estén destinadas al abastecimiento normal de combustibles del 
país, a juicio del gobierno; 
i)  Derogado por el artículo 3° numeral 4° de la ley 48 de 1968. Establecía la norma 
“Cualesquiera otras que a juicio del Gobierno interesen a la seguridad, sanidad, 
enseñanza y a la vida económica o social del pueblo. El Gobierno decidirá de las 
actividades de que trata este ordinal, previo concepto que solicite al Consejo de 
Estado”.  
 
  
6.5 Restricción del derecho de huelga para los sindicatos de empleados públicos.  La 
Corte Constitucional a partir de la sentencia C-110 del 10 de marzo de 1994 con ponencia 
del magistrado José Gregorio Hernández Galindo, ha sostenido que los empleados públicos 
no gozan del derecho de huelga, por las siguientes consideraciones:  
 
“El derecho de huelga en el caso de los servidores públicos. El artículo 416 del Código 
Sustantivo del Trabajo, al cual se refiere esta sentencia, debe ser examinado en cuanto a su 
materia a la luz de la Carta Política de 1991, para verificar si en algún sentido sufrió 
modificación. Al hacerlo, encuentra la Corte: La restricción consagrada en la norma para 
los sindicatos de empleados públicos, sobre presentación de pliegos de peticiones y 
celebración de convenciones colectivas, tiene sustento en el artículo 55 de la Constitución, 
que garantiza el derecho de negociación colectiva para regular relaciones laborales, con 
las excepciones que señale la ley. La que se considera es una de tales excepciones, 
establecida en norma con fuerza material legislativa. Obviamente, si los empleados 
públicos no pueden presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas, 
tampoco pueden declarar ni hacer huelga, lo cual resulta apenas lógico si se tiene en 
cuenta el vínculo legal y reglamentario existente entre ellos y el Estado”.  
 
Manifestó la Corte, que caso contrario, “Si pudieran entrar en huelga paralizarían la 
función pública correspondiente y atentarían contra el interés colectivo, que debe 
prevalecer según el artículo 1º de la Constitución. La continuidad en el ejercicio de sus 
funciones resulta esencial para el funcionamiento del Estado. Únicamente bajo esa 
perspectiva puede garantizarse el logro de los fines estatales a que se refiere el artículo 2º 
de la Carta”. Ha de recordarse cómo, según el artículo 123 de la Constitución, inciso 2º, 
"los servidores públicos (...) ejercerán sus funciones en la forma prevista por la 
Constitución, la ley y el reglamento". Según dicha norma, están al servicio del Estado y de 
la comunidad, mientras que el artículo 209, al señalar los principios que inspiran la 
actividad de la administración, declara que la función administrativa está al servicio de los 
intereses generales. Así, pues, aquellos de los servidores públicos que tienen con el Estado 
una relación de mayor vínculo a las responsabilidades que le son propias, es decir los 
empleados públicos, no pueden interrumpir su actividad sino en los términos que la ley 
contemple y, por tanto, no les es dable ejercer el derecho de huelga -que implica dicha 
interrupción- si la ley se lo ha prohibido…”.  
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Por otra parte, si los servidores del Estado intervienen en el cese de actividades de servicios 
públicos esenciales, incurrirán en sanción disciplinaria. Al respecto la Corte Constitucional 
con ponencia del Magistrado Alfredo Beltrán Sierra en sentencia SU-36 del 27 de enero de 
1999 consideró: “Sexto.  Servidores públicos: participación en el cese de actividades de 
servicios clasificados como esenciales. Sanciones. 6.1.  El Código Único Disciplinario -ley 
200 de 1995-, en su artículo 41, numeral 8, consagra como conductas prohibidas para el 
servidor público y particulares que ejercen funciones públicas “el propiciar, organizar o 
participar en huelgas, paros o suspensión de actividades o disminución del ritmo de 
trabajo, cuando se trate de servicios públicos esenciales definidos por el legislador”, 
conducta que puede ser sancionada, entre otras, con la remoción del cargo. Por tanto, 
para este evento específico, el ente estatal correspondiente, a efectos de determinar e 
individualizar la participación del empleado en el cese de actividades, deberá agotar el 
procedimiento que establece el mencionado código, antes de ordenar la suspensión o 
remoción del funcionario respectivo. En estos eventos, es obligatorio agotar este 
procedimiento, independientemente de si  la autoridad correspondiente ha declarado la 
ilegalidad”. 
 
Sobre la improcedencia del Código Sustantivo del Trabajo, la Corte manifestó: “No puede 
el ente estatal correspondiente, escoger entre dar aplicación al Código único 
Disciplinario, o al Código Sustantivo del Trabajo (numeral 2 del artículo 450), pues como 
se ha dicho en esta providencia, es necesario agotar previamente un procedimiento a fin de 
garantizar los derechos a la defensa y debido proceso del empleado. En consecuencia, 
cuando se configure una o varias de las conductas señaladas en los casos señalados en el 
artículo 41, numeral 8º del Código Único Disciplinario, el procedimiento aplicable para 
despedir al servidor público, no podrá ser otro que el establecido en este código. Corolario 
de lo anterior, es que la aplicación del artículo 41, numeral 8º del  Código Único 
Disciplinario, no puede estar condicionada a la existencia de la declaración de ilegalidad 
del cese de actividades decretada por la autoridad correspondiente, pues en aquellos 
servicios públicos definidos como esenciales por el legislador, en los que se desarrolle 
cualesquiera de las conductas que el mencionado estatuto establece como prohibiciones, 
procederá, si el ente sancionador lo considera conveniente, la aplicación de los correctivos 
en él previstos, sin que sea necesario para el efecto, la declaración de ilegalidad 
correspondiente”.  
 
Finalmente en cuanto al fuero sindical señaló: “No obstante lo anterior, si el servidor 
público a sancionar, goza de la garantía del fuero sindical, será necesario que previa o 
concomitante con la aplicación del Código Único Disciplinario, se solicite la declaración 
de ilegalidad del cese de actividades, o la calificación judicial de la justa causa por el juez 
laboral, en los término del artículo 113 y siguientes del Código Sustantivo del Trabajo, 
para que sea procedente su despido. No puede emplearse el mencionado estatuto, como un 
instrumento “legal” para desconocer derechos de rango fundamental como lo son el 
derecho de asociación y libertad sindical,  y cuya principal garantía se encuentra en el 
fuero sindical. En consecuencia, la aplicación del régimen disciplinario no anula ni puede 
desconocer el fuero sindical, pues será necesaria la intervención del juez o la declaración 
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de ilegalidad del cese, para que proceda el despido o la suspensión del servidor público 
amparado con esta garantía sindical”.  
  
 
6.6 Suspensión colectiva ilegal del trabajo.  El Código Sustantivo del Trabajo en el 
artículo 450 subrogado por el artículo 65 de la ley 50 de 1990 establece que la suspensión 
colectiva del trabajo es ilegal si se presenta, entre otros eventos, en la prestación de 
servicios públicos. En consecuencia, cuando se ha declarado la ilegalidad de una 
suspensión o paro en las actividades laborales, cuenta el empleador con la facultad de 
desvincular con esta justificación a todas las personas involucradas. En el caso de los 
representantes con fuero sindical, no es indispensable que medie decisión judicial; además 
solicitar la indemnización que ordene a los responsables el pago de los perjuicios 
ocasionados. Adicionalmente, el empleador, el Ministerio Publico o el hoy Ministerio de la 
Protección Social pueden acudir al juez ordinario laboral para pedir la suspensión o 
cancelación de la personería jurídica del sindicato acatando lo dispuesto en el artículo 52 de 
la ley en cita.     
 
   
6.7 Declaratoria de ilegalidad. Consagrada en el artículo 451 del Código Sustantivo del 
Trabajo modificado por el artículo 2° de la ley 1210 de 2008. Señala la norma: “1. La 
legalidad o ilegalidad de una suspensión o paro colectivo del trabajo será declarada 
judicialmente mediante trámite preferente. En primera instancia, conocerá la Sala Laboral 
del Tribunal Superior competente. Contra la decisión procederá el recurso de apelación 
que se concederá en el efecto suspensivo y se tramitará ante la Sala Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia. La providencia respectiva deberá cumplirse una vez quede 
ejecutoriada. 2. La reanudación de actividades no será óbice para que el tribunal profiera 
la declaratoria de la legalidad o ilegalidad correspondiente. 3. En la calificación de 
suspensión o paro colectivo de trabajo por las causales c) y d) del artículo anterior, no se 
toman en cuenta las irregularidades adjetivas de trámite en que se haya podido incurrir”. 
 
 
6.8 Arbitramento.  Para poner fin a los conflictos colectivos de trabajo de los sindicatos de 
empleados públicos, culminada la etapa de arreglo directo y ante la falta de acuerdo, 
pueden acudir al arbitramento voluntario, por ser improcedente la declaratoria de huelga.  
La Constitución Política de 1991, como excepción a la regla general, según la cual, la 
administración de justicia como función pública, es ejercida por los jueces de la República 
(CP. Art. 228 - 229,) dispuso en el artículo 116 que: “Los particulares pueden ser 
investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados 
en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para 
proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley”. 
 
El decreto 1818 de 1998 “Por medio del cual se expide el Estatuto de los mecanismos 
alternativos de solución de conflictos”, definió en el artículo 115, el arbitramento como: 
“… un mecanismo por medio del cual las partes involucradas en un conflicto de carácter 
transigible, defieren su solución a un tribunal arbitral, el cual queda transitoriamente 
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investido de la facultad de administrar justicia, profiriendo una decisión denominada 
laudo arbitral”.  
 
Sobre arbitramento voluntario consagró en el artículo 172: “Los patrones y los 
trabajadores podrán estipular que las controversias que surjan entre ellos por razón de sus 
relaciones de trabajo sean dirimidas por arbitradores”. (CPT, Capítulo XVII, artículo 
130).  
 
 
6.9 CUADRO DE SÍNTESIS 
 
 
Constitución Política de 
1991 
 
 Artículo 56. Se garantiza el derecho de huelga, salvo 
en los servicios públicos esenciales definidos por el 
legislador. 
 La ley reglamentará este derecho. 
 Una comisión permanente integrada por el Gobierno, 
por representantes de los empleadores y de los 
trabajadores, fomentará las buenas relaciones 
laborales, contribuirá a la solución de los conflictos 
colectivos de trabajo y concertará las políticas 
salariales y laborales. La ley reglamentará su 
composición y funcionamiento. 
 
 
Excepción 
Constitucional 
 
 Servicios públicos esenciales definidos por el 
legislador. 
 
Límites al ejercicio del 
derecho de huelga 
 
 Artículo 430 CST. “Prohibición de huelga en los 
servicios públicos. De conformidad con la 
Constitución Nacional, está prohibida la huelga en 
los servicios públicos.  
 Para este efecto se considera servicio público, toda 
actividad organizada que tienda a satisfacer 
necesidades de interés general en forma regular y 
continua, de acuerdo con un régimen jurídico 
especial, bien que se realice por el Estado, directa o 
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indirectamente, o por personas privadas.  
 Constituyen, por tanto, servicio público, entre otras, 
las siguientes actividades: 
 a) Las que se prestan en cualquiera de las ramas del 
poder público”; 
 
Corte Constitucional 
Sentencia C–110 de 1944 
Demanda de 
inconstitucionalidad de los 
artículos 58 de la ley 50 de 
1990, 414 y 416 del CST. 
 
 “… Obviamente, si los empleados públicos no 
pueden presentar pliegos de peticiones ni celebrar 
convenciones colectivas, tampoco pueden declarar ni 
hacer huelga, lo cual resulta apenas lógico si se 
tiene en cuenta el vínculo legal y reglamentario 
existente entre ellos y el Estado. Si pudieran entrar 
en huelga paralizarían la función pública 
correspondiente y atentarían contra  el interés 
colectivo, que debe prevalecer según el artículo 1° 
de la Constitución. La Continuidad en el ejercicio de 
sus funciones resulta esencial para el 
funcionamiento del Estado. Únicamente bajo esa 
perspectiva puede garantizarse el logro de los fines 
estatales a que se refiere el artículo 2° de la 
Carta…”. 
 
 
Corte Constitucional 
Sentencia C-377 de 1998. 
Revisión constitucional 
del Convenio 151 de la 
OIT de 1978, sobre las 
relaciones de trabajo en la 
administración pública 
 
 “… el artículo 56 de la Carta restringe el derecho a 
la huelga en los servicios públicos esenciales, “lo 
cual significa, a fortiori, que la negociación 
colectiva sólo puede ser limitada en esos campos 
económicos, pues no tendría sentido que unos 
trabajadores pudieran decretar la huelga pero no 
pudieran adelantar negociaciones colectivas”. 
 
 
 
Arbitramento 
 
Se puede acudir al arbitramento voluntario, por ser 
improcedente la declaratoria de huelga.  
No obstante, la última decisión sobre condiciones de trabajo, 
régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, la 
debe tomar unilateralmente el Estado. 
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7. CONCLUSIONES 
 
 
Para hacer el análisis sistemático del Ejercicio del Derecho de Negociación Colectiva de 
los Empleados Públicos en el Ordenamiento Jurídico Colombiano, es necesario abordar el 
tema desde diferentes escenarios desde los cuales la legislación, ha esbozado las diferentes 
disposiciones que enmarcan el ejercicio del derecho de negociación colectiva de éstos 
funcionarios, que por su gran responsabilidad y compromiso al ser parte de los órganos del 
cuerpo del Estado, tienen una serie de limitaciones que los sustraen de los derechos que 
podría ejercer cualquier trabajador del sector privado en condiciones normales.  Por ello, 
entraremos a analizar las implicaciones de las normas nacionales a la luz del Derecho 
Internacional Público y particularmente desde los Convenios suscritos por Colombia ante la 
OIT, dichos instrumentos son la carta de navegación de nuestro análisis, teniendo en cuenta 
que son la fuente de la cual emanan las disposiciones que otorgan potestades a los 
trabajadores para ejercer su derecho de asociación y contienen el espíritu primigenio de 
hacer extensivo su ejercicio a todos los trabajadores sin ninguna distinción; Pero ello sólo 
es posible, previa inclusión de las disposiciones ante la autoridad competente para 
incorporar el compromiso internacional a la legislación interna, que para el caso particular 
de Colombia es el Congreso de la Republica. Dicho trámite debe cumplir con las 
formalidades normales de aprobación de una ley ordinaria. 
 
Por lo anterior, vamos a tocar asuntos sensibles a las fibras del desempeño del derecho de 
negociación colectiva en el segmento de los empleados públicos, que a nuestro juicio son el 
núcleo desde el cual se articula el ejercicio o las limitaciones a saber: 1. La clasificación 
constitucional y legal de los empleados públicos frente al principio de igualdad; 2. 
Derecho de asociación sindical de los empleados públicos; 3. Negociación colectiva de los 
sindicatos de empelados públicos; 4. Derecho de huelga de los sindicatos de empleados 
públicos. Desde los cuales buscaremos despejar los interrogantes propuestos en la 
introducción: ¿El sistema jurídico colombiano garantiza el pleno derecho a la 
negociación colectiva de los empleados públicos?; ¿Se generan restricciones en su 
ejercicio?; ¿Si se presentan qué soluciones se pueden plantear? 
 
 
1. Clasificación constitucional y legal de los empleados públicos frente al 
principio de igualdad: Corresponde al Estado en el desarrollo de las funciones 
encomendadas a través de la Constitución y de la ley, contar con los recursos económicos y 
humanos para lograr la efectiva prestación del servicio que redunde en beneficio del interés 
general. Surge la función pública para congregar a las personas vinculadas con las 
diferentes entidades del Estado, regular la relación laboral, derechos, deberes, 
responsabilidades, régimen salarial, prestacional, obligaciones, requisitos de ingreso, 
permanencia y retiro. 
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En desarrollo del ejercicio de la administración pública, surgió para el Estado la necesidad 
de implementar reformas administrativas tendientes a la optimización de la prestación del 
servicio en las diferentes entidades oficiales, determinando la calidad de las personas, la 
naturaleza de los cargos, funciones, requisitos y en general todo lo concerniente para el 
cumplimiento de los objetivos o resultados propuestos en desarrollo de la gestión, 
generándose a partir de 1968, normatividad en este sentido.   
 
La legislación nacional, estipuló en los artículos 5° del decreto ley 3135 de 1968;  1°, 2° y 
3° del decreto reglamentario 1848 de 1969; 2° y 3° del decreto ley 1950 de 1973;  26 del 
decreto 1390 de 1976; 233 y 304 del decreto 1222 de 1986; 42 de la ley 11 de 1986 y 292 
del decreto ley 1333 de 1986 que las personas naturales, que prestan sus servicios 
personales en los Establecimientos Públicos, Departamentos Administrativos, Ministerios y 
Superintendencias son empleados públicos, a excepción de quienes desempeñan actividades 
concernientes con la construcción y sostenimiento de obras públicas, que se consideran 
trabajadores oficiales, así como quienes prestan sus servicios en las Empresas Industriales y 
Comerciales del Estado, y en las Sociedades de Economía Mixta en las que el Estado tiene 
una participación igual o superior al 90% del capital, en los casos de capital inferior se 
consideran trabajadores particulares sometidos al derecho privado. En los estatutos tanto de 
las Empresas Industriales y Comerciales del Estado como en las Sociedades de Economía 
Mixta se pueden determinar los cargos de dirección y confianza que deban ser 
desempeñados por empleados públicos. 
 
La Organización Internacional del Trabajo, al adoptar el convenio 98 sobre el derecho de 
sindicación y de negociación colectiva en 1949 contempló que: “El presente Convenio no 
trata de la situación de los funcionarios públicos en la administración del Estado y no 
deberá interpretarse, en modo alguno, en menoscabo de sus derechos o de su estatuto”. 
Esta disposición generó conflictos de interpretación, que de acuerdo con los órganos de 
control de la OIT, permitía que varios gobiernos excluyeran de su aplicación a ciertos 
grupos de empleados públicos, razón por la cual la Organización adoptó el 27 de Junio de 
1978 el Convenio 151 sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, de esta 
manera consagró en el “1. El presente Convenio deberá aplicarse a todas las personas 
empleadas por la administración pública, en la medida en que no les sean aplicables 
disposiciones más favorables de otros convenios internacionales del trabajo. 2. La 
legislación nacional deberá determinar hasta qué punto las garantías previstas en el 
presente Convenio se aplican a los empleados de alto nivel que, por sus funciones, se 
considera normalmente que poseen poder decisorio o desempeñan cargos directivos o a los 
empleados cuyas obligaciones son de naturaleza altamente confidencial. 3. La legislación 
nacional deberá determinar asimismo hasta qué punto las garantías previstas en el 
presente Convenio son aplicables a las fuerzas armadas y a la policía”. En el artículo 2°: 
“A los efectos del presente Convenio, la expresión empleado público designa a toda 
persona a quien se aplique el presente Convenio de conformidad con su artículo 1”.  
 
Finalmente, la Constitución Política de 1991 en el artículo 123 incluyó a los miembros de 
las corporaciones públicas, como servidores públicos; y mantuvo la clasificación 
tradicional de empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas 
212 
 
territorialmente y por servicios, prevista en los decretos citados anteriormente. Los 
servidores públicos se obligan a servir a la comunidad y al Estado, desarrollando sus 
actividades y funciones con sujeción a la Constitución, la ley y el reglamento. 
 
Los empleados públicos se vinculan con la administración mediante una modalidad legal o 
reglamentaria, profiriéndose el acto de nombramiento y ejecutándose la respectiva 
posesión. El régimen que regula las condiciones laborales está previamente determinado en 
la Constitución, la ley y el reglamento, como consecuencia el empleado público no puede 
discutir condiciones laborales distintas a las preexistentes al momento en que adquiere la 
calidad de tal, como por ejemplo su forma de vinculación o desvinculación con la entidad, 
régimen salarial y prestacional, funciones, remuneración y prestaciones sociales. Las 
condiciones de la relación laboral solo pueden ser derogadas o modificadas unilateralmente 
por el Estado, sin la participación, ni intervención de dichos servidores públicos. Sin 
embargo, se les garantiza por mandato de la Carta Política, la estabilidad laboral mediante 
el establecimiento de la carrera administrativa, exceptuando a los trabajadores oficiales, los 
de libre nombramiento y remoción, elección popular y los que la ley establezca. Para 
acceder a cargos de carrera, ascender a los mismos, removerse o desvincularse, se hará con 
sujeción a las formalidades legales.    
 
La vinculación de los trabajadores oficiales se hace por medio de un contrato de trabajo, 
que genera obligaciones para las partes, soportado en la normatividad vigente que garantiza 
los derechos mínimos del trabajador. A diferencia de los empleados públicos, pueden a 
través de sus organizaciones sindicales, presentar peticiones a la administración que 
después de un proceso de negociación, culminen con la suscripción de la convención 
colectiva, que regirá la relación laboral durante el término estipulado. 
 
La desigualdad que existe frente al ejercicio del derecho colectivo, entre estas dos 
categorías de servidores públicos que prestan su servicio personal al Estado y a la 
comunidad, radica exclusivamente en su forma de vinculación con la administración. Es 
decir, los empleados públicos no pueden modificar sus condiciones laborales porque su 
nexo con la administración es legal o reglamentario, a diferencia de los trabajadores 
oficiales quienes celebran un contrato de trabajo con el Estado y pueden convenir 
beneficios y prestaciones por encima de los contenidos en las normas generales.  
 
Cabe anotar que a partir de la vigencia de la Carta Política de 1991, se ha desarrollado de 
manera amplia la regulación, y protección del trabajo, constituyéndose en un valor esencial, 
dentro de los fundamentos del Estado social de derecho.  
 
Dentro de estos parámetros, el artículo 25 CP consagra el trabajo en su doble expresión, es 
decir, como una obligación social y un derecho fundamental que debe ejecutarse en 
condiciones dignas y justas, surgiendo a cargo del Estado el deber de brindar todas las 
garantías para su defensa y desarrollo.     
 
El artículo 53 CP, reconoce como principios fundamentales básicos y mínimos: “Igualdad 
de oportunidades para los trabajadores…. (…)”.  
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Por otra parte, frente a los conflictos colectivos que emergen de la relación laboral de 
empleadores y trabajadores, la Constitución ha previsto mecanismos idóneos, tendientes a 
materializar la justicia social, el buen trato entre las partes y la solución pacífica de los 
conflictos, a través del ejercicio del derecho colectivo consagrando el derecho de 
asociación sindical, negociación colectiva y huelga.     
 
Por lo anterior, no existe razón alguna que justifique la clasificación entre trabajadores 
particulares vinculados con la empresa privada, trabajadores oficiales y empleados 
públicos, que persiste en la ley laboral, contraponiéndose, al derecho fundamental a la 
igualdad y a la no discriminación, diferencia más notoria para éstos últimos, que en materia 
de derechos colectivos del trabajo, únicamente pueden ejercer el derecho de asociación 
sindical, presentar solicitudes respetuosas y concertar, pero ante la persistencia de las  
controversias en la determinación de las condiciones de trabajo es el Estado en sus 
diferentes niveles quien unilateralmente las fija, desconociendo que el recurso humano es 
igual para todas las entidades, instituciones y empresas. 
 
  
2. Derecho de asociación sindical de los empleados públicos: El derecho de 
asociación sindical, se encuentra consagrado en el artículo 39 de la Constitución Política de 
1991, otorgándoles a los empleadores y trabajadores la facultad de asociarse en defensa de 
sus intereses; no obstante para su conformación y funcionamiento deben sujetarse a las 
disposiciones legales; su reconocimiento jurídico surge con la mera inscripción del acta de 
constitución, en el registro que para tal efecto determine el Ministerio de la Protección 
Social, la suspensión o cancelación procede únicamente por decisión judicial. Igualmente 
otorga el fuero sindical a los representantes sindicales y las demás garantías para el 
eficiente desarrollo de su gestión, exceptúa del derecho de asociación sindical a los 
miembros de la fuerza pública.  
 
Es valioso tener en cuenta que analizando la normatividad, se hace notorio que el Código 
Sustantivo del Trabajo expedido en 1950, fue diseñado con la situación laboral de ese 
momento, ajustándose a la Constitución de 1886, que consagraba únicamente el derecho de 
petición. Con la expedición de la Carta Política de 1991 se le da otra connotación al 
derecho colectivo del trabajo, garantizando el derecho de asociación sindical, negociación 
colectiva y huelga en forma consustancial. Aunado a lo anterior, la ratificación por el 
Estado Colombiano de los convenios de la Organización Internacional del Trabajo, 
conlleva su incorporación ipso facto a la legislación interna y aquellos que reconocen 
derechos humanos, que prohíben su limitación en los estados de excepción hacen parte del 
bloque de constitucionalidad.  
 
A partir de los cambios sustanciales que introdujo la Carta Política; la ley y la 
jurisprudencia han ajustado paulatinamente las normas colectivas, con el fin de adaptarlas a 
las exigencias laborales actuales, es así como la ley 584 de 2000, surge en respuesta al 
informe de la visita de la Misión de Contactos Directos de la OIT efectuada en Bogotá y 
Medellín del 7 al 16 de febrero del mismo año. La ley tuvo como finalidad concordar las 
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normas sindicales del Código Sustantivo del Trabajo a las disposiciones internacionales 
específicamente a los convenios 87 y 98 de OIT, en lo atinente a la garantía de los 
conflictos colectivos, negociación colectiva, libertad y protección sindical.  
 
Dentro de las modificaciones eliminó la expresión “todo el que ejerza una actividad 
independiente” contenida en el artículo 353 del CST, subrogado por el artículo 38 de la ley 
50 de 1990, que reconocía el derecho de asociación para los empleadores, trabajadores y 
cualquiera que desarrollara una labor independiente, para que existiera concordancia con el 
artículo 39 de la Constitución Nacional. Dispuso que produce efectos legales la mera 
inscripción del acta de constitución del sindicato ante el Ministerio de la Protección Social, 
que en los municipios donde no exista una dependencia del Ministerio debe surtirse ante el 
alcalde municipal, y para las federaciones y confederaciones con su fundación surge la 
personería jurídica, en concordancia con el artículo 39 y el convenio 87 de la OIT. 
Modificó el artículo 358 del CST sobre libertad de afiliación, indicando que las 
asociaciones sindicales son organizaciones de libre ingreso y retiro. Que a través de los 
estatutos se debe determinar “la coparticipación en instituciones de beneficio mutuo que 
hubiere establecido el sindicato con aportes de sus miembros”. Limitó la intervención del 
Estado a los casos en los cuales la actividad sindical perturbe el orden público, deja en 
libertad a los trabajadores para declarar la huelga cuando el empleador no reconozca 
oportunamente los pagos salariales, no obstante lo faculta para disponer descuentos o 
suspensión ante la cesación del contrato de trabajo, con ocasión de la huelga en virtud del 
artículo 53 del CST. Igualmente procede la vigilancia y control del Ministerio de la 
Protección Social con relación al directivo y afiliado, exclusivamente por solicitud de los 
sindicatos, federación o confederación. Garantizó el fuero sindical a los servidores públicos 
con excepción de “aquellos servidores que ejerzan jurisdicción, autoridad civil, política o 
cargos de dirección o administración”. En concordancia con el artículo 39 de la Carta 
Politica y los convenios 87 y 98 de la OIT. 
 
En el mismo año la Corte Constitucional se pronuncio sobre el derecho sindical mediante 
las sentencias C-381 sobre despido, traslado, desmejoramiento y reintegro de quienes gozan 
de fuero sindical; C-385 que declaró la inexequibilidad de los artículos 384, 388, 422 y 432 
del Código Sustantivo del Trabajo, esta sentencia conjuntamente con el artículo 9° de la ley 
584, concede a los extranjeros las mismas garantías de los nacionales, excepto conformar 
mayorías en las juntas directivas de la federaciones y confederaciones sindicales, C-576 
permitió la existencia de varios sindicatos en la misma entidad, y la afiliación simultánea a 
diversas asociaciones sindicales, prohíbe que por ley exista la representación conjunta en 
sindicatos minoritarios; y C-797 sobre la libertad de la federaciones y confederaciones 
sindicales para adoptar sus estatutos, reglamentos, requisitos para ser miembros de la junta 
directiva, que para la validez de las modificaciones de los estatutos requiere el depósito 
ante el Ministerio de la Protección Social, esta sentencia junto con la C-385 faculta a la 
organización sindical para designar los representantes que considere necesarios, incluyendo 
a extranjeros. Ratificando en las providencias el contenido de los artículos 39, 55 y 56 de la 
Constitución Nacional y los convenios 87, 98 de OIT.   
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Del cotejo normativo, se concluye que la Constitución de 1991 fortaleció los derechos de 
asociación sindical de los empleados públicos. Es así, como tienen derecho al 
reconocimiento del fuero sindical, en virtud de la sentencia C-593 del 14 de diciembre de 
1993 con ponencia del magistrado Carlos Gaviria Díaz que declaró inexequible el artículo 
409 del CST, que exceptuaba de este derecho a los empleados públicos, al establecer: “No 
gozan del fuero sindical: 1. Los trabajadores que sean empleados públicos de acuerdo con 
el artículo 5° del Código de Régimen Político y Municipal”. Así mismo, el artículo 13 de la 
ley 584 de 2000, adicionó el artículo 416A, reconociendo a estos funcionarios la concesión 
de los permisos sindicales en los siguientes términos: “Las organizaciones sindicales de los 
servidores públicos tienen derecho a que las entidades públicas les concedan permisos 
sindicales para que, quienes sean designados por ellas, puedan atender las 
responsabilidades que se desprenden del derecho fundamental de asociación y libertad 
sindical...”. 
 
Ahora bien, el derecho de asociación sindical, no es un derecho absoluto para los 
empleados públicos, en tanto que tiene limitaciones que emana del marco legal que lo 
contempla. Es así como el artículo 414 del CST, en forma taxativa enumera las funciones 
para estos sindicatos, en concordancia no se les permite discutir sobre condiciones laborales 
o aspectos salariales o prestacionales. Únicamente están facultados para presentar ante el 
empleador solicitudes o reclamaciones respetuosas sobre temas de utilidad general, por 
procedimiento utilizado contra uno de los asociados, para optimizar técnicas de trabajo o 
sobre la estructura administrativa.  
 
La Corte Constitucional al estudiar el artículo en sentencia C-110 del 10 de marzo de 1994, 
con ponencia del magistrado José Gregorio Hernández Molina consideró que no existe 
razón para declarar su inconstitucionalidad, por cuanto éste consagra los fines propios de 
cualquier organización sindical. No obstante, surge la diferencia entre los empleados 
públicos en razón de la función pública que les es propia y la prestación de servicios 
públicos a cargo del Estado, con los trabajadores oficiales y privados. Consideró que si bien 
es cierto el constituyente consagro el derecho de asociación sindical en forma general para 
todos los trabajadores, con excepción de la fuerza pública, tampoco dispuso diferencias 
para los servidores públicos, quedando vigente la facultad para legislar al respecto; 
estableciendo que el derecho se aplica con la limitación señalada.    
 
 
3. Negociación colectiva de los sindicatos de empleados públicos: En relación con la 
negociación colectiva, se elevó por primera vez a rango Constitucional a través del artículo 
55 de la Carta política de 1991, que señala: “Se garantiza el derecho de negociación 
colectiva para regular las relaciones laborales con las excepciones que señale la ley. Es 
deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución pacifica 
de los conflictos de trabajo”. 
 
Una de las discusiones en la Asamblea Nacional Constituyente para promover este derecho 
radicó en la necesidad de hacerlo extensivo a los empleados públicos: “… por cuanto es 
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muy negativo que a estos trabajadores se les siga dando un tratamiento de segunda 
categoría en relación con algunos derechos laborales…”.  Con fundamento en este 
criterio, aunado a las exigencias consagradas en los convenios de la OIT, se ha venido 
insistiendo en la necesidad de suprimir la discriminación e implementar el derecho pleno 
para todos los trabajadores específicamente a los empleados públicos, buscando la igualdad 
y la garantía plena del ejercicio del derecho colectivo, utilizando todos los medios de 
concertación. 
 
La negociación colectiva es la esencia misma del derecho de asociación sindical, es el 
instrumento constitucional de mayor trascendencia en el vínculo laboral, para lograr un 
equilibrio y fijar las diferentes condiciones en la ejecución del empleo, impidiendo que el 
Estado asuma decisiones unilaterales; el cual se materializa con la suscripción de los 
convenios colectivos de trabajo. 
 
En general se evidencia el avance que significa la consagración constitucional del derecho 
de negociación colectiva a partir de la expedición de la Carta Política de 1991. No obstante 
a través del artículo 416 del CST se prohíbe a los sindicatos de los empleados públicos la 
presentación de pliegos de peticiones y la celebración de convenciones colectivas. Razón 
por la cual no pueden modificar su régimen salarial y prestacional, por lo cual están 
sometidos al régimen constitucional, legal y reglamentario previsto al momento de su 
nombramiento y posesión que fija deberes, derechos, funciones, obligaciones y 
prohibiciones que solo pueden ser modificadas unilateralmente por el Estado. Lo cual se 
justifica por la modalidad de vinculación.  
 
La sentencia C-110 de 1994 considera que estas limitaciones son constitucionales ya que el 
artículo 55 de la misma Carta Política le permite al legislador establecer las excepciones a 
la garantía del derecho de negociación colectiva, siendo ésta una de ellas. Se colige que si 
no se permite la presentación de pliego de peticiones, ni la celebración de convenciones 
colectivas, en consecuencia es improcedente la declaración y realización de la huelga, 
precisamente por la forma de vinculación legal o reglamentaria con el Estado en sus 
diferentes niveles.  
 
Posteriormente, la Corte Constitucional en sentencia C-377 del 27 de julio de 1998 con 
ponencia del magistrado Alejandro Martínez Caballero declaró exequible el convenio 151 
sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las 
condiciones de empleo en la administración pública de 1978 y de su ley aprobatoria 411 de 
1997. 
 
Al analizar el artículo 1° del Convenio sostuvo que este aplica para todos los empleados de 
la administración pública, siempre que no procedan otros con mejores garantías, facultando 
a la legislación de los Estados la exclusión de los que ejerzan funciones decisorias, de 
dirección y confianza, y los miembros de la fuerza pública. El artículo 2° establece que 
empleados públicos son aquellos a los que se aplica el Convenio, vinculados con el Estado, 
que no se encuentren excluidos. En el artículo 3° señala que debe entenderse por 
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“organización de empleados públicos” la establecida con el fin de promover y preservar sus 
derechos.   
 
Considera la Corte que los empleados públicos cuentan con los mismos derechos 
consagrados por la Constitución Política a los trabajadores en general y que las 
restricciones surgidas por el desarrollo de las funciones son constitucionales. 
 
El artículo 4° del Convenio prohíbe cualquier acto que implique discriminación para los 
empleados públicos por el solo hecho de ejercer el libre derecho de asociación sindical; en 
el artículo 5° protege y garantiza la plena libertad de dichas organizaciones, sin ninguna 
intromisión Estatal o de cualquier autoridad pública; y con el fin de facilitar la gestión de 
los delegados, el artículo 6° contempla la concesión de permisos dentro y fuera de las 
jornadas de trabajo, sin que se genere traumatismos en la prestación del servicio. 
 
La Corte declaró la exequibilidad de dichas disposiciones al considerar que el artículo 39 de 
la Carta consagró el derecho de asociación para todos los trabajadores ya sean públicos o 
privados, excluyendo a la fuerza pública, derecho que conlleva otras garantías inherentes 
como la autonomía de las asociaciones sindicales, otorgamiento del fuero sindical y 
autorizaciones que permitan una gestión  eficaz de los delegados y protección que impida la 
discriminación por el ejercicio sindical. 
 
No obstante, debe entenderse que los empleados públicos de alto nivel, que ejerzan labores 
de confianza y manejo o cuenten con poder decisorio, gozan del derecho de asociación 
sindical que reconoce el artículo 39 constitucional, porque excluye únicamente a los 
miembros de la fuerza pública, aunque en la práctica surgen restricciones en su ejercicio, 
como un mecanismo que busca proteger el eficaz desempeño de la administración pública y 
la misma independencia de la organización sindical, razón por la cual se les limitan 
derechos como el fuero sindical. 
 
Indica el convenio en el artículo 7° que los Estados miembros acorde con las disposiciones 
internas, deberían incluir mecanismos que promuevan la negociación entre los empleados 
públicos sindicalizados y las entidades competentes, para la determinación de los empleos o 
se admita la intervención de sus delegados. Adicionalmente el artículo 8° prevé que ante el 
conflicto se acuda a mecanismos ajustados a las condiciones nacionales, mediante la 
negociación o se apliquen sistemas autónomos y justos que generen seguridad a las partes  
en busca de una solución a través de la mediación, la conciliación y el arbitraje. Esta 
posición fue adicionada por la recomendación 159 de la OIT, en el sentido de implementar 
las técnicas y para definir los integrantes y entidades públicas que participen en la 
negociación como representantes del Estado y los métodos que permitan la ejecución de lo 
pactado; se establezca la duración, revisión, renovación y su finalización o culminación. Y 
contemplar sistemas que conlleven la participación de los delegados de los trabajadores en 
la discusión de las condiciones de empleo, sin necesidad de acudir a la negociación, se 
indique el mecanismo que garantice su intervención y se fijen las condiciones de empleo de 
manera indiscutible o determinante. 
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Cabe anotar que la aplicación de lo expuesto anteriormente por el convenio de la OIT, 
genera dificultades para el caso de los empleados públicos frente a la norma constitucional, 
por cuanto esta prevé que compete al Estado en sus diferentes niveles territoriales, en forma 
unilateral determinar sus funciones y régimen salarial. Dando a entender inicialmente que 
dichos artículos son inaplicables para estos servidores públicos, lo que generaría su 
exequibilidad condicionada.    
 
Considera la Corte que en concordancia con la Carta Política, el hecho de conceder la 
facultad unilateral al Estado para fijar las condiciones de empleo, el régimen salarial y 
prestacional, no impide que previamente a esta decisión, los empleados públicos presenten 
solicitudes tendientes a mejorar su situación laboral y sean susceptibles de discusión con la 
administración, buscando un compromiso entre las partes, acudiendo así a la negociación 
colectiva para lo solución concertada de los conflictos y no se entienda nulo este derecho. 
 
Respecto a la implementación de procedimientos que permitan a los empleados públicos 
intervenir en la discusión de su situación laboral es viable, en el entendido que la 
determinación en última instancia y unilateralmente corresponde por orden constitucional a 
las diferentes autoridades territoriales, es decir, a nivel nacional al Congreso y al 
Presidente; departamental a las Asambleas y Gobernadores; municipal a los Concejos y 
Alcaldes.       
 
Como se está facultando a los Estados que hayan ratificado el Convenio, para tomar 
decisiones ajustadas a las condiciones internas que fomenten la negociación de las 
asociaciones de empleados públicos y las entidades Estatales, se debe colegir que el 
Convenio no establece el pleno derecho de negociación colectiva, lo que resulta ajustado a 
los preceptos constitucionales, como también, el hecho de permitir la utilización de 
mecanismos para que los delegados de las asociaciones de empleados públicos intervengan 
en la fijación de condiciones laborales, surgiendo la opción de presentar peticiones y 
consultas respetuosas.    
 
Con ocasión a la solución de conflictos mediante la implementación de mecanismos 
conciliatorios, el convenio resulta acorde con la Carta Política, aunque una vez concluidos 
sin llegar a un acuerdo, es potestativo del Estado fijar unilateralmente las condiciones de 
trabajo y el régimen salarial, Por lo cual la Corte declaró su exequibilidad.   
 
Subsiguientemente, la Corte Constitucional en sentencia C-161 del 23 de 2000, con 
ponencia del magistrado Alejandro Martínez Caballero declaró la constitucionalidad del 
convenio 154 sobre el fomento de la negociación colectiva de 1981 y de la ley 524 de 1999, 
por medio de la cual se aprobó el convenio. 
 
Al estudiar el artículo 1° la Corte consideró que esta disposición faculta al Estado miembro 
para implementar mecanismos de negociación para la administración pública, ajustados a la 
normatividad interior, tema que fue objeto de un  amplio pronunciamiento en la sentencia 
C-377 de 1998 que declaró la exequibilidad del convenio 151 sobre la protección del 
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derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en 
la administración pública de 1978 y de la ley 411 de 1997 aprobatoria de dicho convenio.  
 
Indicó que los trabajadores oficiales tienen derecho a presentar pliegos de peticiones y 
acudir a la negociación plena para solucionar los conflictos colectivos del trabajo con las 
entidades estatales, en virtud de los artículos 55 y 56 de la Constitución Nacional. En el 
caso de los empleados públicos, cuentan con el derecho a participar en las decisiones que 
los afecten, como lo señala el artículo 2°, con las limitaciones que prevé la misma Carta 
Política, al facultar al Estado en sus diferentes niveles, para la fijación unilateral de las 
condiciones laborales.      
 
Finalmente con base en los anteriores planteamientos la Corte declaró exequible el artículo 
1° del Convenio 154 de la OIT, porque éste permite al Estado fijar las condiciones para 
decidir su implementación en el régimen jurídico interno. Para el caso analizado se ajustó a 
las limitaciones constitucionales.  
 
Posteriormente la Corte Constitucional en sentencia C-1234 de 2005 se pronuncia 
nuevamente sobre la constitucionalidad del artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo, 
al considerar que la sentencia C-110 de 1994, no presta mérito a cosa juzgada, por el hecho 
de haberse presentado posteriormente trascendentales modificaciones coherentes con la 
Constitución, al incluirse en la legislación interna la ley 411 de 1997 aprobatoria del 
convenio 151 y ley 524 de 1999 del convenio 154 de la OIT, declarados exequibles por el 
Alto Tribunal mediante sentencias C-377 de 1998 y C-161 de 2000. 
 
Para decidir sobre la constitucionalidad del artículo 416 del CST se refiere la Corte a las 
sentencias C-377 de 1998 y C-161 de 2000, con base en el numeral 10 del artículo 241 de 
la Carta Política, que le confiere facultades para resolver en forma definitiva sobre la 
constitucionalidad de los tratados internacionales y sus leyes aprobatorias.  
 
En tal sentido consideró que el derecho de negociación colectiva previsto tanto en el 
artículo 55 de la Constitución Nacional como en el convenio 154 de la OIT aprobado por la 
ley 524 de 1999, incluyen un campo de acción más extenso, al de la convención colectiva y 
el pliego de peticiones, tampoco puede equipararse éste con los memoriales respetuosos. 
  
Por tanto las prohibiciones para los sindicatos de empleados públicos estipuladas en el 
artículo 416 del C.S.T, en cuanto a la presentación de pliegos de peticiones y la celebración  
de convenciones colectivas son la especie y aunque no se haya reglamentado por el 
Congreso de la República, es exequible hasta que se produzca su regulación, porque en 
forma expresa  no excluye el derecho de negociación colectiva.   
 
Lo anterior no implica que a las asociaciones sindicales de empleados públicos se les 
restrinja el derecho de negociación colectiva, noción que debe concebirse en forma extensa,  
lo que implica que cuentan con todas las facultades para elevar solicitudes, exigencias y 
demás requerimientos ante las entidades públicas, tendientes a obtener una pronta 
resolución. Adicionalmente buscar la solución de los conflictos colectivos, con los que se 
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alcance la concertación, que materialice el derecho de negociación contemplado en los 
convenios 151 y 154 de la OIT. No obstante, deben acatar la decisión final que 
unilateralmente adopte el Estado, respetando las garantías de las asociaciones sindicales y 
los derechos adquiridos relacionados con las condiciones de trabajo y el régimen salarial de 
los empleados públicos. Así lo indico la Corte al considerar: “Tratándose de negociaciones 
colectivas con los sindicatos de empleados públicos, debe tenerse en cuenta que si bien la 
negociación no es plena, porque se entiende que la decisión final le corresponde adoptarla 
a las autoridades señaladas por la Constitución (es decir, en el ámbito nacional al 
Congreso y al Presidente de al República, y en el ámbito territorial, a las asambleas, 
concejos, gobernadores y alcaldes), esto no implica que los sindicatos de estos servidores 
públicos no puedan desarrollar instancias legítimas para alcanzar una solución negociada 
y concertada en el caso de conflicto entre los empleados públicos y las autoridades. En 
tales instancias, el Estado-empleador tiene la obligación no sólo de recibir las peticiones, 
consultas o los reclamos hechos a través de la organización sindical de los empleados 
públicos, sino de oír y adoptar todos los procedimientos encaminados para que las 
autoridades que son en últimas las que toman las decisiones, evalúen los derechos que 
reclaman los servidores del Estado y se pueda adoptar una solución en lo posible 
concertada y que favorezca los intereses de las partes y del país”. 
 
La Corte “no desconoce que el problema del ejercicio del derecho de los sindicatos de 
empleados públicos a la negociación colectiva radica en que no existen mecanismos 
legales apropiados para hacer cumplir este derecho. Es más, el legislador no ha 
desarrollado el procedimiento para que estos sindicatos puedan iniciar la concertación, 
garantizar que las peticiones o los reclamos sean recibidos y atendidos por la 
administración pública. Ni se ha establecido cuál es la autoridad pública competente para 
pronunciarse cuando se desconoce, sin motivo el derecho de negociación colectiva. 
Tampoco existen los mecanismos legales que garanticen que las solicitudes de los 
sindicatos de empleados públicos, después de la etapa de concertación, se reflejen en los 
proyectos de ley de presupuesto o en las leyes de carrera administrativa”.  
 
Es necesario que en un término prudencial y de ser viable discutido con las asociaciones 
sindicales de empleados públicos, el Congreso de la República profiera una ley que regule 
el derecho de negociación colectiva de dichos servidores, en acatamiento del artículo 55 de 
la Carta Política y los convenios 151 y 154 de la OIT incorporados en la legislación 
nacional por las leyes 411 de 1998 y 524 de 1999.  
 
Cabe anotar que se han presentado ante Congreso y han cursado su tramite ordinario, varios 
proyectos de ley que buscan la regulación de éste derecho, pero los esfuerzos por obtener 
resultados favorables que permitan en forma definitiva eliminar las limitaciones al ejercicio 
integral del derecho de negociación colectiva de los sindicatos de empleados públicos,       
no han tenido éxito.    
 
Por otra parte, el gobierno nacional reglamentó el artículo 416 del Código Sustantivo del 
Trabajo expidiendo el decreto 535 del 24 de febrero de 2009, publicado en el Diario Oficial 
47273 del mismo año, ante la necesidad de determinar las instancias de concertación, para 
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regular la situación laboral de los empleados públicos sindicalizados y la optimización en la 
prestación del servicio a cargo del Estado, fundamento previsto en la ley 4ª de 1992;  
sustentado además en los convenios 151 y 154 de la OIT e incorporados en la legislación 
interna por la leyes 411 de 1997 y 524 de 1999 respectivamente, exceptuando de esta 
garantía a los “de alto nivel que ejerzan empleos de dirección, conducción y orientación 
institucionales, cuyo ejercicio implica la adopción de políticas o directrices”. 
 
Tuvo como finalidad proteger el derecho de concertación en la determinación de la 
situación de empleo y reglamentar la relación laboral de los empleados públicos 
sindicalizados con la entidad empleadora. Excluyendo los temas concernientes con “la 
estructura organizacional, las plantas de personal, las competencias de dirección, 
administración y fiscalización del Estado, los procedimientos administrativos y el principio 
del mérito como presupuesto esencial de la carrera administrativa”. En el orden territorial la 
concertación no puede superar las directrices establecidas por el Gobierno Nacional en la 
determinación salarial, quedando vedado el tema prestacional en esta negociación. 
 
Estableció en primera instancia la concertación con la misma entidad empleadora del 
Estado, y en segunda el gobierno nacional en la especialidad que le concierna, aplicando el 
procedimiento señalado en el mismo decreto.  
 
Ahora bien, en el marco del decreto se han desarrollado negociaciones colectivas con los 
sindicatos de empleados públicos como el caso de la Alcaldía Mayor de Bogotá con las 
organizaciones sindicales de empleados públicos del Distrito Capital, quienes iniciaron un 
proceso de negociación colectiva, con la radicación del pliego de peticiones que finalizó 
con la suscripción del acta de acuerdo el 24 de julio de 2009, que cobija quienes prestan sus 
servicios personales en la Administración Central, Establecimientos Públicos, Empresas 
Sociales del Estado, Veeduría, Contraloría, Personería y Concejo de Bogotá. Se pactaron 
clausulas como incremento y nivelación salarial, la posibilidad de reconocer la prima 
secretarial previo análisis de los conceptos presupuestales y técnicos pertinentes, permisos 
remunerados en caso de capacitación, pago de compensatorios entre otros.   
 
Con respecto a la promulgación del decreto 535 de 2009, la Comisión de Expertos en 
aplicación de convenios y recomendaciones, en la octogésima reunión llevada a cabo a 
finales del año 2009, rinde el informe al Consejo de Administración. Concretamente al 
tratar la aplicación del convenio 98 sobre el derecho de sindicación y de negociación 
colectiva, 1949, se complace con la expedición del decreto después de haberse adoptado en 
1976 y de la insistencia por parte de la Organización, para la adopción de medidas que 
garantizaran a los empleados públicos el derecho de negociación colectiva, exceptuando a 
los de alto nivel por la naturaleza de sus funciones. No obstante, teniendo en cuenta las 
inquietudes de diversas agremiaciones sindicales que demuestran inconformismo por su 
aplicación y ante el compromiso del gobierno sobre el nuevo proyecto modificatorio para 
debatirse con las asociaciones sindicales, la Comisión reitera la necesidad de ampliarlo por 
no suplir las pretensiones sindicales de los empleados públicos, hecho que obligará 
posteriormente a tomar las medidas jurídicas tendientes a reconocer el pleno derecho de 
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negociación colectiva; por lo que considera debe insistirse en dicho estudio y se logren los 
objetivos propuestos.  
 
Así lo señaló en aquella oportunidad: “La Comisión recuerda que desde hace numerosos 
años se refiere a la necesidad de que se reconozca de manera efectiva el derecho de 
negociación colectiva a los empleados públicos que no trabajan en la administración del 
Estado. La Comisión toma nota con satisfacción de que por primera vez desde la 
ratificación del Convenio en 1976 y después de reiterados pedidos, el Gobierno expidió, el 
24 de febrero de 2009, el decreto núm. 535 relativo a la negociación colectiva en el sector 
público y observa que según informa el Gobierno en su memoria ya ha dado resultados 
concretos pues se han adelantado procesos de concertación en el Distrito de Bogotá, en el 
Ministerio de la Protección Social y en el Ministerio de Educación (en este último caso con 
la Federación Colombiana de Educadores (FECODE)) que han dado lugar a acuerdos. La 
Comisión observa que dicho decreto «tiene por objeto establecer las instancias dentro de 
los cuales se adelantará la concertación entre las organizaciones sindicales de empleados 
públicos y las entidades del sector público» (artículo 1), con el fin de fijar las condiciones 
de trabajo y regular las relaciones entre empleadores y empleados (artículo 2). El decreto 
establece asimismo el procedimiento para llevar adelante la concertación. La Comisión 
observa que este decreto se aplica a todos los empleados del Estado, con excepción de los 
empleados de alto nivel que ejerzan empleos de dirección, conducción y orientación 
institucionales cuyo ejercicio implica la adopción de políticas o directrices. A este 
respecto, la Comisión toma nota de que en sus comentarios, la CUT señala que el acuerdo 
con la FECODE no ha sido totalmente cumplido y que la CUT ha presentado una acción 
de nulidad del decreto núm. 535 ante el Consejo de Estado, la cual se encuentra en trámite 
(esta organización y otras organizaciones representativas de trabajadores informaron a la 
misión que objetaban el decreto núm. 535 y manifestaron que el borrador del nuevo 
decreto modificatorio - que no se adjunta - no está en conformidad con el Convenio sobre 
las relaciones de trabajo en la administración pública, 1978 (núm. 151)). La Comisión 
observa que la acción de nulidad se funda sobre todo en la interpretación de ciertas 
disposiciones de la Constitución colombiana y en cuestiones de respeto de la legalidad 
interna, punto éste sobre el que evidentemente, la Comisión no es competente. La Comisión 
toma nota también de que el Gobierno informó a la misión que se prevé revisar el decreto y 
que se comunicó para su discusión a las organizaciones de trabajadores y de empleadores 
un proyecto de decreto modificatorio. La Comisión pide al Gobierno que continúe el 
diálogo con las organizaciones sindicales a efectos de mejorar el decreto ya adoptado y 
que le informe al respecto. La Comisión es consciente de que el decreto es muy corto, es 
susceptible de mejoras y establece principios que probablemente necesiten de una 
reglamentación ulterior para cumplir mejor con su objetivo y poder extender en la práctica 
los acuerdos colectivos en las distintas instituciones. Si desde el punto de vista técnico es 
muy posible que ello sea conveniente, la Comisión recuerda que el Convenio no requiere 
una reglamentación exhaustiva, sino que por el contrario es compatible con sistemas que 
prevén un mínimo de injerencia del Estado en la negociación colectiva pública”. 
 
Si bien es cierto se considera un avance en la historia del derecho colectivo el haberse 
elevado por primera vez a rango Constitucional en 1991, el derecho de negociación 
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colectiva, también lo es la expedición del decreto 535 de 2009 por el gobierno nacional, y 
el nuevo proyecto de decreto reglamentario del artículo 416 del CST, ante la omisión del 
Congreso para expedir una ley que regule la materia, a pesar de las innumerables iniciativas 
legislativas que han cursado en esa Corporación, esta situación ha vulnerado 
sistemáticamente los convenios 87, 98, 151 y 154 de la OIT.  
 
En materia del derecho comparado, cabe resaltar que en otros Estados a través de la 
legislación interna se ha reconocido el derecho pleno de negociación colectiva a los 
empleados públicos, como en el caso de España mediante la ley 7ª del 19 de julio de 1990, 
sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de 
trabajo de los empleados públicos; Argentina ley 24185 del 16 de diciembre de 1992, sobre 
convenciones colectivas para trabajadores del Estado; Paraguay ley 508 del 27 de 
diciembre de 1994 de la negociación colectiva en el sector público.   
 
No obstante, cualquier decisión que a futuro adopte el legislador, debe estar supeditada al 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado en la prestación del servicio y al desarrollo 
de la función pública, ante la supremacía del interés general, lo que obliga a que la 
determinación sea acertada, sin que vulnere los derechos laborales de los empleados 
públicos, no traumatice el servicio, conlleve a la desestabilización económica de la entidad, 
desborde el campo de aplicación o genere en su práctica mayores traumatismos en la 
relación laboral.  
 
A medida de conclusión general del tema es de nuestro interés puntualizar en los siguientes 
aspectos: 
 Los artículos 414 y 416 del Código Sustantivo del trabajo contienen las excepciones 
de que trata el artículo 55 de la Constitución.  
 
 La negociación colectiva es un elemento que contribuye a mantener la paz social, 
pero deben tenerse en cuenta la conveniencia de las circunstancias para cumplir los 
fines del Estado y darle prevalencia al interés general sobre el interés particular y al 
Orden Publico Interno.  
 
 En las negociaciones con los sindicatos de empleados públicos, debe tenerse 
presente que si bien la negociación no absoluta, porque se entiende que la decisión 
final está limitada a la adopción de los conceptos de los Convenios de la OIT, por  
las autoridades competentes (Congreso y al Presidente, ,asambleas, concejos, 
gobernadores y alcaldes), esto no implica que los sindicatos de estos servidores 
públicos no puedan desarrollar instancias legítimas para alcanzar una solución 
negociada y concertada en el caso de conflicto, porque debe existir una apertura al 
dialogo en caso de diferencias, por parte del Estado y los trabajadores.  
 
 En el futuro será materia de análisis del Congreso y las demás autoridades 
competentes, definir el alcance de las limitaciones a éste derecho otorgado por la 
declaración internacional hecha por los Convenios de la OIT, suscritos por 
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Colombia, dentro de los cuales se acepta que debe hacerse extensivo a toda clase de 
agrupación sindical, por supuesto previa presentación del proyecto de ley con todas 
las formalidades de la Ley 5/92, para el sector central y para las demás entidades 
territoriales las normas a que haya lugar;  En nuestro concepto hasta tanto no se 
lleve un proyecto de ley, que se acople a las circunstancias presupuestales, fiscales, 
de conveniencia del mejor desarrollo de las actividades del estado con miras al bien 
común de todos los ciudadanos, en el entendido que los particulares que trabajan 
para el estado deben asumir un rol diferente, porque están prestando un servicio 
público, el cual genera un mayor compromiso, porque hay actividades que no 
pueden detenerse, ya que pueden tener un desenlace fatal para toda la sociedad, y 
podrían generar inseguridad jurídica, como es el caso de la fuerza pública y los 
servicios públicos esenciales, entre otras. 
  
 Siempre debe primar el Orden Publico Interno y el Interés General, antes de 
cualquier reclamación o reivindicación laboral. 
 
 La función pública debe ser premiado no sólo por el reconocimiento sino con unas 
condiciones laborales dignas, para las personas que prestan sus servicios a las 
actividades estatales. 
 
 Los convenios 151 y 154 de la OIT, hacen parte de la legislación interna. 
 
 El artículo 416 CST  limita a sindicatos la presentación de pliegos de peticiones o la 
celebración de convenciones colectivas. Pero se ajusta a la Convención de la OIT, 
porque no prohíbe expresamente el derecho a “la negociación colectiva” de los 
sindicatos de empleados públicos, simplemente los omite. Como acertadamente lo 
dice la Corte “Los sindicatos de empleados públicos pueden acudir a todos los 
mecanismos encaminados a lograr la concertación sobre sus condiciones de 
trabajo y salarios.”, por ello éstas organizaciones pueden presentar reclamos, 
peticiones, consultas, y deben ser atendidas, mediante las cuales estos grupos de 
trabajadores pueden ejercer sus derechos asociativos, sin menoscabar los fines del 
estado y la estabilidad jurídica del país.  
 
 El ejercicio de este derecho debe armonizarse con las restricciones propias de la 
condición de empleados públicos de los afiliados, teniendo en cuenta que pueden 
buscar acuerdos por medio de la concertación, sin embargo sería favorable que el 
legislador desarrollara el tema y definieran un procedimiento y la autoridad 
competente para efecto de adelantar las concertaciones y los resultados de esos 
acuerdos se materialicen en un proyecto de ley que cumpla con las características 
descritas anteriormente. 
 
 El legislador tiene la obligación de adelantar los trámites que tengan como fin 
reglamentar lo concertado de conformidad con el art. 55 de la Constitución y los 
Convenios 151 y 154 de la OIT suscritos y ratificados por Colombia, que fueron 
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incorporados a la legislación nacional  n virtud de las Leyes 411 de 1998 y 524 de 
1999.  
4. Derecho de huelga de los sindicatos de empleados públicos. El derecho de huelga está 
garantizado en el artículo 56 de la Constitución Política de 1991, para todos los 
trabajadores excluyendo a los empleados públicos que cumplan funciones de servicios 
públicos esenciales definidos por el legislador.  
 
El ejercicio del derecho de huelga es una de las etapas dentro del proceso de negociación 
colectiva, posterior a presentación del pliego de peticiones y el fracaso del acuerdo en la 
etapa de arreglo directo, los trabajadores sindicalizados pueden optar por declararla, o 
someter sus diferencias a un tribunal del arbitramento.  
 
En virtud del artículo 430 del CST “Para este efecto, se considera como servicio público, 
toda actividad organizada que tienda a satisfacer necesidades de interés general en forma 
regular y continua, de acuerdo con un régimen jurídico especial, bien que se realice por el 
Estado directa o indirectamente, o por personas privadas”. 
 
Los sindicatos de los empleados públicos, no tiene derecho a declarar y hacer la huelga, 
como consecuencia de las restricciones que se derivan del derecho de negociación colectiva 
y de su vinculación con el Estado, por lo tanto, pueden optar por convocar un Tribunal de 
Arbitramento Voluntario, reconociendo que de conformidad con las disposiciones legales 
la fijación de las condiciones labores, remuneración y prestaciones sociales le corresponde 
unilateralmente al gobierno en sus diferentes órdenes. Esta restricción vulnera el núcleo 
esencial del derecho de huelga, que consiste, en un medio de presión de los trabajadores 
para con su empleador, es importante resaltar que ésta facultad, no es absoluta. La huelga 
pretende equilibrar las cargas, pero no puede perderse de vista, que las limitaciones al 
derecho de huelga deben ser  circunscritas por  la protección de derechos fundamentales, el 
interés general y el Orden Público Interno.  
 
En este contexto, es importante el análisis del derecho de huelga al constituirse en una 
herramienta fundamental para los trabajadores sindicalizados, pero debe ser manejado con 
responsabilidad y debe ser limitado en el tiempo, porque no puede ser una condición que 
perdure indefinidamente.  
 
La huelga debe cumplir con las formalidades legales, porque de lo contrario se puede 
declarar su “ilegalidad”; Los argumentos que sustenten las solicitudes de los trabajadores 
deben estar sustentadas en el contrato de trabajo y sus condiciones, pero nunca en razones 
ajenas a él. 
 
La huelga por solidaridad consiste en la facultad que tienen los empleados sindicalizados o 
no sindicalizados, de  participar en la huelga promovida por trabajadores de otra empresa o 
establecimiento que están inmersos en un conflicto laboral con su empleador. Es, pues, 
subsidiaria a la huelga principal que promueven los trabajadores directamente afectados, en 
nuestro concepto sólo debe hacerse de forma simbólica, porque el Empleador cumplidor de 
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sus obligaciones laborales y patronales, se vería afectado por un hecho que no le es 
imputable. 
 
Respecto a la Prohibición de huelga en los servicios públicos es dable pensar que debe 
hacerse extensivo la motivación expuesta al derecho de negociación colectiva con 
empleados públicos, porque la huega es un efecto de lo anterior. En una apreciación 
afortunada la Corte Constitucional a partir de la sentencia C-110 del 10 de 1994, afirmo 
que: “Obviamente, si los empleados públicos no pueden presentar pliegos de peticiones ni 
celebrar convenciones colectivas, tampoco pueden declarar ni hacer huelga, lo cual 
resulta apenas lógico si se tiene en cuenta el vínculo legal y reglamentario existente entre 
ellos y el Estado”. Concluye la Corte, que caso contrario, “Si pudieran entrar en huelga 
paralizarían la función pública correspondiente y atentarían contra el interés colectivo, 
que debe prevalecer según el artículo 1º de la Constitución. La continuidad en el ejercicio 
de sus funciones resulta esencial para el funcionamiento del Estado”.  Y reafirmando lo 
anterior continua diciendo:“Así, pues, aquellos de los servidores públicos que tienen con el 
Estado una relación de mayor vínculo a las responsabilidades que le son propias, es decir 
los empleados públicos, no pueden interrumpir su actividad sino en los términos que la ley 
contemple y, por tanto, no les es dable ejercer el derecho de huelga -que implica dicha 
interrupción- si la ley se lo ha prohibido…”.  
 
Por otra parte, si los servidores del Estado intervienen en el cese de actividades de servicios 
públicos esenciales, incurrirán en sanción disciplinaria.  
   
Respecto a la Declaratoria de ilegalidad consagrada en el artículo 451 CST, sólo podrá  ser 
declarada judicialmente y la reanudación de actividades no será inconveniente para que el 
tribunal profiera la declaratoria de la legalidad o ilegalidad correspondiente.  
 
El Arbitramento Voluntario opera como Método Alternativo de Solución de Conflictos, 
para poner fin a las incompatibilidades de los sindicatos de empleados públicos y el Estado, 
y parte de la culminación de la etapa de arreglo directo y ante la falta de acuerdo, por ser 
improcedente la declaratoria de huelga.  
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CONCLUSIÓN FINAL 
 
En consonancia con todo lo manifestado en el presente documento a favor y en contra; y 
después de todas las reflexiones que nos ocuparon a lo largo de ésta tesis, a continuación 
vamos a responder a los interrogantes propuestos en la introducción, para finalizar así 
nuestro análisis sistemático: 
 
¿El sistema jurídico colombiano garantiza el pleno derecho a la negociación colectiva de 
los empleados públicos? 
 
Teniendo en cuenta todo lo anterior, es evidente que en la legislación nacional no se 
garantiza el pleno derecho de la negociación colectiva de los empleados públicos, porque a 
pesar que el estado colombiano ha suscrito y ratificado los instrumentos de Derecho 
Internacional Público de la materia, no ha sido posible materializar esos principios que 
hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, porque desde los Convenios le han dado la 
amplitud suficiente a las autoridades competentes, para que ajusten la aplicación de los 
mismos ante la aprobación y discusión interna que atienda a las necesidades de cada 
legislación. 
  
 ¿Se generan restricciones en su ejercicio? 
 
A lo largo de ésta tesis, pudimos demostrar que hay amplias restricciones a éste derecho, 
porque hay grandes tensiones entre sus defensores y detractores. 
 
 ¿Si se presentan restricciones qué soluciones se pueden plantear? 
 
En Colombia, el Congreso de la Republica, ha conocido de diferentes proyectos de ley que 
no han surtido el efecto esperado por los sindicatos, porque no han tenido las votaciones 
para ser aprobados y convertirse en Ley.  Con certeza, los proyectos de ley no dejaran de 
presentarse, pero nuestra recomendación es adelantar mesas de concertación con el 
Gobierno Nacional y los Partidos Políticos Opositores que tienen curules en el Congreso, 
para llegar a acuerdos conceptuales y de ese modo se pueda presentar un proyecto de ley 
que cumpla con las expectativas de todos y satisfaga los intereses de todos enmarcados en   
la protección de derechos fundamentales, el interés general y el Orden Público Interno.  
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